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      El dinero decidirá el destino de la humanidad.


      


      JACQUES RUEFF1


      


      El precio real que pagamos por nuestro dinero es que éste encorseta cuanto puede nuestro pensamiento; el dinero hace una cárcel de nuestro poder imaginativo.


      


      YES! A JOURNAL OF POSITIVE FUTURES2


      


      Bien mirado, la espiral de crecimiento de la economía es el así llamado esquema piramidal, que consiste en que los beneficios del anterior inversor salgan del dinero del nuevo.


      


      HANS CHRISTOPH BINSWANGER3


      


      Si en su día la mercancía se transformó en dinero para hacer posible la adquisición de una nueva mercancía, ahora el dinero se ha transformado en mercancía con el único objetivo de volver a convertirse en dinero.


      


      CHRISTINA VON BRAUN4


      


      Algunos hacen de todas las artes medios de hacer dinero, como si ése fuera su objetivo y fuera necesario aprestarlo todo con esta finalidad.


      


      ARISTÓTELES5


      


      Un banco no es una institución de ingreso y préstamo de dinero, sino una entidad de emisión de crédito.


      


      HENRY DUNNING MACLEOD (1889)6


      


      El endeudamiento total del G20, las veinte economías nacionales más importantes del mundo, es actualmente un 30 por ciento más alto que en 2007, antes del inicio de la crisis financiera.


      


      WILLIAM WHITE7


      


      La cosa no puede seguir como hasta ahora.


      


      LUCAS ZEISE8


      


      Es inevitable un colapso del sistema. La pregunta no es si lo habrá, sino cuándo.


      


      DIRK MÜLLER9


      


      La peor crisis desde la Gran Depresión de los años treinta aún no ha llevado a la ciencia, los medios de comunicación y la política a dirigir su atención hacia las preguntas monetarias básicas ni a llevar a cabo una reforma del orden monetario como parte integrante de las reformas financieras actuales.


      


      JOSEPH HUBER10


      


      El privilegio de la creación y emisión de dinero no es sólo un derecho exclusivo del gobierno, sino que puede convertirse en su instrumento más creativo.


      


      ABRAHAM LINCOLN11


      


      El dinero únicamente podría prestarse si estuviese ahí para ser prestado. Los bancos ya no podrían prestar dinero en demasía, generando dinero de la nada y provocando, por tanto, inflación y booms.


      


      IRVING FISHER12


      


      El dinero no es un fin, sino el medio para conseguir el fin.


      


      FRIEDRICH WILHELM RAIFFEISEN13


      


      La economía sólo es un medio para lograr el fin.


      


      THOMAS JORBERG14


      


      La propiedad obliga. Su uso debe al mismo tiempo estar al servicio del bien general.


      


      CONSTITUCIÓN ALEMANA, art. 14


      


      La actividad económica global está al servicio del bien común.


      


      CONSTITUCIÓN BÁVARA, art. 151


      


      Las entidades privadas que cotizan en bolsa no tienen ninguna obligación de fomentar el bien común.


      


      ALEXANDER DIBELIUS15


      


      El que tiene el dinero establece las reglas.


      


      FRANK STRONACH


      


      Los mercados financieros libres son la instancia de control más eficaz del comercio nacional [...]. Dicho de otro modo, los mercados financieros han asumido un importante papel casi como «quinto poder» junto a los medios de comunicación. En este sentido, si la política del siglo XXI fuera arrastrada por los mercados financieros, quizá no sería tan malo.


      


      ROLF-E. BREUER16


      


      El paradigma del mercado financiero libre debe sustituirse por un mercado financiero como infraestructura de la economía real (servicio público).


      


      PHILIPPE MASTRONARDI17


      


      Estoy muy contento con lo que hemos conseguido con la unión bancaria.


      


      WOLFGANG SCHÄUBLE18

    

  


  
    


    Prólogo


    


    Hablar de dinero, y de ganar dinero, ha sido durante muchos siglos un tema «tabú» en muchos entornos sociales, particularmente en aquellos entornos en los que la religión marcaba una conducta de vida en la que el dinero se consideraba como algo «nocivo». Aún hoy en día podemos constatar que el Islam prohíbe utilizar el dinero para prestarlo y obtener beneficios considerados como usura, sin olvidar que, según lo que cuenta la Biblia, Jesucristo echó a «gorrazos» a los mercaderes del templo. Al mismo tiempo, si nos interesamos en la evolución del contexto económico hasta la Edad Media, podemos también constatar que la sociedad estaba organizada en torno a tres aspectos: La reciprocidad, la redistribución y los mercados, mercados en los que se aplicaba el trueque. Para facilitar el trueque aparecieron diferentes objetos de referencia a los que se otorgó un valor... hasta que llegó el oro, aceptado como garantía de la emisión posterior de «papeles» o monedas que certificaban la posibilidad de intercambiarlos por el oro almacenado. Y, tras la desaparición del oro como referencia se llegó a la locura financiera en la que vivimos cuando los billetes y las monedas sólo se basan en la confianza que tenemos cuando alguien cobra o paga algo, sabiendo que se trata de «papeles», que llamamos billetes. Aún peor, se ha creado el dinero electrónico... donde nadie ve ni un billete ni una moneda...


    En paralelo el dinero, que inicialmente era una herramienta que facilitaba el trueque, se ha convertido en un fin, y nos han educado para que lo almacenemos... porque «más dinero es igual a más felicidad», o «el que más dinero tiene es más feliz»... ¿Quién no tiene estos mensajes marcados en su subconsciente como se marcan a las reses con hierro ardiendo? Además el dinero se ha convertido en una medida de bienestar. Las personas o los países que más dinero tienen son personas y países envidiados... Una medida. Bien, el metro, el kilo, o el grado centígrado son también medidas, pero ¿podemos imaginar que el kilo, el metro o el grado centígrado pudiesen cotizar en Bolsa y que se pudiese especular sobre su valor?... no sé, que un kilo, por ejemplo, pudiese valer en ciertos momentos 900 gramos y en otros momentos 1.100 gramos. Pues bien, eso ocurre con el dinero, que es sin lugar a dudas, hoy en día, una unidad de medida y una droga que nos han inoculado en nuestra educación desde pequeños. Sí, una droga. ¿No merece reflexión todo lo anteriormente descrito? Evidentemente sí. A ello nos invita este libro, a reflexionar sobre el dinero... y a mucho más.


    Se han escrito centenas de libros sobre el dinero, sobre su origen, sobre su uso, y sobre las múltiples justificaciones que permiten describir su razón de ser, pero hay muy pocos libros que, analizando la historia del dinero, describiendo su evolución, explicando todos los ingredientes que participan en su función actual, las funciones de los gobiernos y organismos nacionales e internacionales, y denunciando el uso nocivo que se ha hecho y se hace del dinero, propongan soluciones centradas en el necesario bien común, poniendo al ser humano y a su bienestar en el centro de interés... de abajo arriba... y no de arriba abajo como el modelo económico vigente funciona.


    Respetado lector, tiene usted en sus manos un libro que estoy seguro le va a ser útil, hasta el lado positivo que tiene el hecho de poder discrepar, sabiendo que sus discrepancias se basarán en propuestas concretas... porque este libro hace propuestas concretas, lo que es enriquecedor para todos.


    Conocí a Christian gracias a un correo que me envió un escuchante del programa de Radio Nacional «No es un día cualquiera», programa en el que todos los sábados, durante once años, intenté describir, con palabras que todo el mundo entendiese, el sistema financiero que nos domina y dar pistas sobre la necesidad de cambiarlo, hablando de lo que yo llamaba el modelo que debe ir de abajo arriba. Descubrí así el modelo económico propuesto por Christian vía la EBC, la Economía del Bien Común, y resultó que, sin conocernos, estábamos trabajando, cada uno en su entorno, para el mismo fin. Fue un honor para mí que Christian me solicitase para escribir el prólogo de su libro Salvemos el euro y lo vuelve a ser cuando me ha solicitado que lo haga para este libro. La realidad es que existe una lógica aplastante en la serie de libros que Christian ha escrito, proponiendo herramientas concretas que permiten comprender que es posible cambiar el modelo económico vigente, que tanto daño ha hecho y está haciendo, siendo posible hacerlo dentro del modelo. Entre las muchas cosas que Einstein dijo hay una frase que he convertido en mi lema con el que termino en todas las charlas-debates en las que participo en toda España: «El mundo no será destruido por los que hacen el mal... sino por los que les miran sin hacer nada». Respetado lector, tiene usted entre sus manos un libro que le va a permitir hacer algo.


    PACO ÁLVAREZ

  


  
    


    Prólogo


    


    Dinero y democracia: un enlace tardío


    


    ¿Estás satisfecho con el orden monetario actual? ¿Te parece justo, democrático, claro y duradero?


    ¿Sabes cómo funciona el sistema: cómo se crea el dinero, cómo funcionan las relaciones entre los bancos comerciales y los bancos centrales, cómo se convierte un crédito en un título, qué es exactamente un banco fantasma y de qué manera se transfieren cientos de millones de euros a un paraíso fiscal?


    ¿Sabes quién ha creado el orden monetario actual? ¿Qué organismo lo desarrolla, qué comisión lo discute, qué parlamento o qué pueblo soberano lo ha decidido?


    El desconcierto que normalmente generan semejantes preguntas es tan indigno para la democracia viva como para sus ciudadanos libres y responsables. Este libro pretende acabar con el «dominio del dinero»:19


    


    a) impulsando un discurso público sobre el orden económico imperante;


    b) proponiendo alternativas concretas y claras para todos los elementos significativos del orden monetario y financiero imperante y


    c) esbozando un proceso democrático de cómo podríamos pasar de la plutocracia y dictadura financiera actuales a un orden monetario democrático.


    


    El autor de este libro considera que el sistema monetario actual no sólo presenta una disfunción múltiple, sino que además —y ésta es a su vez su causa principal— no es en absoluto democrático. Las decisiones políticas que han llevado a este orden no contemplan las necesidades y valores de los pueblos soberanos. Según unos sondeos representativos, entre el 80 y el 90 por ciento de la población de Alemania y Austria desea un orden económico distinto al actual.20 De haber más opciones entre las que elegir, seguramente se abandonaría el sistema actual. Si, por ejemplo, se sometiera a votación democrática:


    


    — que los bancos comerciales creasen o no dinero;


    — que concediesen o no créditos a los especuladores;


    — que se fundasen o no bancos sistémicos;


    — que los rescataran o no con el dinero de los impuestos;


    — que se permitiese o no la existencia de bancos fantasma;


    — que los Estados tuvieran o no que endeudarse en los mercados;


    — que con los paraísos fiscales hubiera o no una circulación libre de capitales;


    — que pudiera o no especularse con los alimentos;


    — que el dólar estadounidense fuese o no la divisa de referencia de las materias primas...,


    


    ...probablemente en casi ningún país del mundo surgiría una mayoría democrática siquiera para una de estas reglas vigentes. A pesar de ello, este inefable sistema monetario existe de manera legal en el marco de los Estados de derecho democráticos y nos complica la vida. E incluso a algunos les arrebata la vida. Por desgracia, aquello de «la bolsa o la vida» se cumple con demasiada frecuencia.


    Parte del problema es que los representantes elegidos en democracia están tan influidos por los más poderosos intereses, surgidos de dentro del sistema monetario capitalista neofeudal, que no están dispuestos a cambiar las reglas de juego actuales de forma decisiva. Sea como fuere, los gobiernos y parlamentos no tienen la más mínima predisposición a poner en entredicho el orden monetario imperante, y menos aún a reescribir las reglas de juego. Si bien es cierto que —desde el G20 y el Comité de Basilea, pasando por las instituciones de la UE hasta las naciones— se están implantando una serie de proyectos de reforma y regulaciones financieras, ni uno solo representa una solución profunda, ninguno traerá un orden monetario alternativo, ¡porque éste no es ni mucho menos el objetivo del proceder oficial!


    Por tanto, desde el punto de vista del autor, a las personas libres, sensatas y demócratas no les queda más remedio que desprenderse de la pasividad y de la indiferente aceptación de este orden monetario tocado de muerte y, de la mano de la ciudadanía, abordar la estructuración de un nuevo sistema monetario desde la responsabilidad y la cooperación.


    Deberían animarnos a ello razones de peso: nos encontramos ante la famosa decisión de «cambiar por el camino del diseño o por el del desastre». Sin duda es mejor una planificación deliberada que entrar atropelladamente en la siguiente crisis. Este «cambio de sistema» no sólo nos lo debemos a nosotros mismos, por amor propio y dignidad, sino también se lo debemos a las siguientes generaciones, a las que no deberíamos legar el «no sistema» actual. Al menos, deberíamos intentar desarrollar un sistema monetario más justo, estable y duradero.


    Un cambio de sistema o, mejor aún, un mayor desarrollo democrático del orden monetario sólo puede promoverlo un conjunto de personas al unísono y solamente puede decidirlo la instancia suprema de la democracia: el pueblo soberano. La propia democracia indirecta se ha convertido en víctima del sistema monetario y su tendencia a la incorporación corrupta, al crecimiento monetario desmedido, una autorreferencialidad financiero-alquímica, una «revalorización de todos los valores» 21 y una concentración irrefrenable del poder económico y político.


    Por eso, el libro propone la necesidad de discutir las reglas de juego del sistema monetario mediante procesos participativos y descentralizados, procesos concretados en asambleas nacionales con delegaciones, o que hayan sido directamente elegidas, y fijarlas en las constituciones a través de referendos vinculantes. Concretamente, podrían desarrollarse apartados específicos en las constituciones en los que se establecieran las reglas de juego del sistema monetario. Con ello, los parlamentos tendrían una base clara para la legislación monetaria. La constitución monetaria es vinculante para el legislador, pero no se graba en piedra para la posteridad, sino que puede cambiarse, pero una vez más es el propio pueblo soberano y sólo él quien puede hacerlo, por ser la misma instancia que la puso en vigor. Un orden monetario democrático puede y debería, además, ser revisado, mejorado y perfeccionado periódicamente por los parlamentarios.


    Quisiera hacer un llamamiento personal a aquellas personas dotadas de creatividad, inteligencia e intelecto. Son dones de la naturaleza que nos han sido regalados y que podemos utilizar en nuestro propio provecho, así como devolverlos a la comunidad, colaborando en la constitución de unas reglas de juego más justas y democráticas. ¿Cuántas personas altamente dotadas estudian hoy día el oficio de banquero de inversiones, gestor de fondos o administrador de bienes? ¿Cuánta inteligencia se invierte hoy en la innovación de productos dentro del sistema? ¿Y cuánta en innovaciones del propio sistema? Un sistema económico sólo puede funcionar bien si las reglas de juego son justas y se aceptan; sin embargo, cuando las «reglas de juego» de una empresa, de una casa o de una organización no son coherentes, la organización entera se resiente. El orden monetario actual sobrecarga a la sociedad, pues las reglas que lo sostienen presentan una disfuncionalidad múltiple.


    El objetivo de este libro es, por tanto, lograr un orden monetario democrático que aumente la libertad de todos a través de a) la igualdad de oportunidades para contribuir a dar forma a estas reglas de juego; b) el efecto igualitario de dichas reglas; y c) su tendencia a la estabilidad del sistema, la distribución equitativa y la sostenibilidad. Cuanto más democrático sea el sistema, antes se corresponderá con los valores fundamentales de la sociedad: dignidad humana, libertad, solidaridad, justicia, sostenibilidad. El libro sostiene que el dinero no puede ser el fin de la economía ni un bien privado, sino un medio de la economía y un bien público. El dinero debería pasar de ser un arma a ser una herramienta. El dinero debería estar al servicio de la vida, del bien común.

  


  
    


    I


    


    Introducción: Dictadura financiera opaca


    
      


      Forma parte de las fascinantes características del hombre no prever ni entender completamente sus propios logros culturales.


      


      ULRIKE HERRMANN22

    


    


    Evolución no holística del sistema monetario


    


    Difícilmente puede decirse que el sistema monetario actual lo trazó un genio o surgió a partir de un plan general; más bien ha ido desarrollándose paso a paso durante siglos o incluso milenios y ha degenerado en un «monstruo»23 muy complejo. El resultado final no es ni bonito ni bueno, no hay ninguna estructura democrática, ética alguna redactada ni ninguna visión fundacional del «todo». El sistema monetario nunca se creó conscientemente ni se concibió como un instrumento de la humanidad. Es posible que cada paso y cada avance haya tenido sentido para determinados grupos y les haya sido provechoso, pero el todo no está al servicio de todos por igual y mucho menos del bien común. Así, no se establece ningún bien público, ninguna infraestructura democrática que trate a todos por igual y esté al servicio del todo.


    Por supuesto, no todo es absolutamente malo en el sistema: el dinero hace mucho bien y nos facilita el día a día; una serie de funciones básicas aportan unas ventajas públicas comunes, desde una moneda de curso legal, pasando por las cuentas bancarias individuales hasta la posibilidad de pedir un crédito. Pero son precisamente estas ventajas las que hay que ubicar, alambicar, organizar con sensatez y decidir democráticamente. Lo que realmente sea bueno obtendrá una aprobación amplia.


    Sin embargo, el sistema monetario actual es en demasiados aspectos una fuente de enriquecimiento para unos pocos, algo así como un casino y un bufé libre para los que tienen información privilegiada, es decir, los especuladores y los jugadores... un arma a veces peligrosa. Esta arma tampoco la ha diseñado ni concebido nadie de manera deliberada, sino que ha surgido a través de la permanente conjunción sucesiva de nuevas funciones, actuaciones legislativas e innovaciones técnicas. La evolución del sistema monetario puede condensarse por etapas:


    


    — Como sabemos por las investigaciones antropológicas e históricas, el crédito y la deuda fueron previos al dinero como forma de intercambio o de pago.24


    — Después surgieron los medios de intercambio de valor útil: por ejemplo, la madera, y muy especialmente la carne de vaca. Las dos «rayas» de los símbolos del dólar, la libra y el yen tienen su origen en los cuernos del ganado.25


    — A ello siguieron medios de intercambio de valor simbólico: conchas, huesos o determinadas piedras. Para que algo pudiese operar como dinero y fuese reconocido como tal en el seno de una comunidad tenía que ser singular.


    — Poco a poco fueron introduciéndose los metales nobles: cobre, plata, oro.


    — Que enseguida se llevaron a los orfebres para asegurar su conservación. Los orfebres inspiraron los primeros bancos de depósitos, que realizaban exclusivamente las operaciones de conservación, pero no las de crédito.


    — Los bancos de depósitos acusaban recibo del oro depositado mediante cheques bancarios o también letras de cambio: los primeros precursores del papel moneda como medio de pago.


    — Los orfebres y los bancos de depósitos empezaron a prestar repetidamente ese oro: el comienzo del sistema bancario de reserva fraccionaria.


    — De la banca fraccionaria «espontánea» surgió la banca fraccionaria legal: así nacieron los bancos comerciales (en Europa central en el siglo XIV).


    — Los bancos comerciales privados instauraron los bancos centrales a partir del siglo XVII.


    — En un primer momento, los bancos centrales aprovisionaron con oro las monedas nacionales: el patrón oro.


    — La cobertura de oro se pierde (1971). Los bancos centrales imprimen papel moneda sin cobertura: dinero fiduciario.


    — La informatización trae la mayor de todas las revoluciones vividas hasta entonces: el dinero electrónico de los bancos comerciales. Puede crearse dinero sin imprimirse. Con el dinero de los bancos comerciales se anula toda cobertura monetaria. En Europa, dependiendo del país, la masa monetaria básica M1 (suma de dinero en metálico más saldos de cuentas corrientes) se compone actualmente de entre un 5 y un 20 por ciento de billetes del banco central y monedas, y de un 80 a un 90 por ciento de dinero electrónico.26


    — A consecuencia de la contabilidad por partida doble, los propios bancos comerciales pueden crear dinero. Esta llamada creación de liquidez bancaria aumenta la masa monetaria y lleva a la inflación, ya de los mercados de bienes, ya de los mercados financieros: inflación del precio de los activos (del latín inflare, «inflar»).


    — En las bolsas y los mercados financieros no sólo se manejan títulos (acciones, préstamos, créditos...), así como materias primas y divisas, sino que también se hacen apuestas sobre la futura evolución de su precio: derivados.


    — Además de apuestas simples (put options, call options, futuros), con la banca de inversiones surge todo un universo de nuevas innovaciones financieras, desde la titularización de créditos de diversa calidad (obligaciones de deuda colateralizada), pasando por los seguros contra el impago de créditos o bonos del Estado (permutas por impago de crédito) hasta las permutas de rentabilidad parcial, permutas inversas de rentabilidad parcial y permutas de rentabilidad total. El casino financiero global es cada vez más complejo e impenetrable. Hasta los años ochenta, en Estados Unidos el valor de los activos del sector financiero se situó en un nivel que rondaba el 450 por ciento del rendimiento económico. En 2007, este valor ascendió al 1.000 por ciento.27


    — Los bancos sólo reflejan una parte de sus operaciones crediticias en los balances; una parte relevante se desvía a los llamados bancos fantasma sin figurar en el balance. Determinados paraísos fiscales y entramados jurídicos desempeñan ahí un papel crucial. A la luz de los balances, en Estados Unidos sólo se reflejan la mitad de las operaciones bancarias: 23.000 millones de dólares estadounidenses permanecen en la sombra y allí incuban nuevas bombas de relojería financiera.28


    — La contratación informatizada de valores financieros (operaciones financieras de alta frecuencia) impulsa el volumen de negocios bursátiles de forma astronómica. Los activos y demás títulos se compran y se vuelven a vender en milésimas de segundo. Según los entendidos, estas operaciones financieras de alta frecuencia representan ya más del 50 por ciento del volumen de las operaciones de activos en Nueva York y Fráncfort.29


    — El volumen de derivados hay que medirlo en millones de millardos o en miles de billones. Semejantes cantidades hacen volar la imaginación de cualquiera, porque están desligadas de los índices de la economía real: el comercio global de mercancías y de servicios ascendió en 2011 a 22.000 millones de dólares estadounidenses,30 el PIB mundial, a 70.000 millones de dólares:31 entre el 1 y el 2 por ciento del volumen de los derivados estadísticamente registrados.


    


    A consecuencia de esta «evolución», el dinero ha ido asumiendo cada vez más funciones, ya no es solamente una medida de valor (para el precio de productos y servicios) y un medio de intercambio, o, mejor dicho, un medio de pago para simplificar el trueque y realizar compras. El dinero tiene, además, la función de crédito, de acumulador de valor (ahorros, planes de pensiones), de medio de producción (empresas), de seguro (contra la pérdida de cosechas, variación de los tipos de cambio o cambio de los tipos de interés), de símbolo de estatus (reconocimiento, autoestima, pertenencia) o de medida de presión (intimidación, corrupción, soborno, extorsión). El dinero es también una forma de impuesto para la financiación de los compromisos del Estado. No hay ni mucho menos un consenso sobre todo lo que es el dinero y qué funciones tiene. Es un asunto que podría tratar de aclarar una ciencia monetaria sistemática, pero no se sabe de la existencia de ninguna. Aunque es cierto que hay cátedras y cursillos que llevan este nombre, sólo para las ciencias bancarias ya hay más cátedras que para las ciencias monetarias. El menosprecio del dinero atañe a destacados economistas: «En economía política no hay en sí un tema más insignificante que el dinero», dijo por ejemplo John Stuart Mill.32 Asimismo, en su manual general, Paul A. Samuelson advierte a los estudiantes de la preocupación por el tema del dinero: «Sólo el problema monetario ha hecho perder la razón a más gente que el amor».33


    Helmut Creutz escribe: «Hasta en la ciencia competente el tema del dinero sigue considerándose un enigma o evitándose a toda costa».34 ¿Es casualidad que haya sólo un ligero interés científico en el funcionamiento del sistema monetario, pese a ser ciento por ciento de origen humano y repercutir notablemente en todos los ámbitos de la vida? ¿La «niebla que rodea el dinero»35 y sus reglas de juego forman parte de su dominio? Salta a la vista que el dinero únicamente puede funcionar de modo satisfactorio para las personas y estar al servicio de la economía cuando a) lo analizamos y entendemos meticulosamente y b) lo concebimos conscientemente. ¿O no?


    


    Disfuncionalidad múltiple del sistema monetario actual


    


    La consecuencia del orden monetario «inconsciente» y «afótico» es la disfuncionalidad múltiple del sistema monetario presente desde el punto de vista económico, ecológico, ético y democrático. El sistema monetario actual:


    


    — Es incomprensible. Intenta hacer explicar con claridad a un «experto» en un par de minutos cómo se crea el dinero bancario. Fracasarás por lo menos en nueve de cada diez casos. Helmut Creutz, un periodista de renombre especializado en el sistema monetario, no cree para nada en la creación de dinero a través de los bancos privados: «Si los bancos dieran realmente créditos sin tener depósitos, sería un fraude y un asunto de la fiscalía».36 Tampoco Dirk Müller, «Mr. Dax», ha logrado una definición del todo acertada en su éxito de ventas Crashkurs («Curso sobre el crac»).37 En su documental Capitalismo: una historia de amor, Michael Moore se toma la licencia de bromear pidiendo a los banqueros de inversiones y banqueros nacionales que le den una definición de derivado. El resultado fue entretenido pero no educativo. Joseph Huber escribe: «A veces uno tiene la sensación de que las estadísticas y los términos monetarios actuales se idearon especialmente para ocultar el verdadero funcionamiento del sistema monetario».38


    — Es ineficiente. Los créditos ventajosos no los obtienen aquellos que hacen el bien y realizan inversiones reales con valor añadido social y ecológico, sino aquellos que prometen los mayores réditos financieros. El dinero va a parar a burbujas financieras y paraísos fiscales, en lugar de llegar al empleo y al erario público.


    — Es injusto. Los sueldos más altos no los perciben aquellos cuyo rendimiento es más valioso (por ejemplo, el cuidado a la infancia, los enfermos o ancianos), sino aquellos que multiplican el dinero de los demás con más riesgo y en menos tiempo, y que ya nadan en la abundancia (un gestor de un fondo de alto riesgo, por ejemplo).


    — Es opaco. Se dice que «no se habla de dinero», aunque a su vez parece que es lo más importante. El «ocultismo monetario» es conveniente para el secreto bancario, los fideicomisos ciegos, los paraísos fiscales y el silencio hermético de las constituciones sobre la cuestión de la creación de dinero bancario.


    — Es inestable. Hay una tendencia sistémica a la inestabilidad y la crisis, porque los beneficios económicos tienen prioridad sobre el bien común y la estabilidad del sistema. Se toleran las ventas al descubierto, los ataques especulativos, las apuestas por las suspensiones de pago estatales y el aumento de los precios de los alimentos, las operaciones financieras de alta frecuencia controladas por ordenador, el apalancamiento especulativo (leverage) y la creación de dinero a través de los bancos comerciales.


    — Es insostenible. Dado que el dinero entra en circulación como deuda, debe crecer constantemente para poder amortizar los créditos con intereses. El sistema de tipos de interés y la creencia general de que el capital tiene derecho a multiplicarse obligan a un crecimiento ilimitado.


    — Es inmoral. Los criterios éticos no desempeñan papel alguno en la concesión de créditos. Los tres acuerdos de Basilea están ciegos por igual ante los aspectos ecológicos, sociales y humanos.


    — Carece de escrúpulos. El orden monetario actual invita realmente a enriquecerse a costa de los demás, al fraude mediante el uso de asimetrías informativas (operaciones a partir de información privilegiada) y al enriquecimiento perjudicando a terceros (apuestas a pérdidas). Eso de que «el dinero corrompe el carácter» tiene un fondo real.


    — Es criminal. Desde el pacto entre Goldman Sachs y Grecia hasta el fraude de las subprime, desde el escándalo del LIBOR hasta la manipulación de precios de las materias primas se sucede un crimen detrás de otro. JPMorgan pagó 13.000 millones de dólares estadounidenses por un acuerdo extrajudicial. Durante la misma semana, el banco indemnizó a los clientes afectados con otros 4.000 millones de dólares estadounidenses. El UBS, el Royal Bank of Scotland, Barclays y el Rabobank pagaron entre todos 2.500 millones de euros de sanción por la manipulación del LIBOR. En el momento de imprimir este libro, el Deutsche Bank realizaba una provisión de miles de millones con el fin de prepararse para el incipiente aluvión de demandas.


    — Es poco democrático. Los intereses particulares se han impuesto por doquier, desde la creación de dinero hasta la innovación de productos. El dinero y el sistema financiero al completo son en la actualidad un bien demasiado privado y demasiado poco público. Lo que debería estar claramente prohibido, por ejemplo, las «armas de destrucción masiva», los bancos fantasma o la libre circulación de capitales con los paraísos fiscales, se permite porque los plutócratas corrompen la política.


    — Es reacio a la regulación. El defecto quizá mayor del orden monetario y financiero actual es que ha conducido a una concentración de poder tan grande que ya no puede lograrse una regulación efectiva. Algunos, como Rolf-E. Breuer, anterior presidente del Deutsche Bank, dicen públicamente que eso es bueno. Designó los mercados financieros con el nombre de «quinto poder», que ostenta el mérito de «controlar» al Estado.39


    


    El siniestro total sistémico de la democracia se compone de un sinfín de pequeños «accidentes»:


    


    — La financiación de partidos y las donaciones a políticos ejercen una poderosa influencia sobre los resultados de los procesos formalmente democráticos. Los partidarios de la regulación de derivados en el Congreso de Estados Unidos obtuvieron un millón de dólares estadounidenses a fines de los años noventa, sus adversarios, treinta veces más.40


    — Los lobbys rodean a las comisiones legislativas y rentabilizan sus intereses con más éxito que los ciudadanos sin recursos. Con frecuencia, los políticos dicen abiertamente que los proyectos de ley de la industria de turno les suponen una agradable descarga de trabajo.41 Entre 1998 y 2008, las entidades financieras de Wall Street pagaron 5.100 millones de dólares estadounidenses registrados a los lobbistas.42 El consejero delegado Jamie Dimon dijo en cierta ocasión que perseguir a JPMorgan le proporcionaba «buenos réditos en la “séptima área de negocio” del banco: las relaciones con la política y la administración».43


    — Algunas veces la corrupción y el cohecho aportan su grano de arena. Durante mucho tiempo se ha considerado que Austria estaba relativamente a salvo de la corrupción. Esto ha cambiado en los últimos veinte años. Ernst Strasser, exministro del Interior y líder del grupo parlamentario popular austríaco (ÖVP) en el Parlamento Europeo, ofreció su compromiso político a cambio de 100.000 euros; fue condenado en primera instancia a cuatro años de prisión incondicional.44


    — El efecto de la puerta giratoria: las élites políticas y económicas forman una unidad: los gerentes se pasan a la política y los políticos se ponen al servicio de los más poderosos consorcios. Sin ir más lejos, en Estados Unidos Goldman Sachs colocó a varios de sus empleados como secretarios del Tesoro o interinos. Allí uno de cada tres diputados del Congreso se pasa directamente al negocio lobista al término del cargo.45 Las puertas también giran sin cesar entre los órganos reguladores y las entidades financieras.


    — Los medios de comunicación son cada vez más dependientes de la poderosa publicidad, que no quieren perder a causa de una información crítica; o los consorcios económicos poseen directamente medios de comunicación en los que intervienen como, por ejemplo, el Raiffeisen con el Kurier austríaco.


    — Los científicos tienen miedo de salirse de la corriente principal, porque entonces han de temer por su reputación, tal vez sean «apartados» de la comunidad científica y ya no puedan publicar en revistas especializadas.


    


    Se busca regulador


    


    En vista de esta socavación y apresamiento sistemáticos de la democracia por parte de la aristocracia monetaria, la probabilidad de éxito de una reforma profunda del sistema monetario, de un cambio en las reglas de juego desde los organismos e instituciones democráticos competentes es entre escasa y nula. En una democracia que funcionase, los gobiernos, parlamentos y organizaciones internacionales habrían acometido inmediatamente una transformación de las reglas de juego del sistema monetario después de 2008 o incluso tras la crisis asiática de 1997-1998, tras el fracaso del fondo de alto riesgo Long-Term Capital Management en 1998, o tras el estallido en 2000 de la burbuja puntocom. Antes de proponer una alternativa elemental demos una vuelta por las instituciones más importantes del panorama político mundial que hay que tener en cuenta para la regulación del monstruo financiero global. ¿Son adecuadas y les interesa poner el orden monetario al servicio de la gente y la economía? ¿Están dispuestas y en condiciones de servir al buen vivir y al bien común?

  


  
    


    II


    


    Se busca domador: ¿Quién contiene al sistema monetario y financiero global?


    
      


      Ahora, que todos los pensadores responsables del sector tengan claro que han convertido los mercados financieros en un monstruo al que hay que pararle los pies.


      


      HORST KÖHLER46

    


    


    El G20 y el Consejo de Estabilidad Financiera


    


    En atención al elevado grado de globalización de los mercados financieros y del alto riesgo de contagio de las crisis financieras, en este momento se hace necesaria una regulación internacional, un orden monetario democrático y global. El organismo que ha hecho de la regulación de los mercados financieros internacionales su bandera más visible es el grupo de los veinte mayores y más poderosos países industrializados y emergentes. Pero la mera composición del grupo plantea un serio interrogante: ¿por qué precisamente estos veinte de los 192 miembros de Naciones Unidas? ¿Por qué no directamente la ONU? Eso se preguntan también destacados economistas del círculo de Joseph Stiglitz: «Ni el G7 ni el G20 representan un grupo de mando lo bastante inclusivo y global para abordar un cambio mundial del sistema. Es verdad que el G20 abrió más la mano que el G7, pero siguen quedando fuera 172 Estados. La elaboración de cualquier regulación futura debe garantizar la inclusión y la suficiente representación adecuada de los países en vías de desarrollo, incluidos los PMD (países menos desarrollados)».47 Es una barbaridad que los Estados formalmente democráticos se junten en un club selecto y partan de la base de que lo que deciden es bueno para el mundo entero y de que los 172 Estados que esperan a sus puertas estarán de acuerdo con ello. El peso relativo del G20 en el rendimiento de la economía global es indiscutible (el 85 por ciento del PIB mundial y el 80 por ciento del comercio internacional), pero la democracia es justamente lo contrario de la hegemonía. El G20 justifica, además, su «apertura», porque al principio sólo estaban los siete más importantes de todos. Pero históricamente también es un paso atrás si hablamos con las cifras en la mano: en 1944 se implicaron más de cuarenta Estados en la fundación del Banco Mundial y del Fondo Monetario Internacional. Desde entonces, el peso económico de los países en vías de desarrollo ha crecido... Otra contradicción: desde hace ahora treinta años se ha venido entonando el canto de la globalización liberal, de la libre circulación de personas, mercancías y capitales. ¿Y ahora una escasa décima parte de todos los Estados tiene que buscar soluciones a problemas que afectan a todos? No hay ningún motivo razonable por el que una minoría se permita dictar las reglas de todos. El resultado infructuoso de la serie de cumbres del G20 es propio de un proceso poco democrático. Cinco años después del estallido de la crisis:


    


    — no hay a la vista indicio alguno de una supervisión financiera global;


    — no hay constancia de que se haya desarticulado ningún banco sistémico, muchos son más sistémicos que nunca;


    — con los paraísos fiscales hay una circulación absolutamente libre de capitales;


    — ni un solo producto se ha retirado de la circulación;


    — a excepción de las ventas al descubierto en la UE, internacionalmente no se ha prohibido ni una sola actividad;


    — y no ha desaparecido del mapa ninguna categoría de institución financiera.


    


    Poco ha quedado de la promesa de la primera cumbre en Washington, en 2008, de «regular o supervisar todos los mercados, productos y actores».48 La impresión que se produce con ello es la contraria a la que debería causarse: las veinte naciones más poderosas no se han unido para contener al «monstruo» con la unión de su fuerza, sino para protegerlo. Ellas son el monstruo, pero no en el sentido de que la población de Estados Unidos, de Alemania o de Italia se aferraría con ahínco a la banca sistémica y se empeñaría en la libre circulación de capitales con los paraísos fiscales, sino en el sentido de que las élites financieras y económicas han acaparado el proceso democrático de las naciones, por lo que se toman allí decisiones en contra de los intereses de la mayoría de la población y se repite el mismo juego de los gobiernos a escala global.


    El único triunfo que podría atribuirse el G20 es la resolución de Basilea III. Pero, como veremos más adelante, tampoco Basilea III podrá impedir la próxima crisis financiera.


    El Consejo de Estabilidad Financiera (FSB, por sus siglas en inglés) se creó como resultado de la desastrosa crisis asiática de 1997-1998, al principio como el Foro de Estabilidad Financiera (FSF).49 Lo componen los más importantes órganos de supervisión, bancos centrales y ministerios de Hacienda. Puede considerarse un foro de expertos que colabora con el G20; la relación del G20 y el FSB es asidua. Pero a ambos les unen la inacción y la ineficacia, algo que certifica una destacada fuente: «Ya ha quedado patente que las reformas propuestas por el FSF no bastaron para evitar una mayor inestabilidad financiera global», dice la comisión de expertos de Naciones Unidas encabezada por Joseph Stiglitz.50


    


    Fondo Monetario Internacional


    


    Es cierto que en el Fondo Monetario Internacional fundado en 1944 hay 184 Estados miembros, pero su problema con la democracia no es menor que el del G20: jurídicamente es una sociedad anónima con participación mayoritaria de los países más ricos, y debido a su estructura propietaria no representa intereses globales, sino hegemónicos. Estados Unidos es el único país miembro que tiene derecho a veto y puede impedir cualquier decisión contraria a sus intereses; por el contrario, hay un sinfín de países absolutamente infrarrepresentados a los que no se escucha nada o casi nada. Además, es evidente que los derechos de voto básicos que tienen todos los Estados miembros por igual han ido en declive y únicamente constituyen el 5,5 por ciento de los derechos de voto. En 1994 todavía constituían un 11,3 por ciento.51


    El FMI se ha ganado bastante mala fama, en primer lugar imponiendo durante los años ochenta los tristemente célebres programas de ajuste estructural a los países excesivamente endeudados: reducción del gasto público, recortes en las ayudas para alimentos, introducción de cuotas de escuela, privatizaciones y apertura del mercado. Según Stiglitz, «en el FMI quienes cortan el bacalao son los ideólogos del mercado; en su opinión, los mercados en general funcionan bien, mientras que los Estados funcionan más o menos mal».52 El medicamento prescrito con frecuencia no ha tenido el efecto esperado: en muchos de los países tratados, la pobreza ha aumentado. A pesar de todo, a partir de la crisis del euro, el arte dudoso del FMI también se ha aplicado a los Estados de la UE, desde Grecia hasta Irlanda. Tal como ocurriera con los pacientes anteriores, después de la «terapia» se agravó el estado de Grecia, cuya economía pasa por la peor recesión de un país europeo desde la segunda guerra mundial; incluso años después de haber iniciado el tratamiento, la recuperación no está a la vista. Por eso cada vez es más frecuente llamar «Destroika» a la Troika y acusarla de «austeridad suicida».


    Por otra parte, fueron las liberalizaciones de dogmatismo ciego —motivadas por la creencia básica en las fuerzas de autorregulación del mercado y que han llevado a duras crisis financieras— las que el propio FMI no supo ver justo antes del estallido, porque no encajaban con su esquema ideológico de unos mercados (financieros) de perfecto funcionamiento.53 Por consiguiente, «muchas de las condiciones político-económicas del FMI sin duda fomentan la inestabilidad global», critica Stiglitz. «En lugar de servir a los intereses de la economía mundial», el Fondo sirve «a los intereses del mundo financiero internacional».54


    Cabe también aducir, en defensa del FMI, que en los últimos tiempos ha cometido cuatro infracciones contra su propia doctrina ideológica. Primero dijo, de repente —después de considerar durante décadas que la libre circulación de capitales era el sanctasanctórum—, que las restricciones de la circulación de capitales podrían constituir una medida posible de protección. En segundo lugar, tras el desastre total de Grecia, cayó en la cuenta de que ahorrar en recesión tal vez no fuese la mejor medida de recuperación. En tercer lugar, Jaromir Benes y Michael Kumhof, expertos del FMI, desempolvaron la propuesta de los años veinte de respaldar con reservas el «ciento por ciento del dinero» y a ella dedicaron el estudio titulado «The Chicago Plan Revisited» (El plan de Chicago revisado).55 Y, en cuarto lugar, el informe Fiscal Monitor que llevaba por título «Taxing Times» (Época de impuestos) causó una fuerte crispación, porque en él se exponía la posibilidad de gravar excepcionalmente con un 10 por ciento todos los depósitos bancarios para reducir la deuda pública a los niveles previos a la crisis.56 Naturalmente, la dirección del FMI se apresuró a aclarar que no se trataba de su posición como organismo, sino de opiniones individuales. De momento, sigue siendo una organización oscura con puntos luminosos.


    


    Organización Mundial del Comercio (OMC)


    


    La Organización Mundial del Comercio (OMC) tiene las peores cartas de todas: representa una ruptura en la continuidad del «crecimiento conjunto» de la comunidad internacional. Después de fundar Naciones Unidas, proclamar la Declaración Universal de Derechos Humanos y de que el concierto de instituciones de la ONU fuera creciendo miembro a miembro, en 1995 hubo un tremendo desmarque: precisamente, la poderosa organización del comercio no fue incluida en la orquesta de Naciones Unidas ni se coordinó con los programas, organizaciones y objetivos existentes, sino que se creó como una organización independiente para la mera consecución de la libertad de comercio. El motivo: los intereses comerciales de los consorcios transnacionales no tenían por qué coincidir precisamente con los derechos humanos, la lucha contra el cambio climático, la diversidad cultural, los derechos laborales o la seguridad o soberanía alimentarias. Una institución en el marco de la ONU habría tenido que hacer estas articulaciones y ponderaciones. En el marco de la ONU hay incluso una «Conferencia sobre comercio y desarrollo», la CNUCYD, que se fundó en 1964 a iniciativa del G77, hoy día un grupo de 130 países en vías de desarrollo y cuyo objetivo es el desarrollo sostenible y no el «libre comercio». Por eso precisamente los países industrializados, con los principales Estados de la UE y Estados Unidos a la cabeza, perdieron el interés por esta organización y la dejaron políticamente al margen.


    La OMC puede andarse sin remilgos: se le ha encomendado la misión ciega de lograr el comercio libre. Pero el comercio no es un objetivo en sí, sino un instrumento para el desarrollo, la libertad y la democracia; en consecuencia, únicamente debería ejercerse con la calidad y en la medida en que sirva a la consecución de los objetivos. La OMC convierte el medio en el fin, porque a los consorcios les conviene. Por consiguiente, no son ni mucho menos competencia suya las regulaciones, es decir, la restricción, condicionamiento y estructuración del comercio, sino exclusivamente las liberalizaciones y aperturas de mercado. Sus contratos son tan descabellados que ponen las regulaciones en entredicho o facilitan la interposición de demandas. Así pues, se interpusieron —con éxito— diversas demandas ante el tribunal arbitral de la OMC contra leyes nacionales para la protección de la salud pública o del medio ambiente.57


    Especialmente tramposo es el Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios de la OMC, que comprende también servicios financieros. En este acuerdo parcial, los miembros de la OMC son exigentes unos con otros. La UE exige en especial a los países en vías de desarrollo que levanten las restricciones de la circulación de capitales y que los bancos que operan en paraísos fiscales se admitan necesariamente en el mercado mundial. En resumen, que la OMC no tiene cometido regulador alguno, sino un efecto desregulador. Esperar que contuviese los mercados financieros significaría poner al lobo a cuidar de las ovejas.


    


    Comité de Supervisión Bancaria de Basilea


    


    El Comité de Supervisión Bancaria de Basilea, creado en 1974 por los diez Estados más poderosos, ha redactado tras la crisis una tercera generación de normas de concesión crediticia para los Estados miembro. Éstos por regla general trasponen las directivas de Basilea I, Basilea II y ahora Basilea III al derecho nacional, en la UE en forma de directivas relativas a los requisitos de capital propio (Directiva sobre Requisitos de Capital I-IV).


    El Comité de Basilea no puede considerarse una mera instancia de regulación global, porque su área de competencia está muy limitada y se ciñe al reglamento de capital propio y para la concesión de créditos. Tampoco sobre éste tiene ninguna competencia legislativa, sino únicamente un carácter de recomendación. Y, al igual que el G20, es un club bastante selecto con un número de miembros un poco más elevado tan sólo.


    En segundo lugar, a Basilea II se le hacen contundentes críticas, pero también a Basilea III, que cobran vigencia en 2014. Un importante aspecto que se critica es la prociclicidad del reglamento: las empresas deben valorarse y «asesorarse» en función de su solvencia. Pero durante una recesión, la solvencia de todas las empresas disminuye, que es precisamente cuando necesitarían créditos con especial carácter de urgencia. Si los bancos cierran el grifo crediticio durante la recesión, la agravan, desencadenando una ola de insolvencia: justo la reacción macroeconómica errónea; en cambio, durante la época de crecimiento echan leña al fuego, porque en general la solvencia de las empresas mejora, lo que estimula la aparición de burbujas dentro del sistema capitalista.


    Basilea III se aferra, además, al cálculo del capital propio de los activos individuales en función de factores de ponderación del riesgo. Algunos activos se consideran más fiables u obtienen una calificación más favorable y deben, por tanto, respaldarse con menor capital propio. Pero los últimos años han demostrado que las calificaciones son poco fiables, y que los activos que se consideran seguros, como por ejemplo, los bonos del Estado, pueden depreciarse; sin embargo, en Basilea II y III se considera que éstos no pueden incurrir en pérdidas y no deben respaldarse con capital propio. Un banco especializado en la financiación de Estados podría tener graves problemas como resultado de un recorte de la deuda pública de un país cuyos bonos han sido adquiridos por el banco. Es algo que, además, los bancos deberían saber desde lo de Grecia.


    En tercer lugar, el Comité de Basilea no es un grupo representativo de toda la sociedad. En él no hay, por ejemplo, ecologistas ni psicólogos, trabajadores médico-sociales ni neurobiólogos, pese a que las decisiones de concesión crediticia tomadas por los bancos tienen repercusiones en todos los ámbitos de la sociedad. Las repercusiones ecológicas, sociales, humanas o democráticas de un crédito no son importantes para el Comité de Basilea. Tal vez sea éste el mayor déficit de cualificación: que lo esencial no se pone en valor. El crédito ya puede ser ecológicamente destructivo, degradante y discriminatorio y tener consecuencias asociales, que mientras la devolución, intereses incluidos, se considere probable, puede concederse. El reglamento de concesión crediticia es, en el más amplio sentido de la palabra, «inmoral». Es un autismo monetario y, por tanto, peligroso para la sociedad. El Comité de Supervisión Bancaria de Basilea se lava las manos.


    


    Unión Europea


    


    Casi toda esperanza de contención exitosa y regulación de los mercados financieros recae en la Unión Europea. Y algunos actores del amplio concierto de instituciones de la UE permiten también que haya motivos de esperanza. En el Parlamento, el único órgano legitimado directa y democráticamente, hay unos cuantos políticos comprometidos que se deben al bien común y no al lobby financiero, aunque eso no sea nada fácil: Sven Giegold, que lucha por la regulación de bancos, aseguradoras y fondos, asegura que para cada interlocutor que representa los intereses de los consumidores, trabajadores o defensores del medio ambiente, se le presentan en la puerta cincuenta lobistas de la industria monetaria. Es una lucha de recursos desiguales. Junto con otras personas, Giegold ha fundado precisamente la ONG Finance Watch orientada al bien común, a la que la comisión dota anualmente de 10 millones de euros.58 Sin embargo, en comparación con los miles de millones de que disponen los consorcios y asociaciones bancarias, son una nadería. Algunos líderes políticos se ofrecen ya por 100.000 euros...


    E incluso cuando el Parlamento enarbola la bandera del bien común su poder es limitado. En no pocos ni poco importantes ámbitos de la política, como por ejemplo la política fiscal, el Parlamento no tiene siquiera el derecho de codecisión. En aquellas materias en las que tiene derecho a voto debe ponerse de acuerdo con el Consejo Europeo, es decir, los jefes de Estado (!). Solo no puede decidir absolutamente nada, y ni tan siquiera iniciar leyes. El monopolio de la proposición de ordenanzas y directivas reside en la Comisión Europea, que no está democráticamente legitimada. No es raro que ésta siga su propia agenda. Para el impuesto de transacciones financieras o la regulación de fondos de cobertura, el Parlamento tuvo que instar durante años a la Comisión Europea para que ésta se dignara movilizarse. La comisión escucha a quien le da la gana. Y elige a quién asesora. Un ejemplo muy ilustrativo de la política de intereses impregnada de ideología de la comisión es la composición de la Comisión Larosière, que constituyó en 2008, en el punto álgido de la crisis financiera, el presidente de la Comisión Europea, Manuel Barroso, para formular propuestas para la regulación de los mercados financieros. Según Lobbypedia, el grupo de ocho expertos tenía más de una ocupación. Cuatro miembros tienen una conexión directa con los grandes sectores financieros: el presidente, Jacques de Larosière, se dedica desde 1998 a asesorar al BNP Paribas, Otmar Issing es asesor de Goldman Sachs, Onno Ruding asesora a Citigroup. Rainer Masera fue consejero delegado de la filial italiana de Lehman Brothers. A Callum McCarthy se le acusa de haber fracasado estrepitosamente en su función de presidente de la Autoridad de Supervisión Financiera británica (FSA, por sus siglas en inglés). Leszek Balcerowicz, miembro del consejo de administración de la fundación Friedrich-Augustvon-Hayek y miembro del Consejo Consultivo del Centro de Políticas Europeas, es considerado un oponente radical de la regulación. El grupo carece absolutamente de perspectiva crítica. Como es lógico, en el informe final del grupo Larosière básicamente no se puso en tela de juicio la autorregulación de los bancos.59


    Unas cuantas muestras de las recomendaciones de los expertos: «Hay que reforzar el papel del FMI en la supervisión macroeconómica» (otra vez el lobo cuidando de las ovejas), los derivados extrabursátiles OTC deben «simplificarse y estandarizarse» (en lugar de ser prohibidos), o «deberían regir leyes más fuertes para las entidades con cometido especial fuera de balance» (como las recomendadas por el FSB). «Eso significa que debería explicarse la naturaleza y la dimensión del reglamento de supervisión vigente para estas entidades con cometido especial y, dado el caso, fijarse requisitos de capital propio más elevados. Asimismo debería buscarse una mayor transparencia.» 60 En otras palabras: las entidades con cometido especial fuera de balance —alias «sector de bancos fantasma»— deben seguir existiendo, sólo que, «dado el caso», cumpliendo con requisitos de capital propio más elevados y siendo un poco más transparentes. El cierre del sector mediante la incorporación en los balances bancarios de todos los bancos comerciales no es lo que los expertos recomiendan.


    El brutal asedio al frágil embrión del bien común en las instituciones de la UE no permite que se aprueben leyes eficaces, aunque es verdad que desde 2008 la lista del plan de regulación es considerable; incluye:


    


    — requisitos de capital propio para bancos («paquete CRD IV»), la transposición de Basilea III a la normativa de la UE a partir del 1 de enero de 2014;


    — regulación de seguros («Solvencia II»), entra en vigor el 1 de enero de 2016;


    — Directiva de regulación de gestores de fondos de inversión alternativos (AIFMD, por sus siglas en inglés), aprobada en 2011;


    — Directiva sobre productos financieros y mercados financieros (MIFID, por sus siglas en inglés), en proceso de revisión para elaborar la MIFID II, que podrá entrar en vigor como muy pronto en 2015...


    


    Pero los textos legales son flojos, algunas veces una tomadura de pelo. Paralelamente a la laboriosa regulación aparente, el proyecto neoliberal se desarrolla a gran velocidad: FEEF/MEEF/MEDE, pacto fiscal, pacto de competencias, unión bancaria, Acuerdo Transatlántico sobre Comercio e Inversiones (TTIP por sus siglas en inglés) con Estados Unidos... En las circunstancias actuales, la UE no es parte de la solución, sino el núcleo del problema.


    


    Naciones Unidas, ONU


    


    La Asamblea General de las Naciones Unidas se sale, sin duda, de lo estipulado. Tras el estallido de la crisis en 2008 le encargó a un equipo internacional de expertos encabezado por Joseph Stiglitz la formulación de propuestas de regulación para el sistema financiero internacional. El informe final de 140 páginas se distingue agradablemente de los escritos del G20, el FMI, el Comité de Basilea o las directivas de la UE. En comparación con éstos, es un trabajo realmente lucido. Propone las siguientes medidas e instituciones: una supervisión financiera global, una moneda de reserva global con un banco central mundial y una unidad monetaria mundial, un impuesto de transacciones financieras, controles de circulación de capitales, un tribunal internacional de arbitraje de deuda... todo coronado por un consejo económico de las Naciones Unidas que debe equipararse con la Asamblea General y el Consejo de Seguridad: un juego pirotécnico de ideas, propuestas y medidas eficaces.61


    Problema: la Asamblea General no decidió nada concreto al respecto. El motivo más importante: los gobiernos del G20 boicotearon la conferencia de la ONU de junio de 2009. Por ejemplo, Angela Merkel decidió no asistir al encuentro. De haber habido algo parecido a una imposición directa de representantes estatales, la canciller alemana no habría podido tomar por su cuenta una decisión tan importante. Durante buena parte del libro estudiaremos con más profundidad el contenido revolucionario de la comisión Stiglitz que las directivas diluidas de la UE.


    


    Expertos independientes


    


    Ante el fracaso de la política, algunas personas querrían que las leyes las hicieran expertos independientes; pero en la actualidad sabemos que no hay expertos independientes. En las ciencias económicas sencillamente no hay ninguna «objetividad», sino distintas posibilidades. Cada posibilidad es «eficiente» y «funciona» para tal o cual grupo de intereses. Cada variante es más o menos «justa» en función de la perspectiva que uno adopte y de lo que cada cual entienda por justicia. Por eso no tiene absolutamente ningún sentido que los economistas dicten las reglas básicas de la economía o del sistema monetario; es el pueblo soberano quien debería ejercer esta tarea democráticamente, porque sólo él puede establecer las prioridades —éticas y políticas— en función de las que organizar la economía y el dinero. Los economistas pueden aportar ideas antes de la decisión democrática y posteriormente asesorar a Parlamento y gobierno para la legislación minuciosa y su aplicación.


    Otro problema: ¿quién sería, pues, un «experto monetario» actual? Como hemos visto con anterioridad, el sistema monetario se ha vuelto tan complejo e inabarcable que prácticamente nadie puede aportar una visión de conjunto sensata. Es verdad que hay por ahí un sinfín de gurús y especialistas en economía, pero cada uno o cada una la aborda de distinto modo: analistas bancarios, historiadores de la economía, banqueros centrales, críticos de los intereses, brókeres de bolsa, asesores de inversión, críticos de la globalización... Casi cada uno de ellos hace un análisis propio del problema: creación privada del dinero, sistema de intereses compuestos, regulación estatal, desregulación de los mercados financieros, afán de lucro de los bancos, lobbismo, capitalismo... y otras propuestas: desregulación, nacionalización de los bancos, dinero libre de deuda, dinero de consunción, divisas complementarias, eliminación de los intereses, cambio del modelo de producción, economía del regalo, sin dinero. En función de quién participara en la solución, los desenlaces serían muy distintos.


    Por otra parte, el problema no son las opiniones divergentes; no puede ser de otra manera, en política no hay «consenso» en ningún ámbito, tan poco como entre expertos. La cuestión es: ¿quién elegiría y reuniría a los expertos? Si dejamos que los gobiernos elijan a los expertos, por regla general consultarán a aquellos que sirvan a sus propios intereses y no a aquellos comprometidos con los intereses generales.


    


    Entonces, ¿quién?


    


    Ante el fracaso de los gobiernos y de las organizaciones y entidades internacionales que los representan, así como las trampas que plantea la opción de la expertocracia o meritocracia, un orden monetario democrático que emerge directamente del pueblo soberano me parece en este momento el camino más pertinente. Pero ¿cómo podría el pueblo establecer un orden monetario?

  


  
    


    III


    


    Reescribir las reglas de juego: La asamblea monetaria popular


    
      


      Un orden bien enmarcado es mucho más sensato que una regulación y una burocracia crecientes para compensar los puntos débiles de un orden insuficiente.


      


      MARK JOÓB62

    


    


    Sería bonito que los gobiernos y parlamentos oficial y democráticamente elegidos se encargaran del diseño de un nuevo orden monetario y abogaran por éste en los órganos internacionales. Si la democracia funcionase como aparece descrita en los libros de texto, sería más que suficiente, funcional y eficiente. Pero, tal como acabo de intentar argumentar detalladamente, ahora mismo no podemos estar seguros de ello. Por eso propongo una alternativa a la democracia exclusivamente representativa, una innovación del propio sistema democrático: que todos los ciudadanos libres y responsables cojan el cetro (democrático) y decidan los principios y elementos fundamentales de un orden monetario alternativo en asambleas descentralizadas. Los resultados podrían recopilarse a través de delegaciones o de la elección directa en asambleas monetarias nacionales y luego también en una de alcance europeo y hasta en una asamblea económica global, y consolidarse en un borrador multiopcional para un orden monetario democrático. Luego todos los partidarios de la soberanía popular votarían este modelo; lo que se aceptara sería incorporado en las constituciones nacionales y tratados internacionales.


    


    Legitimación y contextualización de la asamblea


    


    Algunos lectores se preguntarán si se legitimaría una asamblea ciudadana y en caso afirmativo cómo se haría: ¿no está el Parlamento precisamente para ejecutar la voluntad de los electores, dictando leyes y modificando la constitución? Indudablemente, el Parlamento está para dictar leyes. Para eso se le vota. Lo de modificar la constitución ya no está tan claro. Es una cuestión de principios: ¿quién debería idealmente redactar la constitución de una comunidad? Desde el punto de vista del autor, únicamente el pueblo soberano debería ser la más alta instancia de la democracia. Eso se correspondería con el significado de la raíz latina de «soberano». Superanus significa literalmente «estar por encima de todo». El pueblo soberano está por encima del gobierno y por encima del Parlamento, y es, por tanto, la instancia lógica para escribir las reglas de juego de un Estado democrático, a las que deban atenerse sus representantes, su Parlamento y su gobierno.


    Eso sería un perfeccionamiento consecuente del principio de la división de poderes, que prevé un reparto equilibrado del poder entre las instancias de una democracia. Pero un reparto sensato del poder entre el pueblo soberano y sus representantes empieza por que el pueblo soberano establezca las reglas de juego a partir de las que pueden «jugar» sus representantes. Una «soberanía auténtica» entendida como una «instancia suprema» significa que la población debería disfrutar de una serie de «derechos soberanos fundamentales»:


    


    1. elegir un determinado gobierno (combinación de gobierno);


    2. deponer al gobierno;


    3. frenar un proyecto de ley del Parlamento;


    4. impulsar y decretar una ley;


    5. instaurar una asamblea económica, monetaria, de medios de comunicación o patrimonio público;


    6. modificar la constitución por iniciativa propia;


    7. reescribir la constitución desde cero;


    8. dar el mandato para la negociación de un acuerdo internacional y votar el resultado (p. ej. el TTIP).


    


    En la actualidad, los soberanos legítimos y democráticos de Alemania y Austria no gozan de ni uno solo de estos ocho derechos fundamentales. La mayor parte del poder depende en estos momentos de los representantes del pueblo. Políticamente, los pueblos soberanos son en gran medida impotentes. Esto es la predemocracia.63 Un primer paso hacia una división de poderes equilibrada entre el pueblo soberano y sus representantes es el reconocimiento de la ausencia de «derechos soberanos fundamentales» y el compromiso de su garantía en un amplio movimiento por los derechos ciudadanos y democráticos. Gracias a la asamblea monetaria podría concienciarse a la población de que de ella depende no sólo la formulación de las reglas de juego del sistema monetario, sino, a fin de cuentas, las reglas de juego de la democracia. En el mejor de los casos, a la asamblea monetaria le seguirían asambleas para otros temas, y algún día la «guinda de las asambleas»: la constituyente.


    


    De la asamblea económica municipal a la nacional


    


    La primera asamblea municipal despertará un enorme interés y creará un efecto de imitación. La idea es que las asambleas monetarias tengan lugar en cientos de municipios, ciudades y regiones, que el proceso sea coordinado y los resultados registrados por un único organismo; podría ser una organización independiente como Mehr Demokratie e.V. (Más Democracia) o el Movimiento de la Economía del Bien Común, o que los propios municipios pioneros se encargaran del proceso. En el marco de un proyecto de investigación o una cátedra, podría crearse un «Observatorio de asambleas monetarias» que comprendiera todos los procesos municipales y regionales, los asistiera científicamente y dejara constancia de los resultados. En el Movimiento de la Economía del Bien Común ya existe una infraestructura básica para el seguimiento de asambleas económicas municipales, que podría desarrollarse o al menos tomarse como ejemplo para la coordinación y asistencia de las asambleas monetarias.


    


    Del nivel local al nivel de la UE y al nivel global


    


    En una segunda fase, las asambleas podrían celebrarse a nivel regional: a nivel comarcal, a nivel de estados federados, de los cantones suizos o de las comunidades autónomas españolas. Con esto se conseguiría ya un primer nivel de derechos en la UE: el Comité de las Regiones es una instancia formal de la estructura institucional de la UE. Aunque no posea competencia legislativa alguna, una resolución del Comité de las Regiones en favor de un orden monetario alternativo y democráticamente constituido y una asamblea monetaria de alcance europeo serían un paso formidable que no dejaría de tener consecuencias.


    Dentro de las naciones hay más instrumentos y métodos: en Alemania, la Asociación Municipal o la Federación de Municipios pueden adoptar una resolución; en Austria, la Asociación de Ciudades y Municipios. A nivel de los estados federados puede movilizarse la Landeshauptleutekonferenz (Conferencia de los Jefes de los Estados Federados), que ya tiene una influencia relevante sobre el gobierno y el Parlamento. De surgir una voluntad política basada en los entes territoriales —municipios, ciudades, regiones— que traspasara las fronteras de los estados federados, y que cada vez pudiera tener como referencia la celebración de más asambleas monetarias locales y regionales, ganaría mucha fuerza. Quizá donde podría ser más fácil es en Suiza. Allí el pueblo soberano tiene el poder de forzar un referéndum sobre una petición concreta cuando una cantidad mínima de ciudadanos suscribe la iniciativa. En los últimos tiempos, tras una serie de iniciativas de cuestiones relacionadas entre sí —iniciativa Minder para limitar los salarios excesivos, iniciativa 1:12 para que el mayor salario de un directivo no pueda ser más de doce veces mayor que el de un trabajador, iniciativa del salario mínimo—, ya se ha abonado el terreno para los temas monetarios y financieros, y puede que las semillas broten enseguida, tan pronto como se tengan las primeras experiencias tangibles de los municipios austríacos, alemanes, italianos, españoles y suizos.


    Las asambleas municipales y regionales pueden servir, además, de base para las delegaciones, desde las que serían enviados los miembros de las asambleas federales, o asambleas de nivel incluso superior. Esto supondría ventajas adicionales, como la de la evolución de los temas y el abanico de opciones, tal como quedará patente en el capítulo 6.


    


    Contenidos locales


    


    Un aspecto importante del procedimiento es el hecho de que los municipios no son en gran parte el nivel legal competente para los contenidos discutidos y que se deben votar. En primer lugar, sin embargo, ello no debería ser obstáculo alguno para que la población reflexionara sobre las reglas de juego del sistema monetario global. En segundo lugar, una parte de las preguntas podría formularse de tal manera que entrara en el ámbito de competencia de los municipios. De ahí surgiría un estímulo adicional: ahondar en los «grandes» temas. El 25 por ciento de las cuestiones podrían referirse a temas y competencias municipales, entre ellos la cuestión de los bancos locales con fines lucrativos u orientados al bien común; la implantación de una evaluación ética del crédito por parte de éstos; la creación de un balance del bien común; la elección de asesores financieros éticos por parte del municipio; la coapertura de una bolsa regional del bien común; la emisión de una moneda complementaria regional; la decisión de aceptar ésta como recurso recaudatorio municipal, etc.


    La mayoría, tal vez la mitad, de las cuestiones podrían referirse al orden monetario a nivel nacional y democrático, y otro cuarto a nivel de regulación internacional (G20, Comité de Basilea, Fondo Monetario Internacional, Banco Mundial, ONU...). El mandato directo y democrático de los pueblos soberanos a sus gobiernos implicaría, sin duda, un régimen monetario completamente diferente, un orden monetario internacional alternativo, aún más si los ciudadanos tuvieran realmente intereses, necesidades y valores completamente distintos a los de las élites y lobbies, que en la actualidad imponen con éxito sus intereses particulares, convirtiéndolos en leyes y derecho internacional vinculantes para todos.


    


    Contenidos esenciales


    


    Los contenidos deberían ser realmente las cuestiones fundamentales del orden monetario: ¿es el dinero un bien público? ¿Quién crea el dinero? ¿Qué objetivo deben perseguir los bancos? ¿Pueden concederse créditos para meras transacciones financieras o sólo para auténticas inversiones? ¿Debe comprobarse únicamente la calidad financiera («solvencia») de los créditos o también su ética? ¿Son admisibles las rentas del capital (intereses, dividendos, plusvalías)? ¿Debe haber límites para la desigualdad? ¿Debe haber un orden monetario mundial cooperativo?


    Deberían figurar deliberadamente sólo las grandes cuestiones, ya que la precisión y la enmienda son cometido de los parlamentos. Durante buena parte del capítulo 5 del libro se formularán 47 preguntas que al final volverás a encontrarte compactadas a modo de pauta para una asamblea monetaria municipal. Naturalmente, cada pueblo soberano es libre de modificar y completar las preguntas. La modificación de preguntas, variantes de votación incluidas, forma incluso parte del procedimiento escalonado que va del nivel local hasta el global, pasando por el federal y el de la UE. Una democracia auténtica significa no sólo que el pueblo soberano puede votar, sino que antes puede decidir él mismo las preguntas.


    


    Procedimiento para tomar decisiones


    


    En lo referente a los métodos para tomar decisiones, yo recomiendo una innovación relativamente reciente, que ha convencido con firmeza a todos aquellos que la han probado: el Principio SK o Método del Consenso Sistémico (Methode des Systemischen Konsensierens), que fue desarrollado por científicos de la Universidad de Graz.64 Este procedimiento lo hemos aplicado con éxito concluyente en la economía del bien común,65 en el proyecto de la banca del bien común 66 y en Attac.67 El Método SK ofrece dos claras ventajas frente a los habituales procesos democráticos de toma de decisiones: en primer lugar, pueden someterse más propuestas a votación; en segundo lugar, no se miden las aprobaciones, sino la oposición a cada una de las propuestas presentadas. Gana aquella propuesta que obtiene la menor oposición general. La idea que subyace es sencilla: cada regla, cada ley y cada norma restringe en cierta medida la libertad de una parte de las personas. A su vez en el mejor de los casos incrementa en gran medida la libertad de un gran grupo, por eso se decide. De ahí que haya que dar con aquella solución que restrinja lo menos posible la libertad del menor número de personas posible. O dicho de otra manera: las reglas de juego que hagan el menor daño a la población.


    Un ejemplo sencillo: el 24 de noviembre de 2013 se votó en Suiza la propuesta de limitar con la iniciativa 1:12 (coeficiente 12) la desigualdad entre los sueldos empresariales más altos y los más bajos. Fue rechazada por dos tercios pelados de los votantes, únicamente en el norte y sur del cantón del Tesino (Locarno, Chiasso) la mayoría de la población votó a favor de la limitación propuesta. El «no» significa que el statu quo se mantiene como estaba: el coeficiente 90068 con la posibilidad de nuevos aumentos ilimitados. Visto de otro modo, los suizos sólo podían elegir entre el coeficiente 12 y el coeficiente entre 900 e ilimitado, entre ambos no había otra opción. Lo que es bastante absurdo, porque la situación actual es tan dolorosa para una parte tan grande de la población que surgió la iniciativa y un tercio votó a favor, y en determinadas regiones la mayoría. Pero, en cambio, parece que la situación actual es menos dolorosa para la población que el coeficiente 12, por eso la mayoría votó en contra. Lo sensato sería localizar aquel factor que provocara el menor daño, que muy probablemente esté entre los dos: tal vez sea el coeficiente 20, tal vez el coeficiente 30, tal vez el coeficiente 50. Para averiguarlo debería optarse también a estas y otras alternativas, y no sólo a dos. Una democracia madura debe soportar este grado de complejidad y variedad, incluso la ennoblece. La vida de una persona y la evolución en su conjunto son un proceso de diferenciación permanente.


    En el Consenso Sistémico hay dos variantes básicas de votación: la variante «burda» del brazo levantado y la variante más fina de los diez puntos. En la variante del brazo levantado los votantes tienen tres formas de mostrar su oposición:


    


    1. No levantan ningún brazo, lo que significa que básicamente están de acuerdo con la propuesta en cuestión. No tiene por qué emocionarles, pero tampoco tienen nada en contra (no hay oposición).


    2. Levantan un brazo; ahora la inquietud es palpable o surgen cuestiones importantes (oposición ligera).


    3. Levantan ambos brazos, con lo que ponen el veto a la propuesta (oposición férrea).


    


    Este método es bien visible para todos y hacer el recuento es fácil. En la variante de los diez puntos, los votantes dan a cada una de las propuestas de cero a diez puntos de oposición. Este procedimiento de medición es más sutil y detallado, si bien no es igual de perceptible que el «procedimiento burdo». Es el método estándar de las votaciones on line. Y es también la manera de proceder propuesta para las asambleas monetarias. En todas las opciones disponibles que hay al final del libro pone: «PC: _ de 10». PC son los puntos en contra.


    Otro aspecto importante del Consenso Sistémico es que el statu quo presente es un «punto de partida constante» de las propuestas, denominado «solución cero». Con ello se evita que, si se impone claramente una de las propuestas de reforma, pero sigue obteniendo una oposición más alta que la reglamentación previa, ésta deba permanecer.


    Desde hace unos cuantos años, el Principio SK está extendiéndose a escala mundial. Es alta tecnología humana, una tecnología procesal y eficiente del futuro.


    


    Uso de los resultados


    


    La parte «local» de las preguntas podría plasmarla directamente el gobierno municipal: un beneficio para la comunidad y la democracia y autonomía locales; por el contrario, la parte nacional e internacional debería poco a poco delegarse en un nivel superior competente a tal efecto dentro del sistema democrático. El objetivo es la modificación de la constitución, y en la actualidad sólo hay constituciones dentro del contexto nacional. Para ello haría falta una «asamblea económica federal». Ésta tendría el cometido de elaborar el borrador de una constitución monetaria que la población votaría y que, tras su aprobación, se plasmaría constitucionalmente. Sin embargo, en virtud de este borrador, los pueblos soberanos podrían vincular a sus parlamentos y gobiernos, adoptar una actitud determinada y una posición determinada en la UE, la OMC y la ONU. Esta mera probabilidad de que en el futuro gobiernos y parlamentos ya no puedan actuar según su libre criterio —volviéndose de esta forma muy propensos a representar los intereses de las élites, es decir, a ceder a las presiones de los más poderosos lobbies— supondría una revolución de las relaciones internacionales. En lugar de cerrar acuerdos comerciales y de protección de inversiones que atentan contra la libertad y desarrollar políticas para instituciones (Fondo Monetario Internacional, Banco Mundial) y organismos (G20, Comité de Basilea) poco democráticos, deberían ejecutar y aplicar una orden democrática de sus pueblos soberanos. Tras una fase de la globalización a medida de los consorcios, eso supondría un empuje para la globalización democrática.


    


    Puesta en marcha de prototipos


    


    Buenas noticias: la figura práctica básica que proponemos aquí ya existe. En el Movimiento de la Economía del Bien Común hemos desarrollado el concepto de «asamblea económica municipal», que se aplica en los «municipios del bien común»: los ciudadanos libres y con derecho a voto se reúnen varias veces en el plazo de un año para determinar los veinte elementos del derecho más importantes en un orden económico democrático. Los resultados constituyen la base de una parte de la economía constitucional, que debe ser formulada por una asamblea económica federal. Los primeros municipios del bien común empezaron a lo largo de 2013 en España, Italia y Alemania, para 2014 esperamos el arranque de la primera asamblea económica municipal. De manera análoga, también dentro del Movimiento de la Economía del Bien Común podrían celebrarse «asambleas monetarias municipales» en las que la población desarrollara el sistema monetario de su elección. Los resultados de cientos de asambleas monetarias locales y regionales podrían sintetizarse en una asamblea monetaria nacional y prepararse a modo de propuesta para un cambio de la constitución. En un referéndum se consensuaría de manera sistémica cuáles de las propuestas entrarían en la constitución.


    


    Diez razones para la asamblea monetaria


    


    1. El sistema monetario es técnicamente insuficiente.


    2. El sistema monetario es éticamente insuficiente.


    3. Los gobiernos y parlamentos actuales no dan la más mínima señal de cambiar el orden monetario. Ellos mismos son parte de la insuficiencia ética del sistema, siendo ideológica, personal y judicialmente arrastrados, instrumentalizados y corrompidos por los supuestos oportunistas.


    4. De ahí que los cambios requieran un proceso democrático distinto y actores diferentes.


    5. El proceso de implicación democrática despertará en su justa medida la conciencia colectiva sobre la necesidad y factibilidad de un orden monetario alternativo y sólo así conducirá al resultado: un orden monetario democrático.


    6. El pueblo soberano no se responsabiliza de los detalles, sino «de lo general». Precisamente para eso van bien las asambleas.


    7. Los detalles pueden y deben concretarlos posteriormente los parlamentos, que, no obstante, tendrán un marco constitucional dentro del que moverse. Si quisieran contravenir el marco constitucional, podrían intervenir tanto el Tribunal Constitucional —como ya sucede actualmente con cada proyecto de ley— como la propia soberanía popular, que en una democracia auténtica podría corregir o destituir en cualquier momento a sus representantes.


    8. Si el grado de conocimiento evoluciona o, por el contrario, cambian los valores y prioridades de la población, puede volver a convocarse la asamblea a intervalos regulares: un orden monetario democrático no es un estado rígido, sino un proceso vivo, en evolución y abierto al desarrollo.


    9. Las asambleas son ejercicios de inspiración y fortalecimiento para la soberanía popular, fortalecen la esencia democrática: la implicación de la gente en los asuntos y decisiones de la política, es decir, la res publica.


    10. Las asambleas monetarias despiertan el interés de más convenciones temáticas, como por ejemplo las asambleas económicas, las de educación, las de medios de comunicación o las asambleas constituyentes o democráticas, la «guinda» de las asambleas.


    


    Las asambleas monetarias municipales son «agentes de cambio», un cambio innovador de las reglas de juego. El ideal del libro es que en cada municipio al menos unas cuantas personas discutan la posibilidad de una asamblea municipal monetaria, económica o democrática. En principio puede celebrarse una asamblea monetaria en cada comunidad.

  


  
    


    IV


    


    Los cimientos: El dinero como bien público


    
      


      Nacionalización del dinero sí, de los bancos no.


      


      IRVING FISHER69

    


    


    Una de las principales tesis de este libro es que el dinero ha de convertirse en un bien público, un «servicio público», una «dula moderna» y una res publica, como pasa o sería deseable que pasara con el sistema educativo, internet o la seguridad pública. En las ciencias económicas clásicas se consideran un bien público tales bienes, que cumplen con los dos criterios de no exclusión y no rivalidad. La no exclusión significa que nadie puede ser excluido del provecho, como es el caso, por ejemplo, de un aire limpio, el alumbrado público o la seguridad pública. La no rivalidad significa que en el aprovechamiento no surge ningún conflicto. Lo que también puede decirse del aire limpio, el alumbrado público y la seguridad pública, hasta cierto punto para una piscina y en absoluto para un banco del parque: está ahí para todos sin exclusión de nadie, pero cuando está ocupado, los demás no pueden utilizarlo al mismo tiempo. A los bienes públicos a los que se aplican ambos criterios se les llama también «bienes públicos puros», mientras que a aquellos a los que únicamente se aplica el primer criterio se les denomina «bienes públicos impuros» o también dulas. En el caso del dinero, sólo se aplica el primer criterio: nadie puede ser excluido del uso del dinero; en cambio, un mismo billete de 100 euros o el saldo de una cuenta corriente sólo puede usarlo una determinada persona y no otra a la vez. Todos pueden utilizarlo, pero no en el mismo momento. El uso del dinero es limitado, como el de un banco del parque. Por eso, según la definición científica al uso, el dinero es un «bien público impuro».


    Naturalmente, hay también un aspecto importante del dinero que representa un bien público puro: el dinero genera confianza entre las personas que no se conocen. El Estado instaura y refuerza la confianza en el medio de pago legal y la moneda oficial. Esta confianza es un «bien público puro»: no excluye ni crea rivalidad. Sin esta confianza, el sistema monetario no podría funcionar. El Estado establece diversas medidas para infundir y mantener esta confianza:


    


    — pone dinero en circulación a través del propio banco central;


    — determina la obligatoriedad de aceptación del medio de pago legal;


    — asegura una parte de los depósitos de ahorro de los bancos;


    — protege la propiedad privada y rescata bancos.


    


    Sólo esta tremenda responsabilidad del Estado demuestra que el dinero es un bien público. Sin embargo, este libro propone seguir desarrollando el concepto de «bien público» hacia un servicio público y una res publica; en concreto nos referimos a cuatro rasgos distintivos del dinero y crédito como bien público:


    


    1. Según la concepción del derecho suizo, la totalidad del sistema financiero —es decir, no sólo la producción de dinero, sino también la concesión de créditos, las operaciones bancarias y todos los demás servicios financieros— es un bien público o un servicio público. Eso significa que abastecer la economía y a la población de dinero y créditos es un deber público y el Estado asume la responsabilidad de que estos servicios redunden en el bienestar general. Esta responsabilidad de garantía estatal consta de dos componentes:70


    a) Responsabilidad de cumplimiento: el Estado no debe prestar él solo estos servicios, puede encargar a proveedores privados que aporten determinados servicios (bancarios, de seguros, financieros), siguiendo siempre las reglas fijadas por el Estado. Los bancos privados y públicos deben cumplir con un abanico de servicios democráticamente decididos.


    b) Responsabilidad del receptor: si lo privado no funciona, el Estado interviene para mantener el funcionamiento de la infraestructura básica, por ejemplo, rescatando bancos, nacionalizándolos o garantizando depósitos de ahorro. Estas cargas disminuyen acusadamente mediante las propuestas planteadas a lo largo de gran parte del libro: por un lado, la probabilidad de llegar a rescates bancarios será sólo sumamente escasa, por otro, sería parcialmente innecesaria gracias a una reforma para un dinero libre de deuda.


    2. El dinero y el crédito se separan. El dinero lo facilita exclusivamente el Estado y no el sector privado (al mismo tiempo). Como mínimo, esto ya figura mutatis mutandis en numerosas constituciones:


    — El Artículo 73 de la Constitución alemana dice: «El Estado federal tiene el derecho exclusivo de legislar el sistema monetario, el sistema de divisas y el sistema de cambios». Del Deutsche Bundesbank dice más concretamente: «El Bundesbank tiene [...] el derecho exclusivo [...] de emitir billetes bancarios».71 Claras palabras. Sólo que sería fascinante llegar a saber quién tiene el derecho de crear dinero bancario, algo sobre lo que la ley no dice nada.


    — En la Constitución Federal austríaca el Artículo 10 (1) dice por un lado que «la legislación y ejecución de los sistemas monetario, crediticio, bursátil y del sistema bancario atañen al Estado federal»; por otro, que «la administración federal gestiona directamente los sistemas monetario, crediticio, bursátil y bancario» (Artículo 102 [2]). Esto es una clara declaración de un sistema financiero como servicio público: el propio Estado no debe pero puede prestar servicios financieros. En la ley que habla sobre el Banco Nacional se dice: «Conforme a la autorización del BCE, el Banco Nacional de Austria está autorizado a emitir billetes bancarios de euro. Los [...] billetes bancarios emitidos en euros son un medio de pago legal».72 Tampoco aquí queda claro quién puede crear dinero bancario. Resulta especialmente fascinante que los billetes bancarios de euro sean un medio de pago legal. ¿Únicamente éstos? Si no, ¿por qué no dice nada la ley de otros medios de pago legales? Si la ley no dice nada sobre el dinero bancario, como es lógico, no puede ser un medio de pago legal. Pero ¡pagamos con dinero bancario! ¿Es éste, por tanto, un medio de pago ilegal, no legislado? ¡Sería útil que la ley se pronunciara al respecto!


    — Según los estatutos del Banco Central Europeo, el «Consejo de Gobierno del BCE tiene el derecho exclusivo de autorizar la emisión de billetes bancarios de la Unión. El BCE y los bancos centrales nacionales están autorizados a emitir estos billetes bancarios. Los billetes bancarios emitidos por el BCE y los bancos centrales nacionales son los únicos billetes bancarios considerados un medio de pago legal en la Unión».73 Genial. ¡Y sigue sin decir ni pío del dinero bancario!


    — En la Constitución estadounidense dice el Artículo I, sección 8: «El Congreso tendrá el derecho de acuñar dinero, de regular el valor de éste». El Congreso tiene, por consiguiente, el derecho de crear el dinero. Derecho que en 1913 cedió al Banco de la Reserva Federal —privado— con la Ley de la Reserva Federal. Algo que no deja de ser curioso. ¿Por qué el Estado transfiere al sector privado un derecho exclusivo? En mi opinión, el carácter de propiedad privada del Banco de la Reserva Federal está en contradicción con el monopolio monetario estatal. En el apartado 16.1. de la Ley de la Reserva Federal se dice que «los billetes bancarios deben ser emitidos a criterio del Consejo de Gobierno del Sistema de Reserva Federal». También en la ley estadounidense busca uno en vano una alusión al dinero bancario.


    — La Constitución Federal suiza es una esfinge más de la serie: «El sistema monetario y de divisas es cosa del Estado federal; sólo a éste le corresponde el derecho de emitir monedas y billetes bancarios» (Artículo 99). Según esto, ¿pasa la Constitución Federal suiza por encima de la ley? No está claro: si bien es verdad que el «dinero» es cosa del Estado federal, su derecho exclusivo de emitir dinero sólo hace textualmente referencia a «monedas y billetes bancarios». ¿Omite también la Constitución Federal suiza intencionadamente a quién corresponde la emisión de dinero bancario?


    A la pregunta de si hay un monopolio estatal de creación monetaria, las constituciones y el Tratado de la UE curiosamente no contestan o lo hacen sólo de manera sorprendentemente vaga. Pero con ello la práctica al uso de que los bancos comerciales privados creen dinero carece de fundamento constitucional. Es cierto que las constituciones tampoco prohíben explícitamente la creación privada de dinero, pero las interpretaciones de los textos constitucionales señalan claramente lo contrario: que la creación de dinero por parte del sector privado es anticonstitucional, pero en todo caso «la constitución no la contempla».


    3. El dinero sigue como bien público en la propiedad pública, aun cuando el sector privado pueda disponer de él y «poseerlo». Entre los propietarios y los tenedores hay una diferencia jurídica. En el uso privado, incluida la posesión de un bien público, aparecen reglas, condiciones y límites. Es verdad que puedo poseer dinero, pero no hacer y deshacer con él lo que me venga en gana. El dinero es un «asunto personal gradual»: la provisión y definición de dinero es cosa del Estado, la gestión de ahorros y créditos ciertamente es privada, pero el Estado la encomienda y regula rigurosamente (servicio público). Donde hay más libertad es en el uso final y la tenencia de dinero. Pero incluso aquí hay condiciones y límites. Joseph Huber escribe: «El dinero es un medio de pago general y, por tanto, un bien común que por eso debería ser también de propiedad pública».74


    4. Las reglas del uso monetario se constituyen democráticamente; máxime, tratándose de un bien público y al mismo tiempo —en el uso privado— del mayor potencial imaginable de concentración de poder. Un bien público debe diseñarse de modo que sirva a todos (no a una parte), que vele por la seguridad y la estabilidad (no por la inseguridad y la crisis). La evolución de las reglas de juego ha de ser lo más participativa posible para que el sistema monetario pueda ser lo más justo y liberal posible, y para evitar los abusos y la concentración de poder. El resultado, las reglas de juego, debería plasmarse en las constituciones. Ésta es la visión y la raison d’être de este libro.


    


    El dinero guarda cierta semejanza con el aire, la energía y el agua. Estos bienes básicos deberían estar a disposición de todas las personas. Son un regalo de la naturaleza, por eso la gente no debe en absoluto considerarlos como una propiedad privada. En el aire, la energía y el agua lo elemental tampoco es «poseerlos», sino aprovecharlos. De manera análoga, el dinero no tiene en sí ningún valor útil, sino que muestra su utilidad tan sólo en su uso como medio de pago o a través de otras funciones. El objetivo del dinero es «fluir»; semejante a la energía, el agua, el aire. También este patrimonio mundial puede «almacenarse» a menor escala (embalses, depósitos de agua de lluvia, pilas, botellas de oxígeno), pero estas reservas limitadas tienen siempre como objetivo el provecho futuro. La «naturaleza» de estas materias no es su almacenamiento, sino el uso y el estado de circulación. El orden monetario debería también prestar atención a eso.


    


    Valores del orden monetario


    


    El sistema monetario, pues, sólo puede ser una parte coherente de la constitución cuando los valores constitucionales generales se aplican también al orden monetario. Por eso, todas las propuestas que siguen a continuación deberían verificarse de acuerdo con los valores de la dignidad humana, la libertad, la igualdad, la justicia, la solidaridad, la sostenibilidad y la democracia. Así será más fácil elegir entre las distintas opciones.


    Este libro propone, asimismo, unos cuantos valores más para el sistema monetario:


    


    — Sencillez y que sea comprensible para todos.


    — Aversión al riesgo y estabilidad del sistema.


    — Resiliencia y variedad.


    


    Las dos primeras entran en el valor de la democracia; el segundo par en los valores de la justicia y la dignidad, y el tercero en el valor de la sostenibilidad. Los valores fundamentales del orden monetario democrático deberían asimismo decidirse democráticamente, como las propias reglas. Estos valores son una invitación a los apreciados lectores, para que dejen que la lectura «resuene» en ellos. Si los lectores encuentran otros valores adicionales que creen que pueden lograr un apoyo mayoritario o son constitutivos del orden monetario, les aconsejamos que también dejen que estos valores «resuenen» en ellos y comprueben si las propuestas planteadas en el capítulo central que sigue a continuación satisfacen dichos valores.

  


  
    


    V


    


    El contenido: Piedras angulares de un orden monetario democrático


    


    1. ¿QUIÉN CREA EL DINERO?


    
      


      No es casualidad que Fausto, en la segunda parte del drama, empiece su plan económico con el acto sobre la creación del dinero. Por eso tiene la llave mágica, el duplicado en la mano que da acceso a todos los tesoros del mundo.


      


      HANS CHRISTOPH BINSWANGER75

    


    


    La cuestión de la creación del dinero es un asunto clave del orden monetario: ¿quién debe crearlo? ¿Quién «crea» el dinero que todos los miembros de la comunidad democrática utilizan como medio de pago legal y que tiene que ser aceptado por todos? ¿Quién debe controlar la masa monetaria que hay en circulación, así como la masa en metálico y la de dinero bancario?


    Sólo para esta primera pregunta hay una serie de posibilidades que considerar sin tapujos y discutir detalladamente. Por eso, como primer paso, examinamos las posibilidades de quién podría crear el dinero:


    


    a) el banco central;


    b) los bancos comerciales;


    c) las empresas;


    d) todos los ciudadanos;


    e) entes regionales: municipios, comarcas, regiones, países...


    


    Veamos las distintas opciones una a una:


    


    a) El banco central estatal


    


    ¿Tiene sentido que el banco central pueda crear un medio de pago legal de obligada aceptación para una zona monetaria concreta y ponerlo en circulación? ¿Tanto el dinero en metálico como el bancario? Sentido tiene. De algún sitio ha de salir el dinero. Si el banco central tiene el derecho exclusivo de crear dinero, puede controlar él solo la masa monetaria y a su vez, a través de ésta, la actividad económica. La política monetaria es un instrumento importante de control macroeconómico. Otra ventaja de que una institución pública cree el dinero es que los beneficios de dicha creación pueden redundar en toda la gente en general.


    


    b) Bancos comerciales


    


    ¿Tiene sentido que, además del banco central, los bancos privados creen dinero? ¿O que lo hagan sólo ellos? Únicamente tendría sentido si no hubiese bancos centrales. Sin embargo, la aparición de los bancos centrales en el siglo XVII y sus leyes prohibieron a los bancos privados emitir dinero propio.76 Pese a esta prohibición y las advertencias de muchas constituciones acerca de que la emisión de dinero era un derecho exclusivo del Estado, hoy día es evidente que los bancos comerciales crean dinero. No en metálico, sino bancario, lo que no está categóricamente prohibido, pero en absoluto explícitamente permitido. Esta «opacidad monetaria» de muchas constituciones debería esclarecerse: o permitir explícitamente lo que hacen los bancos o prohibirlo. Entonces debería llegarse a una reforma monetaria mayor. El hecho de que se haya discutido largamente la creación o no de dinero bancario ha postergado este esclarecimiento. En la actualidad, está claro: lo hacen. La descripción correcta de su práctica es: eluden el monopolio de creación de dinero del banco central mediante una innovación técnica que reside en el paso del dinero en efectivo al electrónico.


    Que los bancos comerciales puedan crear dinero tiene diversas consecuencias. Por un lado, los bancos centrales ya no pueden controlar ellos solos la masa monetaria, sólo pueden hacerlo indirectamente a través de la reserva mínima que los bancos deben depositar en el banco central, y a través del tipo de interés, decisivo para el coste de refinanciación de los bancos comerciales. Como el banco central no es la única fuente de refinanciación de los bancos comerciales, este mecanismo de control indirecto no es fiable. El ejercicio de creación de dinero por parte de los bancos comerciales comporta, además, peligros de inflación: si, en caso de disponer de suficiente capital propio, «logran» conceder más créditos, ello puede conducir a una inflación de precios de los valores (inflación financiera) y a una subida de precios de los bienes de consumo cotidiano (inflación de precios de las mercancías). Además, los beneficios de la creación de dinero irán a parar a manos privadas, lo que no es conveniente para un bien público. Una parte de los, comparativamente hablando, elevados beneficios de los bancos se basa en la creación de dinero.


    


    c) Empresas


    


    Hoy en día, las empresas suelen crear su propio dinero poniendo en circulación bonos, «monedas Palmer» o «puntos de vuelo». Naturalmente, en este caso no hablamos de medios de pago legales: nadie, salvo la propia empresa en cuestión, está obligado a aceptar estas monedas de los clientes, no existe peligro de enriquecimiento ni de inflación. Las empresas no pueden crear el medio de pago legal ni tampoco lo hacen. De imprimir la moneda oficial, sería dinero falso. Eso es punible. De igual modo, si los bancos imprimieran dinero en efectivo, sería algo punible y estaríamos ante un dinero falso. Por eso cuesta entender que se les permita crear dinero bancario.


    


    d) Particulares


    


    ¿Qué pasaría si cada cual pudiera imprimir el medio de pago legal o contabilizar por sí mismo una cuenta bancaria? Todos podrían comprarse de todo, habría hiperinflación, de ahí que no parezca sensato que los particulares puedan crear dinero. No se tiene constancia de que haya sucedido en ninguna parte del mundo. Además, iría en contra del «bien público», que implica que hay una fuente central de creación del dinero; en cambio, una persona puede emitir vales que sólo ella puede canjear, por eso no se trata de ningún medio de pago legal. En las redes de trueque y los sistemas de bancos de tiempo, las personas se conceden mutuamente préstamos, aunque quedan «tapados» por la disposición o compromiso manifiesto de las partes de una prestación de servicios.


    


    e) Entes político-territoriales


    


    ¿Sería sensato que los municipios, regiones, comarcas o países pudieran crear moneda oficial? En mi opinión, siempre que se tratara de la moneda oficial, no sería sensato, porque se produciría un solapamiento de competencias que lleva en sí un peligro de inflación. Pero sólo por razones de eficiencia ya no tienen ningún sentido. La emisión de dinero es un «monopolio natural»: lo ideal es que lo ejerza una institución, que ha de ser pública y, como el dinero tiene validez para todo el Estado, también central. Por el contrario, hay que valorar muy seriamente la concesión a pequeñas unidades políticas del derecho de emitir monedas complementarias, cuya validez esté local o regionalmente limitada. A lo largo de la historia, ha habido siempre experimentos muy exitosos con monedas locales, por ejemplo, en el Wörgl tirolés de los años veinte; eso hablaría en favor de su autorización legal como moneda oficial.


    


    Hasta aquí un breve primer resumen. ¿Qué saldría de una votación democrática? Mi pronóstico: la mayoría de la gente a) concedería a los bancos centrales el monopolio de la creación del dinero para el medio de pago legal; b) retiraría a los bancos comerciales el derecho de creación; y c) concedería a entes político-territoriales el derecho de emitir monedas complementarias locales. Hoy en día, la cosa es distinta: «Los bancos privados tienen realmente el monopolio monetario general».77 Los bancos centrales se limitan a reaccionar y refinanciar a los bancos comerciales. Los municipios tienen prohibido emitir moneda propia, ni siquiera en una zona de validez acotada. Únicamente esto serían tres cambios drásticos del orden monetario. ¡Sólo para la primera pregunta! Pero que decida el pueblo soberano.


    


    
      Las «preguntas para la asamblea monetaria» sobre cada uno de los doce apartados del capítulo del contenido están sintetizadas al final del libro, en el capítulo 7, a modo de paquete de recursos para asambleas descentralizadas.

    


    


    2. LA REFORMA PARA UN DINERO LIBRE DE DEUDA


    
      


      El cometido de los bancos no consiste en proveer a la economía de la cantidad necesaria de dinero o en quitárselo. Eso es cometido exclusivo del banco central como poder «monetativo». El cometido de los bancos es más bien financiar la economía.


      


      JOSEPH HUBER78

    


    


    Para entender mejor las conexiones entre la creación privada de dinero, el incremento de la masa monetaria y la inflación, y poder formular alternativas a ello, primero es necesaria la descripción de cómo funciona hoy día en general la creación de dinero a través de los bancos comerciales privados y qué consecuencias tiene este hecho.


    


    Dinero bancario creado por bancos comerciales privados


    


    En la imaginación de mucha gente persisten tenazmente dos «mitos» acerca del dinero. Por un lado, que la masa monetaria total está respaldada con oro, y, por otro, que la totalidad del dinero que hay en circulación procede del banco central. Ambas ideas se ajustan sólo en parte a la realidad. La cobertura con oro dejó de hacerse hace mucho tiempo. Por ejemplo, las reservas de todo el eurosistema ascienden a 10.800 toneladas. El valor de este oro a finales de 2013 ascendía aproximadamente a 345.000 millones de euros,79 lo que apenas representaba el 6,5 por ciento de la masa monetaria M1 (dinero en metálico más saldos de cuentas corrientes) del eurosistema. No pocos, la Escuela Neoaustríaca o el escritor Rolf Dobelli, consideran que la disociación de oro y dinero es «la fuente de todos los males de nuestra crisis actual» y confían en que «algún día volvamos otra vez a un patrón oro».80 Pero en la actualidad ya no tendría sentido poner en circulación tanto dinero como respalde el oro, pues hay demasiado poco oro con respecto al valor del volumen total de mercancías y servicios, o dicho de otra manera: el rendimiento económico se ha disparado realmente a consecuencia de la revolución industrial y se ha desligado del respaldo en oro. «Al fin y al cabo, la escasez geológica de oro fue uno de los motivos por los que se abandonó la era de la moneda metálica», escribe Joseph Huber.81 El respaldo en oro es historia, y con razón.


    Por otro lado, mucha gente sigue pensando que el «banco emisor» (banco central) es la única fuente de dinero. Se le llama así porque está autorizado para imprimir billetes bancarios. Pero, en primer lugar, la mayoría del dinero que hay en circulación no es en metálico (billetes y monedas), sino que es bancario. A finales de 2013, las reservas de dinero en metálico del eurosistema ascendían a 951.000 millones de euros o el 17,6 por ciento de la masa monetaria M1.82 En segundo lugar, el grueso de la masa del dinero bancario no lo crea ni lo pone en circulación el banco central, sino los bancos comerciales privados: al acabar el año 2013, el dinero bancario emitido por el banco central ascendía a 245.000 millones de euros o el 5 por ciento del M1 del eurosistema; por lo tanto, a finales de este mismo año, alrededor del 90 por ciento del dinero bancario lo había creado la banca privada. Pero ¿cómo crean dinero los bancos comerciales privados?


    En el concepto clásico de un banco, los ahorradores llevan «primero» su dinero en metálico al banco y lo invierten en el pasivo del balance bancario (los débitos), se trata de un depósito a la vista en la cuenta corriente y, por tanto, del saldo de la cuenta corriente. También puede ingresarse directamente en una cuenta de ahorro o libreta de ahorros. Este ingreso en metálico, da igual que sea en la cuenta corriente o en la de ahorro, se contabiliza a su vez en los activos, aumentando el estado de flujo de caja. Estas existencias en metálico adicionales permiten que el banco conceda un crédito a una empresa o a un particular o al Estado: transferir y pagar en forma de préstamo el dinero en metálico del activo. Con ello, la masa monetaria no se incrementa: el dinero en realidad ya existía, porque «primero» lo trajeron los clientes ahorradores.


    Un poco más despacio: 1.000 euros van a parar al banco «desde fuera» y se contabilizan en el pasivo como saldo de cuenta corriente o como ahorro. En el activo se abona el efectivo. De esta manera, el banco (sin perjuicio de la suficiente cuota de capital propio y la reserva mínima) puede dar un crédito de esta cantidad (menos la reserva en metálico y la mínima), que se contabilizará en el activo del banco como préstamo al prestatario y, en el pasivo, se abonará en la cuenta corriente de dicho prestatario (como deuda contra el banco). Cuando el crédito se usa, el dinero es retirado o transferido en el acto, tanto de la caja (activo), como de la cuenta (pasivo): el crédito se «usará». Entran 1.000 euros, salen 1.000 euros, pero la masa monetaria se mantiene constante con esta posibilidad de otorgar créditos desde el pasivo. No está equivocado asegurar que esto mismo está ocurriendo actualmente en la realidad de los bancos.


    Otra posibilidad, que constituye el procedimiento habitual, es la concesión de créditos activos por parte de los bancos. En este punto se otorgará «primero» un nuevo crédito, sin ingreso o ahorro previo, que contabilizará «de la nada» en el activo del banco un préstamo (de depósito bancario) contra el prestatario, que se añadirá al volumen de activos existentes. Este préstamo del activo se abonará en el pasivo en la cuenta corriente del prestatario, también en forma de depósito bancario. De esta forma, el activo y el pasivo vuelven a compensarse, pero en esta ocasión —o, mejor dicho, por este orden—, a diferencia del primer caso, los dos platos de la balanza se «prolongan»: la masa monetaria aumenta.


    No del todo: también aquí, en el segundo caso, se «empleará» el crédito; se transferirá a la cuenta de otro banco (por hacerlo más gráfico). En este caso 1.000 euros salen «primero» del banco que ha «creado» este dinero. En el momento de «usar» el crédito —por vía de transferencia— se necesita, para mantener la balanza equilibrada, una «refinanciación» (una reposición del dinero saliente) del pasivo. Un banco tiene seis vías, arbitrariamente ordenadas, de refinanciación: 1) aumento de capital propio a partir de los beneficios o mediante un incremento de capital; 2) ingreso en una cuenta corriente; 3) depósito de ahorro; 4) emisión de un empréstito; 5) adquisición de un crédito en el mercado interbancario; 6) adquisición de un crédito del banco central. Con cada una de estas seis fuentes pueden reponerse o «refinanciarse» en el pasivo los 1.000 euros que han salido del depósito bancario. En lo tocante a la variación de la masa monetaria y la cuestión de la «creación o no creación» del dinero, lo importante es saber precisamente de dónde viene el dinero, con quién y con qué «clases de dinero» se endeuda el banco.


    Si se endeuda con el banco central, la masa monetaria se incrementa cuando en un período determinado el banco central concede a los bancos comerciales más créditos nuevos de los que amortiza. De esta forma, el banco central puede contribuir a controlar la masa monetaria y, por ejemplo, conceder más créditos o más baratos en tiempos de recesión y menos o más caros en tiempos de bonanza. El dinero que financia el crédito es ahora el dinero «bueno» del banco central. El acto de concesión crediticia del banco comercial es en este caso neutral con respecto a la masa monetaria (del banco central). El dinero adicional «primero» es creado por el banco comercial, aunque «en segundo lugar» por el banco central por vía de refinanciación.


    Otra cosa es que el crédito se reponga, por ejemplo, a través de un depósito en cuenta corriente de un prestatario B que ha obtenido asimismo un crédito generado (= creado) sobre el activo y, mediante transferencia desde la cuenta corriente, efectúa un pago al prestatario A = titular de una cuenta del banco A. Con ello al banco A vuelven a «entrarle» los 1.000 euros que habían salido; se ha «refinanciado». Si simultáneamente el prestatario A transfiere su crédito otorgado por el banco A a una cuenta del banco B, también el banco B se refinancia —¡en ambos casos sin el banco central!—. Así funciona la creación de depósitos bancarios a través de los bancos comerciales. Incrementa la masa monetaria, en este ejemplo alrededor de 2.000 euros. (También podría haberse simplificado el ejemplo, utilizando el crédito A para que fluya a otra cuenta del mismo banco; de esta forma, el banco se habría refinanciado con el crédito y la cuenta de otro cliente; el acto de creación del dinero se habría consumado igualmente. He añadido un segundo banco intencionadamente, para evidenciar el carácter sistémico y colectivo de la creación de dinero de todos los bancos comerciales privados.)


    El ejemplo no está del todo preciso: la capacidad de los bancos comerciales de crear dinero bancario está triplemente limitada por: a) su propio capital (requisitos de capital mínimo conforme a las reglas de Basilea); b) las reservas mínimas (actualmente un 1 por ciento en la Eurozona); y c) la reserva en metálico (1,4 por ciento). A pesar de todo, la masa monetaria puede aumentar considerablemente. En Estados Unidos, ha crecido el doble de rápido que la economía desde el cambio de milenio. En Alemania, desde 1992 hasta 2008, la economía nominal creció alrededor de un 51 por ciento; la masa monetaria M1, en cambio, en torno al 189 por ciento.83 Con estos créditos (de creación privada) se financia el consumo, que por la creciente demanda lleva a la inflación, sea la inflación de precios de los bienes cuando con los créditos se consumen bienes de consumo, o la inflación financiera cuando se compran títulos con los créditos creados. Muchos autores coinciden en el análisis de que la práctica de crear dinero de los bancos comerciales desde los años ochenta ha conducido a la inflación de precio de los valores y la formación de burbujas en los mercados financieros: burbujas de acciones, de Internet, de divisas, de materias primas e inmobiliarias; así pues, la creación privada de dinero y la inestabilidad financiera van de la mano.


    Los beneficios de la creación del dinero bancario, que resultan de la diferencia entre los intereses de la refinanciación y los de los créditos, son tanto más altos cuanto mayor es la proporción de su creación de dinero. En Alemania se calculan de 15.000 a 25.000 millones de euros anuales de beneficios con la creación de dinero bancario, en Suiza de 6.000 a 12.000 millones de francos.84 Estos beneficios son ilegítimos, porque hay actores privados que se enriquecen accediendo a un bien público. Joseph Huber argumenta que estos beneficios bancarios extra pueden considerarse «impuestos privados» que «van en contra de nuestro sentido actual de justicia».85 Y también del pensamiento económico: «A los economistas les encanta decir que “la comida gratis no existe”. Lo que no puede decirse del sector financiero, ya que los beneficios especiales conducen a una “comida gratuita” gigantesca e injustificada», se mofa Simon Sennrich.86 La práctica de crear dinero privado incrementa el volumen crediticio de la economía nacional y con ello el grado de endeudamiento sistémico. Conduce a la inflación y formación de burbujas por un lado y, por el otro, al sobreendeudamiento sistémico. Actualmente, el grado de endeudamiento general del sistema financiero y la economía nacional es mayor de lo que ha sido nunca en la historia. Según una investigación del Banco de Pagos Internacionales, entre 1980 y 2010, el nivel de endeudamiento total (deudas de los hogares, de las empresas privadas y del Estado) de dieciocho Estados de la OCDE se duplicó pasando del 167 al 314 por ciento de su PIB.87 A la cabeza está Japón con un 456 por ciento del rendimiento económico, por delante de Portugal (366 por ciento), Bélgica (356 por ciento) y España (355 por ciento). En comparación, poco endeudamiento total tenían Australia (235 por ciento), Austria (238 por ciento) y Alemania (241 por ciento); pero también Estados Unidos (268 por ciento). El McKinsey Global Institute ha añadido las deudas del sector financiero a los tres sectores clásicos, con lo que se obtienen de este modo cifras aún más elevadas para 2011: así pues, el endeudamiento total de los cuatro sectores ascendía en Irlanda al 663 por ciento del PIB, en Japón al 511 por ciento, en Gran Bretaña al 507 por ciento, en España al 363 por ciento, en Estados Unidos al 279 por ciento, en Alemania al 278 por ciento y en Grecia al 267 por ciento.88 Aquí habría mucho que aclarar, y no sólo la discrepancia a primera vista increíble entre Irlanda y Grecia. Para no complicarlo: la combinación de los sectores varía mucho según el país; Irlanda «gana» a Australia en el endeudamiento de los hogares, a España en el empresarial y a Inglaterra en el del sector financiero. En las deudas estatales, Japón es el líder absoluto.


    El Banco de Pagos Internacionales (BPI) considera peligroso un endeudamiento estatal y de los hogares de más del 86 por ciento del PIB respectivamente y un endeudamiento empresarial de más del 90 por ciento del PIB, y juntos como máximo deberían sumar el 260 por ciento del rendimiento económico. El Boston Consulting Group «rebaja» claramente este valor y aconseja un endeudamiento máximo de un 60 por ciento por sector, en total un 180 por ciento del rendimiento económico.89 Con un endeudamiento medio del 314 por ciento, los Estados de la OCDE están muy lejos de ambos valores. Lo que parece seguro es que actualmente ya hay un sobreendeudamiento sistémico. Por eso un gran número de entendidos, desde el gurú bursátil hasta el matemático financiero, advierten del gran crac: la economía nacional se desmorona bajo un endeudamiento total que ya no puede ni servirse ni liquidarse.90


    


    Reforma para un dinero libre de deuda


    


    ¿Cómo podría acabarse con la creación privada de dinero? Desde hace un tiempo se baraja la propuesta de una reforma para un dinero libre de deuda. El dinero libre de deuda es sinónimo de moneda de curso legal de plena validez. Bajo esta designación se aglutinan diversos enfoques de reforma que pueden básicamente resumirse en lo siguiente: que el derecho exclusivo de crear dinero que muchas constituciones atribuyen al Estado (el banco central estatal) se extienda al dinero bancario, y a su vez se les quite a los bancos comerciales privados el actual monopolio 91 fáctico de creación de dinero. Los reformistas partidarios de un dinero libre de deuda son un movimiento creciente en los países de habla alemana e inglesa que también aparece con el nombre de «monetativo», que quiere decir que además del poder legislativo, ejecutivo y judicial tiene que haber un poder estatal monetario independiente al que le sea otorgado el derecho exclusivo de crear dinero y de controlar la masa monetaria. Éstos son los puntos más importantes de la propuesta:


    


    1. El banco emisor obtiene el derecho exclusivo de crear dinero, tanto metálico como bancario. Todo el dinero que haya en circulación es dinero del banco central que éste ha creado específicamente conforme al reglamento establecido. A los bancos comerciales se les retira de forma explícita el derecho de crear dinero, un derecho que nunca se les dio explícitamente.


    2. La dilatación o contracción de la masa monetaria se guía a largo plazo por la dilatación o contracción del rendimiento económico, y puede hacer uso de manera «anticíclica» del recurso de controlar la masa monetaria: para evitar un «sobrecalentamiento» de la coyuntura, la masa monetaria puede reducirse en caso de crecimiento elevado; para evitar una depresión, la masa monetaria puede aumentarse en épocas de crisis.


    3. El dinero que el banco central pone en circulación fluye hacia las arcas del Estado sin intereses y libre de deuda; así, los beneficios que genere la creación de dinero, el señoreaje original (la diferencia entre el valor del dinero y el coste de producción), redundan directamente en beneficio de la colectividad.


    4. Así pues, a través del gasto público, el dinero fluye a las empresas y a manos privadas, que lo llevan al banco, donde se valora (parecido al primer caso, con la única diferencia de que no es necesario que sea dinero en metálico, sino que también puede ser dinero bancario; sin embargo, también se tratará de dinero bancario creado por el banco central). Mediante la inversión de «dinero libre de deuda», éste va a parar al activo de los bancos comerciales, ya sea en forma de dinero en metálico o de una petición del banco comercial contra el banco central. En el pasivo se contabiliza una obligación contra el depositante. Idéntico o parecido al «mito» que fondea hoy día en muchas cabezas. La realidad se amolda a la ficción. Este dinero (libre de deuda) está, pues, disponible para la concesión de créditos.


    5. Para que los bancos no puedan crear «de la nada» dinero adicional, se excluyen las cuentas corrientes de los balances bancarios y se abren como «cuentas monetarias», puros depósitos, que pertenecen a los clientes del banco. En la actualidad, los saldos activos de las cuentas corrientes vienen a ser lo mismo que los ahorros/los depósitos de ahorros de los ahorradores en los bancos y son parte del balance bancario. Legalmente, están en posesión del banco y, desde el punto de vista de los clientes, peligran en caso de bancarrota, lo que hace necesario un sistema de garantía de depósitos de ahorro también para los saldos activos de las cuentas corrientes. Pero, principalmente, la actual «mezcla» de cuentas corrientes y cuentas de ahorro es un componente del sistema de creación del dinero, en el sentido de que un banco contabiliza un crédito recién creado en el pasivo como depósito a la vista y así enseguida vuelve a transformarlo en un depósito. La división contable entre «depósitos» e «inversiones» pone fin a la creación de dinero a través de los bancos comerciales privados.


    6. Para la concesión de créditos, el dinero libre de deuda se transfiere desde el activo del balance bancario a la cuenta monetaria (depósito) del solicitante del crédito. Desde el punto de vista del banco se produce así un intercambio activo en el lado izquierdo del balance bancario: el dinero libre de deuda, sea en metálico o una petición de depósito bancario contra el banco central, (se paga y) pasa a ser una petición contra el prestatario. Mediante este proceso se reduce el activo (de dinero libre de deuda) del banco en el banco central, que se transforma en una solicitud de crédito al cliente del crédito (otra partida en el propio activo del balance bancario). Metafóricamente, el dinero libre de deuda «pasa» del banco central al público pasando por el activo del banco comercial intermediario. De este modo, la masa monetaria se mantiene estable, en el pasivo no pasa absolutamente nada.92 La única alteración es que la misma suma de dinero libre de deuda (del banco central) ya no la deberá el banco comercial, sino directamente el cliente (a través de su cuenta monetaria). Ésta es también una razón por la que, en caso de insolvencia bancaria, el depósito de dinero libre de deuda del cliente no se ve afectado; hablamos de una relación directa entre cliente y banco central, el banco únicamente hace de depósito o tesoro (electrónico) que gestiona una «cuenta monetaria» para el cliente, pero cuyo contenido sigue estando en posesión del cliente del banco (y siendo propiedad del banco emisor).


    7. Sólo cuando el cliente del banco hace una inversión en ahorro, el dinero libre de deuda va de su cuenta monetaria o depósito al activo (!) del balance bancario (donde aumenta el estado de flujo de caja [metálico] o los préstamos contra el banco central [no metálico]), donde está disponible para la concesión crediticia. En el pasivo se contabiliza una deuda del cliente al banco; con ello el dinero va a parar legalmente a manos del banco, con lo que hay riesgo de impago en caso de insolvencia de éste. El cliente por lo general corre este riesgo para cobrar intereses de la libreta de ahorros que —en el paradigma actual—, entre otras cosas, compensan el riesgo de impago (además del «efecto» de la «renuncia al consumo»). Pero se trata de una inversión, y en toda inversión hay riesgo de pérdida, aunque un banco lo reparta entre todos los ahorradores mediante un «fondo común» de los créditos y de esta manera lo minimice. Así pues, en el régimen de dinero libre de deuda también se necesitaría una garantía de las inversiones en ahorro para (una parte) de éstas, suponiendo que después de todo sea una idea sensata: stricto sensu es una especie de protección estatal para los inversores; la colectividad quita a los ahorradores el riesgo de inversión. Esto no es economía de mercado. Y en el régimen de dinero libre de deuda hay alternativas: el que quiera que su dinero esté asegurado al ciento por ciento —que esté más seguro que debajo del colchón, donde pueden robarlo, y más seguro que en la cuenta de ahorro, donde en caso de insolvencia bancaria y estatal puede perderse—, lo pone en la cuenta monetaria. Allí, la verdad es que no puede pasar nada.


    8. En cuanto a los tipos de dinero, en un sistema de dinero libre de deuda, únicamente habría dinero del banco central = dinero libre de deuda. Da igual que el dinero salga de los ahorradores, de otros bancos, del Estado o directamente del banco central, hablamos en todo momento de dinero del banco central, porque es la única instancia que crea dinero y lo pone en circulación. Hoy en día, el dinero creado privadamente («depósitos») diluye y aumenta tanto la masa monetaria que hay en circulación que sucede lo contrario: en el vasto mar del dinero bancario creado de manera privada, tan sólo hay una pequeñísima afluencia de dinero bancario del banco central.


    9. La tenencia de «reservas» (de dinero del banco central) sobra porque toda la reserva monetaria equivale a dinero válido del banco central. La reserva mínima se suprime. Una reserva del ciento por ciento, como proponen otros, sobra por la misma razón. El banco comercial y el balance bancario son notablemente más sencillos.


    


    Hasta aquí la descripción del funcionamiento de la propuesta. En cuanto a las ventajas de una reforma para un dinero libre de deuda, serían numerosas y relevantes:


    


    1. Control más eficaz de la masa monetaria: la masa monetaria la controlaría el banco central solo y no junto con los bancos comerciales (con fines lucrativos). Se restaura la soberanía sobre un instrumento de control macroeconómico. La precisión aumenta. La inflación puede controlarse mejor a través del control directo de la masa monetaria que a través de su control indirecto de los tipos de interés básicos, tanto la inflación de precios de los bienes como la inflación financiera.


    2. Control anticíclico de la actividad económica: cuando se pone en práctica la dilatación o contracción de la masa monetaria en sentido contrapuesto al ciclo económico, puede reforzarse el contraciclo político-económico (superávit presupuestario y amortización de la deuda durante el boom, déficit y endeudamiento durante la recesión): durante la recesión, la masa monetaria puede dilatarse de manera dosificada, por lo que se consiguen más ingresos estatales y, con ello, mayores posibilidades de gasto sin endeudamiento adicional. Si el control de la masa monetaria se realiza indirectamente a través de la concesión crediticia a los bancos comerciales, lo que practican los bancos centrales en el actual régimen monetario (desde la «flexibilización cuantitativa» hasta «El Gran Berta»), es posible que esta masa monetaria dilatada no llegue en absoluto al circuito económico real, porque los bancos reducen la concesión de créditos por miedo al impago, a menudo incluso a gran escala cuando la economía se contrae, por lo que tiene lugar un efecto procíclico de la modalidad de control actual de la masa monetaria a través del banco central; o los bancos prefieren especular con dinero barato (comprando, por ejemplo, bonos del Estado), porque ven en ello menor riesgo o al menos mayores oportunidades de beneficio que en las operaciones crediticias «reales».


    3. El dinero no entraría en circulación como crédito (con intereses y crecimiento forzado), sino a través del gasto público, libre de deuda e intereses. Y sin crecimiento forzoso.


    4. Los beneficios que genera la creación de dinero (señoreaje) redundan totalmente en la colectividad. En la actualidad, los bancos hacen su agosto con una parte considerable de esos beneficios: pueden crear dinero ex nihilo y quedarse con los beneficios de los márgenes de los intereses o las cotizaciones y los dividendos.93 En el régimen de dinero libre de deuda, el banco central, con un crecimiento económico de entre un 1 y un 2 por ciento, podría aumentar el promedio a largo plazo de la masa monetaria de un 0,5 a un 1 por ciento del rendimiento económico (sobre todo porque en Alemania y la Eurozona la masa monetaria M1 es aproximadamente la mitad del PIB). En Alemania vendrían a ser de 13.500 a 27.000 millones de euros de subvención presupuestaria al año (el PIB está en 2,7 billones de euros), en Austria de 1.500 a 3.000 millones de euros anuales (PIB en torno a los 315.000 millones de euros) y en España de 5.000 a 10.000 millones de euros anuales (PIB en un billón de euros). Los presupuestos y la hacienda pública se descongestionarían perceptiblemente.


    5. Reorientar el actual régimen de dinero bancario hacia un dinero libre de deuda generaría —con una masa monetaria M1 constante— elevados beneficios para el Estado: en la misma medida que la creación de dinero acumulado hasta el momento a través de la banca privada en forma de cuentas a la vista. En Suiza, las cuentas a la vista ascienden a 385.000 millones de francos, lo que es casi el doble de la deuda pública (211.000 millones de francos); el Estado estaría libre de deuda. En Alemania y Austria, las cuentas a la vista ascienden en torno al 80 por ciento de la deuda pública.94 En la UE y Estados Unidos son aproximadamente la mitad de la deuda pública;95 podrían reducirse a la mitad y la crisis de deuda pública se aliviaría de modo considerable.


    6. La masa monetaria se mantendría absolutamente constante, pues los depósitos a la vista de los clientes ahorradores que están en el pasivo se convertirían en depósitos a la vista de los bancos centrales. Pero los préstamos del banco central a los bancos comerciales no son parte de la masa monetaria básica M1; en cambio, las cuentas monetarias evacuadas sí. Con relación a la masa monetaria M1, los depósitos a la vista del público se transfieren a cuentas monetarias: masa monetaria neutra. (En el activo las deudas de los bancos comerciales permanecen íntegras con respecto a los clientes ahorradores, hasta la devolución.)96 Semejante «proceso de retirada» no sería nuevo en la historia monetaria: a consecuencia de la fundación de bancos emisores centrales a partir de consorcios de bancos privados, los billetes de banco privados se retiraron del sistema monetario. Desde entonces son ilegales o dinero falso. Análogamente, en esta segunda «etapa de nacionalización» del dinero también se retiraría el dinero bancario de creación privada. Tras el período de transición, el dinero bancario de creación privada sería tan falso e ilegal como los billetes de banco de impresión privada. El proceso de transición duraría de dos a cuatro años aproximadamente.97


    7. Con la reorientación, el balance general del banco central se incrementaría alrededor de un 50 por ciento (Eurozona), pero eso no conduciría a ninguna clase de inflación, porque en dicha suma ya sólo figuraría la masa monetaria actual creada por los bancos comerciales, por primera vez correcta. Si el banco central tuviera que reducir la masa monetaria M1, el efecto sobre la deuda pública sería correspondientemente menor.


    8. En caso de quiebra, las cuentas monetarias están totalmente a salvo. Están en posesión de los clientes del banco y la insolvencia no les afecta. En caso de insolvencia bancaria, las inversiones en ahorro se verían igual de afectadas y correspondientemente comprometidas. Pero, en el régimen de dinero libre de deuda, se trata de inversiones privadas tanto más conscientes cuanto que su protección estatal es dudosa y supone una ruptura básica de los principios de la economía de mercado: los inversores no asumen totalmente solos el riesgo de pérdida, lo comparten con los contribuyentes. Semejante garantía de depósitos de ahorro podría ser un elemento democráticamente decidido de un «dinero como bien público», pero deberían ponerse condiciones de manera más consciente; más sobre el tema en los próximos capítulos.


    9. Mediante la clara diferenciación entre la riqueza monetaria que sólo se deposita en los bancos, pero que no se invierte, y el capital invertido conscientemente, aquella parte de la riqueza financiera que es «superflua», porque no puede invertirse en la economía real, puede ser deliberadamente «pacificada». El dinero no produciría ni ejercería presión de rendimiento alguno. El sistema entero se relajaría en dos frentes: se quita la presión y se reduce el riesgo de especulación. De esta forma se pone patas arriba el apalancamiento crediticio: con la riqueza financiera no se respalda ni una parte del volumen de créditos concedidos (balance bancario), sino que tan sólo una parte de la riqueza financiera privada va a parar al balance bancario y se convierte en crédito. Debido al creciente superávit de riqueza (en relación con el PIB), es posible que pronto solamente se invierta una parte minoritaria de la riqueza financiera en la economía y que la mayoría sólo se deposite allí como depósito bancario «no activo»: ¡por fin el dinero da tregua!


    10. A ambos lados del balance bancario se restauraría (de nuevo) el nexo entre las inversiones en ahorro y las concesiones de crédito. Se lograría exactamente lo que hoy día encaja con la concepción generalizada de un banco.


    


    Digresión: dinero libre de deuda y dinero con un coeficiente de reserva del ciento por ciento


    


    Algunos lectores versados conocerán la propuesta que en los años treinta hicieron una serie de economistas de Chicago, Milton Friedman entre ellos, denominada «banca con coeficiente de reserva del ciento por ciento». Proponían que todos los créditos concedidos desde las reservas del banco central estuvieran respaldados, al ciento por ciento. Irving Fischer perfeccionó el plan del «dinero respaldado al ciento por ciento».98 En 2013, dos artífices del Fondo Monetario Internacional volvieron a mirar con lupa el plan de la «banca con coeficiente de reserva del ciento por ciento» y presentaron los resultados en «The Chicago Plan Revisited» (El plan de Chicago revisado). Todas estas variantes se agrupan bajo el concepto genérico de reserva del ciento por ciento, porque las transacciones activas de los bancos están completamente respaldadas por unas reservas, y a menudo se confunden unas con otras.


    «Técnicamente, es decir, a nivel bancario, el dinero libre de deuda es un sistema totalmente distinto a la reserva del ciento por ciento», distingue Joseph Huber, la mente más destacada del dinero libre de deuda, de la Universidad de Halle-Wittenberg.99 Dado que el asunto no es del todo sencillo, aquí sólo expongo las diferencias entre el dinero respaldado al ciento por ciento y el dinero libre de deuda. Se deduce de la descripción general por qué en el debate asambleario doy clara prioridad a la propuesta reciente de una reforma para un dinero libre de deuda. La reforma para un dinero respaldado al ciento por ciento proporcionó importantes conocimientos e impulsos, pero estaba anticuada, y fue superada y definitivamente simplificada por la idea del dinero libre de deuda.
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    Adaptación de los textos jurídicos


    


    Jurídicamente, sólo deberían realizarse unos pequeños cambios en algunas constituciones, mejor dicho, en el Tratado de Lisboa de la UE, que contiene el estatuto del BCE que constituye el protocolo número 4, por ejemplo: «El Consejo de Gobierno del BCE tiene el derecho exclusivo de autorizar la emisión de billetes bancarios y dinero bancario en el seno de la Unión. El BCE y los bancos centrales nacionales están autorizados a la emisión de estos billetes bancarios y de dinero bancario. Los billetes bancarios y el dinero bancario emitido por el BCE y los bancos centrales nacionales son las únicas formas monetarias válidas en la Unión como medio de pago legal».


    En Alemania debería adaptarse el Artículo 14 de la Ley del Deutsche Bundesbank: «El Deutsche Bundesbank, sin perjuicio del apartado 1 del Artículo 128 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, tiene el derecho exclusivo de emitir billetes de banco y dinero bancario en el ámbito de aplicación de esta ley».


    En Suiza bastaría con una ligera modificación del Artículo 99 de la Constitución Federal: «El dinero y el sistema monetario atañen al Estado federal; sólo a él le corresponde el derecho de emitir monedas, billetes de banco y dinero bancario».


    


    3. BANCOS CENTRALES DEMOCRÁTICOS


    
      


      Si el pueblo americano permite algún día que los bancos privados controlen su moneda, los bancos y los consorcios que crecen en torno a éstos, primero a través de la inflación, luego a través de la deflación [...] se apoderarán de todos los bienes de la gente, hasta que sus hijos algún día se despierten sin hogar [...]. Habría que quitarles a los bancos el derecho de emisión monetaria y devolvérselo al pueblo, al que legítimamente pertenece.


      


      THOMAS JEFFERSON100

    


    


    El banco central es la institución independiente más poderosa de todo el sistema monetario. Crea dinero de la nada y controla la masa monetaria, fija los tipos de interés básicos por los que se orientan los intereses del mercado. Con los intereses y la masa monetaria controla la inflación y la actividad económica, abre y cierra el grifo del crédito de la economía nacional, puede inundar los bancos de liquidez o matarlos de sed, también puede financiar a los Estados o prohibirlo: aprieta las clavijas centrales del sistema monetario y por ello es la institución independiente más poderosa de la política económica.


    No es de extrañar que cuando los presidentes de la Fed (Sistema de Reserva Federal) y del BCE hacen declaraciones públicas se tome al pie de la letra cada sílaba, que hasta el más insignificante matiz cause más impacto que las palabras de casi cualquier otro personaje poderoso. A Alan Greenspan, sobre todo porque le divertía jugar con lo que interpretaban de sus declaraciones, lo llamaron la «esfinge» que produce la «greenspeak» (lengua Greenspan): «Sé que creen saber lo que, según ellos, he dicho. Pero no estoy seguro de que tengan claro que lo que han oído no es lo que yo quiero decir». También se puede ser más directo: el 26 de julio de 2012, a Mario Draghi, presidente del BCE, le bastaron dos frases cortas para quitar hierro a la escalada de la crisis del euro: «Dentro de su mandato, el BCE hará todo lo necesario para salvar al euro. Y, créanme, será suficiente».101 Paul Krugman valoró la repercusión de estas frases y dijo que «sin ellas el euro probablemente se habría desmoronado en 2011 o 2012».102


    Debido a este poder, es importantísimo que los bancos centrales a) sean instituciones públicas, b) se organicen de la forma más democrática y representativa posible, y que c) se defina su cometido con la mayor claridad posible. Su política debe estar al servicio del bien común y no de los intereses particulares que se hacen pasar por intereses públicos, ni de determinadas escuelas económicas e ideologías que están precisamente en boga en los círculos económicos o bancarios.


    


    ¿A quién pertenece el banco central?


    


    Cuanto más relevante y monopolística es una parte de la infraestructura, más importante es que esté también en manos públicas. Históricamente, los bancos centrales se constituyeron a partir de los bancos privados más importantes y en el inicio fueron principalmente de su propiedad; en parte continúan siéndolo hoy día. El Banco de Inglaterra se fundó en 1694 como sociedad anónima privada, el capital inicial de 1.268 rentistas fue un crédito al gobierno. Hasta 1830, los billetes bancarios no fueron el medio de pago legal, y no fue hasta cien años después, 1930, cuando el último banco privado que había emitido billetes bancarios propios fue absorbido por el Banco de Inglaterra, que se hizo así con el monopolio de la emisión de billetes, si bien sólo en Inglaterra y Gales. Hasta ahora, en Escocia e Irlanda del Norte, los bancos privados han podido imprimir y emitir sus propios billetes bancarios, pero, naturalmente, el Banco Central inglés debe respaldarlos al ciento por ciento con depósitos. En 1946, el Banco de Inglaterra se nacionalizó, doscientos cincuenta años después de su fundación.


    La Reserva Federal del Banco Central de Estados Unidos sigue siendo privada. Pertenece a los bancos centrales de los estados federales, y éstos a su vez a los mayores bancos privados regionales. Es cierto que los siete miembros de la Junta de Gobernadores fueron designados por el Presidente de Estados Unidos, pero en el importante Comité de Mercado Abierto, que toma las decisiones político-monetarias, están los presidentes de los doce bancos emisores, de los que cinco tienen derecho a voto. Joseph Stiglitz critica: «Los presidentes de los bancos emisores regionales se eligen mediante un proceso opaco y poco democrático, en el que los bancos comerciales (que ellos regulan) gozan de excesiva influencia».103 Es curiosa una estructura propietaria semejante: ¿consentiríamos que la administración de la policía federal perteneciera a las centrales de la policía nacional y éstas a las más poderosas milicias privadas y empresas de seguridad?


    También en Alemania el primer banco emisor, el Reichsbank, se fundó en 1876 con el capital privado de miles de personas. No obstante, fue desde el principio una institución de derecho público. A comienzos del siglo XX se independizó del gobierno, y los nazis volvieron a tenerlo bajo su control. En 1948, los Aliados fundaron el Banco de los Estados alemanes para introducir el marco alemán, que en 1957 se fusionó con los bancos centrales de los estados federados para dar lugar al Deutsche Bundesbank, alias «Buba». Hasta 1961, el Reichsbank no se cerró ni se indemnizó a los 20.000 accionistas.104 Así pues, hasta los años sesenta, el Bundesbank no fue un bien enteramente público.


    También en Austria, el Banco Central ha seguido un proceso de bien privado a bien público. Hasta 2006, prácticamente el 50 por ciento del OeNB, el banco nacional austríaco, estuvo en manos privadas; la nacionalización total no se produjo hasta 2010.105 Hay diversas suposiciones en torno a los motivos: por un lado, el equilibrio sindical se perdió en 2006 con la separación del banco sindical BAWAG y la alianza sindical austríaca, por lo que el resto de los propietarios tuvo también que vender sus participaciones. Otra hipótesis apunta que los propietarios de los bancos centrales nacionales deberían responder por las pérdidas que el Banco Central Europeo acumulase en años venideros, por lo que los particulares no tenían interés alguno en aceptar aquí su responsabilidad como propietarios. Desde el punto de vista de la supervisión, la nacionalización es plausible, porque hasta 2010 el banco nacional era el encargado de la supervisión de sus propietarios: un desagradable conflicto de funciones.


    El 39,9 por ciento del Banco Nacional Suizo (BNS) se encuentra hoy día aún en manos privadas.106 En mi opinión, eso es una vulneración de lo que dicta la Constitución Federal, según la cual «la emisión de billetes bancarios y monedas corresponde únicamente al Estado federal». Si este derecho le corresponde «únicamente» al Estado federal, entonces no puede contraerlo una institución, poco menos del 40 por ciento de la cual se halla en manos privadas, incluido el derecho a voto. Pese a que alrededor de un tercio de los copropietarios privados son «personas jurídicas», es decir, empresas, éstas no aparecen específicamente mencionadas en las memorias comerciales. El 1,52 por ciento del derecho a voto del BNS se encuentra en propiedad extranjera. Tal vez esto no sea una pérdida decisiva de soberanía, pero va fundamentalmente en contra del bien público y del «servicio público».


    En Italia todavía imperan unas condiciones arcaicas: un 60 por ciento de la Banca d’Italia pertenece a bancos privados y cajas de ahorros. De éstos, los seis más grandes poseen la mitad del derecho de voto. Solamente el Intesa Sanpaolo y el UniCredit suman cien de los 535 derechos de voto.107


    Así pues, históricamente hablando, de los bancos privados más importantes salen primero los bancos centrales privados o semiprivados, que poco a poco pasan a ser de propiedad pública, independientes del gobierno, y tras una inicial coexistencia de billetes bancarios «privados» y oficiales se les transmite el derecho exclusivo de crear dinero, si bien dinero bancario aún no. Este proceso debería extenderse y llevarse a cabo (con ayuda de las asambleas monetarias) en todas las democracias, convirtiendo todos los bancos centrales en propiedad totalmente pública, convirtiendo la emisión (total) de dinero en un derecho exclusivo de los bancos centrales, organizándolos lo más democráticamente posible con un mandato del banco central claro y mediante democracia directa.


    


    Organización democrática del banco central


    


    Debido a las amplias repercusiones de la política del banco central en todos los ámbitos sociales, es importante que también todos los sectores de la sociedad puedan participar en su rumbo. La integración de las partes afectadas en las decisiones es un principio democrático fundamental. Sin embargo, en los bancos centrales hay ante todo banqueros y hasta banqueros de inversiones. Son sólo una pequeña parte y no representativa de toda la sociedad. Hay, además, otras partes afectadas: empresarios, empleados, consumidores, parados, el sector público, las generaciones futuras y el medio ambiente. Sería más holístico que las decisiones de los bancos emisores las tomara un grupo heterogéneo de accionistas, para representar de forma equilibrada los intereses más importantes; al fin y al cabo, en el Reichsbank sueco, los sindicatos intervienen en las decisiones, lo que demuestra que es posible un mayor grado de diversidad.


    La «independencia» del BCE es discutible; de hecho, en este momento su farsa es doble: por un lado, en las comisiones tan sólo hay banqueros de bancos emisores, que básicamente representan los intereses de las élites (que en ocasiones también pueden divergir). Por otro, el cometido estatutario, es decir, legal, es tan confuso que los delegados nacionales pueden utilizar a sus respectivos representantes para imponer intereses nacionales. Esa lucha interna es la que arrecia en el BCE desde que empezó la crisis del euro. Algunos países mediterráneos bajo la dirección de Mario Draghi, el presidente del BCE, defienden la función «político-fiscal y político-económica» de éste, mientras que el «núcleo duro», bajo la dirección del director alemán Jörg Asmussen, que a su vez está apoyado por el presidente del Buba, Jens Weidmann, propugna la línea «político-monetaria y de la política de estabilidad». Aquellos Estados que se ven precipitados a la bancarrota estatal quieren, lógicamente, sablear al BCE como «prestamista de último recurso» y barato; por el contrario, aquellos Estados que creen que no corren peligro de insolvencia estatal y temen el papel de las «transferencias» quieren mantener la «independencia» del BCE. Ambas posturas sirven a determinados intereses. Mientras que los «sableadores» tienen en el punto de mira el alivio de sus problemas de deuda pública, por lo que les vendría muy bien una mayor inflación, el grupo de «el BCE es tabú» defiende la riqueza monetaria y el centro financiero de Fráncfort como hace Alemania, que huye de la inflación como de la peste. Sin embargo, los intransigentes actúan a corto plazo: su rígida postura ante la inflación podría convertirse en los próximos años en un fatal búmeran contra los acreedores, debido a la insolvencia estatal de los países deudores, un escenario muy probable, en mi opinión. (Lo que a su vez no quiere decir que la línea de Draghi fuese la solución a la crisis del euro.)


    La «independencia» del BCE es una ilusión semejante a la «objetividad» de la ciencia. Cada decisión del BCE sigue un determinado paradigma ideológico y sirve a determinados intereses. Por eso, todos los grandes grupos de intereses deberían estar representados en los órganos directivos del BCE con igual transparencia y democracia. Un grupo de accionistas múltiples tampoco tomará decisiones perfectas, pero las suyas serán menos erróneas y unilaterales que las decisiones de los bancos centrales de cada país con su actual composición.


    Sea como sea, se necesita un mandato más claro que el actual. Los mandatos contractuales del BCE se contradicen entre sí. Por un lado, sobre el funcionamiento de la Unión Europea, dice el Tratado que la Unión «no se hace cargo de las obligaciones de un Estado miembro» ni las «asume».108 Si el BCE pertenece a la «Unión», entonces no puede hacerse cargo ni asumir las deudas estatales; por el contrario, el protocolo del Tratado de Lisboa sobre el BCE «prohíbe» sólo la «adquisición directa de títulos de deuda [de los Estados miembros] por parte de éste o de los bancos centrales nacionales».109 ¿Significa esto que la adquisición «indirecta» está permitida? De ser así, ¿limitada o ilimitada? Financiación estatal prohibida, compra de bonos del Estado en los mercados permitida: con un objetivo marcado tan contradictorio es lógico que los gremios bancarios no puedan trabajar como es debido, sino sólo pelearse justificadamente.


    


    Objetivos y misiones de un banco central


    


    Las misiones y objetivos de un banco central tienen tan poco de ley natural como el propio orden monetario o económico. Por consiguiente, aquí también se necesita un mandato lo más claro y democrático posible. Nadie cuestiona la misión de crear dinero, pero sobre los objetivos de la política monetaria las escuelas van en direcciones tan distintas como las chispas de los fuegos artificiales. Veamos un poco más de cerca las tres escuelas más importantes:


    


    1. Modelo BCE: de acuerdo con el estatuto del Banco Central Europeo, la estabilidad monetaria, o sea, la menor depreciación posible a través de la «inflación», tiene prioridad sobre todos los demás objetivos.110 Se mencionan otros como el «apoyo a la política económica general de la Unión», pero ocupan una posición explícitamente inferior al objetivo de estabilidad. ¿Cuáles son las principales ventajas de un «dinero estable»? Una inflación baja beneficia, sobre todo, a la riqueza privada, que queda protegida de la devaluación real. También se beneficia de ello el centro financiero, cuya moneda «estable» goza de gran atractivo. Cuanto más fiable sea la promesa del banco central de proporcionar una inflación baja, más interesante será la moneda como inversión para los inversores financieros. El tema de la inflación concierne a la «estabilidad del valor interno» de una moneda. La «estabilidad del valor externo» se refiere al tipo de cambio. Hay una conexión entre ambas: cuanto más estable sea su valor interno, más atractiva será una moneda y más inversiones fluirán hacia esa zona monetaria; por el contrario, la afluencia de capital refuerza el valor exterior, al tipo de cambio se le atribuyen monedas y centros financieros menos atractivos (más peligro de inflación). El tipo de cambio sale de la oferta y la demanda de una moneda: si hay mucha demanda a causa de una inflación más baja, su «precio» sube, es decir, el tipo de cambio. Lo que les gusta a los inversores financieros es perjudicial para los exportadores. Cuanto más elevado sea el valor externo/tipo de cambio, más caros serán sus productos en comparación con los socios comerciales. Los intereses empresariales no están ni mucho menos claros, podría incluso decirse que la industria y las finanzas tienen intereses contrapuestos en el tema de la «estabilidad externa», a menos que las industrias se conviertan en inversores financieros y saquen de la producción tan sólo una pequeña parte de sus ingresos. Ciertamente, hay que observar este desarrollo. A Siemens la describen como un «gran banco con un pequeño banco de trabajo», a Novartis como un «gran banco con una pequeña farmacia». En la economía nacional, el sector empresarial ha pasado de deudor neto a acreedor neto,111 en otras palabras: en general, las empresas comparten el interés de los inversores financieros y no el del oficio, la empresa y la industria. La consecuencia: cuanta más atención preste el banco central al valor externo, más unilateralmente servirá a los intereses de los bancos y grandes consorcios. (Cuanto más «débil» esté el euro, mejor para la exportación.) Lo mismo rige ya, de hecho, para el valor interno: un frenazo del ciclo económico para prevenir una inflación más alta mediante unos intereses más altos (el cable de frenado de la política monetaria) conduce a una disminución de las inversiones reales de las empresas y con ello a la creación de menos puestos de trabajo y al aumento del paro. Mientras que, en conjunto, la preferencia por intereses más altos no tiene que incidir negativamente en el éxito financiero de la empresa, porque las empresas tienen la opción de invertir en los mercados financieros y ganar dinero —aun cuando eso va en contra de su finalidad—, los que buscan trabajo no tienen elección: sufren más paro, peores condiciones laborales y sueldos más bajos. También aquí la «posición política» del banco central tiene diversas repercusiones en distintos grupos de la sociedad y, por tanto, más importante es a) fijar lo más democráticamente posible los objetivos del banco y b) que en las instancias decisorias todos los sectores importantes de la sociedad estén representados, no sólo los banqueros.


    


    2. Modelo Fed: la Reserva Federal de Estados Unidos está instituida de manera más diversa. La Ley de la Reserva Federal prevé como objetivo de la Fed el «crecimiento a largo plazo de los grupos monetarios y crediticios al compás del potencial de crecimiento de la producción», por lo que pueden «fomentarse de manera eficaz los objetivos de pleno empleo, precios estables y tipos de interés moderados a largo plazo».112 Además de suministrar créditos a la economía y de mantener los intereses bajos, la Fed está obligada a cumplir con dos objetivos macroeconómicos centrales: pleno empleo y estabilidad monetaria, por este orden. Dado que ambos objetivos tienen tendencia a entrar en conflicto, la misión es «fascinante». Concretamente, la dirección de la Fed puede asumir una inflación más elevada (mayor crecimiento económico, mayor masa monetaria, inundación bancaria más intensa con créditos de la Fed), para con ello fomentar el empleo y reducir el paro. También el Banco de Inglaterra tiene libertad de movimiento. En el verano de 2013 anunció que mantendría los intereses bajos hasta que el desempleo hubiese caído por debajo del 7 por ciento.113


    El BCE no puede hacer eso, tiene incluso que mantener un tope del 2 por ciento de inflación. Eso son dos cometidos radicalmente distintos. ¿Quién asigna este cometido al BCE? En la UE, el Tratado de Lisboa es el fundamento de ley de mayor rango de la comunidad. ¿Y quién pone este tratado en vigor? ¿La población? El Tratado de Lisboa ha sido impuesto a las poblaciones por sus representantes en el proceso quizá menos democrático que hasta entonces había tenido lugar en la UE. Jean Claude-Juncker dijo en aquel entonces sobre la convención constitucional de la UE: «No he visto un cuarto más oscuro que la convención».114 A mi modo de ver, el Tratado de Lisboa es fútil, porque a) no fue votado por la ciudadanía, b) tres pueblos soberanos habían votado en tres referendos contra el tratado anterior, el Tratado Constitucional de la UE, «en teoría defendido por un 95 por ciento»115 y c) los gobiernos habían cortado intencionadamente la serie de referendos, porque temían —con razón— que otros pueblos soberanos votaran contra el tratado. Ahora está en vigor, y con él el mandato del BCE. Éste se adoptó a partir del Tratado de Maastricht, ya allí habían decidido la ciudadanía que el BCE tenía que dar prioridad al objetivo de la estabilidad monetaria sobre el pleno empleo. Esta orden unilateral tiene su origen en un compromiso histórico entre naciones: el Deutsche Bundesbank era famoso por su política del «marco alemán duro» y la inflación resultante. Alemania sólo estaba dispuesta a abandonar esta posición cuando el mantenimiento de la estabilidad monetaria en el Banco Central de la UE primase sobre todos los demás objetivos. Podría decirse que Alemania impuso su voluntad a los demás Estados miembros de la zona euro. Esto no sólo es democráticamente dudoso, es que económicamente tampoco es una base sensata para una zona monetaria con diecisiete Estados miembros que, por así decirlo, están destinados a una política bancaria central y uniforme.


    El resultado de la «orientación a la estabilidad» del BCE —además de la diferenciación nacional de unos intereses reales más bajos en los países de inflación elevada como España o Grecia, y unos intereses reales más altos en los países de inflación baja como Alemania o Austria— fue durante mucho tiempo un nivel alto del interés real en la UE, en comparación con Estados Unidos, y con ello un crecimiento económico más pausado y un mayor desempleo. Stephan Schulmeister, entre otros, ha presentado unos análisis críticos al respecto.116 Podría objetarse que, ecológicamente, es mejor un crecimiento económico más lento que uno más rápido, y que con ello el BCE habría contribuido más a la lucha contra el cambio climático que la Fed. Pero, en primer lugar, la lucha contra el cambio climático no era el objetivo de la política del BCE (en el mejor de los casos un efecto secundario involuntario), y, en segundo lugar, el efecto secundario principal (tal vez intencionado) fue el aumento del desempleo, el riesgo de pobreza y el miedo. En vista de los múltiples conflictos de objetivos y líneas de acción de un banco central, más importante es todavía la aclaración precisa de sus objetivos y prioridades en la adjudicación de funciones.


    


    3. Modelo alternativo: junto a los clásicos objetivos de la Fed y el BCE habría como mínimo un objetivo más que un banco central podría perseguir desde el punto de vista estatutario: una financiación estatal limitada. ¿Financiación estatal? Probablemente no haya tema más controvertido que éste. Hay quienes temen que la financiación del Estado a través del banco central sea el fin de cualquier moneda. Otros, pragmáticos, responden que es algo que ya ponen en práctica todos los bancos emisores. De hecho, la Fed tiene alrededor del 12 por ciento de todos los bonos del Estado de Estados Unidos,117 el Banco de Inglaterra posee el 25 por ciento de todos los bonos del Estado británicos, y el propio BCE, que a lo mejor ni está autorizado a ello, tiene 200.000 millones de euros en bonos del Estado griego y de otros países, que suponen por lo menos alrededor del 2 por ciento de la deuda pública de los Estados de la zona euro.


    No pocos son de la opinión de que las compras de bonos son ilegales. La excusa oficial: el BCE interviene primero en el denominado «mercado secundario de valores», es decir, después de que los bonos ya hayan llegado al «mercado primario». ¿Qué es el mercado primario de valores y cómo llegan los bonos allí? En el denominado «sistema de contratación», la agencia de deuda pública o la agencia de financiación federal subasta nuevos pagarés a un consorcio de postores de cuarenta bancos en Alemania y veintiséis en Austria.118 Éstos tienen el derecho exclusivo de adquirir bonos del Estado recién emitidos en el «mercado primario», o de rechazarlos. Si el tipo de interés o el riesgo de pérdida es demasiado alto, la agencia estatal no puede vender los títulos, el Estado pierde el «acceso a los mercados». De manera ocasional, esto no sería ningún problema, pero cuando el rechazo es reiterado y el Estado no puede «refinanciar» sus antiguas deudas, es decir, no puede devolver las nuevas deudas contraídas, es insolvente. Grecia, Portugal, Irlanda y Chipre fueron rescatados de la insolvencia estatal por los diversos fondos de rescate de la UE y de la zona euro.


    ¿No podría, pues, el BCE financiar directamente a los Estados? Así los Estados no dependerían de los mercados, y además el BCE, que crea el dinero de la nada, podría ofrecer unas condiciones mucho más ventajosas. ¡Jesús! ¡Todo menos eso, porque habría megainflación en el acto!, exclaman los partidarios de la estabilidad. Temen que la masa monetaria crezca sin control, la adquisición de créditos del Estado se dispare y, a consecuencia de ello, los precios. El detonante histórico de su miedo es la hiperinflación que hubo en Alemania en los años veinte, provocada, entre otras cosas, porque el Reichsbank había aflojado las riendas de la política monetaria. Esto fue a su vez lo que ocasionó la política contra la inflación («orientación a la estabilidad») del Buba tras la segunda guerra mundial: la estrategia del miedo del niño quemado. O, mejor dicho, un miedo neurótico: cuando el dinero que se lleva en las manos ya no tiene valor, y una carretilla y un carruaje entero no bastan para transportar los billones para la compra diaria, se parece a aquellos sueños neuróticoobsesivos en los que la gente ha de contar baldosas diminutas en una habitación gigantesca o piedras en la orilla de un río... La hiperinflación del período de entreguerras se grabó en la memoria colectiva de los alemanes como un profundo trauma, por eso la política paranoica del Buba no es ridícula, sino comprensible.


    Pero de por sí el miedo es un mal consejero. Visto con serenidad: ¿toda financiación estatal a través del banco central conduce inmediatamente a la inflación? ¿Cuánto se incrementaría el balance general del BCE si los Estados miembros de la zona euro pidieran el 20, 40 o 60 por ciento de su rendimiento económico en forma de créditos sin intereses al BCE? El PIB de la Eurozona ascendió en 2013 a 9,6 billones de euros, el balance general del BCE alcanzó su punto máximo hasta el momento con 3,1 billones de euros, que son el 32 por ciento del PIB europeo. A partir de ahí, el balance general del BCE no cambiaría mucho si los Estados miembros sustituyeran una parte de las deudas que tienen con los bancos comerciales por créditos sin intereses del BCE.


    Esto, además, tendría otras ventajas: el Estado pondría este dinero en circulación de manera mucho más segura que los bancos comerciales, pues como hasta algún que otro niño también sabe, éstos únicamente dan una parte (menguante) de la «liquidez» que reciben del banco central a las empresas en forma de créditos. Una parte (creciente) va a parar directamente al casino financiero global, donde «infla» burbujas (inflación financiera). Eso significa que, si el banco central pone liquidez a disposición de los bancos comerciales (incrementando con ello la masa monetaria), seguro que se llega a un tipo de inflación, aunque no sea allí donde normalmente es temida (en la alimentación, la energía, el agua y los productos de primera necesidad), sino en los títulos e inversiones financieras como acciones, inmuebles, materias primas, divisas y derivados. Esta inflación no es inofensiva, tiene un peligro distinto. No lleva directamente a un encarecimiento de los objetos de la vida cotidiana o a que ya no sean asequibles, sino a la inestabilidad sistémica: a las burbujas inmobiliarias, burbujas bursátiles, tipos de cambio fluctuantes y ataques especulativos a las divisas. El banco central genera «inflación financiera» y turbulencias financieras cuando a través de «El Gran Berta»119 pone dinero a disposición de los bancos comerciales y éstos pueden hacer con él lo que les dé la gana. Es tan efectivo como aumentar la paga semanal de los niños, sin dar ninguna instrucción adicional, con la esperanza de que se la gasten en verdura y fruta...


    Los números demuestran hasta qué punto pasa esto en los bancos centrales, que es lo que también pasaría si financiaran directamente a los Estados (de forma limitada): el balance general de tres docenas de bancos centrales de países industrializados y emergentes se ha duplicado entre 2007 y 2012 pasando de los 10 a los 20 billones de dólares estadounidenses. El BCE subió de 875.000 millones a 3,1 billones, pero hasta finales de 2013 volvió a bajar a los 2,3 billones por las devoluciones de los bancos comerciales. La Fed subió de 800.000 millones de dólares estadounidenses a 4 billones.120 Suiza quintuplicó, de los poco menos de 100.000 millones de francos suizos a los 550.000 millones. El banco emisor japonés quiere ampliar el balance general a un 60 por ciento del PIB.121 (En relación con el PIB, a mediados de 2013 la Fed tenía, con un 24,5 por ciento, el balance general más pequeño de las «Big Four». BCE: 25 por ciento; Banco de Inglaterra: 25,3 por ciento; Banco de Japón: 44,4 por ciento.)


    Esto es digno de mención: la financiación ventajosa de los Estados se rechaza con el argumento de que la dilatación resultante de la masa monetaria produciría inflación, pero al mismo tiempo los bancos centrales financian de manera muy ventajosa a los bancos comerciales, con los que los Estados luego tienen que endeudarse a unos precios carísimos. ¿Cabe más ineficacia e injusticia aún? El reproche de que aquí no se trata en absoluto de una política monetaria «sólida», sino de favorecer a los bancos comerciales, porque su influencia sobre el banco central es (sigue siendo) lo bastante grande, es difícil de invalidar ante unos hechos tan espeluznantes.


    El absurdo círculo vicioso va incluso dos niveles más allá: los bancos comerciales exigen «primas de riesgo» a los Estados. Simultáneamente, los Estados se hacen responsables de los bancos comerciales cuando éstos se pillan los dedos especulando. A su vez, los bancos comerciales tienen seguros para el impago de bonos del Estado. Pero cuando pierden especulando, han de ser rescatados por los Estados a los que en realidad deberían asegurar.


    Para salir de esta reciprocidad absurda con la que la colectividad pierde y los bancos comerciales ganan, viene a continuación una propuesta alternativa que se expondrá con detalle en el siguiente capítulo. Se trata ante todo de encomendar básicamente al banco central la financiación —limitada— de los Estados. Si, por ejemplo, los Estados de la zona euro aceptaran directamente del BCE el 20, 40 o 60 por ciento de su rendimiento económico en forma de crédito, eso serían 2,2 billones de euros, 4,4 billones de euros o 6,6 billones de euros, es decir, una verdadera ampliación del balance general del BCE, pero no demasiado dramática. La diferencia sería:


    


    a) que los Estados podrían endeudarse casi sin coste;


    b) que los balances generales de los bancos disminuirían;


    c) que la masa monetaria se quedaría igual.


    


    ¿Y qué hay del peligro de inflación? Yo no lo veo: el gasto público no se dispararía; sencillamente, los Estados se financiarían de manera más ventajosa. De esta forma, la amortización de la deuda produciría un ahorro, que a su vez podría utilizarse para detener los inhumanos planes de ahorros y recortes. Con ello no se generará inflación, sino que se desterrará la deflación que acecha desde el estallido de la crisis y que en este momento es más peligrosa.


    


    4. El poder monetativo: para «hacer tabla rasa» de las relaciones entre los bancos comerciales, el Estado y el banco central, los miembros de la Asociación para la Modernización Monetaria proponen un cuarto poder estatal «monetativo»: un banco central independiente y público con una misión clara y democrática. El poder monetativo representa «un sector independiente de órganos de derecho público a los que corresponde ejercer la soberanía estatal monetaria y de divisas, independiente del resto de los poderes del Estado y responsable de la provisión del medio de pago legal, los controles de su circulación cuantitativa, la gestión nacional de divisas y, en caso necesario, también de los aspectos de supervisión bancaria [...]. Un Estado soberano, además de su soberanía legislativa, administrativa y judicial debería disfrutar también de una soberanía monetaria y no depender del destino de los bancos de crédito y de inversiones comerciales».122


    El objetivo subyacente es una mayor diferenciación de la división de poderes: «La obligación de los parlamentos [y del pueblo soberano, nota del autor] consiste en establecer un ordenamiento jurídico para el sistema monetario, los bancos y los mercados financieros, pero no en gestionar la creación de dinero ni las operaciones bancarias», escribe Joseph Huber. Y tampoco en asignar lo primero a los bancos privados, como sucede en Estados Unidos, añado yo. Por este motivo, Huber considera que un «poder monetativo plasmado constitucionalmente como cuarto poder» es lo «adecuado en materia política».123


    Los defensores del modelo monetativo confirman con su propuesta la idea de independencia del banco central e incluso la afianzan: «Es importante que los banqueros centrales, una vez en el cargo, no sigan instrucciones de nadie. Su independencia es un requisito funcional».124 Vendría a ser como la independencia de la justicia. También aquí habría —y hay— conflictos de intereses: debería «garantizarse a toda costa que el gobierno no decide solo cuánto dinero se crea».125


    


    4. SOLUCIÓN AL PROBLEMA DE LA DEUDA PÚBLICA


    
      


      A causa de la apertura de los mercados financieros, los Estados compiten como deudores con otros Estados por los ahorros mundiales, pero también con deudores particulares.


      


      ROLF-E. BREUER126

    


    


    Así que mediante la reforma para un dinero libre de deuda, como se ha demostrado ya, en Estados Unidos el endeudamiento público podría reducirse aproximadamente a la mitad, en Alemania y Austria alrededor de tres cuartos y en Suiza podría liquidarse en su totalidad. Aparte de eso, se abordaría la cuestión de que los bancos centrales pudiesen contribuir a la financiación estatal, poniendo créditos sin intereses a disposición de los Estados, de forma limitada. Esta idea se desarrollará aquí en una propuesta concreta de cómo podría erradicarse, de una vez por todas, el problema de la deuda pública, por lo menos en la UE y el mundo industrializado.


    ¿Por qué se endeudan los Estados, pues? Algunas personas son de la opinión de que los Estados no deberían endeudarse, algo que algunas constituciones también dicen: «Los presupuestos del Estado federal y los Länder en principio deben ajustarse sin los ingresos de los créditos».127 La idea subyacente: cada generación debe costear las prestaciones que consume. Aunque esto es exactamente un argumento a favor de la deuda pública, ya que una parte de las inversiones beneficia a diversas generaciones, por ejemplo, los hospitales, las calles o las estaciones de tren. Según el principio de justicia generacional habría que permitir que los Estados se endeudaran en la medida en que el beneficio de las inversiones presentes favorezca proporcionalmente a las generaciones futuras. Esto podría calcularse con unas sencillas fórmulas.


    Los servicios públicos de la generación actual, desde la administración y la infraestructura, pasando por las garantías sociales y públicas hasta el sistema sanitario y educativo, deberían financiarse con los impuestos, o postergarse. Si las generaciones venideras deben cargar con los costes de consumo de la generación actual, el conflicto distributivo entre aquellos que hacen uso del servicio y aquellos que lo pagan no se soluciona, sino que únicamente se aplaza: los acreedores del Estado serán saldados por los contribuyentes de mañana en lugar de por aquellos que consumen estos servicios. De ese modo, la solución del problema recaerá en una generación que no habrá tenido ni voz ni voto en su creación. Esto no es justo. La pregunta clave es qué parte del presupuesto corriente corresponde a «inversiones de futuro» y en cuántos años se reparte; eso da la tasa máxima permitida de deuda pública.


    Además de las inversiones de futuro hay un segundo motivo de peso por el que un Estado debería poder endeudarse: para compensar las fluctuaciones del ciclo económico y sobre todo suavizar las recesiones. Entonces se aplicaría la famosa «política presupuestaria anticíclica» de John Maynard Keynes: el Estado contrae deudas durante la recesión para amortiguar la depresión y volver a equilibrar la economía; en cambio, en épocas boyantes ahorra y devuelve las deudas contraídas en el período de crisis. De ponerse en práctica, la repercusión de la propuesta «entera» de Keynes —suficiente a medio plazo para el ciclo económico— sobre la tasa de deuda pública es neutra, ni sube ni baja. No obstante, los gobiernos sólo gustan de poner en práctica la primera parte —adquisición de deuda durante la recesión—, pero no la segunda: la devolución de las deudas con la reactivación económica. Además, puede ser que se produzca una recesión justo cuando un Estado ha alcanzado su deuda máxima, entonces una adquisición de deuda llevaría a rebasar el techo de endeudamiento. Esto aboga, ciertamente, por la autorización de una política presupuestaria anticíclica, y con ello la financiación de los actuales servicios públicos en años venideros, pero esta posibilidad de actuación por parte de gobierno y Parlamento no conduce a un incremento del techo de deuda (fuera de un pequeño amortiguador, como mucho), por eso deben contar siempre con una posible recesión, o atenerse a las consecuencias propuestas a continuación.


    


    Propuesta para la reforma de la financiación de la deuda pública


    


    1. Los Estados pueden endeudarse sin intereses con el banco central hasta un límite establecido de su producción económica (PIB), por ejemplo, el 25 por ciento, 50 por ciento o 75 por ciento.


    2. El derecho de endeudamiento del Parlamento está limitado por este techo y, además, condicionado: sólo pueden contraerse créditos cuando a) con ellos se financian servicios públicos que beneficiarán a las futuras generaciones; o b) se amortigua un hundimiento económico de forma anticíclica.


    3. Para decidir si, y en qué medida, puede utilizarse el mecanismo de endeudamiento, se elige explícitamente un «comité futuro» —compuesto por representantes empresariales, sindicales, del sector medioambiental, de las asociaciones sociales y otros grupos de intereses— que aprueba, modifica o rechaza las interpelaciones del comité presupuestario del Parlamento dentro del marco del techo de endeudamiento constitucional.


    4. De esta forma, a través de la política presupuestaria directa, la deuda pública no puede desmadrarse, porque a su vez el comité de deudas tiene la obligación de velar por el cumplimiento de las condiciones de endeudamiento. Las interpelaciones del Parlamento que rebasen el techo de endeudamiento serán rechazadas, a menos que la población apruebe por referéndum un incremento de los límites constitucionales de endeudamiento.


    5. Si, a causa del no cumplimiento del plan presupuestario —menos ingresos estatales, mayor gasto público, coyuntura inestable, gobierno corrupto—, se sobrepasa el techo de endeudamiento, se activan unos estabilizadores automáticos: un freno a la deuda. En lugar de frenar la deuda a través del gasto (recorte del gasto público), yo abogo por frenarla a través de los ingresos (aumento de la recaudación estatal) para evitar el error de recortar o suprimir los valiosos servicios públicos, lo cual tiene un efecto contraproducente sobre todo en tiempos de recesión (véase Grecia, Portugal y España). Un freno de la deuda a través del gasto agrava la recesión y hace necesario un freno aún más brusco, que agrava aún más la recesión... «En macroeconomía, ahorrando y decreciendo uno está cada vez más enfermo, nunca sano», le sugiere el asunto a Stephan Schulmeister.128


    6. Los impuestos elevados deben ser «neutros para la economía», es decir, aquellos que no reducen el consumo ni la capacidad laboral. Por ello, los primeros en someterse a consideración son los impuestos por herencia y de patrimonio, porque ni perjudican al consumo ni contienen la capacidad de rendimiento, sino más bien la especulación. Por término medio, en la Eurozona los patrimonios privados son aproximadamente cinco veces mayores que las deudas públicas, y alrededor de dos tercios del capital total están en manos del 10 por ciento de la población. De este modo, los «estabilizadores automáticos» no afectarían a la clase baja ni media, sino a los más adinerados, que tienen un patrimonio tan enorme que ni lo consumen ni lo invierten de forma efectiva (no pueden), sino que lo tasan (necesariamente) en los mercados financieros y viven de las rentas del capital.


    7. Los estabilizadores automáticos tan sólo se activan en situaciones insólitas: cuando el presupuesto fijado, que ha de moverse dentro del techo de endeudamiento constitucional, se desmadra, cosa que en el fondo tan sólo puede pasar con una recesión súbita. En circunstancias «normales», el gobierno debería actuar con suma incompetencia y no se alcanzaría el éxito presupuestario previsto. Pero, en definitiva, fue decisión del pueblo soberano elegir este gobierno incompetente y asumir las consecuencias de éste. Como «precio» por la mala elección, se suben (provisionalmente) los impuestos. La gran ventaja: la deuda pública sigue desligada de la competencia del gobierno dentro del marco (constitucional), y a un coste cero. Ése sería el logro decisivo en comparación con la actualidad: los electores ya no tendrían que ver impotentes cómo los gobiernos suben sin control la deuda pública; o cómo provocan lo contrario frenando la deuda a través de los gastos: el incremento constante de la deuda, porque el recorte del gasto público en recesión la prolonga y aumenta el déficit.


    8. El argumento más frecuente en contra de la financiación directa —incluso limitada— de los Estados a través del banco central es que con ella la masa monetaria aumentaría y se provocaría la inflación. Pero, como ya he argumentado en el capítulo anterior, yo no veo ningún peligro de inflación en esta propuesta, ya que el único cambio sistémico consiste en que los Estados se endeuden directamente con el banco central en lugar de con los bancos comerciales, que, por su parte, se financian por medio del banco central (un rodeo innecesario y caro) o creando dinero (¡la dilatación de la masa monetaria lleva seguro a la inflación!). El volumen de la deuda pública no aumentaría, sino que, antes bien, incluso bajaría, y con ello el peligro de inflación. Aquello que incrementaría el balance general del banco central, lo reducirían parcial o totalmente los balances generales de los bancos comerciales, un juego de suma cero. El balance general del BCE actualmente oscila entre los 2 y los 4 billones de euros. En 2013, el 50 por ciento del rendimiento económico de la Eurozona, el máximo de deuda posible, fueron 4,8 billones de euros: ni siquiera un cambio radical en un caso extremo. Por el contrario, si la crisis del euro se sigue gestionando como hasta ahora, el balance general del BCE seguramente crecerá bastante por encima de los 5 billones de euros, posiblemente incluso hacia el ciento por ciento del PIB, con la diferencia de que aquí es probable que nadie píe, a lo mejor porque los bancos comerciales se benefician de ello.


    9. En caso de que no hubiera juego alguno de suma cero —no todos los bonos del Estado están en manos de los bancos comerciales, ni todos los bonos del Estado que están en manos de los bancos comerciales son de la propia zona monetaria— y, contra todo pronóstico, la inflación fuera inminente, al banco central siempre le quedan varios instrumentos para, en el peor de los casos, contener la masa monetaria y la inflación: puede, por ejemplo, «succionar» el patrimonio financiero privado, creando para ello una facilidad de inversión propia. Con eso se reducirían la masa monetaria y el peligro de inflación.


    10. El punto más importante: a los bancos comerciales habría que privarles del derecho de aumentar por sí mismos la masa monetaria, lo que provoca inflación, aunque sea directamente «sólo» en los mercados financieros, como sucede en el absurdo sistema actual. La cuestión de la lucha contra la inflación, desde mi punto de vista, es más un tema de regulación bancaria —reforma para un dinero libre de deuda más regulación crediticia son las palabras clave— que del balance general del banco central, cuando su aumento moderado está al servicio de la limitada y condicionada financiación estatal.


    


    La financiación de la deuda pública a través del propio banco central tendría considerables ventajas para la colectividad:


    


    — Ahorro de intereses/justicia: según los cálculos, en 2012 Alemania se gastó 65.000 o 69.000 millones de euros en el pago de amortización de intereses del conjunto del Estado: un gasto público tan innecesario como injusto.129 El dinero recaudado estaría mejor invertido en escuelas, hospitales, garantías sociales, infraestructuras municipales y en la remodelación ecológica de la economía. En Austria, según el plan presupuestario, en 2014 serán 8.100 millones de euros o el 2,75 por ciento del rendimiento económico. En España, el gobierno pronostica para 2015 la inconcebible cifra de 45.000 millones de euros en intereses de deuda pública. Y eso con un 50 por ciento de paro juvenil.130 45.000 millones es casi el doble del paquete de ahorro que impuso la Troika. A España le obligan a ahorrar penosamente, ni siquiera para amortizar la deuda, ¡sino sólo para pagar los intereses! Al analizar las opciones están más claros los intereses de quien maneja la política de la «destroika», y por qué casi nadie cae en que los Estados podrían refinanciarse con créditos libres de intereses del propio banco.


    — Soberanía: es verdaderamente absurdo que los Estados libres se prohíban a sí mismos recurrir (gratis) a su propia fuente de financiación, y que prefieran caer en la dependencia de los «mercados», a pesar de que éstos no disponen de ningún mecanismo ético, sino al contrario. Para los actores del mercado lo primero son los beneficios, da igual que éstos provengan de la usura, la austeridad suicida, los ataques especulativos o el negocio con seguros contra la quiebra del Estado (que se puede provocar a través de éstos). La decisión de que los Estados se financien a través de los mercados es, desde el punto de vista democrático, un vergonzoso suicidio moral de la soberanía; o, desde otra perspectiva, una intentona golpista de los parlamentos, que son responsables de todas estas decisiones, contra el pueblo soberano.


    — Estabilidad: se cerraría una de las principales mesas de juego del casino financiero global, la mesa de juego de los bonos del Estado, incluidas las permutas de impago de éstos y, además, un campo dudoso de acción de las agencias de calificación, el de valorar los Estados soberanos. Con ello se eliminarían algunos factores de inestabilidad del sistema general. Como las mesas de juego están conectadas entre sí, a la mesa contigua de la especulación monetaria también llegarían la calma y una mayor estabilidad, ya que los ataques especulativos a las monedas son mucho más tentadores cuando los Estados pueden ir a la bancarrota. Llevando a la práctica la propuesta, esto sería sumamente improbable: otra fiesta más que se acabaría en el casino financiero. Así pues, la propuesta contribuiría inmediatamente de diversas formas a la estabilidad financiera sistémica, y sobre todo la crisis del euro llegaría a su fin.


    


    5. REGLAS PARA LA CONCESIÓN DE CRÉDITOS


    
      


      Las ideas, el arte, el saber, la hospitalidad y los viajes deberían ser internacionales; en cambio, las mercancías tendrían que ser de producción local, siempre que sea razonablemente posible; pero principalmente las finanzas deberían seguir dentro del contexto nacional.


      


      JOHN MAYNARD KEYNES

    


    


    En un orden monetario democrático no sólo adquiere una importancia fundamental a) quién crea el dinero, b) por qué vía llega el dinero a las entidades de crédito (creado ex nihilo por el banco, como crédito del banco central o como depósito de ahorro de la gente a través del gasto público), c) qué objetivos se les fija a las entidades de crédito (siguiente capítulo), sino también algo que está muy estrechamente relacionado con ello: d) para qué usos pueden concederse los créditos.


    La pregunta de hacia dónde fluye el dinero o dónde se (in)vierte (latín invertere = invertir) es crucial para la sociedad. Es radicalmente distinto que el crédito lo obtenga un agricultor orgánico o una explotación agrícola con establos para 100.000 animales de cebo. Es radicalmente distinto que un crédito al consumo vaya a parar a un automóvil que funcione con energía solar, un billete de tren en primera clase o un coche todoterreno. Es radicalmente distinto que un crédito se destine a la creación de puestos de trabajo útiles o que se compren con él títulos financieros. Es radicalmente distinto que...


    Con el crédito puede hacerse muchísimo daño, y ya se ha hecho suficiente como para poderlo confiar por entero al juego (sólo aparentemente neutro) de los mercados. Para ser más preciso: con el crédito se hace tanto daño porque se deja que los mercados evalúen si un crédito es «bueno» (suficiente «solvencia») o «malo», «digno» o «indigno» de financiación. Los mercados no son imparciales, sino tremendamente «calificadores»: en el mercado, el valor de todos los productos y servicios se expresa en dinero, en muchos casos con total independencia de su valor y utilidad social. En no pocos casos el precio (valor de cambio) se contradice radicalmente con el valor (utilidad). A menudo, los servicios socialmente más valiosos —que casi siempre contribuyen al bienestar de la colectividad, por lo que debieran tener el mayor valor de cambio— no tienen absolutamente ningún valor de cambio o lo tienen muy bajo; por el contrario, los «servicios» que destruyen el medio ambiente o quebrantan las relaciones obtienen el mayor valor de cambio (precio de mercado), porque el sistema de evaluación y medición del éxito económico en la actualidad no está acorde con los objetivos de la economía, sino con las necesidades del capital (capitalismo). Las actividades y los productos que conducen al incremento del capital consiguen un precio de mercado alto y obtienen crédito con suma facilidad, completamente desligados de su componente ético y su contribución al objetivo de la economía. ¿Cuál es el objetivo de la economía? «Toda actividad económica sirve al bien común», dice la Constitución bávara.131 La Constitución italiana exige que «la actividad económica pública y privada esté orientada hacia el bien común».132 Dice la Constitución alemana que «la propiedad obliga» y su uso debe «al mismo tiempo servir al bienestar de la colectividad».133 La Constitución española prevé que «la riqueza total del país [...] está supeditada a los intereses generales».134 El espíritu de las constituciones es claro y unánime. Pero si el bien común es el objetivo de la economía, entonces resulta más que curioso que hoy día los créditos no se examinen de ningún modo con respecto a su aportación a ese objetivo constitucional, ¿o no? Es contradictorio e ineficaz. Todo aquello al servicio del incremento del capital se financia y acredita en cuenta; pero no se tiene en consideración si está al servicio de la vida, la satisfacción de necesidades, las relaciones y el bien común. Si toda la actividad económica ha de servir al bien común o como mínimo simultáneamente (ley fundamental), entonces el puro capitalismo, entonces los negocios de dinero por dinero son contrarios a la constitución: si la propiedad debe servir simultáneamente a la colectividad, entonces este provecho común debe comprobarse antes de que fluya un crédito. Si es válido que «la creación de capital no es en sí un fin, sino un medio para el desarrollo de la economía nacional», como dice la Constitución bávara (Artículo 157), hay que comprobar el fin antes de conceder el medio. «Dinero y crédito como bien público» podría significar que a) los créditos deben servir al objetivo constitucional de la economía, b) en la concesión del crédito debe examinarse su contribución al objetivo y c) la constitución debe fijar las correspondientes directrices sobre el uso y no uso permitido de los créditos.


    El crédito no es lo mismo que el dinero, y mientras que el uso del dinero en posesión de particulares puede ser relativamente libre, el crédito tiene una naturaleza más pública, es un grado «menos privado». Podría decirse que tenemos mayor libertad de disposición sobre nuestra posesión monetaria directa (a pesar de que también aquí se aplica la obligatoriedad del bien común, véase la Constitución alemana) que con el uso «adicional» del «crédito» como bien público, de cuya provisión es responsable el Estado, encargando a bancos privados y públicos que realicen el negocio crediticio, partiendo de la premisa de directivas constitucionales para velar por el bien común. Este espíritu hoy día está ya básicamente incluido en la Constitución suiza: «En el sistema crediticio, el Estado federal puede desviarse, de ser necesario, del principio de libertad económica».135 Que la total moderación del Estado en el control crediticio haya ocasionado perjuicios individuales (por ejemplo, desalojos coactivos, quiebras particulares) y sociales (inestabilidad sistémica con paro masivo, hambre por especulación de alimentos...), enormes y evitables, debiera ser motivo suficiente para acordar un enfoque regulador suave: obligaciones públicas, ejecución privada, directivas constitucionales. También Joseph Huber expone en esta línea: «Tanto el dinero circulante como los créditos concedidos pueden [...] entenderse como bien público, semejante a la prosperidad o la movilidad de nuestra sociedad».136


    De hecho, en la actualidad el crédito no es «libre». Las normas de Basilea, y su transposición a nivel de la UE y los Estados miembros, ordenan incluso muy detalladamente en qué condiciones puede concederse un crédito y qué garantías hay que dar. Así que se trata únicamente de desarrollar también, junto con la evaluación de solvencia financiera hoy día ya legalmente establecida, una evaluación ética del crédito y hacerla igualmente vinculante.


    La absoluta renuncia a la regulación de la evaluación ética del crédito contrasta espectacularmente con la rígida regulación de la evaluación de solvencia financiera de todo proyecto de inversión por las normas de Basilea, bajo las que los bancos gimen y de las que en ocasiones hasta comentan que con ellas ningún negocio bancario rentable es posible ya. El legislador se mete hasta en los detalles más nimios de la comprobación de riesgos; en cambio, no hay ninguna evaluación ética del crédito. Pero los valores constitucionales —dignidad humana, solidaridad, sostenibilidad, justicia, democracia— carecen de valor y son insignificantes si los créditos se conceden exclusivamente por sus índices de rendimiento financiero. Hoy en día se permite casi todo lo que es económicamente rentable, por completo al margen de lo útil, sostenible, ético o social que sea un proyecto. En este caso hablamos de una mutilación extrema de la evaluación crediticia. El objetivo para los próximos años es la «curación» (= plenitud). Además de las competencias en economía empresarial y matemáticas, asistir a clases de ética sería muy beneficioso para los banqueros. Uno de ellos, Thomas Jorberg, miembro de la junta directiva del banco GLS, hoy día, de hecho, lo ve así: «Para mí el problema principal está en nuestra matriz de decisiones de inversión y en la inversión de capital. Con igual riesgo e igual plazo de vencimiento, el nivel del tipo de interés decide siempre qué pasa con el dinero. Con lo que prescindimos completamente de lo que se financia. Esto es lo que yo veo como el fondo del problema».137


    La evaluación de solvencia financiera del actual régimen crediticio también tiene puntos flacos. Hoy en día evalúa exclusivamente el correspondiente proyecto crediticio para minimizar la probabilidad de impago del crédito (primer nivel de riesgo) y con ello el riesgo de insolvencia de la entidad de crédito (segundo nivel de riesgo). Sin embargo, que el uso del crédito ponga en peligro la estabilidad sistémica del sistema financiero (tercer nivel de peligro) no es objeto de la evaluación de solvencia financiera. A Basilea II se le criticó (con razón) por reforzar doblemente la inestabilidad sistémica: por un lado, porque durante la recesión los bancos tienen que denegar créditos a las empresas debido a las rígidas normas de concesión crediticia. Durante la recesión, la solvencia de las empresas generalmente disminuye, y una parte de sus garantías pierden valor, por eso las mismas empresas y las mismas garantías reciben menos crédito durante la recesión; por otro lado, porque los créditos de riesgo y alto riesgo (créditos de apalancamiento) se autorizan ilimitadamente y, además, Basilea III los ha perpetuado. No se prevé una comprobación del riesgo de la estabilidad del sistema. Por ejemplo, los fondos de cobertura tampoco se regularán en el futuro, sino que sólo se hace mención de sus gestores (véase el capítulo 7). No se lleva a cabo ninguna comprobación en absoluto del impacto de los créditos sobre la justicia distributiva, a pesar de que la distribución tiene repercusiones sistémicas de suma relevancia: cuanto más se concentre la riqueza en pocas manos, más «dinero de juego» tienen éstas a su disposición, que a su vez puede jugarse con riesgo, es decir, aumentando el apalancamiento. Basilea III también se pone de perfil ante la distribución.


    En la actualidad, el dinero fluye hacia donde se espera el mayor rendimiento de la inversión, completamente al margen de cuestiones de sentido, ética y objetivos. Visto desde la economía nacional, la palanca de control, sumamente eficaz y delicada, del «crédito» ni mucho menos se emplea con respecto a los objetivos y valores constitucionales. Así tampoco puede surtir efecto. En el diseño democrático del orden monetario falta un elemento decisivo: el del control del crédito.


    


    ¿Para qué son los créditos, para qué no?


    


    Podríamos aproximarnos a la cuestión del control crediticio con tres preguntas básicas:


    


    1. ¿La aportación de un crédito debe medirse con respecto al objetivo de la economía? ¿Deben los bancos someter los proyectos crediticios a una evaluación de solvencia ética, además de una evaluación de solvencia financiera?


    2. ¿Los créditos tienen que poder concederse también a inversiones financieras «especulativas» o únicamente a inversiones reales (productivas)?


    3. ¿Debe darse prioridad a la concesión de créditos en la región donde los clientes del banco depositan su riqueza financiera?


    


    1. Evaluación de solvencia ética


    


    La primera pregunta es el meollo del asunto de la regulación crediticia o del control crediticio: ¿en la producción, hacia qué valores debe fluir el dinero? ¿En qué dirección? ¿La generación de valores financieros es suficiente? ¿O no es igual de importante —o más incluso— que los valores útiles se creen para satisfacer necesidades, para incrementar el bien común, y a la vez se respeten valores constitucionales como la dignidad humana, la justicia, la solidaridad, la sostenibilidad y la democracia? ¿Cuál es el objetivo de las inversiones y de los créditos en el plano económico nacional? Si el objetivo principal «del conjunto de la actividad económica» es el bien común, entonces los recursos de la economía, como por ejemplo la concesión de créditos, deben servir a este objetivo. La lógica aplastante impone, por tanto, la necesidad de una evaluación del bien común para cada crédito. Dice la Constitución bávara sobre los objetivos del sistema monetario y crediticio: «El sistema monetario y crediticio sirve para la creación de valores y la satisfacción de las necesidades de todos los habitantes».138 Si la concesión de créditos debe servir para la «cobertura de las necesidades» de la población, ¿quiere eso decir, a la inversa, que los créditos que no sirven para «la satisfacción de las necesidades de los habitantes», según la Constitución bávara, son anticonstitucionales? ¿Y a qué valores se refiere la «creación de valores»? ¿Valores útiles o valores de cambio? ¿La necesidad de la población, las necesidades humanas, se cubren con valores de cambio (dinero) o valores útiles (comida)? Por lógica pura únicamente se refiere a los valores útiles, porque sólo ellos pueden «cubrir una necesidad». ¿Significa eso, a su vez, que los créditos contraídos para aumentar el dinero sin crear valores útiles y sin cubrir una necesidad son anticonstitucionales? ¿Qué significa exactamente que, en el sistema crediticio, el Estado federal pueda desviarse de la libertad económica? Las asambleas democráticas no deberían empezar de cero, pueden estructurarse sobre unos cimientos sorprendentemente concretos, pero en el texto constitucional se necesita más precisión que hasta ahora: ¿a qué valores se hace referencia? ¿Qué consecuencias tiene esto? ¿Qué pasa con los créditos que, si bien cubren una necesidad real, además destruyen valores humanos y ecológicos, por ejemplo las fábricas donde se explota a los trabajadores o la pocilga con 100.000 cerdos de cebo? ¿Y con los créditos que pasan la evaluación de solvencia financiera, pero no cubren ninguna necesidad y se invierten por ejemplo en apalancamiento destinado a adquisiciones hostiles o en el casino de derivados?


    Internacionalmente ya hay una serie de bancos éticos que únicamente conceden créditos para proyectos que crean un elevado valor añadido social y ecológico. Para medirlo han establecido unos criterios éticos por los que deciden si se otorga un crédito o no. En Austria se prepara la fundación del Banco del Bien Común. Somete todas las solicitudes de crédito también a una evaluación del bien común. Para el desarrollo del instrumento de prueba puede no sólo recurrir a los instrumentos desarrollados por los bancos éticos existentes, sino también al balance del bien común, desarrollado en 2010 por el Movimiento de la Economía del Bien Común y que en 2014 ya va por su cuarto año de aplicación. La evaluación del bien común comprobará la ética de los proyectos de inversión: ¿el producto o la prestación de servicio, al que se destina la financiación, satisface necesidades humanas? ¿Es compatible con la dignidad humana? ¿Cómo son las condiciones laborales? ¿Qué repercusiones ecológicas cabe esperar y qué consecuencias distributivas? ¿Cómo es la relación con la democracia?


    Las condiciones crediticias también se guiarán por el resultado de la evaluación. Así como hoy día los intereses se «desparraman» en función del riesgo de la inversión, el crédito —de manera análoga— será más caro o más económico en función del resultado de la evaluación del bien común. Por eso es por lo que no se prescinde del riesgo financiero, simplemente ahora no es el único criterio decisivo. Un proyecto crediticio debe pasar ambas evaluaciones, y tan sólo con suspender una de ellas, no habrá crédito. Ésta es actualmente la penosa experiencia de un sinfín de empresarios en la evaluación de solvencia financiera. En el futuro, la empresa también deberá demostrar la «solvencia ética» de la inversión para acceder al crédito. Las empresas que contabilizan el bien común no tienen gastos adicionales, de todos modos valoran la empresa entera en función de los correspondientes objetivos y valores. Para las empresas más éticas será incluso más fácil, pues obtendrán créditos más baratos, justamente al revés que en la actualidad. Hoy, el crédito más barato lo obtiene una empresa agropecuaria de animales de cebo con 100.000 cerdos; el agricultor orgánico, si se da el caso, siempre obtiene comparativamente el más caro. En un régimen crediticio ético, los créditos sólo se concederían hasta un número máximo de cerdos; aquí es donde serían más caros, y cuanto más biológico y acorde con su especie fuese el trato a los animales, más económicos serían los créditos, hasta un tipo de interés cero o la supresión total de la cuota crediticia. Serían, pues, «joyas éticas», tan provechosas para la sociedad que las «financiarían transversalmente» los menos éticos, que tendrían unos costes crediticios relativamente más elevados.


    Para cumplir con el espíritu y la voluntad de las constituciones, se necesita, pues, una evaluación del bien común para todas las inversiones, con el fin de evitar que las inversiones atenten contra el bien general. La no concesión de créditos, cuando con ella no se crea ningún valor de amplio alcance, concuerda plenamente con el espíritu de las constituciones. Para obtener un crédito es cierto que no hay que aumentar el bien común, pero tampoco puede reducirse. Si la aportación resultante de la evaluación ética es negativa para el bien común, una «depreciación ética», es que en general se destruyen los valores y por eso tampoco ha de fluir crédito alguno. El sistema crediticio sirve a la creación de valores, no a su destrucción.


    


    2. ¿Créditos financieros especulativos?


    


    Un segundo gran tema del control crediticio en la economía nacional es la especulación y su financiación a crédito («aumento del apalancamiento»). Antes que nada son necesarias unas definiciones al respecto: ¿qué diferencia hay entre la especulación y la inversión? ¿Qué diferencia hay entre un crédito financiero y un crédito real? Por definición, toda «inversión» es al mismo tiempo «especulación»: «meto» dinero en algo de futuro incierto con la esperanza de obtener la cuota del crédito más sus costes más unos beneficios. Especulación viene del latín speculare = mirar al futuro, observar. A continuación intento distinguir entre formas escalonadas de «especulación» = «inversión» necesaria/útil al bien común e innecesaria/perjudicial para el bien común.


    


    a) Inversión real: un carpintero adquiere un cepillo de carpintería; una empresa o industria que compra una máquina nueva cuenta (espera) con poder fabricar y vender con ella tantos muebles/productos industriales que no sólo podrá remunerar las horas de trabajo, sino también los costes de compra de la herramienta/máquina. Cuenta con que lo «invertido» (inversión) sea «rentable» (devolución). Éste es el nivel uno de «especulación», que, sin embargo, representa el «suelo real» de una economía monetaria. Este proceso es difícilmente criticable, pues las alarmas de la conciencia no saltan.


    b) Inversión real financiada a crédito: para financiar esta inversión real (en medios de producción), el empresario adquiere un crédito bancario, de este modo la devolución de los costes de adquisición se reparte y alarga durante muchos años. Tampoco se conocen casi objeciones al respecto. Es verdad que el riesgo sistémico aumenta, porque en caso de inversión fallida («especulación errónea») no sólo peligra la empresa prestataria, sino también el banco prestamista. Pero si se comprueba con precisión la solvencia financiera del prestatario para minimizar la probabilidad de impago del crédito y con ello la insolvencia de la entidad de crédito, el riesgo se mantiene dentro de unos límites; es decir, forma parte de la «dinámica del juego» de una economía de mercado libre en la que nadie garantiza el éxito de una empresa privada.


    c) Inversión financiera: en este caso, alguien adquiere un título, por ejemplo, un bono del Estado o una acción empresarial, con la esperanza (especulación) de que la inversión arroje un rédito financiero (beneficios de inversión) o, mejor, múltiples réditos. En el caso de un bono del Estado serían los intereses, en el caso de una acción, los dividendos. Desde el punto de vista del particular es posible que esto sea una decisión racional. Cuando una empresa actúa de esta forma, podría calificarse de mala distribución de recursos. Stephan Schulmeister investigó el boom accionarial de Estados Unidos en los años noventa y llegó a la conclusión de que las empresas prefirieron orientar sus beneficios hacia las adquisiciones de títulos, especialmente acciones, que invertirlos en inversiones reales y puestos de trabajo. Esta tendencia fue tan masiva que todo el sector empresarial, pero sobre todo las grandes empresas, pasaron de ser deudoras netas a acreedoras netas. Los beneficios fluyeron de la economía real a la economía financiera y llevaron, pues, al sobreendeudamiento sistémico y la inestabilidad con y a causa del descenso de las inversiones reales en contraposición al aumento del desempleo.


    d) Inversión financiera financiada a crédito: en el punto álgido del boom, además, los títulos se compraron con créditos. Es algo que, naturalmente, los «inversores financieros» sólo hacen cuando el beneficio esperado de los títulos (dividendos) es superior a los costes del crédito (intereses). La adquisición de créditos para aumentar la rentabilidad del capital propio pertenece a una estrategia central de los bancos de inversiones, de toda índole de inversores de entidades (fondos de cobertura, fondos de capital riesgo...), pero también de los family offices o las empresas donde invierte Warren Buffett. Hasta los fondos de pensiones conservadores suelen engrosar un poco al menos sus escasos réditos añadiendo «inversiones alternativas». Es aquí donde surge la cuestión de principios: ¿es ventajoso para la economía nacional y provechoso para la estabilidad del sistema que las personas naturales o jurídicas adquieran créditos para comprar más títulos de los que podrían permitirse con su patrimonio financiero «real»?


    e) Especulación financiera: aquí el inversor no adquiere la acción, el préstamo o el seguro de crédito para participar de los beneficios de la empresa ni cobrar los intereses o la prima del seguro, sino para revender el título con beneficios tras la subida de tipos esperada. O hace una apuesta a una bajada de tipos con derivados específicos, para embolsarse el beneficio de la posición. De esta forma nos desligamos completamente de cualquier vínculo con la economía real, pues el inversor no tiene ningún interés real en la empresa ni en sus productos o prestaciones de servicio. El único objetivo es sacar más dinero del dinero, da igual con qué recursos (productos, empresas, instrumentos financieros). Sin embargo, desde un punto de vista sistémico, es imposible «hacer dinero con dinero»: sin trabajo y esfuerzo personal el dinero no da dinero: «De la nada, nada sale».139 El dinero sólo puede multiplicarse a través del rendimiento laboral de otras personas. La suma de los valores financieros únicamente puede crecer más deprisa que el PIB en dos casos excepcionales: 1) cuando se forma una burbuja especulativa que, no obstante, más tarde o más temprano explota con la destrucción adicional de valores financieros; 2) explotación: los unos se enriquecen a costa de otros que a la vez se empobrecen relativamente, una violación de la dignidad humana y del principio de justicia, es decir, una infracción de la constitución.


    f) Especulación financiera con aumento de apalancamiento: la especulación financiera a crédito es el nivel «más alto» de especulación y «alquimia financiera». Una vez más, esta estrategia únicamente tiene sentido cuando el beneficio esperado de la especulación resulta ser más alto que los costes del crédito adquirido para ello. Si la cosa se tuerce, el castillo de naipes entero puede venirse abajo: entonces peligran no sólo los especuladores y el dinero que les han confiado los clientes (por ejemplo, los fondos quiebran), o el banco para el que «trabajan» los especuladores (por ejemplo, el Barings Bank), sino en general la estabilidad del sistema financiero mundial. Eso es lo que ha sucedido en repetidas ocasiones. El caso «más famoso» por partida doble fue el del fondo de cobertura LTCM (Gestión de Capital a Largo Plazo). Dos profesores de matemáticas del riesgo que habían ganado el Premio Nobel por los resultados de su investigación, crearon un fondo de cobertura y recaudaron 5.000 millones de dólares estadounidenses de personas tan adineradas que no se les ocurrió nada mejor que confiar su dineral a los laureados alquimistas, para que les consiguieran el imposible matemático sistémico: sacar más dinero del dinero sin mover un dedo y sin fabricar un producto real y sensato ni aportar una prestación real. Las eminencias matemáticas al principio «apalancaron» el «capital propio» de su fondo mágico con ayuda de créditos bancarios de 125.000 millones de dólares: un coeficiente 25 de apalancamiento. Acto seguido aceptaron posiciones de derivados por valor de 1,25 billones de dólares estadounidenses. Luego, la fuerza hechicera de los alquimistas fracasó. Malograron la colosal inversión, ya que no sólo peligraron los miles de millones de sus adinerados clientes, sino también los bancos que quisieron sacar tajada del trato vía créditos. Se temió una reacción global en cadena y una serie de bancos privados bajo la dirección de la Fed ayudaron a impedir un colapso del sistema financiero mundial. (De ganar la apuesta, ¿cuál habría sido su ventaja para la economía nacional, cuál el beneficio colateral para el bien común?)


    El LTCM no es un caso aislado: recordemos que el McKinsey Global Institute ha calculado un endeudamiento total de las economías nacionales mucho más elevado que el BPI (Banco de Pagos Internacionales), al incluir también las deudas del sector financiero. En Irlanda, sólo éstas representan el 259 por ciento del PIB; en Gran Bretaña, el 219 por ciento y en Japón, el 130 por ciento del PIB.140


    


    Mientras que las primeras tres formas de inversión/especulación (inversión real, inversión real financiada a crédito, inversión financiera) pueden clasificarse como útiles, la conformidad constitucional, y más importante aún, la sensatez macroeconómica y ética de las últimas tres (inversión financiera financiada a crédito, especulación financiera, especulación financiera con aumento de apalancamiento) es para mí más que cuestionable. Con el nuevo orden monetario podrían prohibirse.


    Dinero y crédito como bien público significa que el uso de créditos está regulado por unas pautas generales. Para un bien público rigen unas normas distintas que para la propiedad privada. Lo que no es en absoluto iliberal: en principio están permitidos los créditos y las inversiones financieras; sólo se filtran los abusos peligrosos y las desviaciones del objetivo. También hay otras personas que piensan en esta línea. El economista Richard Werner de la Universidad de Southhampton propone «que simplemente se prohíban los créditos para las transacciones que no contribuyan al PIB. Así seguirá habiendo especulación, pero sin apalancamiento crediticio».141


    


    3. Prioridad regional


    


    Un banco cooperativo en Austria tiene unos depósitos de 320 millones de euros. El volumen de créditos concedidos asciende a los 140 millones de euros. Consecuencia lógica: salen de la región 180 millones de euros del capital de ahorro y de la riqueza financiera, en el peor de los casos hacia el casino financiero global. En ocasiones, la cuota de uso crediticio de las cajas de ahorros y bancos cooperativos («bancos primarios») regionales austríacos se eleva sólo a entre el 50 y 60 por ciento. En otras palabras: hasta la mitad de la riqueza financiera no encuentra aplicación en la economía real. Pasa a los grandes bancos comerciales, los propios bancos centrales o directamente al casino financiero internacional.


    El desequilibrio entre la riqueza financiera y la demanda de crédito se produce porque la riqueza financiera privada crece más rápido que la economía real (PIB): En 1970, la riqueza monetaria privada anualmente recaudada por el Bundesbank ascendía aproximadamente al 70 por ciento del rendimiento económico de entonces. En 2013, en la primera mitad del año era el 189 por ciento del PIB actual o poco menos de 5 billones de euros.142 La crisis tan sólo pudo desviar un solo año —2008— el crecimiento de la riqueza financiera del carril de aceleración. Ya en 2009, el capital de ahorro volvió a dejar claramente atrás al PIB. A pesar de que con ingresos y un PIB creciente la tasa de ahorro —la parte de la renta nacional/PIB que se reserva y se ahorra— lógicamente debería seguir aumentando siempre —a mayor renta, mayor es la parte que la gente no necesita para el consumo—, es matemáticamente imposible que el crecimiento de la riqueza financiera sea constantemente superior al del PIB. En otras palabras: es imposible la liquidación y el rendimiento de intereses de una riqueza financiera cada vez mayor, porque la economía real no puede absorber múltiplos de la renta nacional de las inversiones, sencillamente no los necesita.


    Dicho de otro modo: hay una falta estructural de oportunidades de inversión para el capital financiero disponible cada vez más abundante. El mayor problema imaginable es que el incremento del capital sea el objetivo de la economía, por eso el capitalismo busca soluciones estratégicas para que el capital, aunque una parte cada vez más grande de éste sea «superfluo» en el más auténtico sentido de la palabra, siga «aprovechándose» plenamente, es decir, que pueda ser invertido e incrementado con réditos. Desde que en los años setenta, tras el fin del milagro económico de la posguerra, el capital entró en una crisis de explotación, se encontraron tres «soluciones»: a) privatización, b) globalización, c) especulación. Pero las tres estrategias son sólo provisionalmente viables y, por tanto, no suponen una solución auténtica desde el punto de vista de la necesidad de incremento del capital. Desde el punto de vista de la sociedad comportan un peligro de incendio:


    


    — Privatización. Un estudio representativo sobre privatizaciones pone de manifiesto que éstas sólo en casos excepcionales comportan mejoras selectivas para algunos grupos sociales, pero nunca para todos, y en la mayoría de los casos conducen a perjuicios para la colectividad. Por el contrario, por regla general, los ganadores son los nuevos propietarios particulares.143 En ningún caso, las privatizaciones deberían estar motivadas por la escasez de inversiones que sufre la riqueza financiera y la búsqueda de nuevas opciones de réditos.


    — Globalización. El desvío a otros países esconde oportunidades y riesgos, cabe mencionar las numerosas crisis financieras provocadas por el capital extranjero en busca de inversión (Asia, Rusia, México...). Pero lo más importante es que aunque tuvieran razón aquellos que sólo identifican posibilidades y abogan por la exportación de capitales, porque ésta genera desarrollo, sólo podría funcionar temporalmente: luego salen las cuentas y los países pobres se acercan a los ricos y a su vez quieren exportar capital; pero ¿hacia dónde?


    — La especulación no aporta ninguna solución, sino que crea problemas aún mayores.


    


    Sigue siendo un hecho que en las economías nacionales «maduras» hay demasiado capital que tiende a ser empleado. El Commerzbank alemán ha repartido 2.900 millones de euros o el 5 por ciento de la suma de su balance a cerca de noventa municipios estadounidenses en forma de crédito.144 Yo me pregunto: ¿no hay en Estados Unidos bancos en los que la gente tenga depósitos de ahorro y que puedan prestar ese dinero a los municipios? ¿Estados Unidos, un país con una riqueza financiera demasiado reducida? De ningún modo. Pero su riqueza financiera por lo visto fluye hacia el casino financiero global, en lugar de hacia los municipios en los que vive la gente que posee dicha riqueza financiera. El Raiffeisen Zentralbank austríaco perdió en Islandia un crédito de 150 millones de euros. Primera pregunta: ¿en Austria no puede dársele uso alguno a tanto dinero? ¿Hay demasiado dinero en Austria? Por lo visto sí. Segunda pregunta: ¿hay demasiado poco dinero en Islandia? Como se sabe, los bancos islandeses tenían balances generales diez veces superiores al PIB, una megalomanía récord, sólo compartida por Chipre y Luxemburgo. La locura de los balances de los bancos islandeses se financió con la riqueza financiera austríaca que en Austria no encuentra ningún uso real: el crédito del Raiffeisen se fue al Straumur Bank, que fue nacionalizado y que la Autoridad Supervisora Financiera de Islandia cerró el 27 de marzo de 2009.145


    Las siguientes regulaciones para la concesión crediticia podrían paliar la situación:


    


    a) Los bancos deberían, por un lado, ser obligados a conceder el capital de ahorro de la región a dicha región en forma de crédito. En Estados Unidos ya está la Ley de Reinversión Comunitaria que estimula a los bancos para la financiación regional.


    b) Con una relación creciente entre riqueza financiera y PIB, los bancos deberían «inmovilizar» una parte creciente de los depósitos, es decir, dejarlos como «depósitos» y no transformarlos en «inversiones». Este superávit podría depositarse en las «cuentas monetarias» descritas en el capítulo 2, las cuentas corrientes de los clientes evacuadas del balance bancario, y no «trabajar», sino descansar (banco de depósitos tipo orfebre). Esto supondría una inmensa ventaja, porque de esta manera se pondría fin a la insoportable presión de inversión de una riqueza financiera cada vez mayor, que no para de destrozar y empobrecer la economía. La privatización, la globalización y la especulación como soluciones para la banca conservadora dejarían de ser necesarias en el sistema. Simultáneamente, en caso de bancarrota, el superávit —de estructura creciente— de riqueza financiera estaría totalmente a salvo, porque las cuentas monetarias estarían en posesión de los clientes y no en posesión del banco.

  


  
    


    6. BANCOS ORIENTADOS AL BIEN COMÚN


    
      


      Un sector financiero rigurosamente regulado y fragmentado con tipos de interés fijos podría reemplazar el sistema actual y recordar la Alemania del Oeste de los años sesenta, cuando aún había tasas de ahorro básico y no había programas de televisión de análisis bursátil.


      


      LUCAS ZEISE146

    


    


    Bancos históricamente orientados al bien común


    


    En este momento, la reputación de los bancos no es la mejor de la que hayan gozado, lo que no es del todo nuevo: «¿Qué es el atraco a un banco en comparación con su fundación?», preguntaba ya Bertolt Brecht en La novela de dos centavos. ¿Cuál es el objetivo de un banco? ¿Sacar más dinero del dinero (fines lucrativos)? ¿O financiar inversiones sensatas lo más rentables y menos arriesgadas posibles, sirviendo así al bien común? Se ha relegado un poco al olvido el hecho de que en su fundación, durante la segunda mitad del siglo XIX, casi ningún tipo de banco tenía fines lucrativos, sino que estaban orientados al bien común. Esto puede decirse, por un lado, de los bancos cooperativos como el Raiffeisen, el Volksbank (banco del pueblo) y el Sparda. Friedrich Wilhelm Raiffeisen calificó su proyecto de creación bancaria como una obra de caridad: «Nuestro jefe supremo se llama Jesucristo».147 Los valores fundamentales de «solidaridad cristiana, subsidiariedad y regionalidad» aún constituyen hoy día la base oficial de valores del grupo Raiffeisen.148 Para el contemporáneo Hermann Schultze-Delitzsch, por más señas padre de los Volksbanken (bancos del pueblo), tampoco se trataba de lucrarse, sino del florecimiento del oficio. Los bancos Sparda, fundados en el siglo XX, perseguían el objetivo de otorgar créditos al consumo a las familias de trabajadores ferroviarios para que pudieran cubrir sus necesidades básicas.149 Y en el caso de las cajas de ahorros, que en parte empezaron como asociaciones, la orientación al bien común sigue siendo invariable en muchas de sus leyes.150 Los bancos sobre los que leemos (obligadamente) a diario en los periódicos no son representativos del panorama bancario general. Únicamente en Alemania hay más de 1.900 entidades de crédito. Poquísimas tienen el grado de popularidad de las líderes del sector, que cotizan en la bolsa de Fráncfort y prácticamente a diario reciben atención de los medios de comunicación (excesiva).


    Es verdad que los bancos comerciales con afán de lucro existieron cinco siglos antes que los bancos cooperativos y las cajas de ahorros, pero en términos numéricos están en minoría. El principal problema siempre fueron los buques insignia. Por ejemplo, la segunda etapa de la Gran Depresión surgió de la insolvencia del gigantesco Creditanstalt de Viena, cuyos balances generales representaban dos tercios del balance general de todas las demás entidades de crédito austríacas. El primer importe de rescate correspondió al 50 por ciento de los presupuestos del Estado.151 El banco era, «con diferencia, demasiado grande para quebrar».


    Tras la segunda guerra mundial, algunas regulaciones calaron tan bien que durante unas cuantas décadas se llegó a una estabilidad relativa y apenas sobrevinieron crisis financieras, monetarias y bancarias. En Estados Unidos no solamente se aprobó la Ley de Separación de Actividades Bancarias (que en 1999 volvió a ser derogada debido al intensivo lobbying), sino que en el plano internacional entró en vigor el Acuerdo de Bretton Woods, que siguió velando considerablemente por la estabilidad monetaria alrededor de tres décadas más (véase el capítulo 12). Lo que hoy día en Alemania mucha gente ni llega a imaginarse es que los intereses de las cuentas de ahorros estuvieron regulados hasta 1967, con las denominadas tasas de ahorro básico.152 Este elemento de «economía planificada» no pudo reprimir el milagro económico, al contrario: los índices de crecimiento fueron en aquel entonces los más elevados que había habido nunca en la historia.153


    Pero la era de los mercados financieros regulados, de la economía de mercado social y del «capitalismo renano» llegó a su fin cuando Margaret Thatcher, en Gran Bretaña en 1979, y Ronald Reagan, en 1980, en Estados Unidos, asumieron sus cargos. El recorte de las prestaciones públicas, debilitamiento de los sindicatos, privatización, apertura de mercado y globalización pasaron a encabezar la agenda política, donde aún se encuentran en la actualidad, como pone de manifiesto el amenazante Tratado de Comercio y Desregulación entre Estados Unidos y la UE, el TTIP (por sus siglas en inglés).154 La Ronda de Uruguay del GATT, el Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio anunciado en 1986, desembocó en 1995 en la Organización Mundial del Comercio, OMC, y el proceso de integración europea pasó de un acercamiento principalmente político (proyecto de pacificación, cooperación entre naciones) al establecimiento de una zona de libre comercio con objetivos primordialmente económicos (capacidad competitiva, estabilidad monetaria).


    En 1999 se abordaron dos ambiciosos proyectos de profundización en el mercado único europeo: el euro como moneda única y el mercado financiero único. El segundo proyecto prometía un gran mercado «libre»; sin embargo, el resultado fue justamente el contrario. El mercado económico único fue un invernadero perfecto para los bancos sistémicos, pero los bancos sistémicos son el fin de los mercados libres. Bajo la tutela del entonces comisario del mercado único, Mario Monti, los artífices lograron una maniobra histórica contra la lógica, contra la economía de mercado y contra la democracia. Abrieron un mercado ilimitado para bancos y servicios financieros:


    


    — Sin límites de expansión para bancos. De este modo, los colosos pudieron desarrollarse a sus anchas. Se invitó abiertamente a los bancos a «ser internacionalmente competitivos», lo que equivale a sistémico. Tras las experiencias de anteriores crisis, por ejemplo, la del hipertrófico Creditanstalt, el legislador tendría que haber recaudado una cobertura para el balance general de las entidades de crédito, para que nunca más volviera a producirse un rescate bancario. Se hizo lo contrario; la historia se repite.


    — Sin supervisión. Esto ni siquiera pasa en el Gemüseschranne, el antiguo y muy pequeño mercado de frutas y verduras de Salzburgo. ¿Cómo van los colosos a aumentar el bien común sin una supervisión conjunta?


    — Sin ninguna regulación de productos. Debido a eso, los derivados financieros, que Warren Buffett denomina «armas financieras de destrucción masiva», entraron en circulación sin ser ni mucho menos comprobados. Tampoco esto pasa en ningún otro sitio: los medicamentos y los productos químicos se examinan antes de su autorización, todos los coches tienen que pasar regularmente la ITV; la policía controla incluso los domingos a los intachables turistas fronterizos de Salzburgo y Baviera. Sólo los bancos de inversión sistémicos pueden poner libremente en circulación «armas financieras de destrucción masiva» y provocar con ello el colapso de los mercados. Lo lógico sería que una contundente supervisión financiera de la UE comprobara el peligro potencial de los productos nuevos para la estabilidad del sistema y tan sólo los autorizara pasada la evaluación.


    — Libre circulación de capitales en mercados financieros sin regular. Sólo a partir de 1994, mediante una enmienda del Tratado de Maastricht,155 que no se sometió a referéndum en ninguna parte, hubo circulación libre de capitales entre la UE y terceros países, y con ello la UE quedó desprotegida ante un contagio de una crisis financiera exterior. De este modo, los «activos financieros tóxicos» de la burbuja inmobiliaria pudieron importarse con total libertad a la UE. El autoagarrotamiento de la UE tuvo claros ganadores: la industria financiera internacional, que puede comerciar y especular libremente, maximizar beneficios, provocar crisis y hacer recaer los costes sobre la colectividad.


    — Libre circulación de capitales también en todos los paraísos fiscales del mundo. Con ello, la UE animó a los grandes consorcios y europeos adinerados a transferir beneficios y patrimonios privados a países que no cobran impuestos, o ninguno digno de mención. El que allana la vía de escape que no se extrañe de que también la usen.


    


    ¿Cómo pueden explicarse semejantes procesos? Breve conclusión del largo análisis: «La democracia no existe». La forma de democracia actual no está en condiciones de regular eficazmente los mercados ni descentralizar el poder económico. Funciona al revés: los reguladores son regulados por los jugadores globales, los bancos sistémicos y sus organizaciones. No es el pueblo soberano el que establece el orden financiero y monetario, sino que las minorías poderosas dictan leyes que luego afectan a la colectividad, que ha de acarrear también con los gastos. Para un orden económico y monetario alternativo se necesita un nuevo modelo democrático.


    


    Crítica al rescate bancario y la unión bancaria de la UE


    


    Pero todavía estamos en una modalidad de dictadura financiera. Los mismos errores que se cometieron con la institución del «mercado» y la cría de bancos gigantescos, los han repetido las élites de la UE desde el estallido de la crisis hasta la actualidad, con consecuencias macabras:


    


    — Los bancos no se han nacionalizado, desmenuzado ni desmantelado, sino que se han rescatado con el dinero de los contribuyentes. Economía de mercado sería que los propietarios se responsabilizaran de las pérdidas. La política prefirió proteger a los propietarios, instituyendo el mercado financiero único sin implementar una supervisión financiera de la UE; y ahora, después del gran crac, trasladando las responsabilidades y pérdidas a los contribuyentes. Esto es el socialismo del rescate bancario o capitalismo oligopólico subvencionado estatalmente; no es economía de mercado, y curiosamente casi todos los que nos han vendido el mercado económico único y la globalización como «mercado libre» guardan un silencio clamoroso sobre el tema. En la retórica de las élites sigue tratándose más bien del mercado y la economía de mercado, no pocas veces incluso de la «economía de mercado social». La maniobra artera ideológica es continua.


    — Hasta ahora no se ha desmantelado ni un solo gran banco de la UE,156 a pesar de que hay un amplio consenso acerca de que los bancos sistémicos son, sencillamente, un problema capital: los bancos sistémicos engullen miles de millones de fondos recaudados, desencadenan una crisis en la hacienda pública, acarrean «riesgo moral» (una mezcla de negligencia y falta de escrúpulos), sobre todo porque confían en el rescate del Estado (en adelante legalmente sujetos a la unión bancaria), disfrutan, debido a esta garantía estatal implícita, de condiciones de refinanciación más ventajosas y de una ventaja competitiva injusta en comparación con bancos pequeños no sistémicos. Con ello reducen la eficiencia de todo el sistema y socavan la fe en la economía de mercado y la democracia. (Es inconcebible que haya siquiera que argumentar algo así ante parlamentos y gobiernos.)


    — Los elefantes del sistema rescatados pueden, en adelante, hacer negocios con y en paraísos fiscales, y disfrutan ilimitadamente de la libre circulación de capitales en todo el mundo. Pueden seguir especulando sin escrúpulos con materias primas, acciones, créditos, divisas y derivados. Sería un buen momento para exigir a estos bancos una orientación al bien común como contraprestación del apoyo con fondos recaudados. Las únicas restricciones minúsculas las implantó el Parlamento Europeo para el comercio especulativo con permutas de impago no respaldadas para bonos del Estado y para las ventas al descubierto sin cobertura. Un éxito de regulación microscópico en el casino financiero global por lo demás todavía abierto de par en par.


    — Seis años (!) después del gran crac de 2008, la «unión bancaria de la UE» poco a poco va adquiriendo forma: la UE debe supervisar 124 megaentidades con un balance general superior a los 30.000 millones de euros. Éste es el siguiente error del sistema: los bancos con una suma de balance superior a los 30.000 millones de euros, en vez de supervisarse, deberían desmenuzarse. En Alemania, por ejemplo, esto únicamente afectaría a una sola de las 413 cajas de ahorros: la Hamburger Sparkasse tiene una suma de balance de 39.500 millones de euros. Los balances generales de todas las demás cajas de ahorros están por debajo de los 30.000 millones de euros.157


    — No ha tenido lugar un debate acerca del significado y el fin de bancos, dinero o crédito. Los que gobiernan están tan profundamente imbuidos de la ideología de los depredadores que ni siquiera se produce un debate alternativo. En el discurso principal de los medios impera un tabú de cambiar las reglas de juego. ¡En plena crisis!


    


    Peor aún que la relevancia económicamente sistémica de unos pocos bancos es su relevancia políticamente sistémica («demasiado grande para ir a la cárcel»). Los gigantes de las finanzas no sólo son demasiado grandes para poder declararlos insolventes, también son demasiado poderosos como para que el legislador pudiera regularlos, fragmentarlos o siquiera gravarlos democráticamente. Todas las sanciones impuestas hasta ahora son una minucia, como lo es el pequeño fondo en el que los bancos ingresan dinero para financiar su liquidación. Entre 2016 y 2025 tienen que ingresar la ridícula cantidad de 55.000 millones y asegurar la totalidad de los 124 bancos sistémicos de la UE. En la primera fase de la crisis se han ido a los bancos 1,6 billones de euros de los fondos recaudados, en vista de tales ridículas cantidades hasta a las gallinas se les atraganta la risa.


    «Técnicamente», la relevancia económicamente sistémica podría eliminarse en un abrir y cerrar de ojos. Sin embargo, la relevancia políticamente sistémica bloquea cualquier cambio y la solución de los problemas. Los bancos políticamente sistémicos constituyen una dictadura financiera. Dictan, de forma literal, el rumbo político: imponen el mercado financiero europeo único, establecen la modalidad de rescate poco democrático y contrario a la economía de mercado, redactan ellos mismos su testamento y son los artífices de la unión bancaria. «Por bonito que suene, sigue siendo perverso, ya que la nueva solidaridad entre los países del euro hace referencia precisamente a los bancos. Es un plan de rescate bancario que tiene por objetivo proteger la riqueza financiera también en los países económicamente más débiles», escribe Lucas Zeise.158 De pronto, en pleno florecimiento de la retórica competitiva, puesto que los Estados de la UE se rebajan mutuamente la base impositiva, rechazan títulos de deuda conjuntos (eurobonos, siguiendo el modelo de Estados Unidos) y nada temen más que una seguridad social o incluso un seguro de desempleo europeo, descubren la solidaridad de la colectividad hacia los bancos sistémicos en parte sumamente criminales. Las personas tienen que pelearse entre sí y pueden verse excluidas de las redes de protección social; pero los bancos se mantienen todos unidos.


    Impedir que admitan bancos grandes sería realmente el primer precepto de una economía de mercado eficaz, pero es muy evidente que para éstos, que siempre han hecho de la defensa entusiasta de la economía de mercado su bandera, esto va tan poco de economía como de democracia. De lo contrario, a la población se le habría hecho una encuesta respecto a la modalidad de rescate europeo, la unión bancaria o el TTIP (Acuerdo Transatlántico sobre Comercio e Inversiones). Que los bancos son demasiado grandes es algo que en parte también manifiestan públicamente los principales banqueros. Eso dijo el presidente de la Confederación Alemana de Cajas de Ahorros, Georg Fahrenschorn: «Está claro que el Deutsche Bank es importante, pero demasiado grande para la economía nacional alemana».159 El aludido consejero delegado del Deutsche Bank, Jürgen Fitschen, se justifica comparando la fuerza con la velocidad: no habría que decir constantemente que estos bancos son «demasiado grandes para meter en la cárcel», sino también «demasiado fuertes para caer» [...]. «Si creas un coche que va a veinte kilómetros por hora, probablemente tengas un coche seguro, pero prueba a venderlo.»160 ¿Significa eso que todos los bancos no sistémicos son como coches que no llegan a los veinte kilómetros por hora? ¿Qué quiere decirnos Fitschen con esto? La ciencia está dividida: Max Otte, de la Escuela Técnica Superior de Worms, aboga por unos «límites de expansión para los servicios financieros».161 Urs Birchler, profesor de banca en la Universidad de Zúrich, pone el freno: «Deberíamos partir los grandes bancos por lo menos en veinte bancos más pequeños. Que luego entrañaran un menor riesgo sistémico lo pongo en duda».162 Las dudas están fundadas, pero no dan en el clavo. Los gigantes sistémicos deberían desmenuzarse y desintoxicarse al mismo tiempo. Ése habría sido el requerimiento una hora después del crac de Lehman Brothers: los «activos financieros tóxicos» se habrían evacuado a los bancos malos, las partes sanas se habrían dividido en unidades pequeñas y los bancos malos habrían tenido que endosar a los propietarios el derecho exclusivo de participación de los resultados.


    


    Apoyo estatal sólo para bancos del bien común


    


    Para «ordenar» el panorama bancario desde el punto de vista de la economía de mercado (y apartar poco a poco el capitalismo del sistema financiero), podría darse en primer lugar un paso intermedio que tendría la ventaja de ser comprensible para todos y de conseguir, probablemente, el apoyo de una amplia mayoría. La propuesta consiste en poner a todos los bancos en la disyuntiva de cambiar su orientación hacia el bien común y redactar una declaración vinculante del bien común o ser empujados al «mercado libre». Mercado libre significa que se les retirarán todos los apoyos públicos que actualmente benefician a los grupos de especulación sistémicos:


    


    — No obtienen acceso al banco central. En este momento, los bancos comerciales obtienen la «materia prima» para sus negocios del banco estatal por debajo de los precios de mercado.


    — El Estado, en todos sus niveles (municipios, regiones, estados federados, nación, UE, ONU), ya no hace ningún tipo de negocio con los bancos con afán de lucro. Naturalmente, entre estos negocios figura también el de la deuda pública (véase el capítulo 4).


    — La garantía estatal de los depósitos se suprime y con ella la base de la confianza de los clientes particulares en los bancos comerciales. Los bancos lucrativos tienen que ganarse la confianza de sus clientes sin el respaldo de «papá Estado». (Con la transposición de la reforma para un dinero libre de deuda, las existencias de las cuentas monetarias estarían a salvo, pero no las inversiones en ahorro, pues éstas necesitarían, sin variación, una garantía de depósitos.)


    — El punto más importante: si el banco quiebra, no hay rescate de los contribuyentes. La libertad de crear una empresa y la responsabilidad de costear las pérdidas, cuando va mal, deben volver a ir de la mano.


    


    Abogo aquí por una economía de mercado verdaderamente liberal y ética en vez de la inmoral economía de mercado actual, que cada vez tiene más de capitalismo y menos de economía de mercado. Debería ser al revés: economía de mercado sin capitalismo, absolutamente ética y realmente liberal en lugar de retórica. Liberal quiere decir las mismas libertades y derechos para todos, lo que implica la restricción de todas las libertades para impedir la concentración de poder y garantizar para todos realmente las mismas libertades y oportunidades. El capitalismo financiero nos ha arrebatado la economía de mercado junto con la democracia, y con ello la libertad, que hay que restablecer.


    


    Orientación de los bancos al bien común


    


    Ahora pasemos a la parte más importante: ¿qué criterios podrían transformar un banco en una entidad de crédito orientada al bien común (a través de los que llegara a disfrutar de las ayudas estatales)? Aquí se proponen seis:


    


    a) Objetivo del bien común y creación de un balance del bien común


    


    En principio se entiende que el banco está orientado al bien común y obligatoriamente fija este objetivo principal de negocio también en los estatutos de la empresa. Podría crearse una forma jurídica propia de «banco del bien común», cuyos estatutos tipo previesen unas características obligatorias. El modelo de negocio tiene que ser coherente con este objetivo, la consecución de todos los objetivos estratégicos se medirá mediante un balance del bien común (específico para bancos).


    


    b) Modelo de negocio conservador (sistema de separación de actividades bancarias)


    


    El banco no participa en el casino financiero global, se mantiene alejado de derivados, fondos y contratación de valores. Se limita a las «prestaciones bancarias esenciales»: cuentas corrientes o (tras la reforma para un dinero libre de deuda) cuentas monetarias con transferencias de fondos, inversiones (cuentas de ahorro y libretas de ahorro), así como concesiones de créditos, a ser posible regionales. Que a los bancos se les pudiera prohibir el comercio y la especulación con derivados, es algo que también barajan otras personas: Joseph Stiglitz escribe, por ejemplo, que los bancos respaldados con garantías estatales «no deberían tocar los derivados extrabursátiles».163 La Confederación Alemana de Sindicatos reivindica «por fin un sistema de autorización para toda clase de títulos y transacciones financieras [...]. Lo que no se autoriza explícitamente sigue estando prohibido».164 La oenegé Finance Watch aboga por la separación absoluta entre las operaciones de títulos y derivados, y las operaciones crediticias y de depósitos, porque, de lo contrario, la insolvencia de bancos universales mixtos no es creíble.165


    


    c) Los beneficios no se reparten entre los propietarios


    


    El objetivo de un banco no es generar beneficios para repartirlos, así lo decía Raiffeisen; así consta en las leyes de las cajas de ahorros, así lo quieren las constituciones. El ánimo de lucro como objetivo induce a una especulación arriesgada, a una distribución injusta, a un modelo de negocio en conjunto inmoral. ¿Por qué lo que es justo para un banco también ha de serlo para otras empresas de infraestructuras?: sería absurdo pretender que una escuela, un hospital o un teatro dieran beneficios para repartir una parte de éstos entre los propietarios. Asimismo los bancos forman parte de los servicios de interés general de una sociedad y la infraestructura elemental de la economía, como los centros educativos, los centros de salud, los centros residenciales, los servicios sociales y las empresas municipales de servicios públicos. La combinación de bienes y prestaciones de servicio público con empresas privadas hace la economía más estable y democrática. En este sector económico de interés general, en caso de que el pueblo soberano decida asumir el control de las empresas de servicios públicos, en lugar del dividendo financiero aparece directamente el valor útil combinado con la ética y la cogestión. Por ejemplo, SMUD, el proveedor de energía de Sacramento (CA), está controlado por la población; la junta directiva y el consejo de administración se votan directamente. La empresa hace muy bien su trabajo y goza de la mayor de las popularidades.166 Lo mismo puede lograrse también en el sector financiero. Hay miles de cooperativistas haciendo cola para el proyecto del Banco del Bien Común, a las que no les interesan los réditos financieros (no hay), sino el sentido y el bien común.


    


    d) Abandono del sistema de intereses


    


    El sistema de intereses es un ejemplo representativo de cómo las «sociedades del conocimiento» presuntamente ilustradas y cultas pueden equivocarse de forma continuada y colectiva. El 90 por ciento de todos los implicados salen perdiendo con el sistema actual de intereses, y aun así lo defienden. Desde el punto de vista sistémico, los intereses ejercen una presión innecesaria de crecimiento sobre la economía y a largo plazo son un imposible matemático. No obstante, prácticamente todas las sociedades acomodadas insisten en este error del sistema.


    Lo que hace falta es información decisiva sobre las consecuencias sistémicas de los intereses y sobre posibles alternativas. Tal vez el mayor problema del sistema de intereses sea su efecto distributivo. El 90 por ciento de la población da de comer a través de los intereses a una estrecha franja de ganadores del 10 por ciento aproximadamente. Ellos no lo saben ni mucho menos, porque sólo se especifican en papel los intereses que recibimos de la libreta de ahorros. Los intereses de los créditos, que todos los consumidores pagan por los productos y servicios de la compra cotidiana, permanecen invisibles, no figuran en ningún lado. Por eso casi nadie hace el cálculo lógico de si, a fin de cuentas, paga o cobra más intereses. Sólo si lo hiciéramos, sabríamos si estamos entre los beneficiarios de intereses netos o pagadores de intereses netos. En Internet hay calculadoras de conversión de divisas, de impuestos, de salarios netos, de intereses de libretas de ahorro, pero no hay ninguna «calculadora de intereses netos»... la verdad es que deberían regalárnosla los bancos en el Día Mundial del Ahorro. Si los bancos no nos informan, entonces debería hacerlo cuando menos el banco nacional, como «servicio público» a los ciudadanos. Y si el banco nacional tampoco lo hace, entonces cuando menos las universidades e institutos de investigaciones económicas podrían informar a la población de unas conexiones tan basales del sistema. Pero desde hace años prácticamente sólo existe el cálculo de Helmut Creutz, que la ciencia académica ignora.167


    Las empresas, que a través de los intereses crediticios financian los de las libretas de ahorros, incluyen estos costes de capital (ajeno) íntegramente en los precios de productos y servicios (como todos los demás costes), y los consumidores los pagan íntegramente. Si todas las personas consumieran lo mismo y ahorraran lo mismo, el sistema de intereses sería un círculo de distribución neutro. Pero —¡sorpresa!— no es el caso, puesto que una gran parte de la población gana tan poco que la gente tiene que gastarse casi todo el salario (supongamos, para simplificar, que del salario disponible tienen una cuota de consumo del 95 por ciento y una tasa de ahorro del 5 por ciento), mientras que otra parte recibe unos ingresos tan elevados (salario y rendimientos del capital) que puede ahorrar la mayor parte (para simplificar, pongamos una cuota de consumo del 5 por ciento y una tasa de ahorro del 95 por ciento).


    Aquella parte de la población que se gasta el grueso del salario, o no le queda otro remedio, no puede acumular una fortuna, o la que acumula es muy reducida, ni sacarle al patrimonio beneficios (unos beneficios dignos de mención). Es aún más grave: el 95 por ciento de los salarios por los que ya se pagan unos impuestos altísimos, como se gastan, vuelven a gravarse más o menos con un 20 por ciento de impuestos sobre el valor añadido: una auténtica doble imposición de los verdaderos ingresos del rendimiento.


    Por el contrario, aquellos que reciben un sueldo tan alto que les es imposible gastarse gran parte de su dinero, desde el punto de vista sistémico, son doblemente recompensados: su patrimonio crece sin esfuerzo adicional a través de los intereses y demás rendimientos del capital. Además, se libran de la doble imposición, porque los impuestos sobre el valor añadido tan sólo afectan al 5 por ciento de sus ingresos, el 95 por ciento sigue libre de impuestos. A su vez, el impuesto sobre la renta del capital no afecta al salario ahorrado (no gastado) —el 95 por ciento—, sino encima únicamente a las rentas adicionales del capital obtenidas del patrimonio acumulado (ninguna doble imposición). Los ricos siempre ganan.


    Debido a esta doble asimetría —la enorme diferencia entre las cuotas de consumo y las tasas de ahorro—, los intereses, que tanta gente celebra incluso por pocos que sean, se convierten en un mecanismo de redistribución extraordinariamente eficaz de aproximadamente el 90 por ciento de la población contra aproximadamente el 10 por ciento, un «impuesto sobre el capital privado» no computado que no se redistribuye a los ricos a través del Estado sino del mercado.


    Aquí la propuesta: los intereses de las libretas de ahorro tienen que desaparecer por completo, pues suponen una redistribución innecesaria y un perjuicio financiero para el 90 por ciento de la población. En lugar de los intereses crediticios podría implantarse una tasa crediticia o bancaria a través de la que los bancos financien su negocio incluidos los costes de impago de crédito e inversiones en la empresa. Suprimiendo los intereses de las libretas de ahorro, los repartos y los dividendos, las tasas crediticias —por término medio— únicamente serían necesarias en la medida en que el banco pueda cubrir sus gastos de explotación y las pérdidas crediticias. Para un tamaño mediano podría lograrse con un promedio de costes crediticios del 2,5 por ciento. Esto desactivaría o hasta neutralizaría de forma decisiva los intereses como motor de crecimiento: para cada cantidad de dinero prestado se continuaría devolviendo más dinero, pero cuando:


    


    — el total de los créditos constituyese, por ejemplo, el 200 por ciento del PIB,168


    — el interés crediticio medio constituyese el 2,5 por ciento,


    — se perdieran por impago el 1,5 por ciento de los créditos,


    — hubiera un 2 por ciento de inflación, el sistema crediticio tendría un crecimiento neutro; entonces, el sistema de intereses ya no provocaría un crecimiento sistémico forzado.


    


    e) Evaluación del bien común para todos los proyectos crediticios


    


    En el capítulo anterior hemos argumentado por qué en una economía de mercado ética no sólo debería comprobarse la solvencia financiera de todas las solicitudes de crédito, sino asimismo la solvencia ética, el valor añadido general y la contribución a los objetivos de la economía. La única evaluación actual de los proyectos crediticios dentro de la lógica del valor de cambio del sistema debe extenderse a una lógica general del valor útil que incluya todos los valores: sentido, dignidad, justicia, sostenibilidad, democracia y el objetivo general de la economía, esto es, la satisfacción de necesidades y el bien común. Una evaluación adecuada del bien común podría constituir una parte de la evaluación crediticia obligatoria. Algunos bancos alternativos y éticos ya han desarrollado los principios de semejante evaluación del bien común, que hay que completar y perfeccionar hacia una base legal. Pensándolo bien, ideologías aparte, la evaluación de solvencia financiera es también una evaluación «ética»: el «valor» que aquí se evalúa y que decide la concesión o denegación del crédito es la rentabilidad monetaria y empresarial. Pero este criterio aparentemente «objetivo» o «matemático» aglutina un montón de valores cuya aplicación conduce o no al objetivo monetario-empresarial, desde las relaciones humanas y sociales hasta las repercusiones ecológicas a corto o largo plazo, pasando por el respeto a las leyes y la conciencia tributaria. De ahí que sea incompleto, opaco y disfuncional ocultar la evaluación ética de la concesión crediticia tras la evaluación de solvencia financiera. Idealmente, los créditos de mayor solvencia financiera son éticamente intachables, pero también se dan casos en los que la inversión es muy rentable y a la vez ecológica o socialmente destructiva. Por eso, todos los proyectos de inversión deberían pasar dos evaluaciones, y, sólo si se aprobaran ambas, fluiría el dinero, se concedería el crédito. Esto tendría tres efectos positivos:


    


    — No se concederán créditos que representen un riesgo financiero demasiado elevado.


    — No se financiará ningún proyecto de inversión que no supere la evaluación ética.


    — Las inversiones que éticamente son en especial valiosas —tecnologías de futuro, una innovación social, un bien público o comunitario— y rozan la barrera de rentabilidad monetaria, pueden llevarse a la práctica mediante diversos estímulos: capital riesgo ecosocial, financiación ética de la empresa o empresa emergente, fomento de la política estructural, créditos rebajados (en intereses) del fondo especial bancario y demás...


    


    f) Destinar los beneficios hacia el bien común


    


    No es que ahora vayamos a descubrir la rueda: la caja de ahorros típica no reparte sus beneficios entre los particulares, sino entre los proyectos sociales y culturales de la comunidad en la que opera. Muchos bancos cooperativos en principio tampoco pagan dividendos, porque hay otros objetivos más importantes, por ejemplo: 1) la ampliación del capital propio; 2) la concesión de créditos para inversiones de valor añadido ético ejemplar; 3) el fomento del bien común regional en forma de centros sociales, deportivos, culturales y de enseñanza; 4) fomento ético de empresas emergentes en centros regionales del bien común; 5) la participación directa en las empresas a través de las bolsas regionales del bien común. Se le pueden dar tantos usos prácticos a los beneficios financieros que, sencillamente, a los propietarios no les queda nada más aparte del sentido, la utilidad, los valores, la felicidad y la cogestión...


    


    Podrían exigirse estos seis criterios y otros tantos como contraprestación a los bancos que quisieran seguir disfrutando de infraestructuras públicas, refinanciación, garantías y contratos. Si el Estado o una sociedad democrática «sostiene» firmemente a los bancos, éstos también tienen que apoyar a la sociedad. Dentro del marco del servicio público, el Estado puede confiarle al sector privado la organización del «suministro de servicios financieros», naturalmente a cambio del cumplimiento de un pliego de condiciones o catálogo de prestaciones, es decir, de una «declaración del bien común».


    


    Prototipos por doquier


    


    Estas ideas no son utópicas: hace cuarenta años que se fundan por todo el mundo bancos éticos que sirven al bien común en vez de maximizar los beneficios. En Holanda está el Triodos-Bank, en Alemania el GLS, en Suiza el Alternative Bank Schweiz y el Schweizer Gemeinschaftsbank, en Italia la Banca Ética, en España la entidad financiera Fiare. En Austria, el movimiento crítico de la globalización Attac exhortó a la fundación de una «banca democrática».169 Está previsto que el Banco del Bien Común, que hoy es independiente de Attac, se ponga en marcha en 2015.170 Muchos bancos alternativos y éticos se han agrupado en la Alianza Global por una Banca con Valores.171 La Unión Europea podría redactar junto con esta organización el listado de criterios para los bancos orientados al bien común que reciban subvención estatal. Un paso más allá sería la fundación de una federación bancaria independiente de alcance europeo de bancos orientados al bien común, que entonces dejarían de depender de las federaciones bancarias convencionales. (En este momento hay que incorporar proyectos de nueva creación a las asociaciones de auditores bancarios y fondos de garantía de depósitos existentes.) Esta federación podría estar abierta a todos los bancos que suscriban y cumplan de manera fehaciente con la declaración del bien común, con las ventajas legales inherentes que ello supone.


    Además, en Alemania y Austria han empezado los primeros bancos —el Sparda München y el Raika Lech am Arlberg— a hacer un balance del bien común, que desde 2010 elabora el creciente Movimiento de la Economía del Bien Común.172 Quieren un nuevo rumbo y una nueva identidad, o también «volver a las raíces», cosa que hace referencia a los valores fundacionales del sector bancario cooperativo. El balance del bien común sería para los bancos una parte importante de la declaración del bien común, tal vez el primer paso en esa dirección.


    


    Reflexión sistémica: de la banca de inversión a la banca de depósitos


    


    Ya he abordado varias veces un problema crucial del orden monetario actual: que la riqueza financiera privada crece más deprisa que el rendimiento económico; pero ahora lo explicaré detalladamente. Más o menos hasta 1980, la riqueza financiera privada fue menor que el PIB respectivo de los principales países industrializados; desde entonces es la que tira de ellos. Según diversas investigaciones de consultorías y empresas de servicios financieros, la riqueza financiera global de los hogares es varias veces superior al rendimiento económico. El Global Wealth Report 2013 (Informe sobre la riqueza mundial) del Boston Consulting Group habla de 135 billones de dólares estadounidenses o el 190 por ciento del rendimiento económico mundial.173 Según la base de datos del McKinsey, la riqueza financiera global de 2012 llegó incluso a los 225 billones de dólares estadounidenses o el 312 por ciento del PIB mundial.174 El Credit Suisse calcula para 2012 una riqueza bruta total de los hogares de 264 billones de dólares estadounidenses,175 eso sería 3,7 veces el rendimiento económico mundial de 72 billones de dólares estadounidenses. El BCG llega a la misma conclusión que el McKinsey sobre la riqueza financiera de los hogares: 1,9 veces más que el PIB mundial. El problema de una riqueza financiera creciente es que una economía nacional, como ya he argumentado, no puede absorber múltiplos cada vez mayores de sí misma en créditos reales, sencillamente, no hay demanda para ello, ninguna posibilidad de inversión y menos aún capacidad de amortización con recargo de intereses. Además, a partir de determinado grado de endeudamiento total, el peligro de insolvencia se agudiza. Como también he señalado ya, el Banco de Pagos Internacionales eleva este umbral al 260 por ciento del PIB y el Boston Consulting Group al 180 por ciento del rendimiento económico: créditos en una proporción del 60 por ciento del PIB al sector empresarial, a los hogares y al Estado respectivamente.176 Pues bien, si alguna de estas cantidades, 180 o 260 por ciento, se convirtiera en una consigna política, sería bastante arbitrario y sólo débilmente justificable con las oleadas de insolvencia histórica en las empresas y los hogares o las insolvencias estatales. Sin embargo, el 60 por ciento máximo de endeudamiento estatal estipulado por ley en el Tratado de Maastricht y en el Tratado de Lisboa de la UE y de sanción segura en caso de infracción es asimismo un límite trazado de modo arbitrario. El temor subyacente es que los Estados que superan este umbral tienen dificultades para devolver el dinero y ya no pueden efectuar el pago de su deuda. El hecho de que en 2014 la Eurozona apunte a un promedio de cuota de deuda pública del ciento por ciento del rendimiento económico, es decir, cuarenta puntos porcentuales por encima del máximo permitido por los tratados mencionados, no sólo denota que los Estados están tremendamente sobreendeudados, sino también que hay demasiada riqueza privada disponible, que por un lado busca revalorización y por otro ¡influye políticamente para que la deuda siga aumentando! Si la deuda se liquidara o por lo menos se detuviera su aumento, las posibilidades de revalorización y renta del capital desaparecerían. Una economía nacional y mundial en que las posibilidades reales de liquidación son cada vez menores en relación con la revalorización y los réditos que busca la riqueza es una situación que va a peor y es cada vez más absurda. Se necesita deuda para que la riqueza pueda revalorizarse. También aquí se ha vuelto la tortilla del sistema, por así decirlo. Así como en las décadas de la posguerra los deudores, a veces desesperados, buscaban acreedores, hoy día los acreedores, cada vez más desesperados, buscan deudores (de ahí las estrategias de privatización, globalización y especulación). Ahora los Estados del euro salen en defensa de los acaudalados y se ponen a disposición del sistema como buenos deudores, cosa que no puede funcionar durante mucho tiempo, por dos razones matemáticas:


    


    1. A partir de un umbral determinado, a lo mejor no de un 180 ni tampoco de un 260 por ciento, pero probablemente entre el 300 y el 450 por ciento como mucho (de 100 a 150 por ciento por sector), las economías nacionales están tan sobreendeudadas que se llega a una insolvencia de uno o varios sectores, al recorte de deuda y con ello a la pérdida de riqueza de los acreedores. Sea donde sea, en ese momento se destruye riqueza. Por eso sería mejor —también para los ricos— que la riqueza financiera se frenara y redimensionara deliberadamente mediante impuestos, antes de llegar a la destrucción descontrolada derivada de la crisis. El que hable de «frenar la deuda», por una cuestión de honradez, debería plantear también siempre el freno de la riqueza, su hermana gemela.


    2. Si la riqueza financiera es igual al PIB, unos réditos de la riqueza del 10 por ciento significan que una décima parte de la renta nacional fluye a los tenedores de esa riqueza como «impuesto sobre el capital privado». Si la riqueza financiera constituye 3,1 veces más que el PIB, como a día de hoy, eso ya sería casi un tercio del rendimiento económico anual. Si la riqueza financiera crece diez veces más que el rendimiento económico, entonces todo el pastel económico-nacional que se cuece en un año debería distribuirse entre los tenedores de la riqueza financiera como impuesto sobre el capital privado. Todos los demás se quedarían con las ganas.


    


    A mayor riqueza financiera en relación con la economía nacional, más difícil es mantener unos intereses devengados altos y, debido a la inflación, incluso equilibrar la depreciación. Multiplicada por diez, ni siquiera sería posible un interés del 1 por ciento, porque la renta nacional entera ya se iría en el pago de amortización, y toda la población activa se quedaría sin sueldo. Es absurdo que, en el debate de los últimos años, este hecho, que los intereses del capital estén por debajo del índice de inflación, a menudo se haya calificado de «represión financiera».177 Autor y víctima han dado un giro de 180 grados: no es la expropiación de la colectividad causada por la avidez de réditos de los que poseen la riqueza financiera —legitimada por una ideología rentista que equipara la posesión de capital al rendimiento— lo que se califica de «represión financiera», sino el hecho de que la financiación de los más acaudalados sea inferior a la devaluación de la moneda. Leyendo la prensa da la impresión de que unos intereses del capital como mínimo proporcionales a la inflación se consideran un derecho fundamental violado por políticos y banqueros centrales inútiles. Pero ¡a su vez nadie explica quién tiene que crear este derecho fundamental!: una renta básica no condicionada para los adinerados. De la nada, nada sale. Toda renta hay que ganársela, si no sus propios beneficiarios, entonces otros a los que se priva parcialmente de su rendimiento, que fluye hacia los acaudalados. Recordemos que, incluso para una riqueza financiera que sea cinco veces mayor que el rendimiento económico, unos intereses devengados del 3 por ciento producirían una «renta básica» para los tenedores de esa riqueza en una proporción del 15 por ciento del rendimiento económico. El que propone una renta básica en una proporción del 15 por ciento del rendimiento económico para aquellos que realmente lo necesiten recibe calumnias por utopista, pseudoeconomista o comunista. Es el «comunismo capitalista» lo que se produce realmente en este momento: todos a una por el capital.


    


    Adiós, renta del capital


    


    Una solución sería que la renta del capital se redujera hacia el 1 por ciento y más tarde al cero. Esta tendencia ya se observa en los ahorros discretos y a corto plazo (aunque sea más bien debido a la política del dinero barato de los bancos centrales que debido a la excesiva oferta de capital de los ahorradores). Sin embargo, las grandes fortunas siguen yendo en dirección contraria: de 1993 a 2009, las fortunas de Forbes 400 crecieron un promedio anual de un 10 por ciento.178 ¡10 por ciento! ¿Cómo se llega a estos réditos de usura que son imposibles a largo plazo y para la economía nacional? Hay dos mecanismos: redistribución agresiva y especulación profesional. Gracias a la administración profesional de bienes y la conducta sin escrúpulos de inversores institucionales para con las juntas directivas de las sociedades anónimas, los beneficios del valor añadido que han generado otras personas fluyen hacia los accionistas. Al mismo tiempo, los profesionales de la gestión de patrimonios (fondos, sociedades de inversión de capital, family offices) saben hacer tan buen uso de la información que obtienen réditos de dos cifras. Los tiburones financieros no tienen reparos en calificar a los «pequeños inversores» de «plancton». Resultado de ambas estrategias: la desigualdad crece.


    Una solución para la relación cada vez más desfavorable entre riqueza financiera y economía real sería el desmantelamiento del «excedente» de riqueza, de modo que ya no se adquieran deudas ni se obtengan réditos financieros. Podría ser algo así: la riqueza financiera se lleva al banco, donde se «deposita» en las cuentas monetarias ya descritas, que permanecen en posesión de los ahorradores y no suponen un crédito para el banco. Se trata literalmente de depósitos. Sólo cuando los ahorradores ponen de forma consciente su depósito a disposición de un proyecto crediticio (mediante una orden directa o automatizada), el depósito monetario se convierte en una inversión de ahorro y entra en el balance bancario.179


    En este escenario no supondría el más mínimo problema que la riqueza financiera fuese cinco veces mayor que el rendimiento económico: entonces el capital por valor del 300 por ciento del PIB podría, por ejemplo, quedarse «sin trabajar» en las cuentas corrientes, donde no ejercería presión alguna de inversión ni de obtención de réditos ni generaría deuda alguna, mientras dos quintos del capital por valor del 200 por ciento del PIB entran en el balance bancario y financian créditos de inversiones o al consumo.


    Entonces, naturalmente, la inflación corroe irrefrenable los depósitos («represión financiera») y de forma algo más atenuada también las inversiones, que en la primera fase de transición devengarían un interés bajo. Pero para el ciudadano medio la insignificante devaluación de su capital es una pérdida comparativamente menor al beneficio ocasionado en forma de un puesto de trabajo seguro, tendencia al pleno empleo, mayor estabilidad social y unos ingresos que alcancen para vivir bien. El error del sistema reside en que una gran parte de la población se identifica ideológicamente con los rentistas y comparte sus intereses, en contra del interés material propio. Para muchos y para una amplia clase media, la «buena vida» sólo será posible precisamente cuando no se desvíe, como hoy, una parte relevante de la renta nacional hacia una minoría de acaudalados en forma de impuesto sobre el capital privado. Antes hemos visto que para el 90 por ciento de la población cada décima de punto porcentual de interés es un negocio ruinoso. La gran mayoría sale mejor parada cuando no se abona absolutamente ningún interés en la libreta de ahorros, totalmente al margen de que haya inflación y lo alta que sea. Puede que para algunos sea difícil de creer, pero —tal como hemos visto— el cálculo es sencillo.


    El 90 por ciento de la población saldría ganando si no hubiera un sistema de redistribución de intereses. Que el 10 por ciento de la población pelee por el sistema de intereses y lo defienda con diversos argumentos (primas de riesgo, renuncia al consumo, alquiler) tiene su explicación en los intereses materiales («beneficiarios de intereses netos»). Lo que es más difícil de explicar es que una parte mucho mayor de la población considere que los intereses están justificados y son justos, pese a que les perjudiquen y los hagan más pobres. (No saben que son «pagadores de intereses netos» y por eso forman parte de los perdedores del sistema de intereses.)


    Si «sólo» se concede el 200 por ciento del rendimiento económico en forma de créditos (a empresas y hogares) y estas inversiones en ahorro únicamente devengaran intereses bajos, es verdad que la gran redistribución continuaría igual, pero en una proporción contenida. Por ejemplo, los intereses de las libretas de ahorro podrían respaldarse con un 0,5 o como máximo un 1 por ciento, como se estableció por ley en Alemania del Oeste hasta 1967 en forma de tasas de ahorro básico. Así «sólo» iba a parar a los acaudalados de un 1 a un 2 por ciento de la renta nacional, una redistribución de la colectividad a la minoría todavía injusta, pero menor y menos radical que la de hoy en día. Un ejemplo numérico para dejar claro que seguiría siendo manifiestamente injusto: si alguien posee un patrimonio financiero de 50.000 euros, esa persona, con un interés de la libreta de ahorros del 1 por ciento, obtendría una renta anual de 500 euros. Quien posea 100 millones de euros obtendría, sin tocarlo, una renta anual de 1 millón de euros. A quien tenga 10.000 millones de euros en el banco (las personas y familias más ricas de Europa poseen de 30.000 a 50.000 millones de euros) le caerían 200 millones de euros al año. Dado que la desigualdad de la riqueza es tan enorme, el interés «produce» una redistribución gigantesca también con los tipos más bajos.


    


    De las primas de riesgo/impuestos sobre el capital a unos réditos de sentido


    


    Por otra parte, se podría argumentar que si las inversiones en ahorro tuvieran un interés como mínimo de un 0,5 o un 1 por ciento, sería un aliciente para convertir los depósitos de la cuenta monetaria que están fuera del balance bancario en inversiones en ahorro que computen en el balance: invertir el dinero. El interés podría justificarse como prima de riesgo para la parte de la riqueza financiera que, en caso de insolvencia del banco, se convierta en una masa de la insolvencia y peligre parcialmente, a diferencia de las cuentas monetarias que, como se ha descrito, en caso de insolvencia se mantendrían íntegras, porque nunca pasan a ser propiedad del banco. Mientras que los depositantes siguen siendo dueños de su dinero, los inversores se convierten en acreedores de los bancos. Sin embargo, el argumento de las «primas de riesgo», como ya se ha expuesto reiteradamente, es inoperante para el 90 por ciento de los «propietarios de primas», porque a través del consumo cotidiano no sólo pagan la propia prima de riesgo, sino además la de aquellos que tienen una tasa de consumo menor y sobre todo unos ahorros más considerables que ellos. El argumento en favor de los intereses no supera un análisis lógico; al fin y al cabo, para el 90 por ciento de la población la prima de riesgo, alias intereses de la libreta de ahorros, no es ningún ingreso, sino un impuesto sobre el capital.


    Más cosas que hablan en contra del interés de las libretas de ahorros como primas de riesgo: el riesgo de pérdida de la inversión en ahorro es prácticamente nulo en un sistema bancario orientado al bien común a consecuencia a) de la garantía de depósitos estatal, b) del modelo de negocio conservador de los bancos orientados al bien común y c) del aumento de los requisitos de capital propio (véase el siguiente capítulo). Para un riesgo nulo tampoco se necesita ninguna prima de riesgo (en la lógica «antigua»).


    El interés de la libreta de ahorros tendente a cero se justifica, además, desde la «competencia» cada vez más acusada de la riqueza financiera por la «oferta» de inversiones en ahorro. Sólo con que entre en juego uno de cada dos, tres o cinco euros —porque para la financiación crediticia tan sólo se necesita una parte cada vez más pequeña de la riqueza financiera—, cabe la posibilidad de que se produzca un desmoronamiento total de los réditos financieros. Hay un consuelo: la inversión en ahorro, aunque no devengue intereses, tiene otras grandes ventajas para los ahorradores que hoy día a lo mejor no todos entienden aún en toda su profundidad y alcance. Beneficia a otros y facilita inversiones y la creación de puestos de trabajo, lo que beneficia a todos desde un punto de vista de la economía nacional. En lugar de los réditos financieros aparecen un beneficio del sistema y unos réditos de sentido. Es posible que estas reflexiones a algunos les parezcan un poco utópicas, pero son componentes de un cambio de paradigmas que en el capítulo 8, mediante el «triple skyline», se describirá más detalladamente y con ello quizá sea más inteligible que en estas primeras alusiones.


    


    Prohibición de acumular millones en metálico


    


    Como conclusión: algunos podrían aún preguntarse qué aliciente tendría depositar dinero en metálico en el banco como depósito comparado con acumularlo bajo el colchón o en la caja fuerte del sótano. Aparte de la imposibilidad física de meter 10 millones de euros debajo del colchón o embutir 1.000 millones en la caja de caudales del sótano, en primer lugar, desde el punto de vista de la economía nacional, daría igual dónde estuvieran los depósitos de dinero privado en metálico, si en los propios hogares o en los bancos. La única diferencia sería que a mayor acumulación doméstica, aumentaría necesariamente la cantidad de dinero en metálico que se gastara. Eso podría contrarrestarse con la prohibición de acumular dinero en metálico. Históricamente eso es lo que se ha hecho casi siempre (en especial porque sólo había dinero en metálico y no dinero bancario).180 Parte del dinero como «bien público» es que, a partir de determinada cantidad, hay que destinarlo al consumo o depositarlo en el banco, para que el dinero en metálico que entre en circulación —un bien público «impuro»— puedan emplearlo de manera eficiente aquellos que en ese momento realmente lo necesiten. (La cantidad de dinero en metálico de la Eurozona asciende, como hemos visto en el capítulo 2, a 950.000 millones de euros o alrededor de un escaso 10 por ciento del rendimiento económico.) El banco del parque tampoco está disponible para aquellos que en este momento no lo usan. Sólo es posible la «posesión» del banco por parte de los particulares, pero no su propiedad. Así pues, también podrían regularse respectivamente la posesión privada y el uso de la propiedad pública de «billetes bancarios» y «dinero en metálico».


    


    7. SUPERVISIÓN FINANCIERA GLOBAL Y DE LA UE


    
      


      No hay ninguna prueba de que el fuerte aumento del tamaño y la complejidad del sistema financiero, que en los últimos veinte años ha tenido lugar en el mundo rico y desarrollado, haya proporcionado un aumento del crecimiento económico o la estabilidad, y es muy posible que el superávit de la economía financiera drene la economía real en lugar de aportar valores a la economía. Tenemos que poner radicalmente en duda algunas de las suposiciones de los últimos treinta años e incluso plantear medidas políticas radicales.


      


      ADAIR TURNER181

    


    


    En el capítulo 6 he argumentado que lo coherente habría sido que desde el principio del mercado financiero único hubiese una supervisión a nivel de la UE y cuáles habrían sido sus principales cometidos. Que los gobiernos omitieran eso de manera premeditada es una clara señal de la ausencia de democracia en la UE en general y en el sistema monetario en particular, algo que ha empujado a la creación de este libro. Después del gran crac de 2008 ha habido un ligero avance en este tema, aunque superficialmente. En 2009 se crearon tres autoridades de supervisión, una para la banca en Londres (EBA), otra para los valores en París (ESMA) y una tercera para los seguros en Fráncfort (EIOPA). Además, se formó el Consejo Europeo de Riesgos Sistémicos (ESRB). Este repentino afán de creación institucional es un claro reconocimiento de la negligencia precedente, sin embargo, vuelven a repetirse los mismos errores de forma más tenue: las tres autoridades carecen de ímpetu. La autoridad de supervisión londinense se fue al garete. No será ella la que supervise a los bancos, sino el BCE, pese a que eso desencadene un conflicto de roles y requiera una «muralla china» entre la sección político-monetaria y la de supervisión bancaria. Por el contrario, el Consejo Europeo de Riesgos Sistémicos se cubrió con mucho acierto: más de sesenta miembros que seguro que estarán entretenidos buscando una posición conjunta. «Las nuevas instituciones de la UE no pasaron de ser meros grupos de coordinación que debían intervenir en caso de conflicto [...]. Sea como sea, estos grupos no constituyen una autoridad de supervisión a escala europea», escribe Lucas Zeise.182 Helge Peukert, el sociólogo financiero de Erfurt, comenta: «No hay órganos de supervisión homogéneos y globales ni europeos con derecho de intervención nacional».183


    La guinda del fracaso de la regulación de los órganos de la UE se ha hecho patente con la inminente unión bancaria. Constituye un fracaso que los bancos sistémicos, que afloraron con el mercado financiero europeo único, no se fragmenten, sino que se «supervisen». Y tras los últimos borradores de la unión bancaria, en el momento de editar este libro a finales de 2013, lo que ahora se prevén son rescates bancarios y recapitalizaciones bancarias —a diferencia de la «era previa a 2008»— con fondos recaudados. Doblemente incluso: una vez se hará con fondos recaudados de los Estados de origen de los bancos gigantescos insolventes; y de no ser suficiente, además con fondos recaudados de todos los demás Estados miembros a través del MEDE (Mecanismo Europeo de Estabilidad). Aleccionador: después de la primera oleada de rescates bancarios que siguieron la estela de Lehman Brothers corrió la voz como un mantra de que nunca más podía permitirse un rescate bancario con fondos recaudados. Cinco años después, el derecho europeo prevé la responsabilidad legal de los contribuyentes para con los bancos sistémicos insolventes. El «presidente del Eurogrupo», Jeroen Dijsselbloem, lo explica así: «Si un banco quiere inyectar capital directamente del MEDE, debe cumplir con toda una serie de condiciones muy duras. Una de las condiciones dice: el banco tiene que haber informado antes de las pérdidas a sus accionistas, así como a todos los acreedores».184 Lo grotesco de esta afirmación es insuperable: en una economía de mercado (verdaderamente) liberal los propietarios (accionistas) y acreedores asumen la totalidad de las pérdidas en caso de insolvencia. En 2009 se prometió por lo más sagrado que tras haber noqueado la economía de mercado en forma de rescate bancario estatal, ésta se restauraría enseguida. Pues bien, «informar» a los propietarios y acreedores de las pérdidas para futuros rescates bancarios estatales se considera «una condición muy dura». La UE lleva a cabo con ella un abandono consciente de la economía de mercado y funda un oligocapitalismo estatal como modelo económico oficial. De manera análoga, en el futuro podría considerarse «una condición muy dura» para las modificaciones constitucionales a través de los gobiernos que éstos tuvieran que escuchar antes a la población, en lugar de confiarle la decisión. La reinterpretación de todos los valores está en marcha.


    El cuadro será más «coherente» cuando leamos que Lucas Zeise ha dicho que el plan para la unión bancaria sale de la misma persona y lobby que también asume la responsabilidad del mercado financiero único: Josef Ackermann y el Instituto Internacional de Finanzas (IIF).185 Una vez más, la UE no ha demostrado ser un proyecto de sus ciudadanos o como mínimo en favor de éstos, sino una palanca política de la industria monetaria. Así llega Zeise a la resignada conclusión de que «los intereses de los personajes decisivos de nuestra sociedad son tales que en este momento no es posible una regulación efectiva del sector financiero».186 Predemocracia. Ya va siendo hora, pues, de que el pueblo soberano sostenga en la mano una palanca mejor que la votación de un partido cada cuatro o cinco años. Ya es hora de que haya asambleas monetarias y económicas populares.


    


    Supervisión financiera de la UE con ímpetu


    


    Cuando a una supervisión financiera de la UE, contundente y que funcione bien, se le dota de competencias lógicas, no desde la perspectiva de Josef Ackermann y de las confederaciones bancarias sistémicas, sino desde la perspectiva del juicio crítico y el sentido común, entonces se imponen, por así decirlo, los siguientes cometidos:


    


    a) Fragmentación de bancos sistémicos


    b) Cierre o regulación severa de los bancos fantasma


    c) Examen de autorización de comercialización para nuevos productos financieros


    d) Establecimiento de unos criterios para balances y capital propio


    e) Normas para fondos y sociedades de valores


    


    a) Fragmentación de bancos sistémicos


    


    Esta cuestión ya se ha tratado (véase pág. 141). La supervisión financiera de la UE podría ser la institución adecuada para fragmentar los bancos. Especialmente, el gobierno federal se opone a una supervisión contundente del BCE, para proteger al Deutsche Bank y también al Commerzbank. Mejor que el tándem Schäuble-Merkel para resolver esta cuestión sería preguntarle al pueblo soberano. Éste probablemente se compadezca menos de los campeones nacionales como los líderes de los gobiernos estrechamente vinculados. Seguro que se puede seguir debatiendo sobre el umbral, pero los 30.000 millones salen de la propia UE: al parecer los bancos grandes son tan «sistémicos» que una supervisión nacional ya no es suficiente para ellos.


    Para no dar a los bancos fragmentados de la UE ninguna desventaja competitiva frente a los bancos extranjeros más grandes, habría que proteger el mercado interior de los bancos más grandes de fuera de la UE. Lo que es una regulación legítima no discriminatoria comparable a la normativa del medio ambiente, la laboral o fiscal, que rigen para todas las empresas de la UE o de fuera de ella que operan en el mercado interior.


    Suele objetarse a esta propuesta que Estados Unidos podría reaccionar a esta medida «proteccionista» con represalias y un «contraproteccionismo». Por un lado, eso no es seguro. Cabe esperar, si el gobierno estadounidense castiga por ello a los ciudadanos de la UE, que a los bancos estadounidenses de la UE no se les den mayores libertades que a los bancos de casa. A lo mejor hasta se produce el efecto inverso: la confianza de los ciudadanos de la UE en sí mismos hace que el gobierno estadounidense o —más deseable aún— sus ciudadanos se reafirmen en hacer lo mismo que la UE y desmenucen los bancos. La práctica de liquidación que ha habido hasta ahora habla en favor de ello: mientras que hasta diciembre de 2013 apenas se cerraron cuarenta bancos en la UE, en Estados Unidos fueron 488.187 Y no hay constancia de sondeo alguno, entre los ciudadanos estadounidenses, en que hubiera fans entusiastas de J.P. Morgan, del Bank of America o Citigroup. Sea como sea, una posible susceptibilidad de un socio comercial no puede ser impedimento para que la UE regule su mercado interno para satisfacer los valores y prioridades de sus ciudadanos. La democracia va antes que los intereses comerciales.


    No obstante, analicemos a fondo el «peor de los casos»: Estados Unidos reacciona con vehemencia y cierra el mercado estadounidense a los bancos de la UE. ¿Sería eso el fin del mundo? Difícilmente: si la entrada de los bancos estadounidenses en el mercado interno europeo ha supuesto pocas mejoras en los servicios financieros y las operaciones bancarias —más bien todo lo contrario—, poco necesario es que el abastecimiento primordial de servicios bancarios y financieros a la población estadounidense lo lleven a cabo bancos de la UE en suelo estadounidense. Y, en ese caso, entonces nadie tiene que privar a Estados Unidos del derecho de negarse libremente este disfrute.


    Por consiguiente, la UE debería revisar el Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios de la OMC, que regula la libre circulación de servicios financieros. Es cierto que lo ratificaron internacionalmente los parlamentos, pero los pueblos no serían soberanos si no pudiesen enmendar las decisiones de sus representantes. Pensándolo bien, los pueblos soberanos legítimos podrían poco a poco transformar la globalización injusta en beneficio de los consorcios de gobiernos y parlamentos en una globalización de las personas y sus valores. El primer paso en esa dirección, la restricción del tamaño y poder de los consorcios, sería un momento estelar de la democracia.


    Si la UE es el primer espacio económico en atreverse a limitar el tamaño de los bancos, también otras democracias encontrarán el valor para dar este paso. La libertad del primer pueblo soberano impulsará la libertad del siguiente.


    


    b) Cierre o regulación de la actividad de los bancos fantasma


    


    Según las estimaciones del Consejo de Estabilidad Financiera (FSB, por sus siglas en inglés), un cuarto de todas las operaciones financieras de todo el mundo se realizan «en la sombra», fuera de los balances bancarios. Hablamos de diversas empresas financieras como fondos de inversión inmobiliaria, fondos de cobertura y fondos de capital riesgo, así como de «vehículos» como «conduits» o «vehículos de propósito especial» (SPV, por sus siglas en inglés), cuyo «propósito especial» consiste, por ejemplo, en comprar enormes paquetes crediticios a los bancos a los que pertenecen. El FSB define los bancos fantasma como «un sistema de intermediación crediticia en el que participan empresas y actividades fuera del sistema bancario regular».188 En Estados Unidos, la parte de las operaciones bancarias que se lleva a cabo en la sombra se considera tan grande como aquella que está a la luz. De los veinticuatro países industrializados estudiados, el promedio de negocio de los bancos fantasma es la mitad del total de todos los activos bancarios. Los «líderes del sector» de los bancos fantasma con mayor negocio opaco en relación con su rendimiento económico son Hong Kong (520 por ciento), los Países Bajos (490 por ciento), Gran Bretaña (370 por ciento), Singapur (260 por ciento) y Suiza (210 por ciento). A escala mundial, el negocio de los bancos fantasma alcanzó en 2011 un nuevo récord de 67 billones de euros, igualando así el rendimiento económico. Diez años antes, el volumen estaba aún en los 26 billones de euros.189 Durante los primeros cinco años de la crisis aquí no funcionó ningún tipo de regulación. Me pregunto si la falta de voluntad de los bancos de supervisar y regular puede ser más ilustrativa que a través del hecho de que las normas de los balances vigentes para las entidades de crédito ni siquiera prescriban que todas sus actividades deberían incorporarse en el balance.


    Desde el «descuido» de la supervisión financiera de la UE en el momento de constituir el mercado financiero único, pasando por la falta de límites de expansión para bancos, el rescate estatal de instituciones sistémicas y la responsabilidad de los contribuyentes estipulada por ley sobre los superbancos, hasta la normativa superlaxa para el capital propio y los balances: parece que sean las instituciones financieras —políticamente— sistémicas las que estipulen las leyes; de lo contrario, no podría pasar una cosa así. Ningún legislador sensato con cabeza y corazón sería capaz de asumir la responsabilidad de que la mitad de las operaciones bancarias no estuvieran siquiera incluidas en el balance. Hay que impedirle a toda costa que emplee su sentido común, su inteligencia y su conciencia, que haga lo adecuado y correcto y que en lugar de eso mantenga este gigantesco mercado bancario negro dentro de la legalidad. A Heini Staudinger, fabricante de zapatos del Waldviertel (Baja Austria), lo persigue la supervisión del mercado financiero austríaco, porque financia sus inversiones fotovoltaicas con créditos de los clientes, que rondan los 3 millones de euros.190 En este momento, el Consejo de Estabilidad Financiera «investiga» 67 billones en la sombra. En la UE, desde 2011, los fondos de cobertura tienen la obligación de registrarse de acuerdo con la AIFM, la Directiva de Regulación de Gestores de Fondos Alternativos de Inversión a partir de un volumen de 100 millones de euros; los fondos de capital riesgo sólo a partir de una acumulación de capital de 500 millones de euros. Aquí las proporciones están completamente alteradas.


    Tras modificar la normativa de los balances, una supervisión contundente debería cerrar todas las operaciones bancarias fuera de balance y aplicar duras sanciones o retirar la licencia a los bancos que hacen negocios que no se reflejan en el balance.


    También podríamos decir que los experimentos especialmente peligrosos de la industria química no entran dentro del ámbito de la ley de productos químicos, porque... bueno, ¡el motivo no es fácil de explicar! O que los ingresos de determinadas actividades económicas no deberían declararse a hacienda...


    No quiero ser injusto: se observa un ligerísimo movimiento en el tema. En abril de 2012, la Comisión Europea publicó un «Libro Verde» de los bancos fantasma, en cualquier caso cinco años después de Lehman Brothers. No obstante, es muy comprensivo con ellos: «Los bancos fantasma tienen importantes funciones dentro del sistema financiero [...]. El negocio de los bancos fantasma puede desempeñar un papel útil dentro del sistema financiero».191 El Foro de Estabilidad Financiera del G20 está aún investigando y recogiendo datos, sin prisa ni curiosidad: en el área donde ni mucho menos se habría vulnerado la esfera privada, sino que habría sido sumamente necesario, las autoridades miran para otro lado. Sea como sea, las primeras regulaciones están previstas para 2015. ¡Estamos muertos de nervios!


    


    c) Obligación de autorizar los productos financieros


    


    Para contener los riesgos de la colectividad puede restringirse la libertad económica. Esto es así en todas partes. Por ejemplo, las empresas farmacéuticas no pueden simplemente sacar al mercado y promocionar nuevos medicamentos. En la UE, los productos químicos nuevos pasan por un proceso de registro, evaluación, autorización y restricción antes de ponerse en circulación (REACH).192 Todos los coches tienen que pasar la ITV no sólo antes de ser lanzados a las carreteras, sino regularmente incluso. Los productos peligrosos con riesgo de muerte como las armas se someten, además, a un examen de capacitación personal. Sólo —y precisamente— las «armas financieras de destrucción masiva» carecen de toda regulación. Los productos financieros nuevos no deben reunir criterios de estabilidad del sistema ni requisitos éticos ni de ninguna clase. Esto es tan absurdo como si el legislador confiase en que sólo se fabricarán armas «útiles» y se emplearán «de forma responsable», y por eso prescindiese de cualquier regulación. Por lo general, la gente no sale directamente perjudicada con las armas financieras,193 en cambio, sí de forma indirecta y en una proporción mucho mayor. Un ejemplo sencillo es la especulación con los precios en alza de los alimentos, que pueden conducir al aumento del hambre.194 Otro ejemplo son los derivados crediticios inmobiliarios: ¿tiene sentido que un banco hipotecario que ha concedido un crédito inmobiliario venda éste a un banco de inversiones que vincula muchos créditos de diversa solvencia a una ODC (obligación de deuda colateralizada), deje que una agencia de calificación la «califique» para a continuación venderla a inversores que no conocen de nada a las personas que han contraído el crédito y por tanto no pueden ni mucho menos valorar su «solvencia»? Para ello dependen de la calificación de las agencias de rating, y aquí ocurre más de lo mismo: los prestatarios no conocen a los empleados de estas agencias y, por consiguiente, ¡tampoco pueden valorar el riesgo! ¿Tiene eso sentido? Como hemos visto, estos derivados han ocasionado tremendos daños humanos y para la economía nacional, porque se ha perdido toda lógica económica y comercial, toda responsabilidad profesional y todo sentido de la responsabilidad y la compasión en este sistema de la «irresponsabilidad estructural».195 Este sistema está compuesto por el banco hipotecario (asumir un riesgo y vender), el banco de inversiones (potenciar riesgos), la agencia de calificación (clasificar erróneamente el riesgo extraviando así millones), intermediarios (fondos públicos o bancos, que asesoran mal a los municipios), inversores (compra voraz de productos, cuyo riesgo no pueden en absoluto valorar) y los saneadores (contribuyentes). A veces en la cadena de rentabilidad también hay un fondo de cobertura que sabe que la inversión irá mal, apuesta a la caída de la cotización y se hace de oro a costa de los últimos inversores.


    Una supervisión del mercado financiero, que comporte un «sistema de la responsabilidad», sencillamente no autorizaría la salida al mercado de semejantes derivados. Responsabilidad podría significar que el banco hipotecario deba incluir el crédito inmobiliario en la propia contabilidad, porque a) es él el que ha generado el riesgo, y b) es el que mejor puede valorarlo. Al fin y al cabo, así se ganan el pan. En este caso procederá con la debida cautela para la concesión de crédito y la probabilidad de formación de burbujas caerá más o menos a cero. El legislador de la UE se dedicó al tema después de 2008, pero también en esto ha demostrado abrumadoramente su fracaso. La directiva de la UE previó que el 95 por ciento de los créditos podían seguir vendiéndose.196 La colección de aparentes regulaciones adquiere una nueva directiva. También este ejemplo habla en favor de un voto directo del pueblo soberano. Éste podría encomendar una supervisión financiera de la UE dotada de amplias funciones, examinar y evaluar nuevos productos financieros y sólo autorizarlos superada la evaluación de riesgo sistémico. Esto exige una serie de organizaciones y expertos, desde Attac hasta Wilfried Stadler.197


    Análogamente al cierre de bancos hipertróficos, una supervisión financiera de la UE de aplicación contundente puede prohibir el acceso al mercado interior comunitario de productos financieros de terceros países que no estén autorizados a entrar en la UE. La libre circulación de capitales no es ningún fin en sí mismo, ni sagrado en absoluto. Es un instrumento de la política económica, a cuyos objetivos sirve, como por ejemplo la estabilidad financiera. La importación de activos tóxicos supone un tremendo peligro para la estabilidad financiera, por tanto, la circulación de capitales debe poder restringirse de forma selectiva. En el sistema de Bretton Woods, esto era de sentido común; también en el seno de la CEE «el período de finales de los años sesenta y comienzos de los setenta se caracterizó por el incremento de los controles de circulación de capitales a través de los países miembros», escribe Jörg Huffschmid. «Los controles de circulación de capitales han contribuido a proteger la construcción de la posguerra de países específicos de los movimientos de capital perturbadores.»198 Hasta los años noventa no se aplicó la doctrina de la libre circulación indiscriminada de capitales. Sin embargo, la lógica de la discriminación selectiva de la cooperación con terceros países también funciona en otros ámbitos de la política. Así pues, la UE, por ejemplo, coopera básicamente con Estados Unidos en la extradición de delincuentes.199 Pero cuando Estados Unidos no respeta e infringe los valores fundamentales que tienen validez en la UE —como cuando los extraditados están bajo la amenaza de pena de muerte o un juicio injusto, por ejemplo ante un tribunal militar—, no hay extradición. Esto es una limitación selectiva y concreta de la cooperación en materia policial. De la misma manera, la libre circulación de capitales debería estar condicionada y tener restricciones a consecuencia del no cumplimiento de esas condiciones. En este momento, el Tratado de Lisboa de la UE determina con carácter apodíctico que están «prohibidas todas las restricciones de circulación de capitales entre los Estados miembros, así como entre los Estados miembros y terceros países».200 Sólo se permiten excepciones cuando «los movimientos de capital hacia o desde terceros países, en condiciones excepcionales, perturba o amenaza con perturbar seriamente el funcionamiento de la unión económica y monetaria», e incluso en ese caso únicamente «durante un plazo de validez de máximo seis meses». Según el Tratado de Lisboa, la prohibición duradera de importar «armas financieras de destrucción masiva» es ilegal. Ya es hora de que los ciudadanos de los Estados miembros de la UE acuerden una base más sensata para el tratado que les ofrezca mayor libertad de actuación en política monetaria, financiera, fiscal y comercial. Las asambleas monetarias populares son una buena oportunidad para dar a conocer y enmendar los puntos flacos y contenidos poco democráticos de los actuales tratados de la UE.


    


    d) Requisitos más estrictos de capital propio


    


    El tema del capital propio es uno de los pocos que recibe una atención mediática relativamente amplia, sobre todo porque los rescates bancarios han consistido en general en «recapitalizaciones» de los «infracapitalizados», es decir, entidades financieras dotadas de un capital propio demasiado exiguo. En cuanto al contenido, la cuestión es de cuánta riqueza financiera (capital propio) debe disponer un banco en relación con su negocio activo. El capital propio se halla en el pasivo del balance bancario, las deudas, porque se trata de una exigencia de los propietarios hacia el banco. Hay tres cosas inquietantes en el actual reglamento, la revisión de los últimos años inclusive.


    


    1. Por un lado, no está claro qué valen realmente los activos. En pocas palabras, hay dos enfoques de evaluación posible: el principio conservador del valor mínimo según el código de comercio 201 y el método «mark-to-market» más moderno. Según este último, el valor actual de un activo en el mercado, por ejemplo un título, se tiene en cuenta para el cálculo patrimonial. Es fácil deducir que este principio lleva a unas fuertes fluctuaciones del capital y con ello del capital propio del banco, porque en tiempos de mercados financieros turbulentos los precios de los bienes (precios de los activos) se someten a fuertes revalorizaciones y devaluaciones, lo que conduce a un capital propio de cantidad variable. Wilfried Stadler describe de la siguiente forma el problema: «Los incrementos del valor de tasación vinculados al mercado provocaron aparentes subidas de las partidas de capital propio. Esto facilitó un mayor margen de endeudamiento en las habituales relaciones de los propios medios con los balances generales, sin que hubiera incrementos reales de activos. En un movimiento de mercado largo y procíclico se llegó —comparado con el capital propio auténtico y responsable— a unos aumentos excesivos de apalancamiento y a la formación de peligrosas burbujas de deuda. La hinchazón de los balances generales frente a un respaldo cada vez más escaso de capital propio real condujo durante la crisis a un consumo de recursos propios aún más fuerte».202 De equilibrarse de acuerdo con el principio conservador del valor mínimo, los bancos ya no podrían conceder créditos durante el boom, únicamente porque la cotización de los títulos que tienen ha subido.


    2. Los reglamentos de Basilea II y III, que en la UE se han materializado con la Directiva Sobre Requisitos de Capital Propio I-IV, ordenan que las diversas posiciones de activos estén respaldadas por capital propio de importe variable en función del riesgo: los activos clasificados como los menos peligrosos, por ejemplo, los títulos calificados con AAA, deben estar respaldados por menos capital, los créditos a las pequeñas y medianas empresas y los títulos peor valorados por más capital propio. El problema que nos encontramos es que las calificaciones son de todo menos fiables, pero conducen a requisitos de capital propios muy diversos. Así, por ejemplo, el Deutsche Bank tenía en 2009 una tasa de capital propio conforme a la directiva del 10,9 por ciento, mientras que el capital propio comparado con el negocio activo apenas llegaba al 1,8 por ciento.203 A finales de 2011, los valores ascendieron al 14 por ciento y al 2,5 por ciento. Este último era sólo del 2,1 por ciento a finales de 2013.204 Lehman Brothers cayó en bancarrota con una tasa de capital propio conforme a Basilea del 11 por ciento...205 Ante esta discrepancia entre las tasas de capital propio «oficiales» (riesgo ponderado) y reales (proporcionales), suena poco tranquilizador cuando el Bundesbank analizaba la situación a fines de 2013: «Los resultados hasta la fecha de estos nuevos requisitos pueden medirse muy claramente con datos numéricos: así pues, desde la quiebra de Lehman, por ejemplo, la tasa del capital principal de los doce mayores bancos alemanes que operan internacionalmente ha subido del 8,7 por ciento al 15,3 por ciento».206 Por el contrario, la tasa de capital propio relevante no ponderado en el balance de importantes institutos alemanes a mediados de 2011 estaba y está como antes, principalmente por debajo del 2 por ciento», dice Helge Peukert.207 Las ponderaciones de riesgo son muy peligrosas, porque los riesgos a) cambian y b) no pueden ser valorados ni mucho menos de manera fiable, lo que sugiere el método actual. Un punto débil famoso son los bonos del Estado: se consideran a prueba de caída y, por tanto, no deben estar en absoluto respaldados por capital propio, a pesar de que históricamente se han producido bancarrotas nacionales con tremenda frecuencia, en Alemania y Francia ocho veces cada uno, en Austria siete veces, en Grecia cinco veces y en España trece veces.208 En 2012 se produjo en Grecia el primer recorte de deuda (y con ello la caída de los bonos del Estado) dentro de la Eurozona. Seguramente, no fue más que el primero.209


    3. De ahí que diversos expertos como, por ejemplo, Martin Hellwig, Anat Admati, Wilfried Stadler o Helge Peukert, reivindiquen que únicamente debería tener validez la tasa de capital propio que «pueda entrar en balance». De hecho, por primera vez Basilea III prevé además de las tasas de capital propio de riesgo ponderado de un escaso 7 por ciento, una tasa de capital propio mínimo real del 3 por ciento a partir de 2018, que se medirá según el negocio activo total —no ponderado— («coeficiente de apalancamiento»). Has leído bien: ¡3 por ciento! Asimismo, tras la transposición completa de Basilea III en el año 2019, lo que ya es demasiado tarde, para evitar más crisis los bancos podrán financiar hasta el 97 por ciento de su negocio activo mediante deuda. Para un capital propio del 3 por ciento del volumen del balance es suficiente una depreciación de los activos del 3 por ciento para gastar todo el capital propio, ningún cortafuegos real contra la siguiente crisis. «Que Basilea fuera tan débil fue el resultado de una intensa campaña de presión de los bancos contra cualquier intensificación considerable de regulación. Esta campaña ha durado hasta ahora», escriben Admati y Hellwig.210 En el siglo XIX, cuando los propietarios aún asumían totalmente las pérdidas de los bancos, no eran inusuales unas tasas de capital propio del 40 al 50 por ciento. Alrededor de 1900 en muchos países aún se situaban entre el 20 y el 30 por ciento, antes de que empezase el prolongado descenso.211 Por eso, no pocos autores abogan por unas tasas de capital propio claramente más elevadas que en Basilea III. El execonomista jefe del Fondo Monetario Internacional, Simon Johnson, propone de un 15 a un 25 por ciento; Eugene Fama, teórico del mercado financiero, directamente un 25 por ciento.212 Martin Hellwig y Anat Admati aconsejan entre un 20 y un 30 por ciento, y llenan un libro entero con argumentos en su favor.213 Helge Peukert, de la Universidad de Erfurt, aboga en el artículo «Post-bail-out-Finanzsystem» por un «capital propio principal no ponderado dentro del balance» del 30 por ciento.214 El exconsejero delegado del Investkredit, Wilfried Stadler, considera que «más del 10 por ciento de capital propio en el balance general no ponderado» es suficiente.215 Mientras que semejantes cantidades resultan utópicas para los fantoches financieros sistémicos —a finales de 2013, los grandes bancos estadounidenses se situaron en un 4,3 por ciento y el resto del mundo en un 3,9 por ciento—,216 los bancos cooperativos locales casi siempre hacen realidad estas ideas. En Austria no son ninguna rareza unas tasas de capital propio de entre un 15 y un 30 por ciento en el sector primario de la Federación Raiffeisen-Volksbanken. Que algo más es posible también en los grandes lo demuestra Suiza: para que en el futuro los contribuyentes no tengan que volver a asumir involuntariamente obligaciones como propietarios, el UBS y el Credit Suisse, los dos gigantes de las finanzas, en adelante tienen que disponer del 19 por ciento. También en Dinamarca, a partir de 2015, se aplicarán a los grandes bancos tasas de capital propio mínimo del 11 al 13,5 por ciento, en función del grado de relevancia sistémica.217


    Para fortalecer la estabilidad del sistema y minimizar el peligro de una reacción en cadena, una supervisión financiera de la UE podría prescribir a) la vuelta al principio del valor mínimo, b) la obligación de ponderar el riesgo de una cobertura obligatoria de capital propio, así como c) ordenar tasas de capital propio principal de entre el 20 y el 30 por ciento. Esto cortaría las orgías de reparto de beneficios de los bancos durante un largo período; y, como se ha argumentado anteriormente, en opinión del autor, los bancos no deberían existir para repartir beneficios. Después de tantos años de inestabilidad, de crisis continuada y de récord de dividendos, ahora es el turno de la seguridad y estabilidad del sistema. Así lo ven también Admati y Hellwig: «Los repartos de beneficios son un recurso con el que los bancos incrementan su endeudamiento [...]. El objetivo principal de la regulación y supervisión bancaria debe ser defender la seguridad y la solidez del sistema financiero en aras del interés público».218


    


    e) Proceso de autorización para fondos


    


    Se presta especial atención a una pequeña parte, en lo que a volumen se refiere, del sistema de los bancos fantasma: los fondos de capital riesgo y los fondos de cobertura. En los últimos años, ambos tipos de fondos han generado mucho revuelo y debate. Los fondos de cobertura están especializados en la gestión del patrimonio de personas muy ricas, que, por un lado, pueden permitirse un riesgo más elevado como ahorradores de rentas, pero, por otro, en el promedio a largo plazo obtienen unos réditos muy por encima de la media. De 1994 a 2007 fueron el 11,1 por ciento anual neto de comisiones.219 Los pequeños inversores únicamente ven semejantes réditos en sueños. Los fondos de cobertura ofrecen un crecimiento más rápido del patrimonio de aquellos que de todos modos ya están entre los más ricos y tienen más de lo que necesitan que del patrimonio de todos los demás. Por este «rendimiento», los gestores de fondos de cobertura ganan los salarios más altos del mundo entero. En 2009, los veinticinco gestores de fondos de cobertura más exitosos ganaron en total 25.300 millones de dólares estadounidenses.220 El mayor sueldo jamás recibido lo cobró John Paulson en 2010: la impresionante cifra de 5.000 millones de dólares estadounidenses.221


    Las estrategias de los fondos de cobertura son en parte muy sospechosas, pueden especular con precios al alza de materias primas, con quiebras empresariales y hasta nacionales, basándose en información fidedigna contra el mercado, o con derivados complejos y de riesgo sistémico. Las críticas a las prácticas y la influencia de los fondos de cobertura se minimizan una y otra vez como si nada, haciendo referencia a su volumen relativamente pequeño de sólo en torno a los 2 billones de dólares estadounidenses. Pero esto es únicamente el capital acumulado. Con los créditos y los derivados, los fondos de cobertura mueven volúmenes bastante mayores. El ejemplo más ilustrativo de ello es el ya expuesto del LTCM, que con menos de 5.000 millones de dólares estadounidenses de capital propio contrajo créditos bancarios por valor de 125.000 millones y aceptó posiciones de derivados por valor de 1,25 billones de dólares estadounidenses.222


    Por la presión de la opinión pública y tras la insistencia durante años del Parlamento Europeo a la Comisión Europea para intervenir en la regulación —el monopolio de iniciativas legislativas está en manos de la comisión—, ésta reaccionó con una vergonzosa propuesta de directiva. La Directiva AIFM (Regulación de Gestores de Fondos de Inversión Alternativos) regula en primer lugar, como su nombre indica, no «fondos de inversión alternativos», sino a sus gestores. La directiva es otro producto más de regulación aparente para dar la impresión a la población de la UE de que se regularán «todos los mercados, productos y actores», como el G20 anunció en su primera cumbre tras el crac de 2008.223 Pero hay un elemento de la directiva más flojo que el otro:


    


    — Cuando se autoriza a un gestor en un país de la UE, también puede actuar en todos los demás fondos de los Estados miembros de la UE. Se vislumbra un acceso fácil para Gran Bretaña y los autorizados podrán operar en toda la UE.


    — No están incluidos los gestores que no sean de los Estados de la UE. Así pues, los fondos carentes de toda regulación también pueden acceder al mercado de la UE.


    — Los fondos con un volumen de hasta 100 millones de euros están exentos de regulación; si no contraen ningún crédito, hasta los 500 millones de euros no se regularán.


    — Hasta un volumen de fondos de 250 millones de euros se prescriben unos recursos propios de 300.000 euros o aproximadamente el 0,1 por ciento: ¡los reguladores se han superado a sí mismos!


    — No se prevén restricciones de las retribuciones de los gestores.224


    


    Estos elementos ya constituyen de por sí una lista considerable de medidas no reguladoras. Sin embargo, los principales puntos débiles de la directiva están en que los propios fondos apenas se regulan, y de este modo no se abordan los problemas importantes. Una regulación efectiva de los fondos podría incluir las siguientes medidas:


    


    — prohibición de adquirir créditos: «apalancamiento» cero o inversiones y negocios sólo con capital propio; entonces no se necesita ninguna tasa mínima de capital propio;


    — transparencia total de su estructura propietaria, gestión y participación íntegra;


    — prohibición de adquisiciones hostiles de empresas;


    — tributación homogénea de todos los fondos; los rendimientos del capital deben gravarse más que los salarios; para los fondos que no sean de la UE: declaración obligatoria de todos los datos relevantes a efectos de impuestos, tal como se expondrá en el capítulo 10;


    — restricción de gratificaciones: por ejemplo, máximo un 50 por ciento del salario fijo; y no por un buen rendimiento financiero, sino por un buen rendimiento ético.


    


    Con estas regulaciones los fondos se seguirían moviendo dentro del antiguo paradigma de una economía de mercado capitalista. En el próximo capítulo se propondrá el fin de toda renta del capital, con lo que la lógica de los fondos cambiaría radicalmente: ya no ejercerían una presión monetaria de réditos, sino que apoyarían a las economías sensatas y aspirarían a unos réditos éticos. Las gratificaciones se vincularían a índices éticos, y los fondos de los clientes se revalorizarían según criterios de sentido, utilidad y ética.


    


    Supervisión financiera global


    


    Por estricta lógica hay dos constelaciones sensatas en que podrían ordenarse políticamente las operaciones financieras y su supervisión:


    


    — Opción 1: se crean mercados internacionales como en la actualidad mediante una serie de acuerdos internacionales: desde el Tratado de la UE (libre circulación de capitales en todos los terceros países), pasando por el AGCS, el acuerdo de prestaciones de servicios de la OMC (Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios) más su acuerdo especial de servicios financieros, hasta el TTIP actual, en plena negociación. En esta opción 1, lógicamente se necesitan una regulación y supervisión globales de estas operaciones. Los mercados sin reglas ni supervisión no funcionan y son perjudiciales.


    — Opción 2: no se crean mercados internacionales y, en consecuencia, tampoco se necesita ninguna regulación, supervisión ni controles globales; las reglas e instituciones nacionales y, por ejemplo, de escala europea son suficientes para los mercados nacionales o continentales.


    


    Ambas variantes son concluyentes y justificables. Sin embargo, en este momento hay una flagrante contradicción entre los mercados globalizados por un lado (opción 1) y la absoluta ausencia de regulación y supervisión global por el otro (opción 2). Las libertades económicas y los mercados globales no hacen frente a ningún tipo de control: es un desequilibrio inaceptable. Tampoco la crisis de 2008 ha cambiado hasta la fecha nada al respecto. Lo que debería hacerse ahora, como mínimo, es una ampliación de los órganos de supervisión de la UE mediante instituciones globales de competencia similar. Pero, como hemos visto, las élites políticas se niegan a aplicar esta coherencia mínima. Sólo están dispuestos a recuperar los órganos de supervisión de la UE y con reticencias, dejadez y dientes de leche.


    Por eso en la situación actual sólo los pueblos soberanos podrían obligar a sus gobiernos a levantar una estructura de regulación y supervisión globales. Pero si vamos por la senda de la democracia directa, los ciudadanos también deberían poder elegir entre las dos opciones básicas: que se siga por la senda de la globalización y se desarrollen órganos de regulación global (variante 1), o se anule la globalización de los mercados financieros y se interrumpa la negociación del TTIP (variante 2). Estas alternativas son, al menos para el ámbito europeo, tan convincentes que la Deutsche Bank Research las pone por escrito: «Como ha podido observarse “las instituciones financieras viven a nivel global y mueren a nivel nacional”. Por consiguiente, estamos ante la disyuntiva de mantener un mercado financiero europeo único y crear un marco de supervisión correspondiente a nivel europeo, o permitir la refragmentación de los mercados financieros europeos».225


    De ahí que en un procedimiento puramente democrático habría que preguntar a los ciudadanos si se decantan por una variedad de globalización total o en contra de los mercados financieros globales. En el segundo caso hay que rescindir los tratados de la OMC, que los parlamentos han acordado sin la aprobación de los pueblos soberanos. En caso de que se decidan por la senda de los mercados financieros internacionales, los gobiernos están obligados a crear órganos de supervisión global. Para esto ya hay propuestas muy concretas. El grupo de trabajo ya mencionado de diecisiete personas encabezado por Joseph Stiglitz,226 por encargo de la Asamblea General de las Naciones Unidas, ha confeccionado una extensa lista de regulaciones para el sistema financiero global, del que en realidad la mayoría de los gobiernos ni siquiera se han dado por enterados. Entre las propuestas se halla una serie de nuevas instituciones internacionales sobre la base de las mismas consideraciones que se han hecho aquí:


    


    — Para la coordinación de la política económica de los Estados miembros de las Naciones Unidas, los autores proponen un Consejo Económico de las Naciones Unidas (Global Economic Coordination Council, GECC) que debe velar por la coherencia de los objetivos y medidas políticas de la comunidad estatal. Como primer paso podría crearse un comité internacional de expertos siguiendo el ejemplo del Panel Intergubernamental sobre el Cambio Climático (IPCC) de las Naciones Unidas y advertir con antelación de los riesgos sistémicos globales de índole económica, social y ecológica. (Un cometido en el que el Fondo Monetario Internacional ha fracasado estrepitosamente.) A largo plazo, el GECC tiene que equipararse con el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas y la Asamblea General, y recibir un mandato sobre el Fondo Monetario Internacional y el Banco Mundial, así como integrar a la OMC, la Organización Mundial del Comercio, que se fundó fuera del sistema de las Naciones Unidas, formalmente dentro de éste. Vengo haciendo esta propuesta desde 2006227 y ahora encuentro un apoyo prominente.


    — Luego, el informe propone la institución de una autoridad financiera mundial (Global Financial Authority). Ésta debe coordinar diversas diligencias reguladoras y estar dotada de competencias propias, por ejemplo, para la lucha contra la evasión fiscal y el blanqueo de dinero.228 Podría absorber tanto al Comité de Basilea (reglas del capital propio) y los IARS (normas para los balances), como al Consejo de Estabilidad Financiera (FSB por sus siglas en inglés), que hasta la fecha no ha demostrado resultados convincentes. De este modo también se volverían a suprimir algunas instituciones débilmente legitimadas e ineficaces.


    — En tercer lugar se habla de un Pacto Fiscal Internacional (International Tax Compact), que por un lado debe luchar contra las prácticas fiscales dañinas y la competencia fiscal y por el otro ayudar a los países pobres a crear un sistema fiscal efectivo para mejorar su hacienda pública y servicios públicos.229 También podría impulsar la implantación del unitary taxation (impuesto único) para consorcios, del que se hablará en el capítulo 10.


    — Por último, como continuidad del frustrado sistema de Bretton Woods de 1971, se propone un nuevo orden monetario mundial con una moneda de reserva global (Global Reserve Currency), un banco de reservas mundial (Global Reserve Bank) y una unión marco global de reservas (Global Reserve Union). Me centraré en este tema en el capítulo 11.


    


    No son pocos órganos de supervisión y regulación. Los autores lo reconocen: «Aunque entendemos las inquietudes por el aumento de las instituciones internacionales y el titubeo a la hora de establecer nuevos órganos, la necesidad de un GECC es apremiante», argumentan.230 Yo coincido con los expertos: es precisamente la globalización de los mercados la que hace necesaria la fundación de instituciones internacionales. La «globalización» no sólo comprende libertades económicas en mercados nuevos, sino también nuevas instituciones para supervisar y regular estos mercados, ése es el tema. Además, en contrapartida, como se ha propuesto, a algunos foros inefectivos y débilmente legitimados se les podría quitar democráticamente el mandato. Lo que, tras todos los fracasos de regulación y numerosas regulaciones aparentes de los últimos años, me incita a hablar de limpieza institucional.


    Desde el punto de vista estratégico, para llevar a la práctica las propuestas de la comisión Stiglitz, igual que otros acuerdos internacionales, no sería en absoluto preciso esperar a la participación de todos los Estados. Cada pueblo soberano necesitaría únicamente dotar a su representación de un claro mandato de actuación. Si la UE tomara la iniciativa, enseguida se sumarían un montón de Estados más, pues la experiencia ha demostrado que la UE junto con Estados Unidos bloquean la evolución del sistema de las Naciones Unidas a efectos de los objetivos de la humanidad. Además, el ejemplo del mandato directo de los gobiernos a través de sus ciudadanos probablemente crease escuela: si los pueblos soberanos de algunas democracias consiguen encomendar a sus representantes la cocreación de una autoridad financiera mundial y el cierre de un pacto de justicia tributaria, a lo mejor de repente también querrán eso mismo los ciudadanos de otros Estados, que en este momento no disponen de los derechos democráticos necesarios para ello o hasta la fecha no se han permitido siquiera pensar en semejante paso. Sería el preludio de una globalización más democrática.


    


    8. DERIVADOS: CERRAR EL CASINO


    
      


      Si queremos fomentar la innovación financiera, no podemos fijar ningún reglamento que la obstaculice.


      


      ALAN GREENSPAN231


      


      El único invento útil de los bancos en los últimos veinte años es el cajero automático.


      


      PAUL VOLCKER232

    


    


    El único ámbito de los mercados financieros globales en el que, con diferencia, se han realizado las mayores innovaciones es, sin duda, el universo de los derivados. Con frecuencia, los derivados son apuestas cuyo valor se basa en el precio futuro de otros activos como acciones, bonos, créditos, bienes inmuebles, materias primas o divisas. Estas apuestas pueden ganarse o perderse. Si, además, uno contrae créditos para semejantes apuestas, las ganancias o pérdidas son respectivamente mayores. El «aumento de apalancamiento» de las apuestas de derivados mediante créditos explica los espectaculares beneficios de los fondos de cobertura y los sueldos billonarios de sus exitosos gestores. Los derivados pueden adoptar formas muy diversas, por ejemplo, la combinación de créditos con títulos (CDO, por sus siglas en inglés) o las permutas por impago de crédito (CDS, por sus siglas en inglés). El universo de derivados se expande a la velocidad de la luz, volviéndose tan complejo como voluminoso: mientras que el rendimiento económico global de 2012 ascendió a 72 billones de dólares estadounidenses, el total de todos los contratos de derivados registrados por el Banco de Pagos Internacionales, en la mejor estadística disponible, ascendía a 633 billones de dólares estadounidenses.233 Según las estimaciones, los derivados OTC, que se llevan a cabo entre dos partes «over the counter» (OTC, en el mercado extrabursátil), ascienden a cuatro quintos de todas las operaciones de derivados, un quinto se realiza en las bolsas reguladas. Por tanto, en total, el volumen de las operaciones de derivados es más de diez veces mayor que la economía mundial. Las posiciones contraídas vuelven a venderse un promedio de cuatro y cinco veces, de modo que el volumen comercial de derivados asciende a varios miles de billones, una cantidad que casi nadie concibe y que pronto alcanzará el céntuplo del PIB mundial. En las estadísticas del Banco de Pagos Internacionales, el trozo más grande del pastel de derivados está ocupado por los derivados de los intereses (490 billones de dólares estadounidenses), seguido por los derivados de divisas (67 billones) y las permutas por impago de crédito, CDS (25 billones).


    Las cifras dan vértigo, tanto la gigantesca proporción en relación con el rendimiento económico «real» como su desarrollo a velocidad de torpedo. A comienzos de los años noventa, los derivados no desempeñaban aún un papel significativo, pero desde entonces dominan el casino financiero global como casi ningún otro factor de influencia. El efecto desestabilizador que han producido hasta la fecha los derivados puede documentarse con una numerosa serie de ejemplos: el histórico Barings Bank de Gran Bretaña fue tan víctima del empleo de derivados financieros como la francesa Société Générale o la Metallgesellschaft berlinesa; el distrito administrativo californiano de Orange County se pilló los dedos especulando igual que el Fondo de Cobertura Amaranth, el banco de inversiones Bear Sterns o el banco sindical austríaco BAWAG. Como ya se ha expuesto, en 1998 el sistema financiero global estuvo al borde del abismo, porque dos premio Nobel de matemáticas de riesgo, Myron S. Scholes y Robert Carhart Merton, pusieron contra la pared el legendario LTCM, fondo de cobertura altamente especulativo. Y, como es de dominio general hoy día, fueron los derivados, los derivados de créditos hipotecarios, el «detonante» de la crisis estadounidense de las subprime, que, en una reacción en cadena, pasó de una burbuja inmobiliaria a una crisis bancaria, derivando en una crisis de deuda pública y ahora también una crisis del euro. Seguramente Buffett no estaba sufriendo un arrebato cuando escribió a sus inversores: «En mi opinión, los derivados son armas financieras de destrucción masiva, ahora latentes y potencialmente letales».234


    Todos los tipos de operaciones con derivados tienen un denominador común: no se realiza producción alguna en la economía real, no se fabrica bien alguno ni se presta ningún servicio personal. Las operaciones con derivados son puras transacciones de dinero por dinero. La línea argumental de este libro es que si multiplicar el dinero se convierte en el objetivo, desaparecen el sentido, la utilidad y la ética de la economía. El dinero pasa de instrumento a arma cuando ya no está al servicio de la vida y la creación de valores útiles, sino del propio incremento. Habría, básicamente, que prohibir el capitalismo financiero; cerrar el casino global.


    Examinemos más detenidamente las distintas mesas de juego del casino financiero global: ¿dónde está el origen que da sentido a la actividad y dónde caen los negocios en la autorreferencialidad y el sinsentido? ¿Dónde se desprende del objetivo de la economía, la producción de bienes y servicios para la satisfacción de necesidades?


    


    — Acciones: la participación de particulares en una empresa parece razonable, ya que a través de ésta consigue capital privado necesario y se vuelve viable; en cambio, no lo parece el comercio con participaciones empresariales en bolsa (una bolsa convencional). El interés pasa de una copropiedad con sentido (A) y participación en la rentabilidad de la empresa (B) al beneficio financiero resultante de la diferencia entre la cotización de compra y la de venta (C). Con los derivados (por ejemplo, put options) o la venta a corto (venta de acciones que los especuladores no poseen), el interés del «propietario» reside incluso en una cotización a la baja y, por tanto, en el posible perjuicio de la empresa (D). El comercio de alta frecuencia (E) aprovecha beneficios comerciales técnicos y es la forma suprema de autismo monetario (entre 1980 y 2008 el período de tenencia de una acción se redujo de diez años a tres meses). Mientras que la cartera de acciones se multiplicó por once, el volumen comercial creció un 390 por ciento.235 Gracias a las operaciones de alta frecuencia, en los últimos tiempos el período ha caído a veintidós segundos: un valor absurdo.236


    — Créditos: a muchas personas les parece razonable adquirir un crédito hipotecario para construir una casa en la que vivirán. Que un banco, acostumbrado a la revisión de las garantías necesarias para ello, conceda este crédito, tiene sentido. Si refleja este crédito en su propia contabilidad, realiza concesiones con cautela y no comete imprudencias; por el contrario, si vende el crédito a un banco de inversiones, por ejemplo, que lo vincula a otros —de diversa solvencia— para revender el paquete mixto a «inversores internacionales», se pierde el sentido. Al final, responde del crédito precisamente alguien que no conoce al constructor de la casa y que no puede valorar de ninguna manera el impago del crédito. Ahí no cambia nada que una tercera instancia, una agencia de calificación, haga una evaluación del riesgo, porque tampoco en ésta se produce contacto directo alguno entre quien genera el riesgo y quien lo contrae. Sería tan sensato, por ejemplo, como si un banco regional europeo concediese un crédito hipotecario a un ciudadano estadounidense sin conocerlo ni efectuar valoración alguna del riesgo, ¡y que confiara en una tercera instancia que tampoco conociese al constructor! La tenencia de créditos ha de estar reservada a los bancos que conceden el crédito y que generan el riesgo junto con el prestatario, dice el sentido común. El «mercado libre mundial de servicios financieros» no mejora el sistema tradicional de préstamos de un crédito hipotecario.


    — Bonos del Estado: mientras un Estado dependa de la financiación privada, es razonable que yo compre un bono del Estado y viva del interés. El «objetivo» es que yo le preste conscientemente dinero al Estado para la financiación de servicios públicos —en el mejor de los casos democráticamente legitimadas— a un precio acordado. Pero ¿qué sentido tiene que yo venda este título? Si vendo el bono a una cotización más alta que aquella a la que lo he comprado (o a la inversa mediante los derivados), no quiero financiar prestaciones estatales útiles, sino sacar más dinero del dinero, y por lo tanto se pierde el sentido, el tiovivo de la especulación empieza a dar vueltas. Si, yendo un paso más allá, me aseguro contra el impago de los bonos del Estado (CDS), este efecto quizá positivo para mí tenga como consecuencia el efecto negativo de que los inversores especuladores empiecen a acaparar de forma masiva estos seguros, para manipular así el mercado simulando una quiebra nacional inminente o contando con crear de esta forma una tendencia y más adelante poder vender los seguros más caros. Éste es su objetivo, totalmente perjudicial para la economía nacional. «Idealmente» se perfila, de hecho, una bancarrota nacional (desde el punto de vista de los que especulan con CDS), porque entonces los CDS pueden subastarse a los tenedores de bonos del Estado al precio máximo.


    — Materias primas: la compra de materias primas para uso productivo naturalmente que es razonable. Un mecanismo de protección contra la fluctuación de precios es asimismo esencial para los productores y procesadores reales, pues de lo contrario no podrían planificar ordenadamente. Si el comercio con materias primas sin un interés particular ya es dudoso, más dudoso es aún el comercio con derivados de materias primas. El Deutsche Bank tiene una licencia para comerciar con azúcar. Ni es una industria ni está en contacto con ella, por lo que su prioridad sólo puede ser el beneficio que den las diferencias de los cambios y las operaciones con derivados. En 2009, Goldman Sachs ganó 5.000 millones de dólares estadounidenses operando con materias primas, sin cultivar una sola plantación.237 En julio de 2010, el londinense Fondo de Cobertura Armajaro compró el 7 por ciento de la cosecha mundial de cacao: el precio de la tonelada se disparó a las 2.700 libras la tonelada, el precio más alto en treinta y tres años. Tras divulgarse la especulación, el precio cayó en picado, el 8 de octubre la tonelada costaba 1.833 libras.238 Los especuladores dominan cada vez más el parqué: en el Chicago Board of Trade, CBOT, la participación de los productores en el conjunto del comercio con materias primas se redujo a la mitad entre 1998 y 2011, de dos tercios a un tercio.239 El capital invertido en fondos de materias primas se multiplicó por treinta entre 2003 y 2013, de 13.000 a 430.000 millones de dólares estadounidenses. En 2012 se produjeron en Estados Unidos 60 millones de toneladas de trigo y se comerció con futuros un volumen de 4.400 millones de toneladas.240


    — Divisas: cuando un turista compra moneda local en el país de destino para pagar con ella los gastos, es algo evidentemente razonable. Cuando una empresa de exportación vende la mercancía en la moneda del país de destino y con ello genera divisas que a su vez devuelve a la propia moneda del país, eso tiene sentido. Pero ¿es razonable que un comerciante compre una moneda extranjera en el departamento de divisas de un banco de inversiones y al cabo de diez minutos vuelva a venderla para ganar una diferencia de cambio mínima? ¿Es razonable que alguien adquiera un crédito en una moneda extranjera suponiendo que el tipo de cambio de esta moneda bajará para que el crédito pueda ser ventajoso y devuelto con unos sustanciosos beneficios? ¿Es razonable que un fondo de cobertura o un banco de inversiones apueste, mediante derivados, por una cotización del euro o el dólar al alza o a la baja y que en caso de que la apuesta se absorba pueda embolsarse unos beneficios de miles de millones? El quid de la cuestión es: ¿el objetivo de la transacción de moneda es un proceso de economía real (importación, exportación, inversión) o de sacar más dinero del dinero (especulación)?


    


    Como las operaciones de dinero por dinero no pueden contribuir al verdadero objetivo de la economía ni convertirse en algo económico «de la nada», la línea argumental que aquí se propone es que, en principio, no hay que permitir las operaciones de dinero por dinero. Comparto la opinión de Zeise de que «el aspecto más apremiante de la regulación del sector financiero es su reducción». Para las mesas de juego aquí están (o ya estaban) unas propuestas alternativas hechas a medida de cómo puede llegarse, de otro modo y mejor, a una financiación empresarial, una estabilidad del precio de materias primas y de los tipos de cambio o una financiación de deuda pública.


    


    1. Propuestas generales de regulación


    


    Primero resumiré las propuestas más importantes del debate de regulación, que se aplicarían «transversalmente» a todas las categorías de derivados o hacen referencia a importantes aspectos concretos. Podrían aplicarse por separado, al margen de las grandes alternativas que siguen:


    


    — Las operaciones con derivados autorizadas deben tener lugar en bolsas supervisadas y estar respaldadas con un elevado capital propio que deberá determinar la supervisión financiera.241


    — Las operaciones con derivados fuera de las bolsas supervisadas (OTC) se prohíben o se les retira la protección jurídica. Jakob von Uexküll escribe: «Las deudas de juego son deudas de honor, que no son judicialmente reclamables. En cuanto eso también se aplique a las apuestas financieras, el mercado se reducirá rápidamente a un mínimo del volumen actual. Entonces ya no hará falta prohibición alguna de determinadas operaciones especulativas».242


    — Para debilitar el poder de las agencias de calificación, un paso sencillo y contundente sería desterrarlas de las leyes e instituciones públicas, argumenta Werner Rügemer: «De los códigos y leyes nacionales e internacionales, del FMI y del Banco de Pagos Internacionales, de la Comisión de Seguridad e Intercambio (SEC por sus siglas en inglés), del Deutsche Bundesbank y la Supervisión Financiera (BaFin por sus siglas en alemán), del Banco Central Europeo, etc.».243


    — Los derechos de voto vinculados a acciones podrían vincularse a un período mínimo de tenencia de cinco a diez años, y además podría prescribirse un período mínimo de tenencia de un año. También Fredmund Malik, el experto en gestión de Suiza, secunda la primera propuesta: «Tienen todo el derecho de estar únicamente interesados en los beneficios a corto plazo, pero entonces no pueden llevar la compañía en la dirección equivocada».244


    


    2. Acciones → bolsas regionales del bien común


    


    Ya he expuesto que la riqueza financiera siempre es mayor en relación con el rendimiento económico real, la «oferta» de capital de inversión o financiación aumenta; por tanto, en los mercados operativos su precio debería caer constantemente. Pero las relaciones de los precios son relaciones de poder, y la oferta y la demanda son factores de poder. Cuando, por ejemplo, una cantidad considerable de propietarios de una sociedad anónima consigue unos determinados réditos, da igual que haya el doble o el triple de demandantes de esa acción. La parte de beneficios repartidos entre los propietarios suele establecerla una minoría de fuertes propietarios. Un empleado de Siemens explicó que dentro del grupo el estándar mínimo para el desarrollo de productos nuevos son unos réditos del 16 por ciento. Él mismo había desarrollado una innovación en el campo de las energías renovables, que habría rendido unos beneficios financieros del 15 por ciento, y que no se aprobó porque los réditos eran demasiado escasos. ¿Habrían estado dispuestos otros propietarios a contentarse con unos réditos del 5 por ciento si, a cambio, Siemens se hubiese pasado específicamente a las fuentes de energía renovables? No lo sabemos, porque el bacalao lo cortan los propietarios actuales y no los potenciales. Por regla general, los grandes accionistas son «inversores institucionales» —fondos de pensiones, cobertura, capital riesgo o públicos— que comparten una idea muy homogénea de los réditos. Cuando luego se dice que «los mercados» reclaman un 17 por ciento de los beneficios sobre el capital invertido, ésa es la opinión unánime de los grandes inversores, que tienen la misión de incrementar el capital de sus clientes con los mayores réditos financieros posibles. Ahí ya no es cuestión de sentido, satisfacción de necesidades, calidad de vida o bien común —de los verdaderos objetivos de la economía—, sino de dinero por dinero: capitalismo financiero. Dado que las constituciones de los Estados democráticos expresan que la economía sirve al bien común, este capitalismo real es anticonstitucional.


    


    Bolsa regional del bien común y la «triple skyline»


    Una alternativa a la bolsa capitalista es la bolsa regional del bien común: destinaría el capital propio de la región a las empresas regionales, de manera análoga al sector bancario, que en el mejor de los casos dirige la riqueza financiera de la región como capital ajeno hacia las empresas regionales. Con dos diferencias cruciales: 1) No puede comerciarse con las participaciones de la empresa; no existe la cotización bursátil, la especulación sobre los tipos al alza o la baja se acaba, al igual que las opciones sobre acciones a la antigua usanza por las que los gestores recompensan por haber llegado a un determinado objetivo de cambio. Las participaciones de la empresa únicamente pueden devolverse, y no en cualquier momento, sino en unas condiciones estipuladas, como, por ejemplo, suficiente capital propio disponible de la empresa o la aportación de un sucesor. 2) No hay réditos financieros. Eso sería un cambio revolucionario en la dirección del flujo del dinero. En la actualidad, los réditos financieros son el móvil inversor más destacable, el factor de asignación decisivo. Pero el dinero no es más que el medio de la economía, y un reflujo de recursos como meta de la inversión no es un móvil razonable. ¿Qué móviles podrían sustituir a los réditos financieros? El lugar del reflujo financiero, la famosa «bottom line», podría ocuparlo una «skyline», una «triple skyline»:


    


    1. Sentido. Si dejo de percibir réditos financieros, sólo invertiré mi dinero en aquellas empresas cuya existencia me importe especialmente: agua potable, energías renovables, semillas biológicas, centros sociales y educativos, bancos orientados al bien común... A través de mi participación de capital, posibilito la existencia de estas empresas.


    2. Valores útiles/satisfacción de necesidades. Entonces también puedo hacer uso de las prestaciones de estas empresas. Sin mi «generosa» inversión no habría semillas, agua potable, energía solar, asistencia a la tercera edad, software ni cuentas corrientes en un «buen banco».245


    3. Ética. Con la desaparición de los réditos financieros, los «réditos éticos» cobran, por el contrario, importancia: vuelven a fluir otros valores. Cuanto más humano, cooperativo, ecológico y democrático sea el proceder y la organización de una empresa, más atractiva será para los inversores financieros orientados al bien común. Para valorar el «rendimiento ético» de la empresa, está el balance del bien común, que mide hasta qué punto vive una empresa los valores constitucionales más frecuentes de las democracias occidentales: dignidad humana, justicia, sostenibilidad, solidaridad y democracia. Cuanto mejor sea el resultado del balance del bien común, más capital atraerá la empresa. Tiene sentido: las empresas más éticas consiguen más fácilmente el dinero, ¡justo al revés que hoy día!


    


    Esta «triple skyline» —sentido, valores útiles, ética— es como la plata, el oro y los diamantes. Encarnan los objetivos y valores de la economía, ¡no los medios! Son los valores a cuya creación la Constitución bávara obliga, igual que el principio fundamental que prescribe la obligación del bien común de la propiedad.


    A estos réditos triples no financieros hay que añadir, al igual que hoy en día, una cuarta ventaja: la participación. Como copropietario puedo contribuir a dar forma a la empresa. Pese a las abundantes ventajas puede que algunos piensen —por puro hábito—: ¿hasta qué punto es una ingenuidad creer que la gente va a invertir su patrimonio en una empresa, renunciando a unos réditos financieros? Algunas respuestas:


    


    1. En principio, una empresa no debería ser una inversión de capital, sino una entidad para satisfacer necesidades (objetivo de la economía), que no devuelva al inversor los medios de producción en cantidades mayores, ¡sino productos llenos de calidad y un trabajo satisfactorio! Éste es su sentido y su meta, respaldado por las constituciones. Es algo que también muchos economistas como, por ejemplo, Stephan Schulmeister ven así: «La economía no es un fin en sí mismo, sino que debería aspirar a mejorar las condiciones para una “buena vida”».246


    2. En contra de la presentación de la imagen capitalista del hombre, que se propaga en las facultades económicas de las universidades de este mundo —en los experimentos, los estudiantes de economía se muestran más egoístas que la media de la población, porque adoptan la imagen ideológica del «homo oeconomicus»—,247 muchas personas actúan más orientadas al sentido que a los réditos y están dispuestas a renunciar a éstos si su inversión genera sentido y compran productos de mucha calidad y un derecho de participación empresarial. Los bancos agrupados en la Alianza Global por una Banca con Valores hoy suman ya unos 10 millones de clientes en 24 países. Solamente para Alemania, los expertos valoran el potencial en unos 8 a 12 millones de personas que están dispuestas a invertir su dinero de una manera alternativa y sensata.248


    3. Basta con que una parte de la riqueza financiera se ponga a disposición de las empresas como capital propio libre de réditos, ya que la riqueza financiera constituye un múltiplo cada vez mayor de la economía real y con ello del máximo capital propio necesario. Esta parte es cada vez más pequeña incluso. En la fase de transición de los réditos brutales de la actualidad a la economía del bien común libre de réditos, los réditos financieros pueden irse diluyendo poco a poco; este proceso está apoyado por el balance del bien común.


    4. Que las empresas devuelvan a la larga y de manera sistemática a los inversores el dinero de los medios de producción en cantidades superiores («réditos») a las que han invertido no es posible, porque no toda riqueza financiera puede aumentarse si constituye un múltiplo cada vez mayor del rendimiento económico. Creer eso sería ingenuo.


    5. Si no hay ninguna alternativa de inversión con réditos financieros, en ningún sitio, la «libertad de propiedad» adquiere un nuevo significado. Especialmente porque no cobro réditos financieros en ningún sitio, asigno mi patrimonio financiero allí donde tiene más sentido y genera el mayor valor añadido ético. Decido que se estimule a esta empresa y no otra. De esta forma, las empresas más sensatas y éticas consiguen dinero con la mayor facilidad, por lo que se volverán o mantendrán rentables más fácilmente, aunque carguen con costes más elevados que las empresas menos orientadas al bien común. El capitalismo funciona de otra manera: la empresa que genera mayores réditos consigue más fácilmente el dinero, da igual lo que haga y cómo lo haga.


    


    Las bolsas regionales del bien común desempeñarían una función triple y aportarían servicios:


    


    1. Redactan una lista completa de las empresas que necesitarían pedir capital propio y las representan a la manera estandarizada (prospecto del mercado de capitales). Los inversores reciben una información completa de todas las empresas de la región que solicitan capital propio.


    2. Ayudan a las empresas a la creación del prospecto para minimizar costes. En la actualidad, el prospecto exigido por la ley del mercado de capitales representa una valla alta y en algunos casos insalvable, como muestra de manera ejemplar el caso de Waldviertel en Austria. La saneada empresa no había obtenido crédito alguno de los bancos y tomó prestado de los clientes 3 millones de euros para el montaje de paneles solares. Como en la oferta los préstamos tenían un interés del 3 por ciento, el proyecto estaba dentro de la ley del mercado de capitales y habría necesitado un prospecto cuyos costes en este momento son en parte prohibitivos. No hay —ahora mismo— un «prospecto light» para las pequeñas y medianas empresas.


    3. El conjunto de las bolsas regionales descentralizadas puede colaborar para la financiación de grandes empresas internacionales. El que, por ejemplo, quisiera financiar a una empresa de software global, que desarrolla software libre, puede participar a través de la bolsa regional del bien común más cercana. Sería una especie de «crowd-funding», financiación colectiva, para proyectos globales especialmente valiosos; en cambio, las empresas globales que no crean ningún provecho perceptible no consiguen financiación alguna. ¿Quién invertiría en Monsanto, el Deutsche Bank, Blackwater o ExxonMobil, si eso no diera réditos financieros sobre el capital propio? Las pequeñas corruptelas cotidianas y la corrupción moral a través del dinero perderían fuelle. Las bolsas podrían gestionarlas conjuntamente los municipios, los bancos del bien común de una región, o crearse como sociedad independiente o cooperativa.


    


    3. Mercados crediticios → cierre


    


    Los derivados crediticios son un fenómeno sumamente reciente en la historia de la economía y consecuencia de la liberalización financiera y del mercado de capitales de los años ochenta y noventa. Consisten en transformar los créditos en títulos: los bancos de inversiones acaparan los créditos concedidos por los bancos y los «titulizan» agrupados (securitización), y, de acuerdo con la tasación de las agencias de calificación, los venden a inversores internacionales, que así también heredan el riesgo crediticio. En tiempos de bonanza, cuando apenas hay impago crediticio, son inversiones rentables. Pero cuando llega una depresión o estalla una burbuja o las dos cosas juntas, entonces las pérdidas son copiosas y se produce una resaca mundial. Los inversores se encuentran con unos créditos basura de cuyo origen no tienen la menor idea. Las permutas por impago de crédito, los Credit Default Swaps (CDS), se crearon para que no se perdiese la inversión en caso de impago de un derivado crediticio o de un bono del Estado. Son una de las «innovaciones» más recientes y de más rápido crecimiento del casino financiero global.


    El mercado de derivados crediticios nació en Estados Unidos en los años ochenta y en Europa en los noventa. En 1998, el volumen comercial global estaba aún en unos lánguidos 350.000 millones de dólares estadounidenses.249 Hasta 2007, el volumen ascendió a 45 billones de dólares estadounidenses:250 ¡una multiplicación del 123! Semejante crecimiento no puede ser sano. En 2008, la burbuja estalló. Por primera vez.


    La primera generación de derivados crediticios se circunscribió a un puñado de bancos de inversiones; sin embargo, según las contabilidades nacionales, medio mundo estaba inundado de «activos financieros tóxicos». Las permutas por impago de crédito (CDS) siguen muy concentradas hoy día. En todo el mundo, hay diez bancos que tienen comprometidos más del 70 por ciento de todos sus contratos.251 ¡En Estados Unidos sólo cuatro bancos tienen comprometidos el 93 por ciento de todos los derivados!252 «Los presuntos “mercados financieros” no tienen nada que ver con el “mercado”, porque la competencia está completamente descartada», escribe la periodista de información económica Ulrike Herrmann.253


    El argumento empleado para desarrollar y poner en circulación estos derivados es que los riesgos que aceptan los bancos pueden «diversificarse». Pero, tal como el mundo ha experimentado intensamente, eso no minimizó el riesgo, sino que lo intensificó; y creció en círculos concéntricos —crisis inmobiliaria, crisis bancaria, crisis de deuda pública, crisis del euro— hasta la crisis financiera actual.


    Más razonable que la distribución mundial más armónica de los «activos financieros tóxicos» sería prescribir la tenencia de un crédito de aquel banco que concede dicho crédito y crea el riesgo junto con el prestatario. Eso mejoraría claramente la calidad del negocio crediticio y los créditos. Admati y Hellwig apoyan esta tesis. Consideran que «la calidad del crédito hipotecario ha sido peor en el sistema nuevo [de titulizaciones y del comercio] que en el anterior [...]. Los casos de fraude han aumentado, como la mora y el impago. En el caso de las hipotecas no titulizadas hubo bastantes menos problemas de calidad».254


    El «mercado libre mundial de servicios financieros», alias casino financiero, no aporta aquí mejora alguna. De ahí la propuesta: habría que cerrar esta mesa de juego del casino financiero global, el mercado de derivados crediticios. Si no se comercia con los créditos, tampoco se necesitan permutas por impago de crédito ni calificaciones para las CDO: otra mesa de juego más que se ahorra, y la burocracia financiera se adelgaza.


    Una excepción en el desplazamiento del riesgo de impago crediticio del banco a terceros son las cédulas hipotecarias. Sin embargo, las emite el propio banco hipotecario y están tan estrictamente reguladas en Alemania que, según Lucas Zeise, «desde hace más de cien años no ha habido una sola cédula hipotecaria dudosa».255 Asimismo los avales tendrían que seguir autorizándose. Aquí hablamos de personas que conocen personalmente al prestatario, o de aquellas que tienen un gran interés en que la inversión se efectúe y por eso están también dispuestas a asumir un elevado riesgo personal. A diferencia de las CDO, aquí el avalista conoce al prestatario, el móvil de la transacción no es una operación de dinero por dinero, sino un favor solidario.


    


    4. Bonos del Estado → aprovechamiento del banco central


    


    Para la financiación crediticia del Estado se ha hecho una propuesta detallada en el capítulo 4. De esta manera, el mercado de bonos del Estado podría también cerrarse. Desde muchos flancos se critica que:


    


    — el BCE tenga prohibido financiar a los Estados, mientras que refinancia a precio muy bajo (¡y sin primas de riesgo!) a bancos que son técnicamente insolventes;


    — los Estados hayan especulado precisamente con este noqueo técnico, pero tengan que endeudarse a mayor precio con los bancos que el banco central estatal ha refinanciado a muy bajo precio;


    — bancos, que están técnicamente fuera de combate, tengan seguros contra la bancarrota de los mismos Estados que les protegen de la propia bancarrota mediante recapitalizaciones con fondos recaudados y garantías públicas.


    


    Un sistema así es un agravio contra todo lo que puede ser agraviado. Aparentemente, su único objetivo es servir a los intereses de los bancos. Por eso abogo por:


    


    — la directa financiación sin costes de los Estados a través del banco central;


    — pero restringida para impedir la ligereza en los gastos y la inflación (freno automático a la deuda);


    — la desvinculación de todos los bancos comerciales no orientados al bien común del banco central en el primer paso; orientación obligatoria al bien común de todos los bancos en el segundo paso;


    — con ello, el cumplimiento focalizado de la actividad principal del banco a través de los bancos comerciales: gestión segura de los depósitos e inversiones de ahorro; concesión de créditos reales.


    


    Con la desaparición de los bonos del Estado del casino financiero global se suprime un segundo cometido para las agencias de calificación. Y con el fin de la calificación de la deuda pública se suprime una opción de ataque especulativo a los Estados. Cabe esperar una relajación sistémica perceptible.


    El único «inconveniente» que a menudo se aduce es la preocupación de cómo va a haber una previsión de jubilación si ya no hay bonos del Estado en los que uno pueda invertir para la jubilación. El argumento es realmente curioso: el Estado tiene que endeudarse para que pueda imponerse el derecho fundamental de los intereses del capital. El resultado es que en Alemania se distribuyen anualmente casi 70.000 millones de euros de intereses que van de los contribuyentes a los acreedores del Estado. Esto no puede ser un deber de la república. Más al respecto en el próximo capítulo.


    


    5. Divisas → Nuevo régimen monetario global


    


    El ejemplo número uno del manual estándar sobre la legitimación de derivados financieros es la fluctuación de los tipos de cambio. El motivo es lógico: los actores de la «economía real», como los exportadores o importadores, quieren asegurarse contra los tipos de cambio al alza o a la baja para poder planificar concienzudamente. En un régimen de tipos de cambio de libre fluctuación, es decir, «precios para las monedas», que se determinan en los mercados en función de la oferta y la demanda, esta necesidad es comprensible y está justificada. Pero ¿es necesario que las monedas fluctúen? Como para casi todo aquí también hay opciones, a saber, tipos de cambio estables en el marco de una cooperación monetaria global, que se planteará en el capítulo 12.


    


    6. Mercados de materias primas → acuerdo global para materias primas


    


    La protección de los agricultores contra la fluctuación de precios de las materias primas es el ejemplo número dos del manual estándar para la legitimación de derivados. Si un agricultor de cereales calcula un precio de venta determinado y una cosecha especialmente buena conduce a un desplome de los precios del mercado, esto puede llevar al agricultor a la ruina. Por eso muchos intentan protegerse del riesgo con derivados de materias primas. No hay nada que objetar a esto, salvo que para que existan las posiciones contrarias —alguien tiene que apostar por los precios al alza— se necesita un «especulador». Otra opción sería que un sistema de seguros distribuyera el riesgo entre los agricultores y lo extendiera durante años, entonces los beneficios recaerían en los agricultores en vez de los especuladores.


    Sin embargo, ambas variantes —protección con derivados o un seguro— parten de la base de que los precios de las materias primas agrícolas se determinan en los mercados. Eso no tiene que ser así. Una alternativa básica serían unos precios estables de materias primas, establecidos por un comité democrático. Por ahora hay una fuerte oposición al establecimiento político de precios. Los partidarios del «mercado libre» argumentan que la oferta y la demanda constituyen la mejor forma de regular precios. Así se produce la «asignación de recursos más eficiente». Pero habría que ver de qué eficiencia estamos hablando. Si los precios de las materias primas se determinan a través de los mercados, esto tiene una serie de graves inconvenientes:


    


    — Los precios suelen estar expuestos a tremendas fluctuaciones, en función del tiempo, la cosecha y la estabilidad de la infraestructura de abastecimiento; tanto los productores como los compradores tienen que asegurarse permanentemente con derivados a un coste elevado.


    — La distribución se hace generalmente mal: las materias primas no van a parar a los sectores más razonables ni a las personas más necesitadas, sino a los compradores de mayor poder adquisitivo, da igual lo que hagan con él.


    — A la inversa, con un exceso de oferta de materias primas agrícolas, los precios del mercado caen tanto que los productores no pueden vivir de ellas, o ya no pueden hacerlo dignamente, o se ven forzados a una racionalización extrema (por ejemplo, la industria lechera o el algodón), a costa de la naturaleza.


    — La escasez de materias primas no se registra continuada y anticipadamente, sino demasiado tarde y de golpe, cuando las existencias están casi agotadas y ya no es posible un ajuste económico sin grandes destrozos.


    — Los perjuicios ecológicos de la extracción de materias primas o la producción agrícola ni se contabilizan, sin intervención política.


    


    Los mercados fracasan sistemáticamente en la determinación de precios. Por eso como mínimo habría que plantearse un sistema alternativo. Quisiera proponer aquí un nuevo paradigma basado en los valores de sostenibilidad, dignidad humana y justicia. No se desarrollará una economía verdaderamente «libre» en tanto no se garanticen estos valores fundamentales. La reflexión reza así: las materias primas son regalos de la naturaleza. El hombre no ha inventado los granos de café o de cacao, ni el oro, el mineral de hierro, el aluminio o el cobre. El «milagro de la naturaleza» de la existencia gratuita de estos tesoros debería aprovecharse con el mayor cuidado, cariño y veneración posibles.256 Actualmente, la humanidad se apropia de las materias primas de la Tierra, que no ha creado, con un descuido, una falta de consideración y de agradecimiento que hacen necesario un nuevo paradigma básico para manejar los tesoros —limitados y ecológicamente sensibles— de nuestro planeta.


    Podría decirse que las materias primas naturales minerales y agrícolas son —parecidas al dinero— un bien público global que sólo puede explotarse, procesarse, distribuirse, consumirse y retroalimentar circuitos ecológicos siguiendo unas reglas muy concretas. Incluyen cuatro aspectos centrales: la limitación ecológica de la extracción, la fijación de precios, la distribución global justa y la retroalimentación ecológicamente compatible. Los mercados fracasan estrepitosamente en los cuatro objetivos. Ahora la propuesta alternativa:


    


    Control cuantitativo: un acuerdo global para materias primas en el contexto de las Naciones Unidas —semejante al convenio global del cambio climático o la biodiversidad— controla las cantidades que extraer en el caso de las materias primas críticas. Las naciones renuncian parcialmente a su soberanía, porque las materias primas no son de su «propiedad», sino un legado común de la humanidad. Naturalmente, con la condición de que la distribución global dentro del marco de la ONU se regule en función de unos principios democráticamente establecidos y concertados por los pueblos soberanos. Por ejemplo:


    


    a) En el caso de las materias primas no renovables que no ocasionan un perjuicio relevante en el ecosistema, la extracción global se limita de tal modo que las existencias globales den como mínimo para siete generaciones humanas más.


    b) En el caso de las materias primas ecológicamente problemáticas, cuyo procesamiento o retroalimentación daña al ecosistema o al clima mundial, la extracción global se limita de forma que no se produzca ningún daño considerable a los ecosistemas y al ecosistema terrestre (por ejemplo, metales pesados, dióxido de carbono).


    c) En el caso de las materias primas (regionales) renovables y ecológicamente no problemáticas no hace falta ningún control cuantitativo (por ejemplo, guijarros, arena, madera).


    d) Si viven poblaciones indígenas en las proximidades o en los lugares del hallazgo de las materias primas, se les hace partícipes de la decisión de explotar y, en caso afirmativo, en qué condiciones (petróleo, oro, bauxita).


    e) Para evitar la sobreproducción en el caso de materias primas agrícolas, se establecen cuotas de producción (por ejemplo, café, algodón, leche).


    


    Fijación de precios: la fijación de precios en el caso de las materias primas minerales se realiza de forma que las empresas de materias primas puedan cubrir sus costes, inversiones y gastos de investigación incluidos.


    


    f) En el caso de las materias primas agrícolas que constituyen el sustento de los agricultores (café, cacao, algodón, leche), los precios de producción se fijan de forma que los agricultores puedan vivir bien con una producción reducida (de volumen limitado) y ecológicamente sostenible. Tras un período de transición sólo se autoriza la salida al mercado mundial de productos de producciones ecológicas, o los aranceles varían en función del resultado del balance del bien común de la empresa agrícola.


    g) Para garantizar el derecho del hombre a la alimentación, tiene que haber alimentos básicos (por ejemplo, arroz, maíz, cereales) en todo el mundo accesibles a todas las personas, mediante precios máximos o subvenciones alimentarias, pero también mediante la distribución justa de las tierras de cultivo fértiles.


    h) Para evitar la sobreproducción en el caso de materias primas agrícolas, pueden establecerse cuotas para Estados y regiones, además de límites de expansión para empresas.


    


    Ninguna de estas ideas es totalmente nueva. Había y sigue habiendo, por ejemplo:


    


    — Acuerdo global para materias primas: bajo el paraguas de la CNUCYD, en 1980 se creó el Fondo Común de Materias Primas para reducir la volatilidad de precios de las materias primas y estabilizar los mercados. Al acuerdo pertenecen 105 Estados. Alemania es miembro del acuerdo para el café, el aceite de oliva (desde 1963), el cacao, el azúcar (desde 1973), la madera tropical y los cereales (desde 1995). El fondo se creó a iniciativa de los Estados miembros pobres de las Naciones Unidas, pero los países industrializados lo bloquean, porque confían en unas materias primas más baratas a través de la competencia entre los países productores.


    — Regulación cuantitativa: hasta 2015 habrá en la UE cuotas por país para la producción de leche (cuotas de producción o procesamiento), para no llegar a una sobreproducción extrema. A consecuencia del fundamentalismo del mercado se acaban estas cuotas.


    — Regulación de precios: hasta los años cincuenta en Alemania se regularon los precios de los alimentos. En la declaración gubernamental de 1949, el canciller Adenauer habló de «precios que cubran los costes de producción de empresas medianas de buen funcionamiento y al mismo tiempo también permitan a los necesitados la compra de estos productos».


    — Reformas agrícolas: son un fenómeno habitual en la historia. Serían una respuesta importante para el latifundio de explotación no sostenible o en barbecho y el acaparamiento de tierras.


    


    Así pues, planteamientos de regulación política de materias primas los hay en todos los aspectos de la realidad. A pesar de todo, algunos lectores pensarán que esta propuesta es totalmente utópica y «no realizable políticamente», porque los gobiernos de las naciones no están dispuestos a posponer sus «intereses nacionales», o antes promulgan normas en beneficio de los consorcios de materias primas que del interés público y, por tanto, nunca se llegará a un acuerdo global que, si bien es cierto que sería ventajoso para todos, fracasa por el afán de obtener beneficios a corto plazo. Unas cuantas reflexiones al respecto:


    


    — La conciencia de los gobiernos no es la conciencia de las poblaciones. Precisamente en las cuestiones ecológicas y distributivas es donde se evidencia que la población suele pensar y decidir de una manera distinta a sus representantes. En Austria, Italia y Lituania, la población con derecho a voto se pronunció mediante referéndum en contra del uso de la energía nuclear y, por consiguiente, a favor de la preponderancia de la ecología sobre el lucro (a diferencia de sus gobiernos). En Islandia, la población estableció que las materias primas son un bien público y no de propiedad privada. En las jóvenes constituciones de Bolivia y Ecuador, a la naturaleza incluso se le atribuye un valor intrínseco. Esto equivale a una revolución en la forma de entender la naturaleza y relacionarse con ella. Por todo el mundo crecen corrientes como la ecología profunda, la ecofilosofía, la permacultura, las comunidades de transición y enfoques similares. El capitalismo y la economía de mercado no tienen nada que ofrecerle al tema de la ecología y la escasez de recursos más allá de la fórmula estándar de «regular» (el poder de) la oferta y (el poder de) la demanda.


    — La conciencia «nacional» o «étnica», sin duda, sigue extendiéndose, pero al mismo tiempo surge en todo el mundo una conciencia global. Cada vez más gente entiende los problemas mundiales y busca soluciones globales. Pasan de la política de los intereses nacionales a una «política mundial» ecológicamente sostenible y de justicia distributiva. El porcentaje de estas personas crece por todo el mundo de manera similar a como en su día fue creciendo paulatinamente, hasta llegar a la mayoría, el porcentaje de personas que querían democracia en vez de monarquía.


    — En caso de que la propuesta mencionada no consiguiese un apoyo mayoritario, esos Estados no se adhieren de momento al acuerdo global, lo que no agravaría la situación actual. En el convenio del cambio climático, ratificado por muchos Estados, pero ni de lejos por todos, se está experimentando actualmente esta evolución. ¿Sería mejor que no hubiese ninguna política internacional de lucha contra el cambio climático?


    — La política internacional seguro que cambiaría radicalmente si los gobiernos no sirvieran a sus intereses más inmediatos o a las minorías, sino que tuvieran que negociar y debatir un mandato vinculante de la población (referéndum, orden monetario democrático). Entonces probablemente se cerrarían más acuerdos globales de protección medioambiental y la humanidad pondría en práctica la idea de que los bienes de la naturaleza son un bien público, así como la idea de que el dinero es un bien público.


    


    Un último vistazo a la Constitución de Ecuador pone de manifiesto que la conciencia está más desarrollada fuera de Europa y Norteamérica. El Artículo 408 reza: «Las materias primas naturales no renovables en general y los tesoros de la tierra, yacimientos minerales y fosilíferos, sustancias que poseen características distintas a la tierra, inclusive aquellas que se hallan bajo el mar o en zonas costeras; así como la biodiversidad y riqueza genética y el espectro radioeléctrico son propiedad inalienable, imprescriptible y no prendaria del Estado. Estos bienes únicamente pueden explotarse en estricto cumplimiento de los principios que establece la Constitución». Sustituyendo el Estado de Ecuador por la comunidad internacional ya se habrá escrito la piedra angular para un acuerdo global para materias primas sostenibles.


    Asimismo el proyecto constitucional de una asamblea popular de elección directa que la población islandesa aprobó con una mayoría de dos tercios se escribió con un espíritu similar: «Los recursos naturales de Islandia, que no son de propiedad privada, son propiedad conjunta y permanente de la nación. Nadie puede adquirir los recursos naturales ni sus derechos inherentes como propiedad ni para un uso ilimitado, y no pueden venderse ni empeñarse. Los recursos naturales de propiedad pública abarcan los seres vivos del mar, otros tesoros del océano y el fondo marino dentro de la zona económica islandesa, además de los recursos hídricos y derechos de aprovechamiento del agua, los derechos de la geotermia y la explotación minera [...]. En el aprovechamiento de los recursos naturales, el desarrollo sostenible y el interés general han de hacer las veces de directrices».257

  


  
    


    9. PENSIONES SEGURAS


    
      


      Y es preciso reconocer y manifestar que, si ahora no cambiamos nada, viviremos para ver cómo la curva del envejecimiento de nuestra sociedad conducirá a que nuestro sistema modélico de atención sanitaria y pensiones deje de ser pagable. Lo que tenemos que demostrar hoy es valor para probar cosas nuevas. Como resultado de ello tendremos que decir adiós a algunas cosas que nos gustan, y que, por desgracia, nos son muy preciadas.


      


      GERHARD SCHRÖDER258


      


      Decir que las pensiones están garantizadas es ridículo de por sí. Todo el mundo sabe que no están garantizadas, hasta la población lo sabe.


      


      GEORG KAPSCH259

    


    


    El papel «inconsciente» que se le atribuye hoy día al dinero puede exponerse de manera ilustrativa en el ejemplo del debate de las jubilaciones. Muchas personas no examinan, sopesan ni valoran el «fin de toda renta del capital» propuesto en este libro (al igual que anteriormente en La economía del bien común), sino que les lleva a un miedo reflejo: «¿Con qué costearé mi jubilación?». Aunque la renta del capital sólo beneficia al 10 por ciento de la población, una parte mucho mayor —desde el inicio de la privatización de las jubilaciones— cree que sin intereses, dividendos ni plusvalías se expondría a una pobreza senil. Esta opinión es un éxito rotundo de la ideología capitalista (en general y de la industria de seguros en particular): sin réditos financieros estamos perdidos. Lo cierto es que todos deberíamos reírnos, pero el miedo se ha apoderado de nosotros. En este capítulo me gustaría demostrar que:


    


    — las jubilaciones por reparto y el pacto intergeneracional también podrán financiarse en el futuro sin problemas;


    — el problema no es la bomba demográfica, por lo menos no para las jubilaciones por reparto;


    — los fondos de pensiones a través de los mercados de capitales son la peor opción en todos los aspectos;


    — el fomento político de los fondos de pensiones privados es un profundo corte en la propia carne;


    — hay toda una serie de posibilidades para cerrar el «agujero de las pensiones», y sin rentas del capital.


    


    La jubilación por reparto puede financiarse sin problemas


    


    La trampa de las jubilaciones es equiparable a la trampa de los grandes bancos del mercado interior europeo. El alcance del fraude y manipulación de la opinión pública que han conseguido los gobiernos —en Alemania los rojos-verdes, en Austria los rojos-negros y los negros-azules— es comparable a la maniobra encubierta de anunciar un mercado financiero europeo eficiente y en vez de eso crear bancos sistémicos. Con la reforma de las pensiones tampoco se crearon jubilaciones seguras como se prometió, sino un «El Dorado» con un elevado volumen de negocios y beneficios para la banca y los consorcios de seguros.


    El golpe contra el sistema de pensiones por reparto empezó con una alarma pseudocientífica: la población envejece, pronto cada ciudadano en activo tendrá que financiar a un pensionista... ¡imposible, insostenible! De modo que había que encontrar una alternativa: privatización y adaptación al llamado «sistema de cobertura del capital». Con la primacía de unas pensiones basadas en el mercado financiero, los que tuviesen fondos disfrutarían de los elevados réditos (¡ajajá!) de los mercados financieros liberalizados, huyendo así de la trampa demográfica (¡buf!). Los ratones fueron llevados a la trampa de la especulación con la consigna del miedo. Con unos pronósticos poblacionales de hasta cincuenta años (!), lo que es más o menos tan serio como la previsión del tiempo a cuatro meses vista, se implantó la narrativa de la «bomba demográfica». La repetición es la madre de la manipulación, y lo que había que aprender buenamente se interiorizó: las pensiones por reparto no pueden financiarse y hay que «completarlas» mediante fondos de pensiones privados, «llenar» el «agujero de las pensiones» con réditos financieros.


    ¿De verdad no pueden financiarse las pensiones por reparto? El sistema de reparto del seguro de pensiones públicas se basa en el pacto intergeneracional: la generación de la población activa actual paga con cotizaciones sociales o impuestos las pensiones de la generación que está jubilada, y con esta contribución adquiere el derecho de que la siguiente generación costee su jubilación cuando algún día ellos se jubilen. Que este pacto intergeneracional «dure» y pueda financiarse es verdad que depende también de la demografía, es decir, de la proporción de jóvenes y ancianos, pero no sólo de eso, ni mucho menos. En total son diez (!) factores los que determinan la mejor o peor capacidad de financiación de las pensiones por reparto: nivel de ingresos, evolución de la productividad, nivel de ocupación (tasa de empleo), desempleo, cuota salarial, tasa de cotización a la seguridad social, subsidio fiscal, estado de salud, edad de jubilación ¡y esperanza de vida! Por separado no dicen gran cosa. Sería como si a una atleta de decatlón se le certificara el fin de la carrera porque flaquea en una disciplina. Con esto no quiere decirse que el envejecimiento de la población sea un cuento chino: ocurre. Pero, primero, ocurre desde hace más de un siglo, sin que por ello las pensiones hayan sido cada vez más raquíticas, sino todo lo contrario, son cada vez mayores. Porque, segundo, considerar uno de diez factores es, sencillamente, demasiado poco. En Bangladesh hay veintinueve trabajadores por cada jubilado: ¿quieres cambiar las jubilaciones alemanas o las pensiones austríacas por la de Bangladesh? ¡Ya! Entonces esto no puede depender solamente de la proporción entre jóvenes y ancianos. Si los medios no trasladan estas circunstancias —ciertamente complejas—, sino únicamente los toques de alarma de unos expertos seleccionados, a la población, en contacto con la artillería de la propaganda publicitaria de la industria de seguros, le entra miedo por la no continuidad de las pensiones. En Austria, la incertidumbre sobre las pensiones empezó con un estudio del experto alemán en economía Bernd Rürup, que más tarde fue economista jefe del grupo AWD de servicios financieros. En 1997, Rürup calculó que en 2030 en Austria cada trabajador tendría que mantener a un jubilado (pensionista). Como alternativa a las reducciones de prestaciones correspondientes, la tasa de cotización tendría que haber aumentado del 22,3 al 31 por ciento de los ingresos brutos (un promedio de tres seguros de pensiones). Dos reconocidos expertos en pensiones de Austria, ambos del Instituto de Investigaciones Económicas, se tomaron la molestia de examinar con detalle el pronóstico a largo plazo de Rürup.260 Descubrieron que Rürup había partido de unos supuestos sumamente improbables que conducían a un escenario de los horrores: por ejemplo, el de que el nivel de ocupación extremadamente bajo de Austria también permanecería los próximos treinta y tres años en un nivel bajo atípico en términos europeos. A pesar de que justamente el envejecimiento —indiscutible— de la población conduce a que se necesite una parte mayor de población activa —en disminución— para la producción del producto económico. Concretamente habría bastado con que la tasa de actividad austríaca hubiese igualado el nivel alcanzado en Dinamarca o Noruega ya en 1997, para que la tasa de cotización no tuviera que subir al 31, sino sólo al 25 por ciento para mantener las prestaciones por jubilación en un nivel alto estable. El aumento del 22,3 al 25 por ciento de la tasa de cotización entre 2000 y 2030 habría sido un aumento menor que su incremento entre 1970 y 2000, a saber, del 17 al 22,3 por ciento.


    Pero en la práctica, los dos expertos del Instituto de Investigaciones Económicas han sido ignorados; por el contrario, la combinación entre periodismo publicitario (le dice un bebé a sus padres: «¡No soy un fondo de pensiones!») y de redacción llevó a que el miedo de la población a la no continuidad de las pensiones fuese calando sin prisa pero sin pausa. «Un 50 por ciento de los jóvenes ya cree que su pensión no está garantizada.» Como si fuese un buen augurio. Lo más absurdo de los pronósticos horribles fue que entonces todas las estimaciones de un crecimiento de la productividad y la economía a largo plazo partían de un 1,5 a un 2 por ciento. Eso habría supuesto prácticamente duplicar el rendimiento económico y los ingresos reales entre 2000 y 2030. Todos compartían estos supuestos, también Rürup y otros expertos de la industria de seguros. Pero eso habría significado que, aunque la tasa de distribución hubiese subido a un 31 por ciento, ésta habría estado causada por unos ingresos reales más altos de alrededor del 80 por ciento. En el año 2000, un 22 por ciento de tasa de cotización de unos ingresos reales de 100 euros significaban unos ingresos remanentes disponibles de 78 euros. En el año 2030, unos ingresos reales de 180 euros con una tasa de cotización del 22 por ciento habrían significado unos ingresos remanentes de 140 euros, con una tasa de cotización del 31 por ciento, de 124 euros. ¡Todo el espectro de pronósticos, desde el mínimo más ventajoso hasta el escenario de los horrores de Rürup, se habría movido entre los 124 y los 140 euros de 2030 en lugar de los 78 euros de 2000 con el mismo poder adquisitivo! ¿Dónde está el megaproblema, dónde la bomba?


    Concedido: este cálculo implica que los ingresos reales realmente suben, lo que no está garantizado ni tampoco ha sido el caso de los últimos años. Pero ninguno de los que ha participado en el debate sobre las pensiones ha cuestionado jamás este supuesto, y aun así ¡terror! En caso de un supuesto mucho más desfavorable de un crecimiento anual de ingresos reales de, por ejemplo, el 0,5 por ciento entre 1997 y 2030, los ingresos netos subirían de 100 a 118, y toda la cuestión de las pensiones sería si en 2030, en lugar de 78 euros, quedarían 92 euros (22 por ciento de tasa de cotización) u 82 euros (31 por ciento). Pero la tasa no puede subir de ninguna de las maneras, ni siquiera al 25 por ciento: en otoño de 2013, el presidente de la Asociación de Empresarios alemana, Ingo Kramer, exigió que se hiciera lo que fuera para que la tasa de cotización no superara el 22 por ciento.261 ¿Y por qué no si supone una diferencia tan pequeña de ingresos reales disponibles? «No pueden crearse nuevos gravámenes que los futuros contribuyentes no puedan asumir.» Ante las cifras aportadas, ningún argumento convincente. El mayor de todos los gravámenes de la amplia mayoría de la población es la notoria moderación salarial en favor de una competencia fetichizada (y ya demasiado intensa); esta conexión se explicará en el capítulo 12.


    Pese a que un aumento de la tasa de cotización a largo plazo no sería una catástrofe, hay una serie de alternativas. La clavija de la tasa de cotización sólo es una de diez. Todas pueden apretarse un poco:


    


    — La edad de jubilación real puede subirse hacia los sesenta y cinco años. En Austria ya estaba en los sesenta y dos años en 1970. Actualmente está entre los cincuenta y ocho y los cincuenta y nueve años. Esto es absurdo; la edad de jubilación debería aumentar proporcionalmente a la esperanza de vida.


    — La jubilación anticipada por motivos de salud puede reducirse con unas condiciones laborales más humanas y un estilo de vida más sano. Palabra clave: balance empresarial del bien común.


    — El nivel de ocupación puede subirse al nivel suizo o islandés. Esto ya está en marcha, por lo que en Austria el tipo impositivo de las pensiones (la proporción de perceptores de pensiones y contribuyentes) en el año 2012 era más bajo que en 1996, pese al envejecimiento de la población.262


    — Migración. Es tan poco predecible como el crecimiento de población. Según el objetivo político puede inmigrar más o menos gente y aumentar las cotizaciones a la seguridad social.


    — El desempleo debería acometerse frontalmente y, por ejemplo, reducirse con una merma general de la jornada laboral del 10 al 20 por ciento.


    — El salario neto de los trabajadores debería subir al compás de la productividad y el crecimiento económico real: la mayor debilidad de Alemania en los últimos veinticinco años.


    — Consecuentemente, la cuota salarial en la renta nacional como mínimo debería mantenerse constante y no bajar.


    — Más efectivo todavía: la obligación de cotizar puede extenderse a toda la renta nacional, es decir, a todos los tipos de ingresos, especialmente a la renta del capital.


    — El Estado puede ampliar el flujo de las pensiones del fondo impositivo general; en Austria la ley prevé un tercio: cotización del trabajador, cotización del empresario, subsidio fiscal. En 2012, la «contribución federal» estaba, con un 23,3 por ciento (7.300 millones de euros de los 35.700 millones de euros de todos los gastos por pensiones), claramente por debajo del 33 por ciento máximo legal.263


    


    En total son nueve medidas más que pueden apretar la clavija de la «tasa de cotización» y garantizar la financiación del sistema de reparto. Otra condición marco, que quita dramatismo a la situación financiera y que se obvia crónicamente tanto como se jura la «bomba»: es verdad que habrá más ancianos, pero habrá menos jóvenes, y la población activa tiene que mantener a ambos. Para la carga de financiación de ésta no sólo es decisivo el coeficiente de ancianidad, sino la suma del coeficiente de ancianidad y el coeficiente juvenil: el coeficiente total. Y, hete aquí que: en 2001, cien personas en edad de trabajar tenían que repartirse a 43,9 ancianos y 38,1 jóvenes, un coeficiente total de 82. En el año 2020 serán 55 ancianos y 33 jóvenes, 88 personas en total. En un plazo de veinte años ¡esto no supone ningún cambio considerable de los coeficientes totales!264 Ya sólo por este cuadro más amplio no se puede seguir hablando de «bomba».


    Debido a todas estas posibilidades, con cuyo aprovechamiento la situación financiera del sistema de reparto puede mejorar claramente, hay mucha más miga que el mero mantenimiento del nivel de rendimiento hasta 2030. Y esto también es necesario, ya que las pensiones obligatorias tienen aún toda una serie de agujeros:


    


    — Todavía no hay una renta mínima que alcance para una vida digna.


    — El tiempo dedicado al cuidado de los hijos se valora demasiado poco.


    — También a causa de unos salarios y sueldos inferiores, las pensiones de las mujeres son más bajas, en este aspecto debería cerrarse progresivamente la grieta entre los géneros.


    — Para que haya más justicia entre las categorías profesionales, todas deberían ingresar el dinero en una caja de jubilación o de pensiones única.


    


    Para hacer que las pensiones obligatorias ahuyenten la pobreza, es necesaria la intervención de todas las «clavijas». El objetivo no es sólo mantener el nivel de las prestaciones y una tasa neta de reposición del 80 por ciento de la última nómina por cuarenta y cinco años trabajados, sino cerrar los agujeros del espectro de prestaciones de las pensiones por reparto y aumentar la confianza en el pacto intergeneracional.


    


    ¿Qué hace que la previsión social privada sea mejor?


    


    Para que tenga sentido complementar la pensión obligatoria con una previsión privada incentivada desde el Estado, la pensión privada debería mejorar. En los seguros de pensiones, «mejor» significa lo siguiente:


    


    a) La pensión privada debería ser menos propensa al cambio demográfico que las pensiones por reparto.


    b) Las cotizaciones que van a parar a la previsión privada («primas») deberían tener unos intereses más altos que las cotizaciones que van a las jubilaciones por reparto.


    c) Los costes de la previsión privada deberían ser más bajos que los de las pensiones obligatorias.


    d) La distribución debería ser más justa para reducir el riesgo de pobreza senil.


    e) Las bases necesarias para el fomento de las pensiones privadas no pueden empeorar las condiciones de las pensiones obligatorias.


    


    Analicemos esto punto por punto, pero antes: ¿cómo funciona en general la previsión privada, el ominoso «sistema de cobertura del capital»? En la previsión privada no se ingresan cotizaciones en la caja de reparto, sino «primas» en seguros privados, que se invierten en acciones, bonos, bienes inmuebles, materias primas y derivados con la esperanza de que los réditos financieros suban tanto que el capital acumulado crezca y, en caso de «merma», la venta de los títulos permita una cuantiosa renta entre el inicio de la jubilación y la muerte, más cuantiosa que en el sistema de reparto. Pero ¿de dónde salen los rendimientos del capital y quién compra a los pensionistas sus «valores de renta fija»? ¡La generación de jóvenes en activo! Técnicamente consiste —¡sorpresa!— exactamente en el mismo proceso que en el sistema de reparto: el dinero fluye respectivamente de la generación más joven a la de los mayores. En un caso directamente, en el segundo caso indirectamente a través de los mercados financieros y los intermediarios privados: la industria aseguradora y la gestión de patrimonios. Que no existe ninguna diferencia fundamental entre ambos métodos de pensiones lo reconoció primero el economista Gerhard Mackenroth en 1952 y lo plasmó en el célebre «Teorema de Mackenroth»: «Ahora impera el principio sencillo y claro de que todo gasto social debe cubrirse siempre con la renta nacional del ejercicio actual. No hay ninguna otra fuente, ni la ha habido nunca, de la que pueda emanar el gasto social, no hay ninguna concentración de fondos, ninguna transferencia parcial de ingresos de un ejercicio a otro, ningún “ahorro” relativo a la economía privada, no hay absolutamente nada más que la renta nacional actual como fuente para el gasto social».265 Llegados a este punto, en el sistema de reparto los jóvenes financian a los mayores directamente a través de su salario (A) y en el sistema de cobertura del capital indirectamente a través de los rendimientos del capital o los ya abordados «impuestos sobre el capital privado» (B). Que el dinero no trabaja y de la nada, nada sale, vale también para el sistema de pensiones. En cualquier caso, los jóvenes tienen que trabajar para las pensiones de los mayores. Pero ¿por qué el camino B en principio tendría que funcionar mejor que el camino A?


    


    a) ¿La pensión privada está menos expuesta a la demografía?


    


    Como ya se ha explicado, la bomba demográfica explota desde hace más de cien años. En 1900, en Alemania aún tocaban 12,4 personas en edad de trabajar (de quince a sesenta y cinco años) por cada persona de más sesenta y cinco años, en 1950 eran sólo 6,9. En 1980, esta cifra cayó a 4,3, y se prevén 3,0 para 2020 y sólo 2,0 para 2050.266 Como no todas las personas de quince a sesenta y cinco años tienen un trabajo remunerado (formación, cuidado de los hijos, desempleo, familias que ingresan sólo un sueldo), en el peor de los casos podría llegarse a una proporción de 1-1: sólo un contribuyente por jubilado. ¿Cómo es esta proporción en los fondos de pensiones privados? Como en este caso cada cual se preocupa de sí mismo, sólo hay una única proporción posible: 1-1. Solamente esto ya resulta más que curioso: la necesidad de un cambio de sistema se basa en la evolución prometida, pero ni tan siquiera garantizada, de que en el sistema de reparto la proporción entre depositantes y beneficiarios descienda a un 1-1 hasta 2030. Pero en el «nuevo» sistema que ha de traer la solución, el «escenario de los horrores» de un 1-1 ¡es la única proporción posible entre depositantes y beneficiarios! ¿Cómo va a funcionar así de repente?


    Probablemente, el cambio demográfico afecte al sistema de cobertura del capital incluso con más ímpetu que al sistema de reparto: el sistema de cobertura del capital vive de que los jóvenes compren a los mayores sus valores acumulados. Sin embargo, si cada vez hay menos jóvenes, ¿quién va a comprar a los mayores todos sus títulos? Cuanto más dramático es el desarrollo demográfico, peor es la horquilla de valores en la que caen los mayores. ¿A quién van a vender sus acciones, bonos y certificados si ya no hay nadie ahí? En este punto, la bomba demográfica detona sin sordina.


    


    b) ¿Las primas de las pensiones privadas tienen intereses más altos que las cotizaciones a la seguridad social?


    


    El escenario de los horrores estándar del sistema de cobertura del capital funciona porque la rentabilidad de los mercados financieros es muy alta, más alta que la rentabilidad «implícita» del sistema de reparto: los incrementos de salarios y sueldos. Con la introducción del plan de pensiones Riester en Alemania y con las —análogas— «previsiones de futuro» (así como la «facturación nueva») en Austria, se prometió una rentabilidad de ensueño para todos absolutamente irreal. Un 6 por ciento de rendimientos del capital era posible para todos a largo plazo, se dijo en el debate. Un prospecto de pensión privada del Banco de Austria describía diversos escenarios de intereses, el mejor era un 12 por ciento de intereses anuales, el peor, un 6 por ciento. La alquimia del dinero por dinero fue vitoreada entre el pueblo; el bajón era previsible. La historia de los mercados de capitales se caracteriza por fluctuaciones maníaco-depresivas, inestabilidad extrema y colapsos regulares de las aseguradoras de pensiones privadas. Pero los hechos históricos no pudieron debilitar la voluntad política de precipitar a la colectividad al riesgo. El riesgo —alias privatización de jubilaciones— es una campaña comercial en la que los gobiernos interpretan el papel de un departamento de relaciones públicas. Cuando, en nombre de Attac o de científicos de pensamiento libre, advertimos del hundimiento seguro de las promesas falsas del sistema de cobertura del capital, los medios de comunicación apenas nos prestaron atención. Es cierto que pude escribir reiteradamente artículos de opinión al respecto en el Standard austríaco, pero eso —a excepción hecha de una audición pública de expertos en el Parlamento— no tuvo repercusión alguna. Maticé que desde Japón hasta Suiza pasando por Gran Bretaña sobrevenía un colapso en cadena de las aseguradoras privadas, que el Estado intervino y rescató.267 Señalé a Gran Bretaña, donde, según un estudio de la Universidad de Bristol, la pobreza amenazaba casi al 50 por ciento de la gente al final de sus vidas, debido a la privatización que impuso Margaret Thatcher. Millones de personas regresaron libremente al sistema estatal del que la «Dama de hierro» les había echado. Y hablé de Chile, donde el dúo formado por el dictador Augusto Pinochet y el economista estadounidense Milton Friedman privatizó totalmente todas las pensiones, salvo las de los militares y la policía. De los numerosos fondos en 2000 sólo quedaban nueve, los cuatro más grandes en manos principalmente extranjeras. Tan sólo el 45 por ciento de los contratantes estaban en condiciones de pagar cotizaciones de forma regular. En el promedio a largo plazo, los fondos únicamente produjeron unos réditos del 1 por ciento. En una cuenta de ahorro normal, los asegurados habrían percibido más; en cambio, los fondos lograron unos réditos de capital propio del 27 por ciento.268 Hoy en día en Chile casi nadie espera una jubilación que garantice un alto estatus económico. Expliqué que las aseguradoras privadas cambian la tabla de mortalidad, reducen la prestación por jubilación o sencillamente aumentan las primas, sin preguntarle a nadie y sin el menor revuelo de la opinión pública.


    Ahora empiezan a vivirse experiencias similares con las pensiones Riester, las pensiones empresariales y las previsiones de futuro en Austria. Casi cada año hay recortes, el interés garantizado baja, la renta suele ser negativa. Sinceramente, ¡podríamos habernos ahorrado todo esto!


    


    c) ¿La previsión privada es más rentable?


    


    Una segunda razón, además de los mercados financieros inestables, de que lo privado no rinda más que la caja de reparto público estriba en que, en comparación, cuesta un ojo de la cara. En Alemania y Austria, el 2 por ciento o incluso un poco menos de las cotizaciones a la caja de pensiones se usan para la gestión. Las aseguradoras privadas engullen en Latinoamérica del 13 al 26 por ciento,269 en Australia, del 11 al 35,5 por ciento,270 en Gran Bretaña, el 20 por ciento 271 y el promedio internacional es del 15 al 25 por ciento.272 Son unas diez veces más ineficientes. ¿Cómo se explica esto? Primero, porque se tasan más caras; segundo, porque anuncian su excelente rendimiento a bombo y platillo: hasta el 40 por ciento de los costes totales se va en marketing. Todo fondo de pensiones debe convencer al público de que produce unos réditos mayores que la competencia. Tercero, porque los gestores de fondos quieren ganar algo más que los empleados de la seguridad social por su espléndido «rendimiento». Cuarto, porque las aseguradoras privadas tienen afán de lucro. La caja de pensiones no tiene que repartir ningún beneficio a los responsables de la seguridad social ni al Estado, las aseguradoras privadas, por el contrario, en parte cotizan en bolsa. Así se explica esa ineficiencia diez veces mayor de lo «privado» con respecto a lo «público».


    De acuerdo con estas condiciones marco —mercados financieros inestables y gestión costosa de fondos—, los réditos ideales prometidos no llegan. Un ecotest de 144 productos de las pensiones Riester ha revelado que hasta los ochenta y seis años de edad los réditos ascienden al 0,6 por ciento; en el caso de los productos vinculados a fondos los réditos eran incluso continuamente negativos.273 La Asociación para la Información de los Consumidores austríaca hace el cálculo de los réditos reales de un seguro de vida vinculado a un fondo. Después de pagar veinte años un total de 24.000 euros, al final tan sólo da 27.698 euros, esto es, unos réditos del 1,4 por ciento. El motivo: los elevados costes del seguro (6.520) y de los fondos (6.870 euros).274 El que quiera conocer los costes desglosados no lo tiene fácil: de 33 productos Riester analizados, ninguno ofrecía el total de los costes con transparencia. Tampoco es tan sencillo: tasa inicial, comisiones de gestión, gastos de depósito, costes de transacción, gastos de administración, comisiones de éxito, prestaciones adicionales, costes de garantía del capital, costes de jubilación... Así se conforma la ineficiencia diez veces mayor.


    


    d) ¿Las pensiones privadas tienen una distribución más justa?


    


    Las pensiones privadas no sólo son arriesgadas y caras, también son injustas, porque sólo las perciben aquellos que pagan. La persona que no paga, porque en ese momento está en paro, embarazada, en período de lactancia o enferma, no percibe nada. Así de simple es la ciencia actuarial. Y para el que sólo pague un billete de cien al mes, su pensión no será suficientemente jugosa. La pensión será jugosa si los empleadores y asalariados pagan respectivamente del 10 (en total 20) al 15 (en total 30) por ciento del salario o sueldo; eso es suficiente en la actualidad, y lo sería hasta 2030. El que no tiene ingresos se estrellaría espectacularmente en la pensión privada, porque no podría adquirir ningún tipo de derecho. En los seguros de pensiones solidarios, todas las situaciones vitales se amortiguan, y de haber voluntad política podrían incluso compensarse mejor. Entre otras cosas debería fijarse una pensión mínima, algo que las aseguradoras privadas no hacen por principio. Algo así sólo existe en una comunidad verdaderamente solidaria, en un pacto intergeneracional que no excluye a nadie y practica los principios de solidaridad y dignidad humana. Cada porcentaje de privatización y cada paso que se desvíe del sistema de reparto es un paso hacia la pobreza de la tercera edad.


    


    El complot de Matusalén


    


    Tanto en Alemania como en Austria, la privatización de las pensiones se llevó adelante aduciendo como principal argumento que hasta 2030 la tasa de cotización no debía sobrepasar el 22 por ciento. Concretamente, hasta 2030 había que impedir en Alemania una tasa del 26 por ciento. Aquí está el truco: el —imposible— 26 por ciento estaría financiado en un 13 por ciento por empleadores y asalariados. Con un límite del 22 por ciento, empleadores y asalariados pagan un máximo del 11 por ciento para la renta obligatoria (reducida). Pero, además, el 4 por ciento se acoge a la pensión privada —exclusivamente del lado de los trabajadores—, por lo que tenemos una tasa de cotización del 15 por ciento para los asalariados y del 11 por ciento para los empleadores. ¡En total es un 26 por ciento! Justamente aquello que parecía que no era posible y por lo que se iniciaron las pensiones privadas es lo que ha acabado siendo. Este truco pone de manifiesto que no se trata de impedir una tasa de cotización demasiado alta, sino de una redistribución a favor de los empleadores y en perjuicio de los asalariados. Y en favor de la industria aseguradora, puesto que el 4 por ciento de las pensiones Riester van a parar ahora a su engranaje. Vemos que el «complot de Matusalén»275 existe realmente: lo han urdido las patronales, los bancos y las aseguradoras. Y los gobiernos y parlamentos rojos-verdes-negros-amarillos participan lealmente. El día de la introducción de las pensiones Riester, el titular del Handelsblatt no decía, por ejemplo, «pensiones garantizadas», sino «negocio millonario para las aseguradoras». En Austria, el Standard llevaba por titular «negocio gigantesco para la bolsa de Viena».


    


    e) ¿Las condiciones marco favorables de las pensiones privadas inciden también favorablemente en las pensiones de reparto?


    


    Aunque el sistema de cobertura del capital está claramente supeditado al pacto intergeneracional en los tres requisitos principales de un sistema de pensiones —garantías, justicia, eficiencia—, muchos aducen, no obstante, la «táctica de los tres pilares» o la hipnosis de «no poner todos los huevos en la misma cesta». Se recomienda no jugárselo todo a una sola carta (pacto intergeneracional), sino erigir el segundo pilar (pensión empresarial) y el tercero (previsión privada) al menos «de manera complementaria». La idea es atractiva, pero falsa: porque cuando un modelo existente, que es mejor en todos los aspectos que otro nuevo, sólo es sustituido parcialmente por éste, lo que se produce en definitiva es un deterioro.


    La complementariedad a efectos de «cerrar los agujeros de las pensiones» no es sólo una ilusión, porque la privatización más bien abre agujeros en lugar de cerrarlos, sino que desde el punto de vista económico es, además, un contrasentido de primera magnitud, puesto que las condiciones marco favorables del sistema de reparto son: pleno empleo, elevado incremento de salarios y sueldos, así como menores réditos financieros, lo que atrae inversiones reales y la creación de más puestos de trabajo. Por el contrario, las condiciones marco favorables del sistema de cobertura del capital son: intereses altos, fuertes subidas de la cotización de acciones y precios de bienes inmuebles y alquileres altos. Tres cortes profundos en la propia carne de los futuros pensionistas:


    


    — A mayores intereses, más masiva es la redistribución de las masas hacia una élite (esto ya lo hemos visto en el capítulo 5). Además, mediante intereses reales altos cada vez más empresas pasan de deudoras a acreedoras. En lugar de invertir, empiezan a especular, con lo que el desempleo aumenta; esto también lo hemos visto ya.276


    — A mayor esperanza de plusvalía o incluso dividendos, más se exprime y estruja sin piedad a las grandes empresas. En el peor de los casos, los futuros pensionistas, en favor de unos dividendos más altos por el fondo de pensiones, pierden su puesto de trabajo en la misma sociedad anónima.


    — Cuanto más altos sean los precios de los bienes inmuebles y los alquileres, mayor es el coste de la vida actual, lo que también genera objetivos contradictorios para la mayoría de la población alemana y austríaca que no posee bienes inmuebles.


    


    Una buena condición propicia para el sistema de cobertura del capital es una amplia redistribución desde los pequeños ahorradores de las pensiones Riester y aquellos que no pueden permitirse una pensión privada, hacia los acaudalados. La privatización de las pensiones fue una maniobra artera a gran escala, en la que mucha gente se tragó el cuento de que tenía los mismos intereses que los rentistas. El cuento que ya hemos conocido en el capítulo 6 con los intereses vale para todas las rentas. Cuanta más gente apueste por las pensiones privadas y el rendimiento del capital, menos garantizadas estarán las rentas y mayor será la desigualdad. Attac intenta esclarecer estos nexos; de hecho, el Banco del Bien Común informará de este trasfondo con una especie de «centro de formación monetaria». En realidad, esta forma de instrucción monetaria debería ser un componente de la declaración del bien común de los bancos. Cuando los bancos tienen afán de lucro, lo que les interesa es encubrir y engañar, porque eso incrementa sus beneficios. Si cambian hacia una orientación al bien común, que sería un elemento del «dinero y el crédito como bien público», la pensión garantizada para todos estaría entre sus objetivos, y, correspondientemente, instruyendo pondrían su granito de arena.


    


    Alternativas


    


    Las consecuencias de los argumentos aducidos son evidentes:


    


    — El Estado tiene que desistir totalmente de fomentar las pensiones privadas y el sistema de cobertura del capital. La gente puede seguir con las pensiones privadas, acumulando patrimonio; se trata de que no se financien a través de los contribuyentes y los efectos negativos del proceso de cobertura del capital no los pague la colectividad. Antiguamente, en los seguros de pensiones obligatorios de Austria estaba la posibilidad de asegurarse voluntariamente por un precio más elevado, lo que en mi opinión sigue siendo la mejor previsión complementaria, aparte de los ahorros en la «cuenta monetaria».


    — Hay que reforzar el seguro de pensiones solidario y el pacto intergeneracional, para que contrarresten con fuerza el envejecimiento continuo y progresivo de la población que se produce desde hace más de cien años, y cierren los agujeros que hay aún en las prestaciones (pensión mínima digna, valoración más generosa de las etapas vitales no remuneradas, subida de las pensiones de las mujeres). Con diez pequeñas clavijas, las pensiones públicas pueden subirse a un nivel digno.


    


    10. COOPERACIÓN FISCAL GLOBAL


    
      


      Las tres primeras décadas después de la segunda guerra mundial fueron las décadas de las más severas restricciones de circulación de capitales de la historia del capitalismo internacional hasta entonces. Al mismo tiempo fueron tiempos de crecimiento especialmente fuerte, elevada ocupación, aumento considerable de los ingresos reales y del progreso social.


      


      JÖRG HUFFSCHMID277

    


    


    En el tema fiscal se pone de manifiesto que estamos más o menos a caballo entre el feudalismo y la democracia o viceversa. Mientras se protege la propiedad privada, en especial la de los acaudalados, aunando los esfuerzos de las fuerzas de seguridad públicas y privadas —el Estado muestra aquí un firme compromiso—, los ministros de Hacienda y asesores fiscales privados colaboran análogamente de forma eficaz para mantener lo más baja posible la carga fiscal de los mismos ricos cuya propiedad el Estado protege fuertemente. La punta del iceberg es prominente: Klaus Zumwinkel, Uli Hoeness, Boris Becker, Karl-Heinz Grasser, Julius Meinl, Herbert Stepic. Una parte de las personas más ricas llevan muchos millones o miles de millones a paraísos fiscales, con ayuda de abogados, fideicomisarios y notarios: todo un ejército de auxiliadores que ayudan a evadir impuestos. Por otro lado, las empresas transnacionales trasladan sus beneficios a países con menos impuestos y a paraísos fiscales, con lo que allí, donde en términos de economía real están activos y hacen uso de las prestaciones públicas, pagan pocos impuestos o ninguno. Gracias a la libre circulación de capitales en los paraísos fiscales, que deben a sus amigos de los parlamentos, al ineficaz convenio de doble imposición y la privatización de la liquidación de movimientos, de la circulación transfronteriza de capitales. Starbucks, Amazon, Apple, Google, Ikea, Accenture: son todos unos casos brutales de evasión de impuestos o fraude fiscal. Según un estudio del Credit Suisse, 386 grandes empresas de la OCDE reducen anualmente su carga fiscal en unos 106.000 millones de dólares estadounidenses.278 A través del paraíso fiscal irlandés, Google se ahorró hasta 44.000 millones de libras en impuestos (52.000 millones de euros; el paquete de rescate europeo para Irlanda ascendía a 85.000 millones de euros) y Apple abonó un tipo impositivo del 2 por ciento.279 Según la memoria comercial, la banca alemana mantiene más de 440 filiales en el superparaíso fiscal de Delaware; y en las Islas Caimán más que en la sede del consorcio de Fráncfort.280 En 2008, 2009 y 2010, Starbucks presentó unos beneficios nulos en Suiza. La misma cantidad que la carga fiscal.281 Los beneficios de las empresas estadounidenses en las Bermudas ascienden al 646 por ciento del rendimiento económico del pequeño país, en las Islas Caimán al 547 por ciento y en las británicas Islas Vírgenes al 355 por ciento del PIB.282 Los paraísos fiscales de este mundo esconden una riqueza infinita. Las prudentes estimaciones de la Red de Justicia Fiscal parten de un patrimonio financiero privado de 21 a 32 billones de dólares estadounidenses que eluden impuestos offshore.283


    A no pocos ricos y multinacionales les cuesta jugar limpio. Para cobrar son los primeros en estar ahí (infraestructuras públicas, desde educación y sanidad, pasando por la vía pública y los aeropuertos hasta la justicia y la seguridad), a la hora de pagar escurren el bulto (carga fiscal). No están dispuestos a respetar las reglas democráticas de juego. Se mofan de los principios básicos liberales y del Estado de derecho. Parecen más una «banda de ladrones» que comerciantes respetables y ciudadanos responsables. Los pobres no tienen esta opción: no tienen un patrimonio que poder trasladar; no obtienen beneficios empresariales que puedan declarar en otro sitio; no tienen una renta del capital digna de mención que puedan ocultarle al fisco. Perciben un salario bajo o medio al que automáticamente se le deducen impuestos y la cotización a la seguridad social. Si gastan lo poco que ganan, el impuesto sobre el valor añadido golpea de lleno. En cambio, los ricos y las multinacionales, a largo plazo, pueden aparcar e incrementar offshore su riqueza y sus ganancias; pueden escoger el lugar del mundo donde presentar sus beneficios, y pueden embolsarse las rentas del capital mediante entramados jurídicos específicos, de modo que la agencia tributaria competente haga la vista gorda. En una comunidad democrática, la evasión de impuestos y el fraude fiscal desencadenan una espiral viciosa:


    


    — Es injusto y desigual que una parte de la población eluda sus obligaciones fiscales.


    — Es especialmente injusto que se salten las reglas de juego justo aquellos a los que más fácil resulta cumplirlas.


    — Cuando el Estado de derecho fracasa unilateralmente en el cumplimiento fiscal, se debilita la confianza en la administración, la legislación y en la justicia.


    — Se mina la conciencia tributaria de todos cuando sólo unos pocos se atienen a ella.


    — La presión fiscal recae en la gente de bien y en aquellos que menos posibilidades tienen de evadir impuestos, que no acceden a unas rentas del capital ni a unos beneficios empresariales y sí a un salario y un consumo privado.


    — Los ingresos públicos disminuyen, hay que recortar y suprimir prestaciones públicas.


    — A su vez, de esta manera, se reduce la igualdad de oportunidades y la posibilidad de las clases bajas de amasar patrimonio a pulso y acercarse hacia el grupo de los privilegiados. Cuanto peor estén la asistencia sanitaria pública, el sistema educativo público, la seguridad pública y las infraestructuras sociales, menos posibilidades tienen los más pobres que dependen de estas prestaciones, porque no pueden permitirse las privadas, como los ricos.


    


    Por eso, las medidas para impedir la evasión de impuestos y el fraude fiscal deberían recibir una atención política tan escrupulosa como la protección de la propiedad. En este último caso, el Estado está al pie del cañón y vela firmemente por que se cumplan las reglas de juego; en cambio, en el caso del cumplimiento fiscal, que protege la propiedad de la colectividad, parece haber una cultura internacional de la desidia, la indulgencia, la amnistía y la indolencia del Estado de derecho, al menos con los peces gordos.


    Sin embargo, el propio Estado tendría que estar interesado en una tributación justa y un cumplimiento fiscal efectivo: si una parte de los contribuyentes no brinda o minimiza su aportación, el Estado no puede disponer de los recursos que le corresponden, no pueden proporcionarse las prestaciones públicas ni puede estructurarse la propiedad pública. Los desequilibrios en el cumplimiento fiscal constituyen una expropiación a la colectividad. Es característico de las predemocracias que los mismos que reclaman una protección estricta de la propiedad privada (y en este punto abogan por un Estado firme) no vean ninguna necesidad de actuar en caso de expropiación a la colectividad a través del fraude fiscal, sino, antes bien, que incluso aboguen por un Estado débil y unas leyes que permitan la continuidad de la expropiación: circulación libre de capitales en paraísos fiscales, convenios fiscales «liberadores», generosa tributación de sociedades del capital, secreto bancario...


    Una democracia seria se toma el cumplimiento fiscal tan en serio como la protección de la propiedad. Vela por los derechos y obligaciones de los ciudadanos sin hacer distinciones. Cuanto más unilateral sea la atención que pone el Estado en la protección de la propiedad, más «feudal» o neofeudal es. A mayor equilibrio del compromiso soberano a este respecto, más democrática es una comunidad. Ya la Declaración Universal de los Derechos del Hombre y el Ciudadano de 1789 establecía rotundamente, no por casualidad, en el Artículo 13 que una «tributación general de todos los ciudadanos tiene que distribuirse proporcionadamente de acuerdo con sus posibilidades». Esta rotundidad se debe a que, antes de las revoluciones civiles, el primer y segundo estamento —nobleza y clero— estaban exentos de obligación fiscal, mientras que el pueblo llano tenía que cargar con toda la presión tributaria pese a que era el grupo más vulnerable y el que tenía menos «posibilidades» que todos los demás para aguantar la carga fiscal. De esta desigualdad histórica han surgido los dos principios básicos centrales del derecho fiscal de los Estados democráticos:


    


    1. Universalidad: todos los ciudadanos están supeditados a las mismas obligaciones fiscales.


    2. Productividad: cuanto mayor sea el «patrimonio» económico de alguien, es decir, la posibilidad de carga fiscal, mayor será también la contribución personal. El que más tiene puede dar más, no sólo en términos absolutos (un trozo de igual proporción de un pastel más grande), sino progresivos: cuanto más grande sea respectivamente el pastel de ingresos y patrimonio de una persona, más grande será también la proporción de pastel que se ceda a la colectividad. Aun así, los más ricos siguen teniendo más que todo el resto.


    


    Al igual que para la protección estatal de la propiedad, para el cumplimiento fiscal se necesitan ciertos requisitos: a fin de que impere la claridad en el régimen de propiedad y el Estado pueda protegerlo, hay que averiguar una serie de datos, por ejemplo, las inscripciones en el registro de la propiedad o en el registro mercantil o las formalizaciones de concursos de acreedores. Un requisito análogo para el cumplimiento fiscal es la transparencia de ingresos y patrimonio ante la agencia tributaria competente. En la mayoría de los Estados de derecho democráticos se logró esta transparencia para una parte de los ingresos: los salarios y sueldos se notifican automáticamente no sólo a las agencias tributarias, sino también a la seguridad social y se gravan correspondientemente. En el caso de las rentas del capital no es así, en algunos países éstas siguen sin notificarse al fisco o sólo se hace parcialmente. Además, suelen tributar menos que los sueldos. El ejemplo más célebre vuelve a ser Warren Buffett, que calculó que únicamente pagaba el 17,4 por ciento de impuestos sobre sus multimillonarios ingresos, mientras que a sus empleados les correspondía un promedio del 36 por ciento.284 En Alemania, el tipo impositivo máximo para sueldos se eleva al 47,5 por ciento,285 el impuesto anticipado sobre el capital, al 25 por ciento. En algunos países especialmente feudales como Austria y Luxemburgo, las rentas del capital aún son secreto bancario, por lo que permanecen en el anonimato. Esta contradicción es formidable: notificación absolutamente automatizada a la administración de los ingresos salariales para garantizar el éxito fiscal; ¡protección legal de datos en el caso de las rentas del capital para obstaculizar lo máximo posible el cumplimiento tributario! El movimiento internacional de Attac retomó este tema con el cambio de milenio, por lo que en los últimos años la cosa ha empezado a moverse poco a poco y la competencia fiscal, los paraísos fiscales y el secreto bancario han comenzado a ponerse a la defensiva. Las primeras medidas proceden de la UE, la OCDE y Estados Unidos. Sin embargo, la equidad y la justicia tributaria todavía no imperan, y el cúmulo de escándalos de los últimos años aún no ha conducido a un cambio significativo. La notificación automática al fisco de todos los ingresos y patrimonios sigue siendo una tarea pendiente de los Estados de derecho democráticos. La globalización no es impedimento para ello. La solución podría constar de varios pasos:


    


    Paso 1:


    Notificación automática de todos los ingresos nacionales


    


    Tal como hemos visto, una parte de los ingresos ya se notifica de forma totalmente automática. El trato equitativo de los ingresos salariales —que representan la principal fuente de ingresos del 90 por ciento de la población, y las rentas del capital, que, tirando por lo alto, quizá beneficien al 10 por ciento de la población— posibilita la notificación automática por igual a las agencias tributarias de todas las rentas del capital: desde intereses y dividendos, pasando por rendimientos de fondos hasta plusvalías y beneficios de apuestas. Naturalmente, también sería posible la equiparación en sentido contrario: que el «secreto bancario», que en realidad equivale al secreto de las rentas del capital (también esto es un engaño), se extendiera a los ingresos salariales. El que defiende mantener en secreto intereses, dividendos y plusvalías lógicamente también es partidario del secreto de salarios y sueldos: igual «protección de datos» para todas las modalidades de ingreso privado. O, cuando el concepto de «secreto bancario» de la entidad y no de las modalidades de ingresos se aplica a un «secreto empresarial» que protege los ingresos salariales de los particulares de los ojos curiosos del fisco tanto como las rentas bancarias del capital.


    La igualdad en esta dirección en realidad sería un retroceso en la transparencia de la política fiscal. En el conflicto de objetivos concretos del cumplimiento fiscal frente a protección de datos, la obligación tributaria se impone sobre la protección de datos, porque prevalece la ventaja de un sistema tributario universal y justo sobre los inconvenientes de que, en cambio, papá Estado llegue a conocer los ingresos de sus ciudadanos. O, viceversa, la ventaja de la protección de datos —mantener todos los ingresos en secreto— es inferior al inconveniente si apenas se recaudan impuestos y, por tanto, pueden construirse menos escuelas y financiarse menos prestaciones públicas.286 Un elemento de las reglas de juego de un nuevo orden monetario es que papá Estado ponga a disposición de los ciudadanos el dinero como bien público, pero éstos, como contrapartida, desvelen sus ingresos y patrimonio, a fin de que el Estado pueda gravarlos justa y eficazmente. En un Estado moderno, todos los ingresos se desvelan por igual. Cuando ingresos y patrimonio pueden adoptar la forma virtual de dinero bancario, deben notificarse igual que la compra de un terreno mediante la inscripción en el registro mercantil, por lo que el Estado reclama la carga fiscal. En una época de nuevas modalidades —electrónicas— de ingresos y patrimonio, la capacidad del cumplimiento tributario tiene que evolucionar para satisfacer los mismos principios de siempre: que el que tenga unos ingresos y/o patrimonio mayores pueda aportar más en términos absolutos y relativos a la financiación del Estado. Para ello es un requisito indispensable que a la agencia tributaria se le notifiquen todos los ingresos, y no sólo una parte de ellos.


    Cuando todos los datos fiscales relevantes confluyen en la agencia tributaria, los ingresos totales pueden someterse a un impuesto único sobre la renta de las personas físicas. Se acabaría con la división impositiva y la política de favorecer las rentas del capital (carentes de carga) frente a los ingresos salariales (con carga). También la obligación de cotizar a la seguridad social podría extenderse al total de los ingresos personales, en vez de abarcar únicamente salarios, sueldos e ingresos de autónomos. Eso no sería una clavija pequeña del sistema de pensiones, sino grande.


    


    Paso 2:


    Convenio multilateral de intercambio de información


    


    Una vez que dentro del «país» (en este momento, el pueblo soberano sólo es soberano a escala nacional) se haya llegado al trato equitativo de todos los ingresos en la notificación automática, puede aplicarse el mismo principio también para los ingresos que los ciudadanos del país obtengan en el extranjero con el fin de impedir la evasión de impuestos. La buena noticia: a este efecto, en el seno de la UE y algunos terceros países («directiva sobre intereses»), está ya hecho el esqueleto de un convenio multilateral, además de un acuerdo bilateral de Estados Unidos (el FATCA, por sus siglas en inglés). Estos esqueletos podrían extenderse más allá de la UE y la OCDE a la ONU hacia un acuerdo tributario multilateral y finalmente global. En esta serie de pasos, el incipiente núcleo de la Unión Económica y Monetaria bastaría para animar a participar a otros Estados; y, en el caso de que no cooperasen, cabe la posibilidad de obligarles de acuerdo con el lema perfectamente legítimo: cooperamos con la libre circulación de capitales, si cooperáis en materia de políticas fiscales. Si vosotros no cooperáis, nosotros tampoco. En caso de no cooperación, los paraísos fiscales saldrían perdiendo —se les cerrarían los mercados financieros internacionales— y por eso procederían a cooperar de inmediato si la UE o la OCDE fueran en serio. Éste es ahora mismo el principal problema: los países industrializados (las sedes de la evasión fiscal) no lo dicen en serio. El problema no son los paraísos fiscales ni la agresiva competencia fiscal por parte de algunas naciones. Los paraísos fiscales o los competidores fiscales sólo tienen cabida en la medida en que lo permitan los Estados donde están los minimizadores, defraudadores y estafadores. La palanca clave es la libre circulación de capitales. Si los Estados que evaden no cooperan, ocultando datos fiscales relevantes, entonces ni en la Biblia, ni en el Corán ni en ninguna constitución del mundo (excepto el Tratado de Lisboa de la UE, que, sin embargo, no es una constitución) está escrito que tenga que ser libre. Hasta el Fondo Monetario Internacional prevé controles de circulación de capitales en sus estatutos: «Los países miembro pueden ejercer controles de transferencias de capitales, ya que son necesarios para regular los movimientos internacionales de capital».287


    


    Confianza y cooperación


    


    La libre circulación de capitales es una demostración de confianza de un Estado hacia otro. Ésta debería ofrecerse sólo si el socio comercial se ha ganado esa confianza, colaborando en materia de cumplimiento tributario y de regulación del mercado financiero. De no hacerlo, le tocará esperar para obtener el permiso de libre circulación de capitales.


    Es de lo más razonable: ¿cuándo le das a una persona la llave de tu casa o tu tarjeta del cajero automático: el día que la conoces, porque eres una persona «liberal»? ¿O sólo cuando esa persona se haya ganado tu confianza y estés seguro de que no abusará de ella? Está claro. ¿Por qué debería ser distinto entre Estados?


    Tal vez resulte útil otra comparación: la «globalización liberal» gusta de ser descrita como «libre circulación de personas, mercancías, servicios y capitales». Sin embargo, es un burdo engaño triple y una cortina de humo:


    


    1. La imposición unilateral de las libertades económicas —de la libre circulación de capitales, la libre circulación de servicios, la libre circulación de mercancías— sin un establecimiento simultáneo vinculante de derechos humanos, normas laborales, estándares sanitarios, sistemas de garantías sociales, tasas impositivas o leyes medioambientales no es «liberal» —garantizar los mismos derechos y libertades para todos—, sino que favorece a los más grandes, poderosos y con menos escrúpulos: predemocracia no liberal.


    2. La circulación de personas, contrariamente a lo que se afirma, no es libre. La UE y sus Estados miembros discriminan a la gente en tres clases: los de la primera clase gozan de una libertad total de circulación, como el capital; los de la segunda clase tienen que satisfacer estrictos requisitos burocráticos antes de poder entrar de manera temporal en la UE (y justo cuando empiezan a aclimatarse un poco y a hacer amigos tienen que volver a irse: sin piedad). La gente de países «indignos» no está autorizada a entrar. La «fortaleza europea» se aísla cada vez más herméticamente de los perdedores de la globalización. El presupuesto de la agencia Frontex, que se creó exclusivamente para impedir la libre circulación de personas, se ha multiplicado en los últimos años. A diferencia de las personas, todo capital extranjero goza de una libertad de entrada ilimitada, completamente al margen de la calidad y el origen.


    3. La libre circulación de capitales y su supervisión son, una vez más, dos cosas independientes. De nuevo, la comparación ayuda: aunque la circulación de personas sea libre, eso no significa que no haya controles fronterizos, registros, declaraciones y autorizaciones, inspecciones arbitrarias y posibilidad de sancionar: reglas de juego. Lo mismo pasa con la circulación de mercancías: la libertad general de circulación no significa ni mucho menos que no haya controles aduaneros, autoridades para el control de entradas, documentación obligatoria y demás reglas de juego. ¿Libre circulación de capitales de repente significa sólo en el caso del capital que el Estado —regulación, supervisión, autoridades fiscales, sistema de notificación— desaparece y deja de existir? Ésta es la horripilante situación real, pero no es liberal, ni democrática ni propia de un Estado de derecho; no es nada razonable.


    


    La libre circulación de capitales no es un objetivo en sí mismo, ni mucho menos el fin de todas las reglas. La UE debería dar a firmar a todos los terceros países el futuro acuerdo multilateral de cooperación fiscal, y, de no firmarlo o negarse a su cumplimiento, reaccionar restringiendo la circulación de capitales. Como se ha visto en el ejemplo Estados Unidos-Suiza (Ley para el Cumplimiento Fiscal de Cuentas en el Extranjero, FATCA) —y ojalá en 2014 se vea también en Austria—, un paraíso fiscal, por mucho que se pavonee, sale siempre perdiendo y se aviene enseguida a cooperar cuando el país de origen de la evasión fiscal se pone realmente serio.


    


    De la incompleta directiva sobre intereses hacia una directiva completa sobre la renta del capital


    


    De todas formas, cuando los socios comerciales no cooperan, ponerse serio es algo más que la predisposición a sancionar. En primer lugar significa: dar un buen ejemplo manifiesto. La directiva sobre intereses de la UE es comparable al «queso suizo» en lo que respecta a la cantidad de coladeros que hay: se gravan únicamente las rentas, pero los dividendos y las plusvalías, no; sólo las personas naturales, pero ninguna jurídica. Austria y Luxemburgo no participan en el intercambio automático, se han sacado de la manga una retención sobre la fuente para proteger su secreto bancario, o sea, a los ricos. Y, para más inri, a día de hoy no existe prácticamente en ninguna parte del mundo un registro de fundaciones o trusts donde figuren los propietarios o beneficiarios, que sería el requisito necesario para clasificar patrimonios e ingresos de cara a las obligaciones fiscales. Es decir, al final una larga lista de deberes pendientes que pone de manifiesto que hasta el momento los parlamentos de los Estados de la UE no se han puesto serios. Están entretenidos esquivando o minando el acceso de las agencias tributarias a los ricos. Un motivo más para dejar que el pueblo soberano determine las reglas de juego y no los representantes de la primera clase.


    


    Transposición técnica


    


    ¿Qué significa «restringir la circulación de capitales»? Para entenderlo conviene echar un vistazo a la actual tramitación técnica al uso de la circulación de capitales. Porque algunos se imaginan que la evasión de impuestos se efectúa con maletines que están atiborrados de billetes y se llevan en persona o mediante correos por zonas intransitables, y se despachan con fueraborda. No es cierto. Hay quienes se imaginan que el banco local transfiere un importe millonario a un banco de un paraíso fiscal con un clic del ratón. Esto es ostensiblemente cierto. Entre bastidores están los denominados «bancos de liquidación de movimientos» a través de los que se lleva a cabo casi toda la circulación internacional de capitales, por una cuestión de costes. Hacer pasar a la vez miles de transferencias por una autopista de datos sale sencillamente más barato. Estos bancos de liquidación de movimientos prestan el servicio de transferir offshore el maldito dinero territorial, naturalmente gratis no. Cada transacción tiene unas comisiones. Por decirlo de alguna manera vendrían a ser las autoridades aduaneras privadas para el paso fronterizo del capital internacional. ¿Privatizaríamos la aduana de la circulación de mercancías, incluidos los beneficios de las tramitaciones? Creo que salta a la vista que esto se trata de un deber de soberanía estatal que debería asumir directamente el Estado, por ejemplo, el banco central. Hoy día, los bancos centrales ya llevan a cabo una parte de la liquidación de movimientos (sistema Target), o sea que sólo habría que «consolidarlo». De manera alternativa, el sector público podría encomendar a los bancos de liquidación de movimientos un cometido concreto que incluyera la restricción de circulación de capitales (en realidad sería como la privatización de los trámites aduaneros). Para restringir la circulación de capitales hay por lo menos dos posibilidades: la circulación de capitales a paraísos privados se grava tanto que la «evasión» se vuelve poco atractiva; o se prohíbe a los bancos con sede en paraísos fiscales declarados que participen en la circulación de capitales. No consiguen ninguna cuenta en el banco de liquidación de movimientos.


    La primera variante tiene la ventaja de la posible diferenciación en función de la envergadura del encubrimiento fiscal. Un posible instrumento de clasificación es el «índice de finanzas fantasma» de la Red de Justicia Fiscal internacional.288 Sería, por ejemplo, posible gravar gradualmente de un 3 a un 30 por ciento la circulación de capitales a paraísos fiscales, en función del resultado del índice. Como los encubridores sirven a diversos «señuelos», esta propuesta se me antoja la mejor. Además, está orientada desde un punto de vista formal y, por tanto, pedagógico: tras acabar con el secreto bancario para las rentas, la declaración obligatoria puede extenderse a otros ingresos, a las personas jurídicas, al registro de trusts y demás agujeros. Incluso dentro de la UE tendría sentido semejante «mecanismo estimulador»: Austria y Luxemburgo conservarían la libertad de aplicar en adelante la retención sobre la fuente en vez de la notificación automática de las rentas del capital, sólo que valdría un poco más. En este «proceso de aprendizaje colectivo», cada país tendría la posibilidad de la circulación de capitales libre de impuestos. La única diferencia con la actualidad: este estatus ya no se concedería gratis e incondicionalmente, sino que sería el mayor nivel de recompensa por hacer los deberes de cooperación fiscal.


    El Tratado de Lisboa de la UE hoy en día ofrece la base jurídica para realizar liquidaciones de movimientos mediante el sistema de los bancos centrales europeos. El protocolo del BCE dice: «El BCE y los bancos centrales nacionales pueden facilitar la infraestructura y el BCE puede dictaminar ordenanzas para garantizar sistemas de compensación y pago eficientes y fiables dentro de la Unión y en la circulación con terceros países».289


    A finales de 2013 llegó también una señal esperanzadora del G20: durante la cumbre en San Petersburgo, los Estados del G20 establecieron en la declaración final que «apoyan completamente la propuesta de la OCDE de un modelo realmente global para el intercambio automático de información multilateral y bilateral [...]. Nos comprometemos al intercambio automático de información como nuevo estándar global y hacemos un llamamiento a todos los demás Estados para que se unan a nosotros lo antes posible [...]. Esperamos para fines de 2015 iniciar entre los Estados del G20 el intercambio automático de información en materia fiscal».290 Tengo grandes esperanzas puestas en ello, pero confiaría más en las asambleas monetarias democráticas. Éstas últimas, en el más modesto de los casos, podrían conseguir que se implementen realmente las medidas que los representantes sólo debaten, pero luego no llegan a implementar.


    


    Tributación global justa de consorcios: «impuesto colectivo sobre consorcios»


    


    Después de la tributación justa y equitativa de las personas, el siguiente cierre liberal de agujeros —en términos de igualdad de derechos y obligaciones de todos— es una tributación coordinada global de las empresas. A decir verdad, también en este punto debería bastar con un razonamiento liberal: desde el momento en que mediante un convenio político entra en vigor una zona comercial común, en la que políticamente se crea un campo de juego equitativo con frecuencia trillado, también en éste han de valer las mismas reglas de juego para todos. ¿A quién iba a interesarle la Copa Mundial de Fútbol si cada equipo tuviera sus propias reglas? ¿Muy inverosímil? La metáfora de los «fans del libre comercio» se destapa: hablan constantemente de un «terreno de juego nivelado» (level playing field) para los «jugadores globales» (global players). Pero mientras en la OMC, con arduos esfuerzos, regatean por unas aduanas igualitarias y la supresión de otras «trabas comerciales», la unificación de las condiciones marco como los criterios laborales, sociales, sanitarios, medioambientales o incluso fiscales es tabú. Pero level playing field significaría normas fiscales iguales (y todos los demás criterios) para todos, a fin de que la productividad y la creatividad empresarial puedan concentrarse en el desarrollo de los mejores productos y servicios, sin perderse en comparaciones de leyes tributarias ni distorsionarse o ir por mal camino debido a decisiones de emplazamiento por razones fiscales.


    Actualmente, el sistema tributario se caracteriza por una ineficacia cuádruple:


    


    1. Las empresas se gastan un dineral en abogados, fideicomisarios y asesores fiscales, para minimizar la carga fiscal mediante triquiñuelas (precios de compensación internos, créditos de una filial a otra, tasas de licencia para filiales o holdings a paraísos fiscales, montaje de redes empresariales opacas...). Podría darse mejor uso a este dinero.


    2. Los abogados, fideicomisarios y asesores fiscales se corrompen éticamente ayudando a los miembros más poderosos de la sociedad mundial a no aportar su contribución fiscal justa y merecida. Un retroceso sistémico después de las revoluciones civiles.


    3. A las agencias tributarias les cuesta muchísimo descubrir el pastel, algo que no sería necesario si hubiera unos balances consolidados únicos para consorcios y el tipo impositivo se tasara de acuerdo con la actividad real de la empresa en el país correspondiente.


    4. De este modo, las empresas hacen un uso unilateral de las prestaciones públicas (formación de la mano de obra, pasando por infraestructuras hasta garantías públicas), sin pagar a cambio los impuestos correspondientes.


    


    El resultado es un impago fiscal de muchos miles de millones en todos los países, porque han decidido no gravar a los consorcios debidamente, con transparencia y uniformidad.


    Por si eso fuera poco, a consecuencia del desvío de beneficios a paraísos fiscales, todos los que no lo son entran también en la competencia fiscal y bajan conjuntamente los tipos impositivos sobre los beneficios, con miras a la total exención tributaria de las grandes empresas. En Alemania, durante la era de Kohl, el tipo impositivo empresarial estaba aún en un 60 por ciento, hoy día está a la mitad.291 En la OCDE, entre 1995 y 2009, los tipos impositivos empresariales cayeron del 37,7 al 26,3 por ciento.292


    Lo lógico y liberal sería que las zonas comerciales más importantes que hay —UE, OMC— crearan también normas fiscales únicas: tanto una base imponible única como un tipo impositivo mínimo; la competencia fiscal pasaría a la historia. Para la tributación global y única de los consorcios hay unas fases previas que un país, en todo caso la UE, puede introducir tranquilamente por su cuenta.


    


    Nivel 1: Principio de tributación en el país de residencia


    


    Dice el principio: da igual dónde opere una empresa internacional, los beneficios obtenidos se gravarán en todas partes igual que en el país de residencia mediante imposición suplementaria de la diferencia. El habitual convenio de doble imposición entre Estados puede perfeccionarse conforme a dos métodos: 1) por el método de exención: un consorcio alemán ha establecido una filial en Irlanda, en Suiza o en Singapur. Únicamente se pagan impuestos por los beneficios en el extranjero, aunque el tipo impositivo sea allí más bajo que en el país de origen; 2) por el método de abono en cuenta: se pagan normalmente impuestos por el beneficio en el extranjero, pero si allí el tipo impositivo es más bajo que en el país, la diferencia se paga en el país de residencia mediante una «imposición suplementaria». La primera opción es la habitual, naturalmente contiene un aliciente: crear una filial en un paraíso fiscal o en un país con impuestos más bajos. En el segundo caso, el aliciente de establecer una filial en un país con impuestos más bajos por motivos fiscales y desplazar los beneficios hacia allí, sería eliminado.


    A este respecto a Austria le han caído más deberes. Desde 2005, gracias a la «tributación de grupos» a estas alturas ya casi desacreditada, las empresas austríacas también pueden compensar «en casa» sus pérdidas en el extranjero con los beneficios, o sea, reducir con ello los beneficios nacionales. Pero esto no se aplica a los beneficios obtenidos en el extranjero, que no se añaden a los beneficios nacionales. En todas estas triquiñuelas fiscales, el razonamiento es el de siempre: nunca es por los valores (justicia), sino por la amenaza de inconvenientes (competencia). La maza de la competencia hace años que se emplea contra una mejora de las condiciones laborales, las garantías sociales, la protección del medio ambiente y la lucha contra el cambio climático, la transparencia para con los consumidores, la contención de la desigualdad, más democracia y derechos fundamentales; por el contrario, descubrimos que en un régimen de competencia internacional no puede ser todo bonito, auténtico y bueno: jugar sucio tiene sus ventajas. La ciudadanía no debe dejarse llevar por este razonamiento293 —anticonstitucional desde el punto de vista ético— que beneficia a los jugadores globales. Puede decantarse por la justicia, el juego limpio, el trato equitativo y la democracia. Las pérdidas de una gran empresa austríaca en Europa del Este se compensan con los beneficios en el mismo país y por último se gravan correspondientemente. La diferencia con el tipo impositivo sobre los beneficios en el país de residencia se paga con una imposición suplementaria en Austria. De este modo, mediante los tipos impositivos, a la competencia de los consorcios multinacionales por las sucursales, las inversiones y los beneficios se le despoja de su fundamento.


    


    Nivel 2: «Impuesto único» o impuesto colectivo sobre consorcios


    


    Los consorcios podrían reaccionar al principio de tributación en el país de residencia trasladando el domicilio social. De hecho, Philip Morris se trasladó a Suiza y Accenture a las Bermudas. Se necesita una alternativa más amplia, y la hay: «impuesto único», «impuesto global prorrateado» o «impuesto colectivo sobre consorcios».294 Con este planteamiento impositivo, el consorcio estará obligado a crear un balance consolidado global. A continuación se determina el porcentaje de cada país en el valor añadido global (mediante factores como la inversión de capital, los empleados y la facturación). Finalmente, el porcentaje fijado de los beneficios globales del consorcio se supedita al tipo impositivo vigente en el país correspondiente. Con ello no sólo sería inútil trasladar el domicilio social a un paraíso fiscal, porque, por ejemplo, Accenture hace el grueso de sus operaciones en Estados Unidos y no en las Bermudas. Y daría igual hacia dónde desplazara un consorcio sus beneficios con ayuda de triquiñuelas varias (precios de compensación internos, crédito de una parte a la otra, tasas de licencia exageradas...), como hace, por ejemplo, Ikea. Ya que lo que importa es sólo la actividad comercial real. Los paraísos fiscales carecerían de sentido, porque la inscripción en el registro mercantil no genera facturación ni empleo.


    El impuesto único no es una utopía, ya en 1925 lo aplicaron en Estados Unidos varios estados federales, contra la competencia fiscal interna estadounidense. Por ejemplo, California quería impedir que la industria cinematográfica desplazara sus beneficios a Nevada. Sin embargo, la enorme presión de los consorcios, pero también el temor de la UE a una doble imposición, hizo que muchos Estados abandonaran de nuevo el impuesto global prorrateado. La OCDE bloqueó durante mucho tiempo cualquier investigación sobre las repercusiones de un impuesto único, y la iniciativa volvió a languidecer en la ONU.


    Pero si los pueblos soberanos deciden, y no con gobiernos que van de la mano de los ricos, el impuesto único podría implantarse enseguida. En la era de la globalización, el principio lógico es una tributación única para los consorcios: «La pasarela única se basa en el punto de vista de que un consorcio obtiene los ingresos como un todo; no trata de identificar ni cuantificar cuánto ha ganado cada una de sus partes», argumenta la Red de Justicia Fiscal; en cambio, «el actual sistema fiscal internacional trata a los consorcios transnacionales como meras colecciones de empresas sueltas o unidades separadas unas de otras en distintos países».295 La política oficial marcha desgraciadamente en dirección contraria: «La Comisión Europea parece apartarse cada vez más, si cabe, del impuesto único como núcleo de una lucha eficaz contra el desplazamiento de beneficios», dice Margit Schratzenstaller, la experta en fiscalidad del WIFO de Viena (Instituto Austríaco de Investigaciones Económicas).296


    Únicamente implantando el impuesto único no se acabaría con la «competencia real de emplazamiento»: las empresas podrían trasladar su actividad real a países con menos impuestos. Por eso la Red Global de Justicia Fiscal propone que en este terreno se abran nuevos caminos, la combinación de ambas alternativas: impuesto global prorrateado y principio de tributación en el país de residencia. Así se cerraría todo coladero y se acabaría con la competencia fiscal global en materia de «beneficios empresariales».


    La agencia tributaria global propuesta en el capítulo 7 podría empezar con la implantación del impuesto colectivo sobre consorcios y proporcionar unas normas únicas para un balance fiscal para consorcios consolidado y global, subdividido por países.


    


    ¡Es posible que la UE camine en solitario!


    


    La UE podría llevar la delantera y enlazar tres planteamientos:


    


    1. Tras implantar una base fiscal conjunta para las empresas transnacionales, que redactó la Comisión Europea y el Parlamento Europeo secundó con una resolución, el segundo paso, igual de necesario, es estipular un tipo impositivo de sociedades en la UE, en todo caso un tipo impositivo mínimo alto para pacificar la competencia fiscal del mercado interior.


    2. A todas las empresas —productoras, vendedoras o tasadoras— que operan en la UE se les aplica el principio del impuesto único. Ikea podría seguir desplazando a paraísos fiscales una gran parte de sus beneficios, la «base del cálculo» serían la facturación, el empleo de mano de obra y de capital de cada país miembro de la UE.


    3. Todos los convenios de doble imposición se circunscriben al método de abono en cuenta. Si las empresas de la UE pagan un tipo impositivo más bajo en el extranjero, la diferencia se paga en la UE a través de una imposición suplementaria para desincentivar los traslados por razones fiscales.


    


    De haber voluntad política, incluso puede crearse ya mismo una justicia tributaria total. Me imagino perfectamente que durante los próximos años los gobiernos tampoco querrán; y aun con más claridad me imagino que, si pudieran decidir por sí mismos, los ciudadanos votarían un sistema tributario justo en la UE y en todo el mundo.


    


    11. TECHO PARA INGRESOS Y PATRIMONIO: «RETROALIMENTACIONES NEGATIVAS»


    
      


      La distribución justa de ingresos y recursos es una de las premisas de la confianza y la fe en la comunidad; así pues, la justicia social es también la base de la confianza en el dinero, y requisito indispensable para una economía a prueba de crisis que también debería ser de interés para aquellos a los que les van bien las cosas.


      


      CHRISTINE VON BRAUN297

    


    


    Uno de los principales problemas actuales es, sin duda, la brutal desigualdad y la consiguiente concentración de poder económico y político que conlleva toda una serie de problemas más: pérdida de igualdad de oportunidades, pobreza y marginación, pérdida de posibilidades de participación política, lobbismo y regulación defectuosa, destrucción del medio ambiente y cambio climático, inestabilidad financiera... Cada vez más gente tiene claro que el capitalismo en su forma actual se ha convertido en el mayor enemigo de la democracia. Colin Crouch, el prestigioso politólogo, escribe: «La concentración del poder económico es el motivo real del dilema al que se enfrentan las sociedades modernas [...] los métodos políticos y los gobiernos involucionan progresivamente en una dirección típica de los tiempos predemocráticos».298 El execonomista jefe del Fondo Monetario Internacional, Simon Johnson, escribe: «Todas las crisis financieras de la historia reciente se desencadenaron porque una élite económica acaparó demasiado poder».299 Más claro es aún Robert Reich, ministro de Empleo de Bill Clinton: «El supercapitalismo ha arrastrado la política y engullido la democracia».300 Colin Crouch habla de «posdemocracia», yo, mirando al futuro, de predemocracia. Analicemos primero la concentración de poder en la economía actual:


    


    — La desigualdad de ingresos ha adquirido en Estados Unidos unas proporciones que a muchos les parecen casi inauditas: una persona que a cambio del salario mínimo legal de 7,25 dólares estadounidenses 301 trabaja una jornada laboral completa de cuarenta horas semanales de promedio y cuarenta y ocho semanas anuales, gana 13.920 dólares estadounidenses. Los ingresos anuales más altos de los que hay constancia los percibió en 2010 John Paulson, gestor de fondos de cobertura, unos inconcebibles 5.000 millones de dólares estadounidenses: ¡359.000 veces más!302


    — La concentración de la propiedad sigue propagándose, no sólo en Estados Unidos y Brasil, sino también en Alemania: mientras que en este país el 50 por ciento de la población no posee (!) patrimonio neto alguno (su tanto por ciento del capital total asciende al 0,0 por ciento), el 40 por ciento de la población posee el 38,9 por ciento y el 10 por ciento más rico el nada desdeñable 61,1 por ciento de la totalidad del capital.303 En Austria, según las últimas estimaciones de la Universidad de Linz, un único 1 por ciento de la población concentra hasta el 37 por ciento del capital total o 469.000 millones de euros. Es exactamente el doble de la deuda pública, que asciende a 234.000 millones de euros, o diecisiete veces ésta, cuando el 50 por ciento de la población posee sólo 27.500 millones o el 2,2 por ciento del capital total.304 Los hogares más ricos poseen 33.800 millones de euros en Alemania (familias de los fundadores de Aldi), 40.000 millones en Austria (familia Porsche-Piëch) y 42.000 millones de euros en España (Amancio Ortega).


    — A mayor capital más deprisa crece también la desigualdad: la consultora Valluga AG escribe que el patrimonio de los «puramente» millonarios aumenta un 8 por ciento al año; en cambio, el aumento anual de la lista Forbes 400 en el período que va de 1993 a 2009 supone un promedio de un 10 por ciento anual.305 El primer millón, a diferencia del último, es, con diferencia, el más difícil e inalcanzable para la mayoría.


    — Las 500 empresas más grandes del mundo daban empleo a finales de los años noventa al 0,05 por ciento de la población mundial, pero controlaban el 70 por ciento del comercio mundial, el 80 por ciento de las inversiones extranjeras y el 25 por ciento de la producción mundial.306 La facturación conjunta de la lista Fortune de las 500 empresas más importantes en el año 2000 constituía el 72 por ciento del rendimiento económico de Estados Unidos, en 2011 era el 78 por ciento.307 El 40 por ciento del valor empresarial de 43.000 consorcios transnacionales actualmente está sólo en 147 empresas, éste es el resultado de un estudio del Instituto Federal de Tecnología de Zúrich: «Los principales propietarios del núcleo interno pueden, por lo tanto, considerarse “supraunidades” de la red global de consorcios».308 Es absolutamente evidente que la destrucción creativa (Schumpeter) no logra imponerse a la formación de oligopolios y la concentración de poder de los mercados. Tampoco mediante leyes antimonopolio ni controles estatales de fusión.


    


    Aunque hay una serie de teóricos y economistas que abogan explícitamente por la desigualdad, no conozco ningún alegato contundente en favor de la desigualdad ilimitada; por el contrario, hay una larga línea genealógica de filósofos que abogan por la restricción de la desigualdad, por las más diversas razones. Queremos tratar aquí los argumentos más destacados.


    


    1. Argumento liberal


    


    El principio liberal fundamental dice que todas las personas gozan de las mismas libertades y por eso las libertades de una persona encuentran su límite allí donde un plus de libertad para ella coarte la de otra persona. Este principio fundamental lo confirman todos los pensadores liberales: «La libertad debe restringirse para proteger la libertad de otro», escribe Milton Friedman.309 Friedrich von Hayek opinaba lo mismo: «Para liberarse de influencias dictatoriales también hay que limitar el poder».310 Concluyó: «Por consiguiente, la misión de una política de libertades ha de ser reducir la coacción o sus dañinas repercusiones».311 El exministro de Hacienda austríaco, Karl-Heinz Grasser, se hizo con un número del Reader’s Digest que contenía en versión abreviada el libro Camino de servidumbre, de Hayek. En el prólogo del opúsculo escribió: «El poder es lo contrario de la libertad». Por lo visto, todos coinciden en que el exceso de poder no es liberal; en cambio, falta que el sector «liberal» afirme que esto también es aplicable a la concentración de poder económico: a la concentración de propiedades privadas, herencias y grandes empresas. Mi razonamiento es que el exceso de concentración de poder es perjudicial en cualquier sitio, al margen de que se trate de poder político, económico o sexual. Aquí y allí rige el principio de la separación de poderes. En una democracia liberal habría que impedir cualquier concentración de poder: da igual si se trata de limitar las legislaturas, de la división entre los poderes legislativo, ejecutivo y judicial, de impedir cárteles y monopolios de los mercados o de limitar la desigualdad de ingresos y patrimonios.


    La idea que marca la diferencia es que no se trata de abolir la libertad de propiedad, sino de garantizarla para todos limitándola. Casi todas las demás libertades exigen a los adultos toda esta dialéctica:


    


    — No podemos tocar a otras personas sin su consentimiento. Esto no es iliberal ni una prohibición de ternura.


    — No podemos conducir por carretera tan deprisa como les gustaría a algunos. Esto no es iliberal ni una prohibición del transporte motorizado individual.


    — No podemos construir casas tan altas como queramos, ni en cualquier sitio. Tampoco esto es iliberal ni una prohibición general de edificar.


    — Para determinados cargos políticos sólo podemos presentarnos una vez o pocas veces. Tampoco esto es iliberal ni pone en entredicho los cargos en sí, al contrario.


    


    Todas las libertades están limitadas para defender la igualdad de libertades y derechos para todos. Precisamente sólo en el caso de los ingresos y patrimonios intentan argumentar —los defensores de la concentración ilimitada de poder que se hacen pasar por liberales— que una limitación de estas libertades va «contra la libertad» o raya incluso en el «comunismo». La Cámara de Economía de Estiria escribe, por ejemplo, en un folleto que dedica a la economía del bien común: «Cuando se trata de limitar los derechos de la propiedad, se exceden los límites de un orden jurídico democrático liberal [...], esto se corresponde con un sistema comunista».312 De hecho, es sorprendente la confusión entre «comunista» y liberal. Mi razonamiento: la libertad de ingresos y propiedades ha de limitarse tanto como el resto de las libertades para:


    


    — evitar una excesiva concentración de poder;


    — impedir una desigualdad excesiva;


    — garantizar las mismas oportunidades de participación económica y política para todos;


    — garantizar así la máxima libertad de todos.


    


    La dinastía Bush en Estados Unidos, Berlusconi en Italia o Frank Stronach en Austria muestran muy claramente cuáles son las ocurrencias de los multimillonarios: compran clubes de fútbol, canales de televisión y, en el caso de Frank Stronach, un club de parlamentarios entero. Cuando los responsables políticos se convierten en una mercancía comprable, se acaba con la democracia y la libertad igual para todos. El «dinero como bien público» debería impedirlo. Cada cual debería poder adquirir y poseer todo lo que sea que le permita una vida holgada; pero nadie puede acaparar tanto poder como para que su influencia política anule las mismas oportunidades de participación de otros. Liberal significa «máxima libertad para todos (en virtud de los mismos derechos y oportunidades)». Iliberal es la «máxima libertad para unos pocos (en virtud de oportunidades y derechos dispares)». Hasta Stronach lo confirma: «El mundo estaba y está dominado por la regla del oro: quien tiene el oro dicta las reglas. No quisiera que nadie me dominase, pero tampoco querría tener la posibilidad de dominar a nadie. La cuestión es cómo podemos aflojar de manera constructiva las cadenas del dominio».313 Pues sin que nadie pueda tener tanto oro como para poder dictar las reglas.


    


    2. Argumento del pensamiento sistémico


    


    Debemos al pensamiento sistémico haber comprendido que «las retroalimentaciones positivas» llevan al colapso de sistemas vivos; en cambio, las «retroalimentaciones negativas» aportan la estabilidad duradera y la supervivencia de un sistema u organismo. Esto significa concretamente: en los complejos sistemas vivos hay evoluciones como el calentamiento, el crecimiento o incremento de la concentración de determinadas sustancias o poblaciones. Si estas tendencias no se compensan —mediante enfriamiento, sudor, contrarreacción química, aumento de enemigos naturales o insectos depredadores—, se produce sobrecalentamiento, hiperacidez, superpoblación y por último la pérdida de equilibrio natural y el colapso del ecosistema.


    El capitalismo es un sistema de retroalimentación positiva: cuanto más rica, grande o poderosa es una persona o una empresa, tanto más fácil será hacerse más rica, grande y poderosa. Esto conduce al exceso de concentración y excesiva desigualdad, y pone en peligro la estabilidad del sistema. Para que un orden económico se mantenga permanentemente estable debería suceder justo lo contrario y que la «resistencia a la apropiación» creciera de manera progresiva: cuanto más rico, grande y poderoso sea alguien, más difícil debería ser hacerse más rico, grande y poderoso, hasta un límite de crecimiento infranqueable. Entonces, este sistema económico se retroalimentaría negativamente, y se estabilizaría: fuertes estímulos y ayudas al inicio de la vida profesional para que las personas puedan labrarse un modesto patrimonio; pero cuanto más grande es, más fuerte empieza a frenar el sistema, hasta que ya no hay avance alguno en el plano material. A partir de cuándo sucede esto es algo que debería decidirse democráticamente. Un techo posible sería el umbral del ultra high net worth individual (Individuo con Patrimonio Neto Ultraalto) —los administradores financieros dan esta calificación a partir de los 30 millones de dólares estadounidenses de patrimonio personal—. Para los bancos podría introducirse un techo para el balance general, por debajo del cual el capital propio reglamentario aumente progresivamente. Las industrias podrían retroalimentarse democratizándose y asociándose progresivamente a partir de un tamaño determinado. Si los dueños de las empresas dan prioridad a la innovación y los productos sensatos, no se darán contra las estructuras democráticas. Si, en cambio, dan prioridad al poder, eso sería un fuerte aliciente para seguir siendo pequeños. La decisión de «separar crecimiento y poder» o «no crecer y retener el poder» sería de los empresarios. Hoy día, un gigante puede comerse al de al lado sin más, eso es legal y en ocasiones conduce a un éxito aún mayor del caníbal; sin olvidar que de este modo algunos jugadores globales se vuelven tan poderosos que sus controles democráticos y su regulación dejan de ser factibles. Los consorcios, por el contrario, contienen la democracia. Algunos políticos lo llaman «democracia conforme al mercado».314 Pero no puede haber una democracia conforme al mercado: un Estado que se alinea con el mercado es una dictadura económica y financiera.


    


    3. Rendimiento justo e igualdad de oportunidades


    


    «El rendimiento tiene que volver a ser rentable», coinciden los líderes del SPD, Partido Socialdemócrata alemán, y el CDU, Unión Demócrata Cristiana.315 La «sociedad del rendimiento» se evoca en muchos sitios y aparece en numerosos programas de partido. Pero para que el rendimiento pueda ser realmente rentable, el primer millón debería ser el más fácil. En la actualidad, para el 99 por ciento de la gente de Alemania y Austria es inalcanzable (da igual qué y cuánto rindan realmente); el segundo millón ya es mucho más fácil ganarlo. En el millón 100, la persona en cuestión probablemente no sepa qué rendimiento ha llevado a este millón. Y quien posee 1.000 millones y les saca al año el 8 por ciento de rentas del capital debe gastarse al día 220.000 euros para no hacerse más rico: ¡bonita sociedad del rendimiento! Según los datos del Credit Suisse, el 38 por ciento de todos los multimillonarios de la OCDE ha heredado un patrimonio enorme.316 Los beneficios o rentas del capital que se obtienen a partir de este capital inicial regalado se renuevan: renta básica no trabajada. Mientras unos se matan en trabajar por el salario mínimo, o menos, los demás en ocasiones no rinden nada y «dejan que el dinero trabaje solo», lo que concretamente significa que otros, que en realidad sí rinden algo, trabajan para ellos. Son contraindicaciones acusadas de una auténtica «sociedad del rendimiento». Pero aquellos que gustan de hablar en favor de la sociedad del rendimiento y especialmente de las «personas de alto rendimiento» parece que no se dan cuenta de nada o no quieren saber nada. El que abogue por una verdadera sociedad del rendimiento con igualdad de oportunidades debería procurar que:


    


    — todos partan del mismo patrimonio;


    — en la evaluación del rendimiento se valoren únicamente la dedicación personal y el esfuerzo;


    — las pequeñas empresas tengan las mismas oportunidades de mercado que las grandes;


    — las empresas nuevas tengan las mismas oportunidades que las ya existentes;


    — la gente que no tiene padres ricos ni bien relacionados tenga las mismas oportunidades que los niños de familias bien e influyentes.


    — las dificultades que no dependen de uno mismo —debilidades físicas, debilidades mentales, traumas, enfermedades, faltas de aptitud— no vayan en detrimento de los ingresos.


    


    Igualdad de oportunidades y rendimiento justo significan que las personas que se esfuerzan por igual en igualdad de circunstancias obtienen los mismos ingresos y patrimonio. Totalmente es imposible, pero la desigualdad de oportunidades y el rendimiento injusto pueden minimizarse retirando los principales obstáculos.


    


    4. Argumento de la estabilidad financiera


    


    Tal como hemos visto en el capítulo 6 hay un superávit de riqueza creciente que no sólo es una manifestación de la distribución injusta y la enorme desigualdad, sino también de la materia con la que se forman las burbujas. A partir de determinada fortuna al rico no le queda más remedio que meter su dinero en el casino financiero global, donde intensifica la formación de burbujas. De mantenerse una distribución injusta, las deudas crecen paralelamente a la riqueza, hasta que las burbujas explotan y la riqueza se destruye. Si los ricos quieren evitar una dolorosa destrucción de su fortuna, deberían poner la mira en la retroalimentación negativa. Y de aspirar la sociedad democrática a la estabilidad financiera sistémica, debería, entre otras medidas, preocuparse también de que las fortunas particulares no tengan un superávit de billones, que luego en los «mercados financieros libres» se convierten en burbujas inmobiliarias, burbujas de materias primas, burbujas de deuda pública, burbujas de acciones o burbujas de derivados. En una crisis puede producirse una pérdida mucho mayor de riqueza que por los impuestos; por eso escribe Ulrike Herrmann: «Puede que resulte paradójico, pero para los ricos la mejor inversión de todas sería pagar más impuestos».317 En caso de una destrucción crítica de riqueza, ésta simplemente desaparece. Si, en lugar de eso, se va en impuestos, de ahí saldrán escuelas, hospitales, medios de transporte, garantías sociales y públicas, así como la oportunidad para todos de labrarse un patrimonio y tener una buena vida también en el futuro.


    


    5. Argumento de la prosperidad


    


    Otro argumento contra la desigualdad ilimitada es el hecho de que las sociedades se rompen y son menos felices. Es empíricamente mensurable que todos los índices sociales y de calidad de vida retroceden cuando la desigualdad es demasiado grande. No es la desigualdad en sí lo que tiene repercusiones negativas, sino una desigualdad desmesurada. Los epidemiólogos Richard Wilkinson y Kate Pickett de Gran Bretaña han recopilado incontables estudios, que confirman la conexión entre la desigualdad y los índices sociales, y han presentado una impresionante síntesis: una desigualdad desmesurada conduce a un aumento de la inseguridad, el miedo, el poder, la criminalidad, encarcelamientos, abuso de drogas, embarazos adolescentes, discriminación de las mujeres y a un descenso de la esperanza de vida. Los resultados detallados son tan desconcertantes como inequívocos: para el tema del miedo se emplearon sólo en Estados Unidos 269 estudios de la segunda mitad del siglo XX, con una tendencia ascendente continuada (enfermedades depresivas incluidas). A finales de los años ochenta, los miedos infantiles eran mayores que en el caso de los pacientes psiquiátricos de los años cincuenta. En los noventa, en Gran Bretaña afloraron estos trastornos en personas de veintitantos años con el doble de frecuencia que en personas nacidas en 1958.318 El índice de miedo alemán se ha duplicado entre 1991 y 2010.319 A la inversa, la confianza entre la gente disminuye a medida que la horquilla salarial de su país se ensancha. En 1960, la tasa de confianza en Estados Unidos estaba aún en el 60 por ciento, en 2004 era menos del 40 por ciento.320 Wilkinson y Pickett resumen: «Si Estados Unidos redujera las diferencias salariales que imperan en su país en la medida en que —en lo que se refiere a igualdad— se ha constatado en los países industrializados líderes, Japón, Noruega, Suecia y Finlandia, el porcentaje de estadounidenses que creen poder confiar en otros aumentaría en un 75 por ciento [...]. La proporción de personas con trastornos psíquicos o sobrepeso podría disminuir unos dos tercios, el número de embarazos adolescentes podría reducirse a la mitad, el número de presos bajar un 40 por ciento, la gente viviría más y además trabajaría menos, el equivalente anual a dos meses».321 Dicho sea de paso, el título alemán del libro reza Gleichheit ist Glück (La igualdad es felicidad), pero de ningún modo quiere decir que todos deberían ganar y poseer lo mismo, sino que habría que reducir el grado extremo de desigualdad. En aquellos países en los que hay una desigualdad relativamente escasa, todos los índices sociales son mejores que en los países con más desigualdad. Hay un refrán que dice: «Nada con exceso, todo con medida».


    


    6. Argumento de la felicidad


    


    Es asombroso: no conozco ninguna religión, filosofía ni escuela espiritual que apruebe o aconseje una riqueza material ilimitada, todo lo contrario: dondequiera el objetivo es la moderación, la mesura, el equilibrio, y a veces también la frugalidad, la modestia y la humildad; en cambio, el egoísmo, la codicia, la avaricia, la mezquindad y el materialismo tienen una clara connotación negativa o están incluso proscritos («pecados mortales»). El capitalismo se opone a la esencia de todas las religiones, es una religión sustitutiva. El mejor no es el comedido, que comparte, ayuda al prójimo y encuentra la felicidad en otros aspectos vitales más allá del dinero, sino aquel que más tiene y sigue incrementando infinitamente su fortuna.


    Lo de que «el dinero da la felicidad» sólo es acertado bajo dos premisas: a) cuando no es el único factor que determina la felicidad y b) cuando con él pueden cubrirse necesidades básicas. Dicho de otra manera: hoy día el dinero es esencial hasta determinado umbral de cobertura de necesidades básicas. Además, no hay ninguna demostración científica de que más dinero dé más felicidad. Al contrario: los resultados de las investigaciones en este sentido no señalan ninguna conexión, o incluso una negativa, entre «más dinero todavía» y la felicidad. El investigador de la felicidad Richard Layard escribe: «En Estados Unidos se han duplicado los ingresos reales y con ello el nivel de vida, pero la gente no está ni mucho menos más contenta que en los años cincuenta». Ni ha disminuido el número de infelices ni ha aumentado el porcentaje de gente feliz.322 También entre países los números son claros: «Si comparamos los países industrializados occidentales, constatamos que los ricos no son más felices que los pobres».323 El umbral más alto que conozco, superior al de dejar de establecer una correlación entre más dinero-más felicidad, está en los 290.000 dólares estadounidenses de ingresos anuales.324 Lo que, sobre la base del dólar, serían aproximadamente veinte veces más que el actual salario mínimo.


    En resumen: la desigualdad desmesurada es iliberal, destruye la igualdad de libertades y oportunidades para todos, socava la democracia y la estabilidad del sistema, es enemiga de la eficiencia, perjudicial, y desgarra la sociedad. La riqueza desmedida tampoco da más felicidad... En realidad, el primer argumento, el liberal, debería bastar, pero aquí lo he razonado un poco más detalladamente, porque hay una resistencia férrea y sumamente emocional contra la propuesta de la limitación de la desigualdad y la concentración de poder. Por las ideas manifestadas aquí, el exredactor jefe del diario austríaco Die Presse, Michael Fleischhacker, me calificó en varios editoriales de «propagandista marxista cristiano de Attac», «eufórico antiliberal de la expropiación» y «pseudoeconomista del bien común neocomunista».325 El que quiera desviarse de un debate que aporte conocimientos mejor que se dedique a lanzar por ahí enérgicos dardos; pero en democracia no deberían imponerse las voces más altas, sino las mejores ideas. ¿Cómo podrían plantearse con sensatez las preguntas para la asamblea?


    


    a) Limitación de la desigualdad salarial


    En la limitación de la desigualdad salarial hay dos niveles: la desigualdad intraempresarial (nivel económico de la empresa) y la diferencia económica máxima entre el salario mínimo —legal o por convenio colectivo— y el salario máximo permitido.


    Sobre la limitación de la desigualdad intraempresarial hay un extenso debate. Precisamente John Pierpont «J.P.» Morgan había introducido a finales del siglo XIX un modelo por el que el mejor pagado de una empresa no podía ganar más de veinte veces más que el salario más bajo.326 Sin conocer esta propuesta, la reproduje en 2006 en la «fórmula de la justicia 2010».327 En enero de 2013, el fundador del Foro de Economía Mundial, Klaus Schwab, haciéndose eco, llevó a Davos la misma propuesta.328 De esta forma pudo tomar el pulso de la situación. También George Soros advirtió a los poderosos durante el encuentro de la excesiva desigualdad futura. Y algún movimiento se nota ya: en 2011, las primeras empresas pioneras del Movimiento de la Economía del Bien Común crearon sus balances del bien común y rindieron cuentas de la desigualdad salarial. Asimismo en enero de 2013 el Parlamento cantonal de Argovia limitó por ley el salario máximo de la banca pública en diez veces más que el salario mínimo. Es verdad que, de momento, la iniciativa popular suiza de todo el territorio federal con la propuesta 1:12 ha fracasado, pero seguro que no por eso el tema ha dejado de estar sobre el tapete. Mi apuesta: si no hubiesen sido las juventudes socialistas quienes propusieron el coeficiente 12, sino Klaus Schwab el coeficiente 20, éste ya se habría aprobado al primer intento. La gran ventaja de una asamblea económica es que se aportan más propuestas y las propuestas específicas no se clasifican por personas ni grupos concretos.


    Un segundo aspecto es la diferencia máxima entre el salario mínimo y el máximo. En Suiza hay una iniciativa para un salario mínimo de 4.000 francos mensuales. En comparación con los 1.300 dólares estadounidenses, el salario mínimo mensual obligatorio de Estados Unidos (calculado sobre cuarenta horas semanales), es mucho. En Estados Unidos, la pregunta podría ser si hay que subir el salario mínimo actual de 7,25 a 10 dólares estadounidenses. Eso a nadie le parece un gran salto: el salario mínimo ya llegó a los 11 dólares estadounidenses, sólo que en 1968. Naturalmente no nominales (a la sazón eran 1,60 dólares), pero, comparando el poder adquisitivo («con el dólar constante de 2013»), 1,60 dólares de 1968 valían lo que hoy 11 dólares. Sin embargo, en la actualidad el salario asciende sólo a 7,25 dólares —¡una depreciación real de un tercio!; quitar un tercio a los más pobres es una expropiación brutal—, pero no se le llama expropiación ni «represión salarial»: estos atributos victimistas están reservados a la aristocracia monetaria, que defiende sus privilegios con selectas armas retóricas y periodísticas. La circunstancia de que los que perciben el salario mínimo ganen hoy en día un tercio menos que en 1968 es determinante para el manido chiste de que un «trabajo basura» ya no alcanza para una vida digna, por lo que cada vez más personas tienen que aceptar varios empleos, tocándoles jornadas laborales más largas que hace incluso veinte años, y se tragan el chasco creciente con «comida basura», por lo que la obesidad de los países más ricos adquiere las proporciones de la desnutrición de los países más pobres. Pero no porque haya abundancia, sino ¡por falta de poder adquisitivo! El quid de la cuestión: el salario mínimo no sólo debería alcanzar para una vida digna, también debería revalorizarse periódicamente, es decir, que debería compensarse la pérdida de poder adquisitivo que provoca la inflación.


    Después, cuando el salario mínimo a) está decidido, b) alcanza para una vida digna y c) se revaloriza periódicamente, el salario máximo económico puede fijarse con sensatez en equis veces más que el salario mínimo. La posibilidad más sencilla es que se voten la resolución del Parlamento cantonal de Argovia (coeficiente 10), la propuesta de Klaus Schwab (coeficiente 20) y por último los coeficientes 30, 50 y 100, amén de la «opción cero» de la actual situación jurídica (ningún límite).


    


    b) Techo para la propiedad privada


    Es delicado debatir sobre un techo para la propiedad privada, porque algunos argumentan que el derecho a la propiedad privada es un derecho fundamental y, por tanto, inviolable e ilimitado. Pero hay también otras interpretaciones de este derecho fundamental. ¿Quiere esto realmente decir que hay que proteger igual el primer euro por encima del billón de euros que el primer euro? ¿O quiere decir que todos los bienes que una persona consume dignamente en vida se protegen como un derecho fundamental inalienable?


    Mientras los derechos fundamentales no sean incompatibles, el asunto está claro: tengo un derecho ilimitado a la inviolabilidad física. Tú tienes el mismo derecho ilimitado a la inviolabilidad de tu cuerpo. Respetando tu derecho, el mío no se reduce en la más mínima manera, ambos derechos se mantienen íntegramente. Lo del derecho a la propiedad es distinto: si es ilimitado y se sigue protegiendo como derecho fundamental hasta el último dólar de alguien, pongamos 200 billones, aunque le pertenezca el mundo entero, entonces está claro que el otro no puede ejercer su derecho fundamental de propiedad privada (ni de la vida digna de autodeterminación que se persigue con ello). Consecuencia lógica: en alguna parte hay que limitar el derecho a la propiedad privada. En opinión del autor, este límite debería ser claramente superior al umbral necesario para una vida humana digna, pero inferior al umbral donde el volumen de las propiedades privadas de unos:


    


    — coartan la igualdad de libertades y oportunidades económicas de otros;


    — amenazan la igualdad de derechos democráticos de aportación y participación de otros;


    — la proporción de desigualdad existente amenaza la cohesión y paz social.


    


    La medida para asegurar esto podría ser un impuesto progresivo sobre el patrimonio. Podría fijarse en un umbral por encima del que pudiera considerarse que alguien es rico, teniendo, por ejemplo, una casa en propiedad por valor de 500.000 euros y, además, un patrimonio de 250.000 euros. A partir de 750.000 euros podría aplicarse un tipo impositivo del 0,5 por ciento, que fuese subiendo de manera progresiva, primero despacio, luego más deprisa, y hasta el ciento por ciento. El techo podría, por ejemplo, ponerse en los 10, 20, 30 o 100 millones de euros (el límite superior debería ser una decisión democrática directa). De este modo, una persona puede aún permitirse muchos lujos, pero ni un club de fútbol ni un canal de televisión, ni sobre todo un partido político con un club de parlamentarios. Frank Stronach se gastó la considerable cantidad de 10,7 millones de euros para la campaña electoral de 2013, más dinero que todos los demás partidos que existen desde hace ciento treinta años y están representados en el Parlamento únicamente vía elecciones.329 De haber estado el límite superior para la propiedad privada en 10 millones de euros, no habría podido hacer esto; de haber estado el límite en la entrada en el «Club de Individuos con Patrimonio Neto Ultraalto», tampoco: el que tiene 30 millones probablemente no se gaste 10 de un plumazo. Si, por el contrario, este ejemplo sienta cátedra, dentro de unos años detrás de uno de cada dos partidos del Parlamento habrá un multimillonario con afán de notoriedad.


    El empleo de la propiedad privada exclusivamente en beneficio propio ya es anticonstitucional en Alemania. El Artículo 14 de la Constitución alemana dice: «La propiedad obliga. Su uso debe servir al mismo tiempo al bienestar de la colectividad». Más claro, difícil, la verdad, pero ni una sola ley garantiza la defensa de este principio. Ni en Alemania ni en ninguna otra parte. La financiación de un partido personal, que incluso se llame como el fundador, con su propio patrimonio, ¿sirve eso al bien común? ¿Quién preguntó a John Paulson qué haría con los 5.000 millones de dólares estadounidenses que ganó en 2010 por la gestión de un fondo de cobertura? ¿Quién verifica el comportamiento orientado al bien común de las familias Porsche y Piëch, que en 2013 cobraron la nada desdeñable cantidad de 301 millones de euros en dividendos, o a los Mercks, a quienes les cayeron 295 millones de intereses del capital? 330 ¿Dónde está la instancia orgánica que verifique el compromiso con el bien común de los que heredan miles de millones? Estrictamente hablando, ¿cómo controla el Estado de derecho alemán si alguien lleva encima su documentación, si alguien cultiva marihuana en casa, si alguien respeta las normas de aparcamiento o ha pintado de graffiti un muro público?


    La ley orgánica no es un caso aislado. La Constitución española dice: «La riqueza total del país en sus diversas formas y con independencia de a quién pertenezca está supeditada a los intereses de la colectividad» (Artículo 128). Tampoco la Constitución española prohíbe en modo alguno la propiedad privada, únicamente la condiciona. Con el mismo espíritu formuló el papa Pablo VI en la encíclica social «Populorum progressio» de 1967: «Así pues, la propiedad privada no es un derecho absoluto e ilimitado para nadie. Nunca puede hacerse uso del derecho de propiedad en detrimento del bien común».331 El historial de limitación y condicionamiento de la propiedad privada es infinito, en tanto que no conozco ninguna intercesión explícita y destacada en favor de la desigualdad ilimitada o la propiedad privada incondicional, salvo la del director de Goldman Sachs en Alemania.332 Algunos ricos podrían vivir bien con un techo patrimonial. Eso dijo el consejero delegado de Glencore, Ivan Glasenberg: «Al final no hay ninguna diferencia entre un patrimonio que ascienda a 1.000 millones o a 6.000».333 En comparación con el estado actual ya sería un avance que nadie pudiese poseer más de 1.000 millones. Ivan Glasenberg podría llevar esta propuesta a la asamblea popular monetaria.


    


    c) Herencias


    «El impuesto sobre sucesiones tiene también por objeto evitar la concentración de fortunas gigantescas en manos de unos pocos.» ¿Diario de Rosa Luxemburgo? ¿Manifiesto comunista? No: Constitución bávara, Artículo 123, versión actualmente vigente. Las constituciones son en parte aún más explícitas en el derecho de sucesiones que con la propiedad. Pero el espíritu del que emanó esta formulación no es comunista (¡en el Estado Libre de Baviera!), sino liberal: la constitución protege a la sociedad del exceso de concentración de propiedades y poder, para defender la libertad y la democracia. Junto al impuesto progresivo sobre el patrimonio, un impuesto progresivo sobre sucesiones es otra palanca eficaz. Incluso lo bastante eficaz: con la limitación a) de los salarios más altos y b) del derecho de sucesiones, no haría ninguna falta limitar el patrimonio personal, porque no podría alcanzar un volumen excesivo. En este caso bastarían unos tipos máximos del impuesto sobre el patrimonio de porcentaje bajo.


    Los impuestos sobre sucesiones también pueden justificarse perfectamente con la meritocracia: ¿tiene que decidir el propio rendimiento si alguien amasa un gran patrimonio o los bienes de los padres? ¿Económicamente es más beneficioso que los niños de padres ricos hereden las empresas más grandes o que los niños más dotados asuman la responsabilidad? Incluso a multimillonarios como Warren Buffett les molesta la actual sucesión económica; la denomina «aristocracia de la riqueza en lugar de meritocracia». En el deporte sería como «si el equipo olímpico de 2020 estuviese compuesto por los primogénitos de los campeones olímpicos de 2000».334


    Que Estados Unidos tiene otro enfoque del derecho de sucesiones lo demuestra el incremento gradual de los tipos impositivos del impuesto sobre sucesiones mediante el New Deal tras la Gran Depresión, del 20 al 45, luego al 60, más tarde al 70, ¡y finalmente al 77 por ciento!335 Con respecto al derecho de sucesiones hay dos planteamientos fundamentales:


    


    1. El planteamiento feudal: únicamente el nacimiento decide quién hereda cuánto.


    2. El planteamiento liberal: únicamente el propio rendimiento decide quién amasa qué patrimonio a lo largo de la vida. Para eso se necesitarían unas condiciones de partida iguales para todos, entre otras, un capital inicial de igual importe.


    


    Mientras que el segundo planteamiento probablemente se acerque más a los valores de la sociedad actual —rendimiento, igualdad de oportunidades, igualdad de justicia—, el primero es la ley actualmente vigente. El primer planteamiento no prevé ninguna clase de limitación del derecho de sucesiones, el segundo lo suprime consecuentemente. ¿Hay una tercera alternativa? Habría un camino intermedio, que las pequeñas fortunas, también las explotaciones agrícolas y las empresas familiares, puedan dejarse en herencia, mientras que las grandes fortunas se graven y vuelvan a la comunidad. La «destrucción creativa» de Schumpeter afectaría también a las concentraciones de capital adquiridas en vida, que se desintegrarían con la defunción de la persona, como en la naturaleza. Sin embargo, con ello los valores creados se mantendrían, sólo se descompondría la concentración excesiva de títulos de propiedad. Con el patrimonio heredado que esté por encima del límite podría financiarse gasto público, por ejemplo, alimentarse un «fondo generacional» que ayude a financiar las pensiones; o aumentarse el capital inicial de aquellos que nacieron sin «estrella» y no heredaron nada, a efectos de un «impuesto sobre sucesiones negativo». Gil Ducommun llama «dote democrática» a la dación de una parte del patrimonio de la generación saliente a la generación siguiente.336 Tampoco así podría crearse una igualdad de oportunidades, pero como mínimo se reduciría considerablemente la espectacular e iliberal desigualdad de oportunidades.


    


    12. DIVISAS: ES EL MOMENTO DE UN BRETTON WOODS II


    
      


      Lord Keynes tenía razón... y el mundo lamentará amargamente no haber llevado a la práctica sus propuestas.


      


      GEOFFREY CROWTHER337


      


      El Sistema de Reserva del Dólar probablemente se acabe, si es que no se ha acabado ya.


      


      NACIONES UNIDAS338

    


    


    El actual sistema monetario internacional, «junto con» el sistema monetario general, es una fuente de especulación masiva, inestabilidad sistémica e ineficiencia. La «estabilidad cambiaria» como bien público no existe hoy en día. Sin embargo, a diferencia de otros ámbitos del orden monetario, en el sistema monetario internacional hubo un intento de orden político que tuvo, además, un éxito pasajero: el sistema de Bretton Woods de 1944 a 1973. Hacia el final de la segunda guerra mundial, en la Conferencia de Bretton Woods, en el estado federal estadounidense de New Hampshire, cuarenta y cuatro Estados contratantes firmaron el acuerdo monetario y lo aplicaron. El dólar estadounidense se declaró moneda patrón y se vinculó al oro,339 los tipos de cambio de los demás Estados participantes se fijaron con respecto al dólar y se acordaron controles de circulación de capitales para afianzar la estabilidad del sistema. Dos instituciones globales «gemelas de Bretton Woods», el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional, apoyaron institucionalmente el acuerdo. Pese al exitoso cierre la conferencia no se celebró con un espíritu de auténtica cooperación: se pusieron dos propuestas sobre el tapete, una de Gran Bretaña y otra de Estados Unidos. Este último boicoteó la propuesta a todas luces superior del británico John Maynard Keynes para imponer su propio proyecto, la «hegemonía del dólar», insostenible desde el punto de vista sistémico. Este defecto de construcción condujo a comienzos de los años setenta al colapso previsible del sistema de Bretton Woods, tras haber prestado un buen servicio durante un cuarto de siglo y haber proporcionado una estabilidad relativa.


    El modelo defectuoso que impuso Henry Dexter White, el ministro de Exteriores estadounidense, consistía en que el dólar, además de su función como moneda nacional de Estados Unidos, se determinase a su vez como moneda patrón mundial, en la que cotizaran todas las materias primas importantes y la deuda global (hasta hoy). Esto le da una enorme doble ventaja a Estados Unidos, porque a) es el único país del mundo que puede comprar materias primas en la moneda propia, todos los demás Estados tienen que comprar primero dólares estadounidenses antes de poder adquirir petróleo y demás materias primas; y b) ningún país puede endeudarse tanto como Estados Unidos en el extranjero con moneda propia. Estados Unidos sigue disfrutando de estos privilegios, puesto que lo que fracasó fue únicamente el sistema de Bretton Woods; el dólar estadounidense como moneda patrón global sigue existiendo setenta años después de la histórica conferencia, es la reserva monetaria global número uno indiscutible.


    El conflicto de objetivos de la hegemonía del dólar era que Estados Unidos o bien podía controlar de cerca la estabilidad financiera y cambiaria y a cambio posponer sus intereses nacionales; o bien perseguir consecuentemente sus propios intereses, entonces lo hacían a costa de la estabilidad del sistema y por último de todo el sistema de Bretton Woods. Estados Unidos se decantó por lo segundo: para financiar la guerra de Vietnam la Reserva Federal impulsó a finales de los años sesenta la emisión de billetes, por lo que en 1971 perdió en un primer momento el respaldo con oro de los billetes de dólar; simultáneamente el valor externo de la moneda cayó al entrar en circulación cada vez más billetes verdes, pero ya no libras, marcos alemanes ni francos. Por eso en 1973 Estados Unidos liberalizó los tipos de cambio, lo que supuso el fin del sistema de Bretton Woods. Desde entonces, los tipos de cambio se fijan en función de la oferta y la demanda de los mercados de divisas. De inmediato surgió la especulación y empezó una era prolongada de inestabilidad cambiaria.


    Keynes había presentado una alternativa mejor, probablemente desarrollada a partir de las ideas de Silvio Gesell: 340 en lugar de sobrecargar más una moneda nacional con la función adicional de ser moneda patrón mundial y moneda de materias primas, proporcionándole así al país una ventaja desleal, su propuesta era que se creara una «moneda complementaria» global para el comercio internacional, además de las monedas nacionales. Keynes llamó «bancor» a esta unidad de compensación internacional, que debía estar compuesta de una canasta de monedas de países miembro. Los tipos de cambio de las monedas nacionales de bancor tenían que fijarse políticamente y adecuarse cada cierto tiempo a la evolución de la economía real. Así, el modelo de Keynes habría logrado lo que el euro no es capaz de hacer: compaginar los dos objetivos centrales de estabilidad y flexibilidad. (El euro sólo aporta estabilidad en forma de moneda única, pero no flexibilidad de los tipos de cambio, algo que en la defectuosa construcción actual de la moneda única amenaza la estabilidad y hasta su continuidad.) La fórmula de Keynes habría resuelto de golpe el problema monetario y comercial. Este lúcido aspecto de su propuesta apenas se conoce, como la idea entera, en realidad. Keynes había observado que el desequilibrio del comercio era una fuente reiterada de crisis e incluso guerras. El trasfondo: la suma de todas las balanzas por cuentas corrientes del mundo es cero. Cada superávit en la balanza por cuenta corriente de un país es el déficit de otro Estado, cada campeón mundial de exportación necesita un campeón mundial de importación. Cuando un país vende al otro más de lo que le compra, el país con déficit se endeuda con el país con superávit, y más tarde o más temprano será insolvente. Es exactamente igual que entre dos personas: si una siempre le vende a otra más de lo que le compra, la segunda persona más tarde o más temprano se endeudará en exceso, será insolvente y quebrará, en perjuicio de ambas.


    Excepcionalmente puede «producirse» sin problemas un superávit de exportación, pero aspirar a éste, continua y estratégicamente, socava la estabilidad de la economía y supone la ineludible bancarrota de al menos un socio comercial. Por eso Keynes previó otro mecanismo para mantener las balanzas por cuentas corrientes en equilibrio: cuanto más se desviaban los Estados de una balanza comercial equilibrada, con más contundencia había que penalizarlos y tenían que devolver una parte del superávit de su cuenta bancor. Esto habría sido un poderoso acicate para revalorizar o devaluar su moneda a fin de evitar la sanción. De este modo, todo el sistema habría recuperado el equilibrio. Keynes no sólo se adentraba en reflexiones macroeconómicas; impresionado por la segunda guerra mundial y conflictos monetarios previos, tenía sobre todo una cosa en mente: la paz mundial. Lo plasmó en 1943, no sin prosopopeya, cuando presentó en Bretton Woods su propuesta revisada de los años treinta: «En el mundo de posguerra hay que exigir una mayor predisposición a los acuerdos supranacionales. Si los convenios propuestos pueden calificarse de medidas para el desarme financiero, son suaves en comparación con las medidas de desarme militar, que presuntamente el mundo debe aceptar [...]. El plan supone un inicio en la senda de un nuevo orden mundial de las futuras relaciones económicas entre las naciones hacia un “triunfo de la paz”».341


    A diferencia del fracasado euro y de la UE, el plan trazado por Keynes era realmente un proyecto de paz ¡mundial! El proyecto del euro va muy a la zaga del de Keynes, porque simplemente aparca el problema comercial, así como la cuestión de la cooperación fiscal y la regulación conjunta del sistema financiero. Todo ello se pasó por alto en la introducción del euro en 1999, gracias a la «nueva conciencia», así llamada por Mario Monti. Pero los gobiernos del euro no incurrieron en estas omisiones en aras de sus poblaciones. Al contrario: combinando el euro con la competencia fiscal y la desregulación de los mercados financieros, tomaron decisiones que probablemente ningún pueblo soberano habría tomado en una votación democrática. Y de esta manera, además, simultáneamente al alumbramiento del euro cavaron también su tumba. De seguir como hasta ahora, el euro se desmoronará por su defectuosa construcción, al igual que era previsible que el sistema de Bretton Woods se desmoronara por sus errores cruciales de construcción.342


    Desde el abandono del respaldo en oro del dólar y la liberación de los tipos de cambio en 1973, éstos se fijan mediante la interacción de la oferta y la demanda en los mercados de divisas. Pero también aquí el mercado —igual que en el caso de las materias primas— es una instancia pésima para determinar los tipos de cambio. La fijación de los precios de las monedas en los mercados conlleva una ristra de serios inconvenientes:


    


    — Inestabilidad: desde el derrumbamiento del sistema de tipos de cambio fijos de Bretton Woods, la cotización de marco alemán-dólar y más tarde euro-dólar parece una montaña rusa. Lo mismo puede decirse de muchas otras monedas: desde los países del sureste asiático pasando por Turquía hasta Islandia.


    — Irracionalidad: el dólar no siempre subía respecto al marco alemán o al euro cuando la economía estadounidense crecía más deprisa, en ocasiones era a la inversa o se llegó a unos extremos tremendos.343 Muchas otras monedas lidian con movimientos de los tipos de cambio que nada tienen que ver con la evolución de la economía real.


    — Ineficiencia: la inestabilidad cuesta. Todos los actores de la economía real —exportadores, importadores, inversores— tienen que protegerse de las fluctuaciones de los tipos. Eso lo hacen con ayuda de derivados con los que a su vez surgen nuevas oportunidades de especulación. Por regla general, en los manuales de economía los derivados se «justifican» con dos ejemplos: la fluctuación de precios de las materias primas y la fluctuación de los tipos de cambio. La posibilidad de que los precios de las materias primas y los tipos de cambio pudieran ser estables se antoja más o menos tan preponderante como la comunicación no violenta durante la instrucción militar. Las costosas operaciones de protección con derivados de divisas sólo son inevitables porque las monedas cotizan en los mercados.


    — Invitación a la especulación: la posibilidad de que los tipos de cambio fluctúen es una invitación a la apuesta financiera por los cambios de cotización. Los actores sin escrúpulos intentan influir y desestabilizar deliberadamente las cotizaciones para sacar beneficios. En los grandes bancos hay en la actualidad departamentos de operaciones con divisas en los que se especula con los más mínimos cambios de cotización para obtener unos beneficios razonables. Si un cambista compra dólares estadounidenses por 10 millones de euros, basta un cambio de una milésima parte en la cotización (0,1 por ciento) para obtener con el reembolso un beneficio de 10.000 euros. Si esto se consigue hacer tres veces en una hora, el salario resultante por hora es de 30.000 euros. Cuanto más intensa es la fluctuación de los cambios, mayores son las posibilidades de beneficio. La industria de la especulación cambiaria tiene un interés genuino en la inestabilidad, para lo que se sirve de diversos recursos: programas informáticos («especulación de arbitraje»), rumores de los medios de comunicación y ataques orquestados a las monedas («ataques especulativos») mediante pactos ilegales. El ejemplo más famoso, pero no el único, es el ataque colectivo de 1992 a la libra británica bajo la «batuta» del inversor financiero George Soros: el ataque «triunfó» en el sentido de que el banco emisor británico renunció a la defensa (mediante la compra de libras) y la libra se devaluó. Soros se embolsó unos beneficios de 1.000 millones de dólares estadounidenses. ¿Cuál fue su «aportación»? ¿Dónde estaba su «filantropía»? La especulación con divisas consiste puramente en operaciones de dinero por dinero. Deberían estar prohibidas. La separación de las transacciones financieras de la economía real y la vida genera una «energía criminal». El director del Departamento de Operaciones con Divisas del Citigroup londinense fue suspendido después de que las agencias tributarias efectuaran pesquisas sobre una serie de grandes bancos por manipulación del cambio de divisas. Al finalizar la redacción de este libro, los medios dijeron que el escándalo más reciente podría «adquirir unas dimensiones mayores que el escándalo LIBOR».344


    — Desequilibrio macroeconómico I (tipo de cambio y deuda): cuando la moneda de un país que tiene una elevada deuda externa cae considerablemente o la especulación la arrastra hacia abajo, la deuda externa se encarece en la moneda nacional hasta el riesgo de una bancarrota del país (no todos los países pueden endeudarse en el extranjero con la moneda propia ni refinanciar la deuda como Estados Unidos), como sucedió, por ejemplo, en 2000 en Argentina o en 2010 en Islandia. Probablemente luego le toque el turno a toda la Eurozona. En mi opinión, el riesgo sistémico ya es tan elevado en este momento que «los mercados financieros», o sea, una cantidad sustanciosa de inversores financieros, pueden consideran como «bonos basura» hasta los eurobonos y, como en una cacería, podría darse el grito de halalí 345 final del euro.346


    — Desequilibrio macroeconómico II (intereses y tipos de cambio): si no hay un banco central mundial que emita deuda en una moneda neutral, entonces prácticamente todos los países tienen que endeudarse en la moneda patrón y en ocasiones correr a su vez un riesgo letal de los tipos de interés. Teniendo en cuenta que el dólar estadounidense es la moneda patrón, el aumento del tipo de interés básico de la Reserva Federal en las postrimerías de los años setenta y comienzos de los ochenta provocó un impacto letal sobre los tipos de interés —hasta hacía poco, bajos— en los países en vías de desarrollo endeudados en dólares estadounidenses. A día de hoy, muchos de ellos no han salido del yugo de la deuda de los años ochenta. Han pagado un precio alto por ello, incluidas numerosas vidas humanas.


    — Desequilibrio macroeconómico III (balanzas comerciales): la política cambiaria y comercial no pueden separarse. Que un país tenga una balanza comercial equilibrada o que se desvíe del equilibrio depende entre otras cosas del tipo de cambio. Si mediante la especulación éste se hace subir o bajar, esto tiene unas repercusiones tremendas en la balanza comercial. El mercado libre permite tanto el dumping como el comercio desleal, lo que conduce a un desequilibrio del sistema comercial, como la especulación cambiaria y apostar a bancarrotas nacionales, lo que en conjunto hace imposible mantener el «equilibrio macroeconómico»347 a menudo constitucionalmente establecido. También sin especulación el equilibrio comercial está amenazado, como lo demuestra el ejemplo de Estados Unidos (campeón mundial de importaciones) y China (campeona mundial de exportaciones) o la combinación de Alemania (superávit) y los Estados euromediterráneos (déficit).


    — Desequilibrio macroeconómico IV (reservas de divisas): no solamente los superávits comerciales conducen a la acumulación de reservas de divisas. Incluso los países con déficit tienen que proveerse de reservas de moneda extranjera como «munición» contra los ataques especulativos, para poder respaldar la propia moneda mediante adquisiciones (y ventas de divisas) en caso de agresión. A mercados financieros más libres, mayor el peligro de agresión, mayor la necesidad de munición. En 2012, las reservas de divisas globales ascendían al 15,2 por ciento del rendimiento económico global. Quince años antes aún eran el 5,6 por ciento.348 Como el dólar estadounidense es la moneda de reserva número uno (dos tercios de todas las reservas de divisas), se llega de este modo no sólo a un barbecho inútil de valiosos recursos, sino también a una financiación barata de Estados Unidos a través de los países pobres. En total, en 2007 los países pobres prestaron a los ricos 3,7 billones de dólares estadounidenses, con unas condiciones superventajosas. El «sobreprecio» que pagan los países pobres cuando piden dinero prestado a los ricos es superior a todas las ayudas que reciben.349


    


    En resumen, el actual sistema cambiario tiene la misma disfuncionalidad múltiple que todo el sistema monetario. Según el informe de Naciones Unidas de la comisión Stiglitz, es «inestable, incompatible con el pleno empleo global y aumenta la desigualdad».350


    


    Bretton Woods II


    


    Antes de la crisis apenas se mantuvo una discusión pública sobre un orden cambiario alternativo en la línea de Keynes. Es verdad que de manera soterrada se enardece desde hace algún tiempo el debate sobre si el dólar estadounidense mantendrá su función de moneda patrón mundial o si se producirá un relevo a través del euro o del yuan o hacia una «constelación tripolar», pero la genial propuesta de Keynes, que no sólo plantea la cuestión del patrón monetario mundial, sino que propone una solución global y fundada para la comunidad internacional, prácticamente cayó por completo en el olvido hasta el estallido de la crisis en 2008.351 Yo la publiqué por primera vez en 2006 y en debates públicos tuve que escuchar por boca de destacados economistas que eso eran fantasías de «economía planificada».352 Sin embargo, la crisis contribuyó a un acelerado renacimiento de la idea. En marzo de 2009, el gobernador del Banco Central chino, Zhou Xiaochuan, escribió en una carta dirigida a la opinión pública mundial con motivo de la cumbre del G20 en Londres: «La creación de una unidad de compensación internacional conforme a la propuesta de Keynes es una iniciativa audaz, que requiere una visión política y un coraje extraordinarios [...]. Lamentablemente, la propuesta no prosperó».353 En septiembre, la comisión de expertos encabezada por Joseph Stiglitz publicó un informe para la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre cómo podría restaurarse la estabilidad de los mercados financieros globales. El escrito de ciento cuarenta páginas de fuertes medidas dedica más de doce a la propuesta de Keynes, que se ensalza como la «idea a la que le ha llegado el momento». Se recomienda a la comunidad internacional que emita una «moneda de reserva global» a través de un «banco de reservas mundial» dentro del marco de una «unión global de reservas». La moneda comercial mundial podría estar «compuesta de una canasta de monedas de todos los Estados miembros».354 De esta forma se continúa también con los derechos especiales de giro del Fondo Monetario Internacional, que se crearon ya en los años sesenta y constituyen una canasta de monedas formada por el dólar estadounidense, la libra, el marco alemán y el yen. Estos derechos especiales de giro (SDR, por sus siglas en inglés) simbolizan desde hace cuarenta y cinco años una moneda complementaria global, aunque hasta el momento no han adquirido mayor relevancia. Hasta el estallido de la crisis, el valor de todos los derechos de giro emitidos ascendía a menos de 35.000 millones de dólares estadounidenses, eso es el 0,2 por ciento del volumen comercial mundial (22 billones de dólares estadounidenses). En 2009, como consecuencia de la ampliación de fondos del FMI, el G20 también acordó una emisión parcial más amplia de SDR de 250.000 millones de dólares estadounidenses.355 La dirección es correcta. Stephan Schulmeister propone como «primer paso» la «determinación de márgenes de fluctuación» para los tipos de cambio entre el dólar, el euro, el renminbi y el yen. A largo plazo podría salir de ahí «una verdadera moneda mundial que operara como numeraria para las existencias y flujos de la economía mundial y que constara de un paquete de las principales monedas nacionales. Entonces, los países restantes podrían estabilizar sus monedas con una relación con el “globo” en principio rígida, pero laxa en los casos necesarios (o también dejar que la determinara el mercado libre, aunque eso difícilmente lo harán en beneficio propio)». Schulmeister ha investigado el tema: «Un simple vistazo a la historia de la economía demuestra que los períodos de prosperidad siempre han sido períodos de tipos de cambio fijos».356 Ahora sólo espero que el FMI intervenga también en el debate. Mi consejo personal: «Revisión del Plan Bancor».


    


    Cooperación cambiaria global


    


    Aquí está detallada la propuesta de Keynes, que he modificado ligeramente:


    


    — Los Estados miembros de la ONU, cuyos pueblos soberanos aboguen por esta opción, acuerdan un convenio de las Naciones Unidas para una cooperación cambiaria global: la Unión Terra.


    — Ésta funda un «banco de liquidación de movimientos» global (Keynes), un «banco de reservas mundial» (comisión Stiglitz) o un Banco Terra, el cual compense el comercio mundial y demás flujos de capital transfronterizos entre los Estados miembros en la unidad «terra». Cada país miembro obtiene una cuenta en este banco de compensación, que se parece a los bancos de liquidación de movimientos ya existentes hoy en día, que tramitan la circulación de capitales transfronteriza.


    — Las monedas de los Estados miembros se convierten gratuitamente a terras. Los tipos de cambio se fijan, por paridad recíproca del poder adquisitivo. Mi propuesta de cómo podría funcionar esto: una cesta de consumo de veinticinco artículos y servicios de primera necesidad valdrían 100 terras constantes en el comercio internacional, éste es el valor de referencia estable para todas las monedas integrantes. Si la misma cesta de artículos cuesta en Gran Bretaña 50 libras reales, el tipo de cambio libra/terra sería 1:2. Si la cesta cuesta 100 marcos en Alemania, el tipo de cambio marco alemán/terra sería 1:1. Si la cesta cuesta 200 chelines, por dos chelines recibe uno un terra, y así se establecerían respectivamente las proporciones de los valores de todas las monedas (= tipos de cambio).


    — Si el desarrollo variable de los índices macroeconómicos (productividad, salarios, inflación...) conduce a una merma del equilibrio de la balanza comercial de un Estado miembro, su tipo de cambio se ajusta con el objetivo de restablecer el equilibrio. Un país con superávit como China o Alemania debería revalorizarse, un país con déficit como Estados Unidos o Grecia, devaluarse. Si los que se «desvían» se resisten a subir o bajar, deberían pagar sanciones tanto más elevadas cuanto más acusada y prolongada sea la desviación: un eficaz aliciente para ajustar el tipo de cambio.


    — Todas las materias primas importantes cotizan en terras: fin de la hegemonía del dólar I.


    — El Banco Mundial concede créditos para el desarrollo en terras sin intereses: fin de la hegemonía del dólar II.


    


    Una de las ventajas innegables de la propuesta de Keynes es que traería tanto estabilidad (tipos de cambio fijos: especulación casi imposible y seguros contra las fluctuaciones de cotizaciones innecesarias) como flexibilidad: cuando una economía evolucione de manera distinta a la cesta de referencia, por ejemplo, debido a un menor desarrollo productivo o una mayor inflación, el tipo de cambio de su moneda se ajustaría a las proporciones reales; el sistema entero conservaría el equilibrio.


    


    Ajuste de los tipos de cambio conforme a la paridad del poder adquisitivo


    


    Una alternativa light a la unión global de reservas es lo que propone Heiner Flassbeck, el keynesiano confeso y economista jefe de la CNUCYD. Aboga por un «sistema de tipos de cambio reales y efectivos» (REER: Real Effective Exchange Rates). La CNUCYD es de la opinión de que bastaría con ajustar regularmente los tipos de cambio a las paridades reales del poder adquisitivo para que las balanzas comerciales recuperaran por sí solas el equilibrio.357


    Un ejemplo (real) al respecto: en Grecia y Alemania, la productividad aumenta un 2 por ciento anual respectivamente. En una hora de trabajo, una fábrica no produce cien unidades, sino ciento dos. Grecia sube los salarios paralelamente al incremento del rendimiento un 2 por ciento; los costes laborales unitarios permanecen constantes (porque si bien es verdad que se producen más unidades por hora, también se gana más por el mismo importe por hora). Alemania reacciona de otra forma: no toca los salarios. De esta manera, los costes laborales unitarios bajan un 2 por ciento. Se producen ciento dos unidades por el mismo salario/precio de mano de obra que las cien del año anterior. El resultado: los productos alemanes son más baratos en relación con los de Grecia, la competitividad de Alemania sube un 2 por ciento, pero no porque su productividad —es decir, su rendimiento— crezca más deprisa que en Grecia, sino porque su distribución es más injusta. Con el euro, Grecia no tiene ninguna posibilidad de neutralizar la agresiva política salarial de Alemania mediante la devaluación de la moneda nacional en un 2 por ciento. Por eso Grecia pierde la competencia comercial dentro de Europa contra Alemania. En los diez primeros años tras la implantación del euro (y tras perder la posibilidad de un ajuste del tipo de cambio), la ventaja competitiva y de precios de Alemania con respecto a los países mediterráneos ascendió en torno al 25 por ciento.358 La «solución» introducida por la Troika no consiste realmente en la —justa— revalorización «real» de Alemania, un aumento de los salarios en un 25 por ciento (lo que garantizaría las pensiones), sino en la brutal devaluación de los países mediterráneos, donde los salarios reales bajan drásticamente: pagan justos por pecadores. (Además, las pensiones en Alemania peligran.) La disminución de los salarios reales y del poder adquisitivo en la importación griega produce el mismo efecto que el aumento de los salarios reales y el poder adquisitivo en la importación alemana: el déficit de la balanza por cuenta corriente griega cayó estrepitosamente del 18 por ciento en 2008 al pronosticado 1,9 por ciento en 2014.359


    La propuesta alternativa de la CNUCYD sería la siguiente: los bancos centrales de dos socios comerciales con moneda propia fijan primero un tipo de cambio que refleje la paridad real del poder adquisitivo. Si, por ejemplo, alguien con una libra en Gran Bretaña puede comprar lo mismo que alguien con dos dólares estadounidenses en Estados Unidos, eso daría un tipo de cambio de «paridad del poder adquisitivo» de 1:2 o dos dólares estadounidenses por libra. De cambiar esta relación, por ejemplo, en una dirección en que la libra pierda poder adquisitivo y con una libra en Gran Bretaña sólo pueda comprarse lo que con 1,95 dólares estadounidenses en Estados Unidos, los bancos centrales de ambos países —en caso necesario— ajustarían el tipo de cambio nominal al real mediante la compra concentrada de dólares: a 1,95 dólares estadounidenses por libra.


    Esta propuesta podrían probarla un grupo de países. Al igual que los artífices de las Naciones Unidas, escribe también la CNUCYD: «La gestión reglada del tipo de cambio puede llevarse a cabo como estrategia unilateral o bien, con un margen significativamente más alto de intervención para el banco emisor, a través de acuerdos bilaterales o como elemento central de una cooperación regional. Pero el mayor beneficio para la estabilidad financiera internacional se produciría cuando estas reglas se aplicaran de forma multilateral como parte de una regulación financiera global».360 Valdría la pena intentarlo. De no funcionar, podría enlazarse con el «segundo paso», las sanciones propuestas por Keynes para los que se desvíen de unas balanzas comerciales equilibradas.


    Una posible variante de acuerdo entre el modelo ONU-KeynesSitglitz (principal objetivo: balanzas comerciales equilibradas) y el modelo CNUCYD-Flassbeck (principal objetivo: paridad del poder adquisitivo) podría consistir en la introducción de la unidad terra (como se ha descrito anteriormente), mientras que los ajustes del tipo de cambio tendrían como objetivo mantener la paridad del poder adquisitivo y no el equilibrio de las balanzas comerciales (que desde el punto de vista de Flassbeck se produciría por sí solo como resultado). Un ejemplo: si en Gran Bretaña la cesta de artículos en terras constantes un día cuesta 55 libras, la cotización de la libra cae automáticamente a 0,55 libras por terra. Frente a un socio comercial, cuyo nivel de precios se mantuviese estable, Inglaterra no perdería competitividad mediante este ajuste. El sistema también se mantendría estable y flexible en esta variante. Y en ella también podrían aplicarse las sanciones por desvío del equilibrio.


    La ventaja inmediata de la propuesta de la CNUCYD es que no necesita ninguna organización nueva, ninguna moneda complementaria global ni ningún mecanismo sancionador; por eso la calificación de light. Por el contrario, su claro inconveniente sería que «únicamente» resolvería el problema cambiario y comercial, pero no el problema de la moneda para materias primas ni la moneda para la deuda. ¿Debería seguir siendo el dólar estadounidense? Lo cautivador de la propuesta de Keynes es que solucionaría de golpe, por lo que yo la prefiero, a) el problema cambiario, b) la cuestión comercial, c) la cuestión de la moneda para materias primas y d) la gestión internacional de la deuda.


    Puede que a algunos lectores la diferencia entre ambas alternativas les parezca demasiado técnica, demasiado detallada o hasta irrelevante. Pero ¡menudo avance para las relaciones internacionales, la organización de la economía mundial y la autodeterminación de los pueblos soberanos si, en lugar de quedarnos atrapados con impotencia en la hegemonía injusta e inestable del dólar, disfrutáramos del lujo de poder decidir entre un Bretton Woods II que ponga el acento en la paridad del poder adquisitivo y un Bretton Woods II que lo ponga en unas balanzas comerciales equilibradas! ¡Menudo logro para la democracia! En poco tiempo, un sinfín de personas conocería ambas propuestas y discutirían acaloradamente, sabedores de que pueden tomar ellos mismos esta decisión de alcance global, en caso de que sus gobiernos ¡sigan con los brazos cruzados!


    


    Epílogo I:


    Economía planificada en Pekín y Zúrich


    


    Suiza y China son dos ejemplos de «economía planificada» en términos de fijar políticamente el tipo de cambio, lo que demuestra que es posible. En China el tipo de cambio se determina políticamente, y punto; sin duda, unilateralmente y obedeciendo al propio interés nacional tanto como Estados Unidos con la hegemonía del dólar: pasado (o en lenguaje técnico: neomercantilismo).


    Suiza «limita» el tipo de cambio del franco, que a consecuencia de la inestabilidad de la Eurozona y la acumulación creciente de deuda en Estados Unidos y Japón goza de más popularidad cada vez, pero eso hace subir la cotización a unas alturas de vértigo y arruina la exportación suiza. Por eso interviene el banco emisor, vendiendo cantidades enormes de francos y comprando divisas para limitar la cotización. Las reservas de divisas se dispararon de 45.000 millones de francos suizos en 2008 a los 450.000 millones de francos de mediados de 2013. Las reservas de moneda extranjera constituyen el 90 por ciento del balance general del Banco Nacional Suizo.361 Éste compra hasta dólares australianos: «Jamás me imaginé que vería una cosa así. Una entidad conservadora antiinflacionaria [como el BNS] manteniendo nuestra moneda en reserva», comenta el banquero central australiano Glenn Stevens.362 Eso tiene como consecuencia que el balance general del banco emisor suizo se haya inflado más deprisa que el de la Fed, el Banco de Inglaterra o el BCE (en un 500 por ciento). Sería más efectivo fijar la cotización y ya está, pero por lo visto eso es un tabú ideológico. Es preferible que los multimillonarios inviertan en los mercados para eliminar las fuerzas del mercado a fijar políticamente el tipo de cambio.


    


    Epílogo II:


    ¿Fin de la hegemonía del dólar?


    


    ¿Qué pasaría hoy si el dólar estadounidense perdiese su función de moneda patrón mundial, sin que cristalizaran las propuestas institucionales aquí presentadas? ¿Si, concretamente, las principales materias primas de pronto cotizaran en euros o en otra moneda?


    


    — La demanda de dólares estadounidenses caería en picado y con ella el tipo de cambio. El petróleo y todas las demás materias primas se encarecerían hasta ser prohibitivas para Estados Unidos, el gigante de los recursos; la economía entraría en recesión, lo que a su vez haría que la deuda pública se disparase. Las agencias de calificación darían la puntilla a Estados Unidos, el país no tardaría en caer en bancarrota. Estados Unidos está dispuesto a entrar en guerra para evitar este escenario.


    — A quien esta breve concatenación le parezca sencilla, que tenga presente que, por su posición monopolística económico-política, Estados Unidos es el único país del mundo en el que no interviene el Fondo Monetario Internacional, a pesar de que tiene un —imponente— «doble déficit»: en los presupuestos del Estado y en la balanza por cuenta corriente. Con todos los demás miembros del FMI, la sirena habría dado la señal de alarma hace tiempo y el «cuerpo financiero de bomberos» de Washington habría acudido al oír la sirena y le habría prescrito al «país en crisis» unos drásticos programas de ajuste estructural para poder seguir saldando su deuda externa. El Fondo Monetario no mide por el mismo rasero, claro que tampoco es una organización internacional democrática o igualitaria siquiera, sino una sociedad anónima cuyos accionistas mayoritarios son los Estados industrializados más poderosos; en cambio, el único país que ostenta poder de veto es Estados Unidos. El círculo se cierra.


    — Puede que la probabilidad de guerra sea un escenario plausible para Estados Unidos, la de perder el patrón moneda en favor del euro o el renminbi, seguramente, no. Para huir de la peor de todas las enfermedades de narcisismo posibles, en Estados Unidos podría impulsarse una fracción «pragmática» que intercediera en favor de un orden cambiario neutral para evitar el reemplazo del dólar estadounidense por el euro u otra moneda patrón mundial.


    


    ¿Qué pasaría si se llevara a la práctica la propuesta de Keynes?


    


    — Las materias primas, incluido el petróleo, cotizarían en terras. De esta forma, la demanda de dólares estadounidenses caería rápidamente. Sin embargo, esto tendría —a diferencia de un sistema con tipos de cambio libres— unas repercusiones menos catastróficas, porque los tipos de cambio se determinarían políticamente conforme a la paridad del poder adquisitivo: el dólar estadounidense se mantendría más o menos estable.


    — Estados Unidos, en cambio, podría encontrarse con un problema de endeudamiento externo. Como el dólar ya no se necesitaría como moneda de reserva —esta función la asumiría el terra—, Estados Unidos como mínimo no podría vender ningún título de deuda más en el extranjero. Debido a los terribles índices macroeconómicos, la calificación bajaría abruptamente; los bonos estadounidenses tenderían a convertirse en basura. Estados Unidos tendría que endeudarse en el país (modelo japonés) en lugar de hacerlo a escala mundial. Eso puede salir bien, pero también mal. En caso necesario siempre podrían subirse de forma brusca los impuestos sobre el patrimonio, eso podría proteger tranquilamente a cualquier país industrializado de la bancarrota nacional.


    — En cambio, una cosa está clara: en un sistema de Bretton Woods II no habría podido producirse el desequilibrio comercial entre Estados Unidos y China, ya que a ambos Estados se les habría obligado a ajustar sus tipos de cambio —Estados Unidos, país con déficit, hacia la devaluación, y China, país con superávit, hacia la revalorización— o, de lo contrario, a pagar sanciones. Por consiguiente, no habrían podido surgir grandes desequilibrios comerciales.


    


    Epílogo III:


    Monedas complementarias locales y regionales


    


    En tanto el orden cambiario mundial y el sistema monetario y financiero sigan en general tan inestables como actualmente, considero que las monedas complementarias locales y regionales son algo muy bueno. Amortiguan muchos de los inconvenientes ocasionados por la dictadura financiera. Los valores: regionalidad, resiliencia, sostenibilidad y democracia, hablan claramente en favor de estas iniciativas. Es muy valiosa la conciencia de orden monetario que se conseguirá con el Chiemgauer, Sterntaler o el talento (unidad de medida monetaria empleada en la Antigüedad) de Vorarlberg y demás monedas complementarias locales. Sería incluso lógico que la primera «asamblea monetaria popular» se celebrara en una comunidad que ya opere con dinero regional u otra moneda complementaria. A fin de fomentar estos experimentos, en el primer capítulo he planteado para las asambleas monetarias la cuestión de si los organismos políticos regionales y locales deben obtener el derecho a emitir una moneda complementaria «oficial». Ésta podría establecerse sin obligatoriedad, voluntariamente, o también obligatoriamente como moneda oficial de curso legal de circunscripción regional, el pueblo soberano decide. Ya hay mucha bibliografía específica sobre las monedas regionales, por lo que zanjo el debate de los posibles contenidos refiriéndome a los trabajos de Bernard Lietaer,363 Margrit Kennedy,364 Tobias Plettenbacher y Charles Eisenstein,365 así como a los exitosos talentos de Langenegg,366 el Chiemgauer367 y el Sterntaler.368
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    Pistoletazo de salida: Hacia la primera asamblea


    


    Ya has superado el capítulo central. Probablemente para algunos no haya sido coser y cantar. A otros les sorprenderá haber entendido el sistema monetario, al menos a grandes rasgos. He procurado concentrarme en las cuestiones esenciales, las piedras angulares del orden monetario. Tal vez algún que otro aspecto, alguna que otra cuestión se haya hecho demasiado corta o se me haya quedado totalmente en el tintero. No pasa nada: el cuestionario que se propone y presenta aquí no es un catecismo, sino un punto de partida. Se perfeccionará, debe hacerse, a ser posible en muchas asambleas, pequeñas y grandes.


    Algunos tal vez se mueran ya de ganas de organizar una miniasamblea monetaria privada en el siguiente encuentro con amigos, familia, en el club o en el vecindario. Ése sería el primer paso hacia la implantación; y una alternativa activa a la resignación y la impotencia. Otros tal vez se queden medio paralizados y se pregunten cómo un proyecto de hace un siglo va a poder implantarse algún día. «Incluso el viaje más largo empieza con el primer paso», dijo en cierta ocasión Lao-Tsé. Un primer hito en el largo viaje hacia una auténtica democracia es la celebración de la primera «asamblea monetaria municipal» en un municipio pionero, de la que se pueda dar cuenta y que otros municipios puedan copiar. Cuanto mejor salga el proceso en el primer municipio, más proyección tendrá el primer experimento.


    


    Estrategia ascendente


    


    Cada cual puede abogar por que su municipio de residencia se convierta en el municipio pionero. No deja de ser un gran proyecto, pero con unas probabilidades de éxito mucho mayores que la planificación directa de una asamblea federal. Aún mejor que un municipio pionero sería una fusión de municipios pioneros dentro de una región, por ejemplo (distrito administrativo, estado federado, cantón, comunidad autónoma...); así tendría en el acto la naturaleza de un proyecto de desarrollo regional y un punto de partida regional hacia un orden monetario democrático. El proceso podría extenderse hasta un nivel global. A la generalizada sensación de impotencia de que los municipios han de sufrir las repercusiones de la globalización, pero sin poder participar en ella, se contrapondría un fuerte síntoma democrático.


    Detecto una sensibilidad creciente continuada hacia la problemática del sistema monetario también en los gobiernos centrales y parto de la base de que pronto algunos de ellos serán los primeros en apoyar a los municipios pioneros. De este modo, la vanguardia gozaría desde el principio de mayor predicamento y mayor peso político. Una opción posible sería el seguimiento y documentación del proceso pionero en el marco de un proyecto de investigación. El Movimiento de la Economía del Bien Común está desarrollando en colaboración con la UNESCO una cátedra de «economía del bien común», que además de la teoría abarque también proyectos de investigación y prácticas y pueda desempeñar dicha función complementaria. Una tercera variante sería que arrancasen aquellos municipios que ya estén poniendo en práctica proyectos monetarios regionales, sobre todo porque ya cuentan con un mayor conocimiento de la problemática monetaria y han desarrollado alternativas prácticas. Las «dificultades» del actual sistema monetario son tan grandes que cabe esperar una asistencia nutrida desde muchas partes en cuanto haya brotado el primer germen de un nuevo orden democrático.


    Desde el punto de vista de la política y el desarrollo comunitario puede agregarse a continuación una asamblea monetaria municipal a las iniciativas de desarrollo municipal existentes como, por ejemplo, municipio Agenda Local 21, municipio miembro de Alianza del Clima, municipio por el comercio justo o municipio del bien común. La última es la figura del Movimiento de la Economía del Bien Común, que internacionalmente crece con fuerza desde 2010. Las comunidades del bien común se caracterizan por una diversidad de proyectos:


    


    — crean el balance del bien común en las propias empresas;


    — invitan a todas las empresas del sector privado a crear el balance del bien común;


    — una vez al año homenajean a las empresas modelo;


    — en la compra pública se acercan a los criterios del bien común (continuando y ampliando lo «bio» y lo «justo»);


    — vinculan el incentivo económico a los criterios del bien común, o sea, a la creación del balance del bien común;


    — abren «centros» locales (viveros y sedes de nuevas empresas) en los que se monten empresas del bien común;


    — fomentan la instauración de una bolsa regional del bien común o se implican en ella;


    — sugieren a los bancos locales la creación de un balance del bien común o el compromiso de redactar una declaración del bien común;


    — hacen partícipes a los ciudadanos de la evolución del «índice de calidad de vida municipal» y de la «asamblea económica municipal».


    


    La «asamblea económica municipal» es el modelo directo de una «asamblea monetaria popular» a nivel municipal. De ahí que sea «orgánico» que una selección de los primeros municipios del bien común se conviertan en «municipios monetarios democráticos». El «espíritu» y el posible proceso ya se conocerían y hasta se consolidarían.


    Los primeros municipios del bien común se fundaron en el año 2013 en España —Miranda de Azán (Salamanca) y Carcaboso (Extremadura)— y en el norte de Italia —Schlanders, Laas, Mals y Latsch, municipios de Tirol del sur—, a los dos años y medio de arrancar «todo el proceso de la economía del bien común». Éste se compone de diversas fuerzas estratégicas, los tres grupos pioneros son empresas, municipios y universidades. Los municipios cubren el aspecto estratégico político-democrático, que ha de conducir a la primera constitución económica democrática, un orden económico alternativo.369


    Según las encuestas, en Alemania y Austria de un 80 a un 90 por ciento de los encuestados representativos de la población quiere un nuevo orden económico.370 Mi impresión personal es que en el caso del orden monetario este porcentaje tiende al ciento por ciento y la predisposición y motivación para las asambleas monetarias municipales es aún mayor que para las asambleas económicas populares.


    


    Desarrollo de la asamblea monetaria popular


    


    El Movimiento de la Economía del Bien Común ha redactado ya un manual de veinte páginas para una asamblea económica popular que puede descargarse gratuitamente desde la página web.371 Puede adaptarse fácilmente a una asamblea económica municipal. Al final de este libro se incluye el contenido posible del cuestionario. En total son cuarenta y siete preguntas. El manual proporciona un marco y se ocupa, entre otras, de las siguientes cuestiones:


    


    1. ¿Quién promueve una asamblea?


    2. ¿Cómo se estructura la asamblea?


    3. ¿Cómo se desarrolla la asamblea?


    4. ¿Cómo se decide?


    


    1. ¿Quién promueve una asamblea?


    


    El impulso podría partir tanto del pueblo soberano como también de sus representantes en parlamentos o gobiernos. Hay mentes despiertas por doquier que quieren cambiar el actual des-orden. El mejor ejercicio ha resultado ser que los entusiastas de la ciudadanía y el consistorio aúnen fuerzas e «interactúen» políticamente. Para impedir la instrumentalización de la iniciativa a través de un partido o grupo determinado, habría que prestar atención a un abanico mínimo de representantes.


    


    2. ¿Quién forma parte de la asamblea?


    


    Para la composición de la asamblea hay diversas posibilidades, y no hay que emplear el mismo método en todas partes. Con la colaboración ciudadana se desarrollaron distintos modelos sobre el terreno. Por ejemplo, podría convocarse a todos los ciudadanos a participar en una serie de encuentros repartidos a lo largo de un año. O se eligen de diez a veinte ciudadanos al azar que hagan una primera propuesta de contenidos, un método probado en Estados Unidos y Vorarlberg.372 Hay diversas posibilidades y quizá lo mejor sea que se sigan caminos diferentes en los distintos municipios. El manual admite las diferentes variantes, por lo que los municipios pioneros que vengan tienen muchas opciones.


    


    3. Desarrollo de la asamblea


    


    Las etapas de una asamblea podrían ser las siguientes:


    


    Primer encuentro: arrancar, conocerse, aclarar el proyecto, presentación de las «preguntas para la asamblea».


    Segundo encuentro: acuerdo sobre las preguntas, formación de comisiones que investiguen el contenido de las preguntas y elaboren listas de argumentos a favor y en contra.


    Tercer encuentro: «informes previos», primera toma del pulso de la opinión pública y división por grupos de trabajo (por ejemplo, doce) que hagan una indagación exhaustiva durante un período más largo y formulen las preguntas finales.


    Cuarto encuentro: informes detallados con planteamiento de cuestiones, últimas aclaraciones y modificaciones de las preguntas.


    Quinto encuentro: votación.


    Sexto encuentro: comunicado público de los resultados y elección de los delegados para el siguiente nivel; así como invitación a todos los municipios vecinos a que organicen también una asamblea.


    


    4. ¿Cómo se comunica y se decide?


    


    Para el éxito hay dos métodos de «alta tecnología humana» que son decisivos: comunicación respetuosa y toma de decisiones democrática. «Faltas» como interrumpir (en vez de dejar acabar de hablar), juzgar (en vez de argumentar), criticar (en vez de ofrecer soluciones), enrollarse (ineficiencia y aburrimiento) y estresar con mímica y gestos (en vez de escuchar tranquila y atentamente) son, por desgracia, vicios extendidos del debate político público. Por experiencia, el consenso de todos para poner en práctica los principios básicos elementales de una comunicación respetuosa y aceptar sanciones en caso de incumplir las normas (invitar, advertir, dar la palabra, quitarla...) crea un ambiente de conversación y debate completamente distinto, que sirve de inspiración y no cansa. A partir de métodos de conversación respetuosos como el de la comunicación no violenta, el «diálogo» o el «consejo» se concretan los principios básicos universales de una comunicación exitosa, por ejemplo: hablar con el corazón, no juzgar, escuchar desde el corazón, no hacer comentarios, economizar palabras. Y: de vez en cuando también se puede estar en silencio.


    


    Votación sobre la limitación de la desigualdad por consenso sistémico


    


    
      [image: ]
    


    


    En la gráfica se representa la oposición a las distintas propuestas de limitación de la desigualdad: la oposición a una desigualdad muy reducida es muy alta, la más baja ronda el coeficiente 10, según las experiencias del autor. Después vuelve a subir, tendiendo al ciento por ciento por encima del coeficiente 100.


    


    Un grupo de debate o de trabajo que funcione de acuerdo con estos principios facilita la profundización, produce alegría (en lugar de frustración) y, por regla general, da unos resultados productivos. Por experiencia propia, comunicarse con respeto y gentileza suele ser lo más difícil de la política; y a un tiempo lo más elemental también. Cuando en una conversación no nos valoramos ni respetamos mutuamente y no cooperamos unos con otros, los resultados no pueden ser buenos, colectividad y democracia no pueden cuajar.


    Lo mismo puede decirse de las diferencias de contenido. Éstas no son el problema. No pueden serlo, porque cada persona es única y distinta a todos los demás. El problema es que no toleramos las opiniones divergentes, tenemos por costumbre no aceptarlas, juzgarlas y confrontarlas. Esto es lo que hace que los debates políticos y las decisiones democráticas sean tan tremendamente cansinos y poco atractivos. Las personas nunca quieren todas lo mismo; sólo quieren más o menos lo mismo. La clave está en un método para tomar decisiones que haga una delicada criba de los denominadores comunes, ¡y que al mismo tiempo se profese un respeto mutuo como principio supremo! El proceso de votación democrática tradicional «a favor» o «en contra» es muy simple y democráticamente ineficiente, porque no se someten a votación infinidad de alternativas que tal vez serían aceptables. El mejor ejemplo es el coeficiente 12 en Suiza. Dado que una propuesta única e inmutable sólo pudo votarse con un «sí» o un «no», ganó la actual «opción cero», el coeficiente 900. De haberse sometido a votación un espectro más amplio de propuestas, seguro que habría ganado otro coeficiente que no fuese el 900. A continuación hay una curva sustentada con mi experiencia en las conferencias que he dado.


    


    Para la cuestión de la desigualdad salarial máxima he jugado al juego de la «asamblea económica popular» con aproximadamente 50.000 asistentes a mis conferencias en Europa y Latinoamérica. Casi siempre se imponen entre cuatro y siete propuestas, lo que por lo visto es suficiente para cubrir todas las necesidades básicas. Con relativa frecuencia entre las propuestas están los extremos «igualdad total» y «desigualdad ilimitada». De estar, por regla general, se defienden con más pasión que las propuestas intermedias, en ocasiones incluso con agresividad en lo dicho e insinuado, en que la aceptación de cualquier otra propuesta supondría una pérdida total de libertad o justicia. Aun cuando las propuestas extremas no estén incluidas, el resultado de la votación en el «consenso sistémico» (principio de consenso sistémico) casi siempre es un «valle»: las propuestas más bajas y las más altas experimentan una oposición relativamente elevada, y en algún punto intermedio —aunque no suele ser exactamente en la mitad— la oposición alcanza el mínimo para luego volver a subir rápidamente. Dicho sea de paso, en el 95 por ciento de todos los casos gana el coeficiente 10. El coeficiente ganador más alto registrado nunca fue el 30 (en un colegio privado masculino), el valor más bajo registrado, el coeficiente 3 (en Andalucía y valles de montaña austríacos a partir de 1.000 metros sobre el nivel del mar).


    El principio de consenso sistémico tiene muchas ventajas:


    


    — El estado de ánimo de toda la población es palpable y con ello las diferencias en parte paradójicas con la opinión pública (difundida).


    — Los que aportan sus propuestas con más vehemencia (o agresividad) suelen ser la minoría más exigua.


    — El método sugiere aportar propuestas incluso mejores que las que ha habido hasta ahora sobre el tapete; fomenta la creatividad democrática.


    — El método anima a formarse una opinión propia y escucharse a uno mismo.


    — Asimismo el método incrementa la tolerancia, porque cada vez se nombran más propuestas, con lo que se hace patente la diversidad y aumenta la sensibilidad hacia otras posturas.


    — La gente escapa de las alternativas de sí o no.


    — Poco a poco se crea una cultura del bien común: únicamente se aportan propuestas de las que se espera un daño ínfimo a la población, porque otras propuestas —en la práctica esto será evidente enseguida— dejan de tener posibilidad de ser aceptadas.


    


    Para mí, la experiencia más bonita (además de la primera de la lista) en los proyectos de la economía del bien común y la banca del bien común, a diferencia de «antes», es la inusitada serenidad con la que se toman las decisiones y de qué manera, por lo tanto, se simplifica el trabajo. A menudo no hay una buena opción, sino varias, que con relativa frecuencia pueden combinarse dando lugar a una propuesta óptima. Y si no: en lugar de gastar mucha energía para apoyar o hacer realidad una opción, simplemente se vota. En el mejor de los casos con absoluta tranquilidad y, por tanto, se produce una eficiencia tanto emocional como de procedimiento. Que nadie diga nunca que la «democracia» es ineficiente. Los métodos rudimentarios para tomar decisiones es muy probable que lo sean, pero afortunadamente también aquí hay alternativas.


    


    Evolución de los contenidos


    


    Algunos lectores no identificarán las propuestas de la parte del contenido como su solución óptima y por eso rechazarán intuitivamente o por reflejo todo el método. Pero eso sería precipitado, no sólo porque la solución perfecta no existe y todo acuerdo provoca insatisfacción en cierta medida, sino sobre todo porque la alternativa son las actuales leyes vigentes y reglas de juego, y éstas producen un grado mucho mayor de insatisfacción en muchas más personas que la «mejor solución posible» que sólo puede encontrarse mediante un método lo más democrático posible. Unas reglas de juego que satisfagan plenamente a todo el mundo son una quimera. El objetivo es encontrar unas reglas de juego que causen el menor grado de insatisfacción posible y sean aceptadas y apoyadas —y sigan perfeccionándose en futuras rondas de revisiones— por la mayor cantidad de personas posible.


    La primera posibilidad para revisar las cuarenta y siete preguntas propuestas aquí consiste en los grupos de trabajo de la asamblea municipal. En el manual se propone que tras el arranque se formen grupos de trabajo para cada uno de los campos temáticos (en este libro hay doce, pero también podrían ser diez, quince o veinte) y que ahonden en ellos. Sin embargo, esto puede llevar a una modificación o ampliación de las cuestiones planteadas; forma parte de la esencia democrática. Es posible hacer una ronda de votaciones propia en pleno para las propuestas de los grupos de trabajo, en la que se acuerden cuestiones concretas, así no deciden los grupos de trabajo, sino todos juntos. La depuración del método para la toma de decisiones democrática es una tecnología social a la que toda la atención que se le concede es poca. La no participación en las cuestiones planteadas puede llevar a una gran frustración democrática. Un ejemplo de ello son las consultas populares en las que los gobiernos predeterminan las preguntas, lo que muchos consideran una desfachatez. La «competencia de la competencia» forma parte de la esencia democrática: el pueblo soberano ha de poder decidir por sí solo qué cuestiones le gustaría votar.


    Mediante un proceso electoral puede delegarse a los participantes de la asamblea municipal para asambleas superiores, con un mandato concreto: las cuestiones y resultados preliminares respectivamente consensuados. También las asambleas superiores pueden volver a modificar las cuestiones planteadas, en caso necesario también ponderadas en función de los resultados preliminares. De esta forma en distintas «fases de maduración» surge un cuestionario final. Sea como sea, la última palabra la tiene totalmente el pueblo soberano. Ése podría ser el día más emocionante de la democracia desde su inicio.


    


    Cooperación internacional


    


    Tan pronto como lo haya logrado el primer municipio pionero, la noticia correrá como la pólvora y motivará a otros municipios a celebrar «sus» asambleas monetarias. Mi punto de vista personal es que las asambleas se expanden como en su día las asociaciones de pan de Friedrich Wilhelm Raiffeisen, y más tarde las cajas Raiffeisen. El objetivo es que en cada municipio por lo menos se produzca la conversación de si hay que organizar una asamblea monetaria municipal. No es necesario que todos se pongan manos a la obra, bastaría con una «masa crítica». Pero si quieres hacer algo por el futuro y estar preparado para las preguntas comprometidas que te hagan tus hijos, puedes ocuparte de que en el municipio donde vives se celebre una asamblea.


    La cooperación entre varios municipios facilita la cosa, tendrá aún más fuerza cuando los municipios recorran el camino internacional juntos. En este momento ya hay candidatos para ser municipios del bien común en Perú y México, pasando por España e Italia hasta Austria y Alemania. En noviembre de 2013 se vieron por primera vez en Madrid los representantes de los interesados en ser municipios del bien común, entre los ciento cincuenta participantes había numerosos alcaldes y concejales. Diez municipios presentaron iniciativas ejemplares de suministro energético ecológico y clasificación de basuras, pasando por medidas sociales y educativas hasta procesos de participación en cuestiones políticas como la del presupuesto. Este movimiento podría aumentar, y el movimiento de las «asambleas monetarias democráticas» podría fusionarse con el Movimiento de la Economía del Bien Común y crear sinergias.


    


    De la asamblea monetaria a la asamblea constituyente


    


    Aun cuando el enfoque de este libro sea plasmar un orden monetario democrático en una constitución, idealmente en varios Estados y en el Tratado de la UE, y en consecuencia, una iniciativa incipiente para una cooperación cambiaria global, una supervisión financiera mundial o una agencia tributaria global, eso no sería el fin de la historia, sino el principio de un movimiento democrático mucho más profundo todavía. Además de las asambleas monetarias y económicas podrían asimismo promoverse asambleas educativas, asambleas de servicios públicos, asambleas de patrimonio público, de medios de comunicación y por último constituyentes. Como se ha descrito ya, en una auténtica democracia la constitución debería escribirla la población, y la representación atenerse a estas reglas de juego democrático. Lo que está delante de las narices suele ser lo que más cuesta ver: que las democracias van por mal camino porque los pueblos soberanos se sienten muy impotentes. No tienen ningún derecho real de participación ni potestativo. Mediante las asambleas constituyentes, que también se promueven desde abajo, podrían surgir por primera vez pueblos soberanos dignos y libres. Después de que la primera oleada de la Ilustración fuera sólo un suave saludo primaveral a la libertad colectiva, me encantaría asistir a la materialización de esta visión.

  


  
    


    VII


    


    Resumen: Cuestionario para la asamblea monetaria


    


    Creación del dinero


    


    Pregunta 1a:


    ¿Quién puede crear dinero en metálico (= moneda de curso legal)?


    Opción cero:


    Únicamente el banco central estatal.           PC: _ de 10


    Alternativa:


    ¿Además los bancos comerciales?      PC: _ de 10


    ¿Además las empresas?      PC: _ de 10


    ¿Además los particulares?      PC: _ de 10


    ¿Además los entes regionales?      PC: _ de 10


    


    Pregunta 1b:


    ¿Quién puede crear dinero bancario (= medio de pago legal)?


    Opción cero:


    El banco central estatal


    y los bancos comerciales privados.      PC: _ de 10


    Alternativa 1:


    ¿Únicamente el banco central estatal?      PC: _ de 10


    Alternativa 2:


    ¿Además las empresas?      PC: _ de 10


    ¿Además los particulares?      PC: _ de 10


    ¿Además los entes regionales?      PC: _ de 10


    


    Pregunta 2:


    ¿Quién puede emitir monedas complementarias que no tengan la validez de una moneda de curso legal y no deban, por tanto, ser aceptadas por todas las partes del canje?


    ¿Las empresas?      PC: _ de 10


    ¿Los particulares, las asociaciones?      PC: _ de 10


    ¿Los entes regionales?      PC: _ de 10


    


    Reforma para un dinero libre de deuda


    


    Pregunta 3:


    ¿Debe llevarse a cabo la reforma para un dinero libre de deuda?


    Opción cero:


    Se mantiene la práctica actual de que el banco


    central y los bancos comerciales compartan


    la creación del dinero, las cuentas corrientes


    siguen figurando en los balances bancarios,


    los beneficios que genera la creación del dinero


    fluyen principalmente hacia los bancos


    comerciales.      PC: _ de 10


    Alternativa:


    El monopolio público de la creación del dinero


    se extiende al dinero bancario. El dinero


    que está en circulación sale exclusivamente


    del banco central, las cuentas corrientes


    se excluyen de los balances bancarios y pasan


    a ser propiedad de los clientes del banco,


    los beneficios que genera la creación del dinero


    favorecen al conjunto de la colectividad.      PC: _ de 10


    


    Banco central


    


    Pregunta 4:


    ¿A quién debe pertenecer el banco central?


    Como aquí la opción cero difiere en los distintos


    Estados, se ofrecen tres alternativas;


    todas incluyen opciones cero.


    Alternativa 1:


    El banco central debe estar en posesión


    de los bancos comerciales privados.      PC: _ de 10


    Alternativa 2:


    El banco central debe estar en posesión


    conjunta de los bancos comerciales privados


    y del Estado.      PC: _ de 10


    Alternativa 3:


    El banco central debería ser público.      PC: _ de 10


    


    Pregunta 5:


    ¿Cómo deben constituirse los órganos de toma de decisiones del banco central?


    Opción cero:


    Primordial o exclusivamente con banqueros.      PC: _ de 10


    Alternativa:


    Todos los grupos sociales


    deben estar representados y poder enviar


    a sus representantes.      PC: _ de 10


    


    Pregunta 6:


    ¿Qué objetivos debe perseguir el banco central?


    Alternativa 1:


    Precios estables y pleno empleo


    son objetivos equivalentes,


    nada de financiación estatal.      PC: _ de 10


    Alternativa 2:


    Los precios estables tienen prioridad


    sobre el pleno empleo, nada de financiación


    estatal.      PC: _ de 10


    Alternativa 3:


    Precios estables y pleno empleo son objetivos


    equivalentes, financiación estatal limitada.      PC: _ de 10


    


    Pregunta 7:


    ¿El banco central que crea el dinero debe constituirse como el cuarto poder estatal independiente, «monetativo», que únicamente recibe mandatos directos de la población?


    Opción cero:


    No, basta con el modelo actual de BCE


    independiente.      PC: _ de 10


    Alternativa 1:


    El banco central debe rendir cuentas


    y estar supeditado al Parlamento Europeo.      PC: _ de 10


    Alternativa 2:


    A efectos de una diferenciación más amplia


    de poderes, gobierno y Parlamento deben crear


    otro poder «monetativo» independiente y fijar


    sus objetivos democrática y directamente.      PC: _ de 10


    


    Deuda pública


    


    Pregunta 8:


    ¿Con límites y condiciones, pueden los Estados endeudarse sin intereses con el propio banco central?


    Opción cero:


    No, al banco central se le debería prohibir


    la financiación estatal; los Estados


    deberían endeudarse privadamente


    en los mercados y pagar a cambio


    los intereses exigidos por éstos.      PC: _ de 10


    Alternativas:


    Sí, con un límite del 25 por ciento


    del rendimiento económico.      PC: _ de 10


    Sí, con un límite del 50 por ciento


    del rendimiento económico.      PC: _ de 10


    Sí, con un límite del 75 por ciento


    del rendimiento económico.      PC: _ de 10


    Previa autorización de una comisión futura.      PC: _ de 10


    Según el arbitrio del Parlamento.      PC: _ de 10


    


    Pregunta 9:


    ¿Qué pasa si se sobrepasan los márgenes de endeudamiento?


    Opción cero:


    Los gobiernos deben contraer


    en los mercados la deuda que exceda


    los límites de endeudamiento.      PC: _ de 10


    Alternativa 1:


    Entran en vigor estabilizadores automáticos


    puramente recaudatorios (impuesto


    sobre sucesiones e impuesto sobre las grandes


    fortunas más altos).      PC: _ de 10


    Alternativa 2:


    Entran en vigor estabilizadores automáticos


    puramente de gasto (se pasa el «cortacésped»


    por todo el gasto público).      PC: _ de 10


    Alternativa 3:


    Entran en vigor un 50 por ciento


    de estabilizadores automáticos de gasto


    («cortacésped») y un 50 por ciento


    recaudatorios (impuestos sobre el patrimonio).      PC: _ de 10


    


    Sistema crediticio


    


    Pregunta 10:


    ¿Deben los créditos estar a la vez al servicio del bien común y tiene que haber para ello, además de la evaluación de solvencia financiera, también una evaluación ética del crédito?


    Opción cero:


    No, es un trámite burocrático innecesario.      PC: _ de 10


    Alternativa:


    Sí, sería razonable y conforme a la constitución.      PC: _ de 10


    


    Pregunta 11:


    ¿Deben poder concederse créditos financieros?


    Opción cero:


    Sí, cada prestatario tiene que poder decidir


    por sí solo a qué destina el crédito.      PC: _ de 10


    Alternativa:


    No, en principio hay que rechazar


    las operaciones de dinero por dinero


    y en todo caso no deberían acrecentarse


    con la adquisición de créditos.      PC: _ de 10


    


    Pregunta 12:


    ¿Hay que obligar a los bancos a conceder créditos en la región?


    Opción cero:


    No, la globalización hace más eficientes


    los mercados financieros y responde


    a la libertad económica.      PC: _ de 10


    Alternativa:


    Sí, sería lo lógico, porque hay superávit


    de patrimonios financieros cada vez


    en más países. Hay que obligar a los bancos


    a gastar los depósitos de ahorro de la región


    en la propia región en forma de crédito.      PC: _ de 10


    


    Bancos comerciales


    


    Pregunta 13:


    ¿Tiene que haber un límite de expansión para los bancos, para impedir que haya entidades sistémicas, tanto económica como políticamente?


    Opción cero:


    Se permiten los «jugadores globales»


    sistémicos.      PC: _ de 10


    Alternativa:


    Sí, no pueden sobrepasar un límite máximo


    establecido. La supervisión financiera


    del mercado europeo controla estos límites y,


    en caso de excederse, aplica medidas


    para fragmentar o reducir la entidad.      PC: _ de 10


    


    Pregunta 13a:


    Si es que sí, ¿dónde debe estar este límite máximo?


    ¿En los 30.000 millones de euros


    de balance general?      PC: _ de 10


    ¿En los 50.000 millones de euros


    de balance general?      PC: _ de 10


    ¿En los 75.000 millones de euros


    de balance general?      PC: _ de 10


    ¿En los 100.000 millones de euros


    de balance general?      PC: _ de 10


    


    Pregunta 14:


    En el momento de liquidar bancos sistémicos probablemente surjan gastos adicionales. ¿Quién debe asumirlos?


    Opción cero (Plan de la Unión Bancaria Europea):


    Propietarios, acreedores, contribuyentes


    nacionales y contribuyentes de la UE.      PC: _ de 10


    Alternativa:


    Sólo los propietarios y acreedores,


    con un rappel para los propietarios.      PC: _ de 10


    


    Pregunta 14a:


    En caso de que sean los contribuyentes, ¿hay que cobrar a las grandes fortunas un impuesto sobre el patrimonio a escala europea que como mínimo cubra los gastos de liquidación de los bancos sistémicos?


    Opción cero:


    No, la política fiscal que ha habido hasta ahora


    es suficiente.      PC: _ de 10


    Alternativa:


    Sí.      PC: _ de 10


    


    Pregunta 15:


    ¿Las subvenciones estatales —como a) acceso al banco central, b) garantía de depósitos, c) operaciones con el Estado y d) medidas de apoyo urgente en casos excepcionales— deben concederse sólo a bancos que se comprometan a cumplir con una declaración del bien común?


    Opción cero:


    No.      PC: _ de 10


    Alternativa:


    Sí.      PC: _ de 10


    


    Pregunta 15a:


    Si es que sí, ¿este abanico de criterios qué debe incluir?


    ¿Una orientación al bien común


    en los estatutos y el balance del bien común?      PC: _ de 10


    ¿Un modelo de negocio conservador


    (sólo créditos y depósitos de ahorro)?      PC: _ de 10


    ¿Que no se repartan beneficios


    a los propietarios?      PC: _ de 10


    ¿Abandono del sistema de intereses:


    nada de intereses de la libreta de ahorros,


    tasa crediticia en vez de tipos de interés?      PC: _ de 10


    ¿Evaluación del bien común


    de todos los proyectos crediticios?      PC: _ de 10


    ¿Uso de beneficios orientado al bien común?      PC: _ de 10


    


    Supervisión financiera


    


    Pregunta 16:


    ¿Hay que crear una supervisión financiera europea contundente que...


    ...fragmente los bancos con un balance general


    de más de 30.000 millones de euros?      PC: _ de 10


    ...mantenga alejados del mercado único


    europeo a los bancos extranjeros


    con un balance general mayor?      PC: _ de 10


    ...ponga fin a las actividades de los bancos


    fantasma?      PC: _ de 10 ...prescriba a los bancos un capital propio


    mínimo de riesgo no ponderado de un 20


    a un 30 por ciento de su balance general?      PC: _ de 10


    ...reforme las normas contables de acuerdo


    con el principio del valor mínimo?      PC: _ de 10


    ...someta los productos financieros


    a una evaluación de riesgo y ética, y, según


    el resultado, autorice o prohíba?      PC: _ de 10


    ...en la UE excluya del acceso al mercado único


    europeo los productos financieros ilegales?      PC: _ de 10


    


    Pregunta 17:


    ¿Hay que regular todas las clases de fondos de tal manera que...


    ...no puedan contraer ningún crédito?      PC: _ de 10


    ...no puedan llevar a cabo ninguna


    adquisición hostil?      PC: _ de 10


    ...al término del ejercicio deban notificarse


    automáticamente a la agencia tributaria


    todos los ingresos obtenidos por los accionistas


    y éstos estén sujetos a los impuestos


    sobre la renta?      PC: _ de 10


    ...como máximo puedan repartirse


    bonificaciones que equivalgan al 50 por ciento


    del sueldo anual?      PC: _ de 10


    ...las bonificaciones deban vincularse


    a una contribución al bien común?      PC: _ de 10


    


    Pregunta 18:


    ¿La creación de mercados financieros internacionales debe continuar, disminuir o acompañarse de regulaciones?


    Opción cero:


    Los mercados financieros globales deben seguir


    liberalizándose, por ejemplo, a través


    del Acuerdo Transatlántico sobre Comercio


    e Inversiones, TTIP, actualmente debatido.


    La supervisión de estos mercados es cometido


    de las naciones y sus administraciones.      PC: _ de 10


    Alternativa 1:


    Las liberalizaciones que ha habido hasta ahora


    han sido un error. El Acuerdo General


    sobre el Comercio de Servicios de la OMC


    y otros acuerdos similares deben reducirse,


    las negociaciones del TTIP, detenerse,


    y los mercados para las empresas de servicios


    financieros de Estados que no pertenecen


    a la UE deben cerrarse.      PC: _ de 10


    Alternativa 2:


    Antes de cada nueva liberalización (OMC,


    TTIP), dentro del marco de las Naciones


    Unidas hay que crear instituciones


    de supervisión y regulación de los mercados


    existentes que ajusten su política


    a los objetivos humanos de Naciones Unidas


    (derechos humanos, desarrollo sostenible,


    prosperidad, criterios laborales, estabilidad


    del sistema, protección del medio ambiente


    y lucha contra el cambio climático).      PC: _ de 10


    


    En el segundo caso: pregunta 18a:


    ¿Hay que crear dentro de la ONU un consejo económico mundial que...


    ...vele por la coherencia de la política


    internacional comercial, cambiaria, fiscal


    y financiera, y advierta con antelación


    de los riesgos globales económicos, sociales


    y ecológicos?      PC: _ de 10


    ...que tenga autoridad sobre el Fondo


    Monetario Internacional y el Banco Mundial?      PC: _ de 10


    ...que integre formalmente a la Organización


    Mundial del Comercio, OMC, en el sistema


    de Naciones Unidas y la someta a sus objetivos


    y reglas de juego?      PC: _ de 10


    


    En el segundo caso: pregunta 18b:


    ¿Hay que crear un órgano de supervisión financiera global que...


    ...persiga, a nivel global, los mismos objetivos


    que la supervisión financiera europea y asuma


    los mismos cometidos a nivel global?      PC: _ de 10


    ...asuma la coordinación de las normas


    sobre capital propio del Comité de Basilea,


    la evolución de las normas contables (IFRS)


    y la regulación del sistema financiero global


    del G20 y del Consejo de Estabilidad


    Financiera?      PC: _ de 10


    


    En el segundo caso: pregunta 18c:


    ¿Hay que acordar un pacto fiscal global y crear una agencia tributaria global que...


    ...de manera independiente pueda adoptar


    medidas contra el blanqueo de dinero y


    las prácticas evasivas como el secreto bancario,


    y gestione una tributación única y global


    para consorcios?      PC: _ de 10


    


    Derivados


    


    Pregunta 19:


    Las operaciones con derivados, autorizadas por la supervisión financiera europea, ¿deben realizarse en bolsas controladas y respaldarse con un elevado capital propio, que determinará la supervisión financiera?


    Opción cero:


    No, eso constriñe en exceso


    la libertad económica.      PC: _ de 10


    Alternativa:


    Sí, eso haría que el universo de derivados


    fuese más transparente, previsible y fiable.      PC: _ de 10


    


    Pregunta 20:


    Las operaciones con derivados fuera de las bolsas controladas, ¿deben...


    Opción cero:


    ...seguir permitiéndose?      PC: _ de 10


    Alternativa 1:


    ...prohibirse?      PC: _ de 10


    Alternativa 2:


    ...carecer de protección jurídica?      PC: _ de 10


    


    Pregunta 21:


    Las calificaciones privadas, ¿deben apartarse de todas las regulaciones, leyes e instituciones públicas y oficiales?


    Opción cero:


    No.      PC: _ de 10


    Alternativa:


    Sí.      PC: _ de 10


    


    Pregunta 22a:


    Para las acciones...


    Opción cero:


    ...no tiene que haber un período mínimo


    de tenencia.      PC: _ de 10


    Alternativa 1:


    ...tiene que haber un período mínimo


    de tenencia de un año.      PC: _ de 10


    Alternativa 2:


    ...tiene que haber un período mínimo


    de tenencia de tres años.      PC: _ de 10


    


    Pregunta 22b:


    Los derechos de voto sobre las acciones...


    Opción cero:


    ...no tienen que estar vinculados


    a un período mínimo de tenencia.      PC: _ de 10


    Alternativa 1:


    ...tienen que estar vinculados


    a un período mínimo de tenencia


    de cinco años.      PC: _ de 10


    Alternativa 2:


    ...tienen que estar vinculados


    a un período mínimo de tenencia


    de diez años.      PC: _ de 10


    


    Pregunta 23:


    ¿Debe finalizar el comercio de acciones (en las bolsas capitalistas) y que, tras un período de transición, las acciones sólo puedan devolverse, pero ya sin cotizar?


    Opción cero:


    No, las empresas son una mercancía


    como cualquier otra que hay que poder


    comprar y vender en los mercados.      PC: _ de 10


    Alternativa:


    Sí, la relación entre propietarios y empresas


    es más estrecha y mejora cuando


    la participación en una empresa


    sólo puede devolverse, pero no venderse


    a una tercera persona.      PC: _ de 10


    


    Pregunta 24:


    ¿Hay que acabar con los dividendos financieros para que el capital como recurso económico se invierta en función de otros criterios (sentido, utilidad, ética, cogestión) que no sea el criterio de los réditos financieros?


    Opción cero:


    No, las bolsas capitalistas deben seguir


    existiendo. Las bolsas del bien común


    han de crearse únicamente


    de forma voluntaria.      PC: _ de 10


    Alternativa:


    Durante un período de transición,


    el dividendo máximo permitido


    debe irse aproximando gradualmente


    al cero.      PC: _ de 10


    


    Pregunta 25:


    ¿Hay que autorizar la venta de créditos, sus paquetes y titulizaciones y las operaciones con los derivados que éstos producen?


    Opción cero:


    Sí.      PC: _ de 10


    Alternativa:


    No, los bancos tienen que mantener


    en su propia contabilidad los créditos


    hipotecarios que conceden.      PC: _ de 10


    


    Pregunta 26:


    ¿Hay que autorizar las permutas por impago de crédito (CDS)?


    Opción cero:


    Sí.      PC: _ de 10


    Alternativa:


    No, eso es inflar el sistema financiero


    de forma innecesaria y arriesgada.      PC: _ de 10


    


    Pregunta 27:


    ¿Tienen gobierno y Parlamento que apoyar una asamblea de materias primas global dentro del marco de las Naciones Unidas que regule la extracción, fijación de precios, distribución y retroalimentación de recursos frágiles y ecológicos no renovables, cuyo borrador se presente a los pueblos soberanos nacionales (con variantes) para someterlo a votación?


    Opción cero:


    No, el mercado mundial debe regular


    la extracción, distribución y fijación de precios


    de las materias primas.      PC: _ de 10


    Alternativa:


    Sí, eso sería un avance para la comunidad


    mundial.      PC: _ de 10


    


    Jubilaciones/pensiones


    


    Pregunta 28:


    ¿Debe la política impulsar la reforma del sistema de pensiones hacia la cobertura del capital, dejarlo como está actualmente o volver a reducirlo y fortalecer el sistema de reparto accionando las diez pequeñas «clavijas»?


    Opción cero:


    La privatización de las pensiones


    es la senda adecuada, hay que seguir en ella.      PC: _ de 10


    Alternativa 1:


    La combinación actual es óptima, no necesita


    más reformas ni que la desmantelen.      PC: _ de 10


    Alternativa 2:


    El fomento estatal de las pensiones privadas


    debe disminuir y en su lugar intensificarse


    el sistema de reparto y el pacto intergeneracional


    con las más diversas medidas.      PC: _ de 10


    


    En el segundo caso: pregunta 28a:


    ¿Tiene que haber una pensión mínima


    para todos?      PC: _ de 10


    ¿El tiempo dedicado al cuidado de los hijos


    debe valorarse con más generosidad?      PC: _ de 10


    ¿Hay que recurrir al conjunto de los ingresos


    globales para financiar las pensiones


    obligatorias?      PC: _ de 10


    ¿Puede el subsidio estatal para pensiones


    constituir hasta un tercio de las prestaciones


    por jubilación?      PC: _ de 10


    ¿Deben las pensiones de las mujeres acercarse


    al nivel de las pensiones masculinas?      PC: _ de 10


    ¿Tiene que haber una caja de pensiones única


    para todos?      PC: _ de 10


    


    Justicia tributaria


    


    Pregunta 29:


    En el momento de notificarlos a la agencia tributaria, los ingresos salariales y las rentas del capital, ¿deben equipararse y ser notificados automáticamente?


    Opción cero:


    No, soy partidario de que se mantenga


    el trato desigual a efectos de que los ingresos


    salariales se notifiquen automáticamente


    y las rentas del capital no.      PC: _ de 10


    Alternativa 1:


    Tiene que ser al revés: notificación automática


    de las rentas del capital y protección de datos


    para los ingresos salariales.      PC: _ de 10


    Alternativa 2:


    Soy partidario de un trato igualitario a efectos


    de una ampliación de la protección de datos


    a los ingresos salariales.      PC: _ de 10


    Alternativa 3:


    Soy partidario de un trato igualitario a efectos


    de una ampliación de la notificación automática


    a las rentas del capital.      PC: _ de 10


    


    Pregunta 30:


    ¿Debe mi país formar parte de un acuerdo multilateral de cooperación fiscal de la OCDE o incluso de la ONU?


    Opción cero:


    Considero que la regulación actual


    es suficiente.      PC: _ de 10


    Alternativa:


    Soy partidario de participar.      PC: _ de 10


    


    Pregunta 31:


    ¿El acuerdo multilateral debe extenderse a las rentas del capital de toda índole y a las personas jurídicas, incluidos registros de nombres de trusts y fundaciones?


    Opción cero:


    Las excepciones están justificadas,


    no ha de haber ninguna ampliación.      PC: _ de 10


    Alternativa:


    Hay que tapar todos los agujeros


    para que puedan realmente incluirse


    todas las rentas del capital al completo


    y participar en el intercambio de información.      PC: _ de 10


    


    Pregunta 32:


    ¿Hay que responder a la evasión de impuestos y al fraude fiscal de terceros países que no forman parte de este acuerdo sancionando la circulación de capitales?


    Opción cero:


    La circulación de capitales debe seguir siendo


    incondicionalmente libre.      PC: _ de 10


    Alternativa:


    La circulación de capitales en terceros países


    que no cooperan debe restringirse


    en tanto no se llegue a la cooperación.      PC: _ de 10


    


    Pregunta 33:


    La tramitación de la circulación de capitales transfronteriza debe ser un cometido público de los bancos centrales o de los propios bancos públicos de liquidación de movimientos como parte del «dinero como bien público»?


    Opción cero:


    No, la liquidación de movimientos


    en la circulación internacional de capitales


    debe ser una prestación privada no regulada.      PC: _ de 10


    Alternativa 1:


    Sí, es una parte esencial de la construcción


    del «dinero como bien público».      PC: _ de 10


    Alternativa 2:


    Basta con que los bancos privados


    de liquidación de movimientos se regulen


    y supervisen de tal manera que implanten


    la restricción deliberada de la circulación


    de capitales (parecido a unas aduanas


    privadas).      PC: _ de 10


    


    Pregunta 34:


    ¿Debe [Austria] [Alemania] [España] formar parte de un acuerdo internacional para armonizar la base imponible de la tributación empresarial, así como un tipo de gravamen?


    Opción cero:


    No, soy partidario de la competencia fiscal.      PC: _ de 10


    Alternativa:


    Sí, soy partidario de la cooperación fiscal.      PC: _ de 10


    


    En caso afirmativo: pregunta 34a:


    ¿Dónde debe estar el tipo?


    Alternativa 1:


    Entre el 40 y el 50 por ciento.      PC: _ de 10


    Alternativa 2:


    Entre el 35 y el 45 por ciento.      PC: _ de 10


    Alternativa 3:


    Entre el 30 y el 40 por ciento.      PC: _ de 10


    Alternativa 4:


    Entre el 25 y el 35 por ciento.      PC: _ de 10


    


    Pregunta 35:


    ¿Debe [Austria] [Alemania] [España] adaptar todos los convenios de doble imposición al método de imputación?


    Opción cero:


    No, eso debe decidirlo como hasta ahora


    el gobierno según su propio arbitrio.      PC: _ de 10


    Alternativa 1:


    No, todos los convenios de doble imposición


    deben concebirse de acuerdo con el método


    de exención: las empresas nacionales deben


    pagar en el extranjero sólo el tipo impositivo


    vigente en cada caso, aunque éste sea más bajo


    que en el país de origen.      PC: _ de 10


    Alternativa 2:


    Sí, soy partidario de una tributación única


    para las empresas nacionales al margen


    de dónde operen y obtengan beneficios.      PC: _ de 10


    


    Pregunta 36:


    ¿Debe [Austria] [Alemania] [España] establecer el principio de impuesto único?


    Opción cero:


    No, soy partidario de la competencia fiscal.      PC: _ de 10


    Alternativa:


    Sí, soy partidario de la tributación justa


    proporcional de la actividad económica real.      PC: _ de 10


    


    Pregunta 37:


    ¿Debe [Austria] [Alemania] [España] apoyar la creación de una agencia tributaria global que establezca el principio de impuesto único y dicte normas para un balance fiscal para consorcios consolidado y global?


    Opción cero:


    En contra.      PC: _ de 10


    Alternativa:


    A favor.      PC: _ de 10


    


    Limitación de la desigualdad


    


    Pregunta 38:


    ¿Debe haber un salario mínimo legal?


    Opción cero:


    No, el precio del trabajo humano debe fijarse


    libremente en los mercados.      PC: _ de 10


    Alternativa:


    Sí, los mercados no garantizan ningún ingreso


    mínimo digno.      PC: _ de 10


    


    En caso afirmativo: pregunta 38a:


    8 euros brutos por hora.      PC: _ de 10


    9 euros brutos por hora.      PC: _ de 10


    10 euros brutos por hora.      PC: _ de 10


    11 euros brutos por hora.      PC: _ de 10


    12 euros brutos por hora.      PC: _ de 10


    


    Pregunta 39:


    ¿Debe éste revisarse con la inflación anual?


    Opción cero:


    No.      PC: _ de 10


    Alternativa:


    Sí, para que los que menos ganan por lo menos


    no pierdan poder adquisitivo.      PC: _ de 10


    


    Pregunta 40:


    ¿Hay que limitar el sueldo más alto en un número máximo de veces más que el salario mínimo legal o estipulado por convenio colectivo?


    Opción cero:


    No.      PC: _ de 10


    Alternativa:


    Sí.      PC: _ de 10


    


    En caso afirmativo: pregunta 40a:


    ¿Diez veces?      PC: _ de 10


    ¿Veinte veces?      PC: _ de 10


    ¿Cincuenta veces?      PC: _ de 10


    ¿Cien veces?      PC: _ de 10


    ¿Novecientas veces (Confederación Helvética),


    mil veces (Austria), cinco mil veces (Alemania)


    como en la actualidad?      PC: _ de 10


    


    Pregunta 41:


    ¿Hay que aplicar el impuesto sobre el patrimonio a partir de un umbral, que alcance para un determinado bienestar, e irlo subiendo progresivamente?


    Opción cero (Alemania, Austria):


    Estoy en contra de todo impuesto


    sobre el patrimonio.      PC: _ de 10


    Alternativa 1:


    Sí, a partir de 500.000 euros.      PC: _ de 10


    Alternativa 2:


    Sí, a partir de 1 millón de euros.      PC: _ de 10


    Alternativa 3:


    Sí, a partir de 3 millones de euros.      PC: _ de 10


    


    Pregunta 42:


    ¿Debe haber un límite máximo para la propiedad privada?


    Opción cero:


    No, debe permitirse la propiedad ilimitada


    y el Estado debe protegerla.      PC: _ de 10


    Alternativa 1:


    Sí, ¿10 millones de euros?      PC: _ de 10


    Alternativa 2:


    Sí, ¿20 millones de euros?      PC: _ de 10


    Alternativa 3:


    Sí, ¿50 millones de euros?      PC: _ de 10


    Alternativa 4:


    Sí, ¿100 millones de euros?      PC: _ de 10


    Alternativa 5:


    Sí, ¿1.000 millones de euros?      PC: _ de 10


    


    Pregunta 43:


    ¿Debe el derecho de sucesiones...


    Opción cero:


    ...ser ilimitado (Alemania) o bien


    seguir siéndolo (Austria)?      PC: _ de 10


    Alternativa 1:


    ...anularse?      PC: _ de 10


    Alternativa 2:


    ...limitarse?      PC: _ de 10


    


    En caso de limitación: pregunta 43a:


    Para el patrimonio personal, ¿hay que limitar el derecho de sucesiones por hijo en...


    Alternativa 1:


    ...500.000 euros?      PC: _ de 10


    Alternativa 2:


    ...1 millón de euros?      PC: _ de 10


    Alternativa 3:


    ...2 millones de euros?      PC: _ de 10


    Alternativa 4:


    ...3 millones de euros?      PC: _ de 10


    Alternativa 5:


    ...5 millones de euros?      PC: _ de 10


    


    En caso de limitación: pregunta 43b:


    Para el patrimonio empresarial (empresas familiares o explotaciones agrícolas), ¿hay que limitar el derecho de sucesiones por hijo en...


    Alternativa 1:


    ...5 millones de euros?      PC: _ de 10


    Alternativa 2:


    ...10 millones de euros?      PC: _ de 10


    Alternativa 3:


    ...20 millones de euros?      PC: _ de 10


    


    Sistema cambiario


    


    Pregunta 44:


    ¿Cómo deben configurarse en el futuro las relaciones cambiarias internacionales?


    Opción cero:


    Soy partidario de los mercados de divisas


    no regulados, donde los tipos de cambio


    se fijen libremente en función


    de la oferta y la demanda, y fluctúen


    correspondientemente.      PC: _ de 10


    Alternativa 1:


    Mi país/la Eurozona debe aspirar,


    con el mayor número posible de países,


    a una gestión de los tipos de cambios


    basada en la cooperación, con el objetivo


    de una paridad constante del poder adquisitivo


    y, con ello, unas relaciones competitivas


    constantes (REER-modelo CNUCYD).      PC: _ de 10


    Alternativa 2:


    Voto por una cooperación cambiaria global


    con una moneda de reserva mundial


    (modelo ONU). El gobierno de mi país,


    dentro de la ONU, debe abogar


    por tal cooperación y por la creación


    de un grupo de principiantes.      PC: _ de 10


    


    En el segundo caso: pregunta 44a:


    Alternativa 1:


    ¿Hay que crear un Bretton Woods II


    con una unión de reservas mundial,


    un banco de reservas mundial y una moneda


    de reserva mundial «terra», que ponga


    el acento en unas balanzas comerciales


    equilibradas (modelo Keynes-Stiglitz-ONU)?      PC: _ de 10


    Alternativa 2:


    ¿Hay que crear un Bretton Woods II


    con una unión de reservas mundial,


    un banco de reservas mundial y una moneda


    de reserva mundial «terra», que ponga


    el acento en la paridad del poder adquisitivo


    (modelo de compromiso de Keynes-Flassbeck-


    Felber)?      PC: _ de 10


    


    Pregunta 45:


    ¿En qué moneda deben cotizar las materias primas futuras?


    Opción cero:


    En dólares estadounidenses.      PC: _ de 10


    Alternativa:


    En terras.      PC: _ de 10


    


    Pregunta 46:


    ¿Qué tiene que pasar con el Fondo Monetario Internacional (FMI)?


    Opción cero:


    Debe seguir siendo una sociedad


    anónima independiente de la ONU,


    con una distribución del derecho a voto


    en función de la aportación de capital.      PC: _ de 10


    Alternativa:


    Debe integrarse totalmente en el sistema


    de las Naciones Unidas y convertirse


    en banco de reservas mundial.


    Todos los países y personas deben tener


    representación democrática.


    Mi gobierno debe abogar por ello.      PC: _ de 10


    


    Pregunta 47:


    ¿Qué tiene que pasar con el Banco Mundial?


    Opción cero:


    Debe quedarse como está.      PC: _ de 10


    Alternativa:


    Debe integrarse totalmente en el sistema


    de las Naciones Unidas y democratizarse


    siguiendo el modelo que se propone


    para el FMI. Sólo debe conceder créditos


    sin intereses para un desarrollo global sostenible


    sobre la base de los Objetivos del Milenio


    de las Naciones Unidas y de sus tratados


    y organizaciones.      PC: _ de 10


    


    Puedes descargarte gratuitamente este cuestionario en


    www.economia-del-bien-comun.org
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